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PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO  

 

 Título. Excepción de improcedencia de acción. Delito de colusión. 
Sumilla. 1. Este Tribunal Supremo tiene una consolidada doctrina 
jurisprudencial respecto a la excepción de improcedencia de acción. Esta 
excepción importa, siempre, un medio de defensa formal y, propiamente, 
cuestiona un presupuesto procesal vinculado a la causa: el carácter de 
injusto típico y punible del hecho atribuido por la Fiscalía. 2. En estos 
casos es de rigor tener presente la comprensión que se requiere para 
determinar si una persona realizó una conducta descripta en un tipo delictivo 
concreto –en sus elementos objetivos y subjetivos–. Desde el tipo objetivo 
es de tener presente que la determinación del sentido de la conducta 
legalmente prevista exige criterios valorativos, esto es, analizar si el 
comportamiento del agente despliega un riesgo suficientemente relevante 
según la previsión o exigencia del tipo –a lo que se agrega, en los tipos de 
resultado, que dicho riesgo se realice en el resultado–. 3. El encausado 
PESCHIERA RUBINA no es funcionario público y, por tanto, no puede ser 
autor del delito de colusión desleal. El asesor, en estricto, por naturaleza no 
es funcionario público, al carecer de una titulación o investidura al respecto; 
que su marco de actuación, luego de su contratación, se halla claramente 
delimitado al no estarle facultado tomar decisiones u ordenar, ni poseer la 
normal capacidad de disposición de la que goza todo funcionario en el 
manejo de los asuntos públicos; que distinto es el caso, desde luego, de los 
profesionales o expertos nombrados o designados con esa finalidad e 
integran el organigrama o estructura institucional. 4. La emisión de un 
informe jurídico, sea cual sea su sentido, expresa la opinión de un experto 
sobre el tema o materia que le solicite un cliente. En principio, como ya se 
anotó, la tipicidad de la conducta requiere que ésta realice un riesgo 
relevante en el sentido del tipo delictivo, penalmente prohibido. Una 
opinión profesional no es vinculante y corresponde a quien lo solicita 
decidir lo que corresponda. La conducta del investigado PESCHIERA RUBINI 
se califica como una conducta neutral, no es un acto típico de delito alguno. 
Nada de lo fácticamente señalado por la Fiscalía constituye, desde una 
perspectiva alternativa, un acto de cooperación. 
 

 
–SENTENCIA DE CASACIÓN– 

 
Lima, seis de octubre de dos mil veintitrés 

 
     VISTOS; en audiencia pública: el recurso de casación, 

por las causales de inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto 
material, interpuesto por el encausado LUIS ARNALDO NAPOLEÓN PESCHIERA 

RUBINI contra el auto de vista de fojas sesenta y ocho, de seis de agosto de 
dos mil veintiuno, que confirmando el auto de primera instancia de fojas 
veinte, de treinta de marzo de dos mil veintiuno, declaró infundada la 
excepción de improcedencia de acción que dedujo; con todo lo demás que al 
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respecto contiene. En el proceso penal seguido en su contra por delito de 
colusión agravada en agravio del Estado. 

Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 
 

FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

PRIMERO . Que el Equipo Especial de la Fiscalía Supraprovincial 
Corporativa especializada en delitos de corrupción de funcionarios mediante 
la Disposición setenta y ocho adjunta, de fojas ciento catorce vuelta del 
cuaderno formado en esta Sala Suprema, de veintisiete de febrero de dos mil 
veinte, formalizó la investigación preparatoria contra la investigada Nadine 
Heredia Alarcón y otros, entre ellos el imputado recurrente LUIS ARNALDO 

NAPOLEÓN PESCHIERA RUBINI, por delitos de colusión agravada y otros en 
agravio del Estado. 
∞ Los hechos objeto de investigación se relacionan con la presunta existencia 
de un pacto colusorio y una serie de irregularidades en la tramitación de las 
concesiones denominadas: “Concesión para Proyecto Gasoducto Andino del 
Sur” y “Concesión Mejoramiento de la Seguridad Energética del País y 
Desarrollo del Gaseoducto Sur Peruano”. 
∞ La imputación concreta contra LUIS ARNALDO NAPOLEÓN PESCHIERA 

RUBINI, a título de autor por delito de colusión agravada (ex artículo 384, 
segundo párrafo, del Código Penal –en adelante, CP–, consiste en que 
aprovechando su condición de abogado del Estudio jurídico “Delmar Ugarte 
Abogados” y asesor legal del Comité de Pro Seguridad Energética, Dirección 
Ejecutiva y jefe del Proyecto “Mejoras a la Seguridad Energética y 
Desarrollo del Gasoducto Sur Peruano”, habría formado parte del pacto 
colusorio, pues intervino directamente en perjuicio del patrimonio del Estado 
al dirigir su conducta conforme a lo ilícitamente acordado por la pareja 
presidencial –Ollanta Humala Tasso y Nadine Heredia Alarcón– y 
representantes del Grupo Empresarial Odebrecht. 
∞ El investigado PESCHIERA RUBINI elaboró y participó en la coordinación 
del informe jurídico titulado “Consecuencias de una eventual modificación 
del porcentaje de participación de los integrantes de un postor precalificado” 
de veintiocho de junio de dos mil catorce, para respaldar la posición de los 
miembros del Comité de Pro Seguridad Energética de PROINVERSIÓN de 
descalificar al consorcio Gasoducto Peruano del Sur, consorcio opositor del 
Grupo Empresarial Odebrecht. 
∞ La Fiscalía atribuyó al imputado PESCHIERA RUBINI , en su condición de 
servidor público –así se le calificó–, que integró el Proyecto “Mejoras a la 
Seguridad Energética y Desarrollo del Gasoducto Sur Peruano” como 
abogado del Estudio “Delmar Ugarte Abogados”, firma contratada por 
PROINVERSIÓN mediante los contratos 042-2013-PROINVERSION, de 
veinticuatro de diciembre de dos mil trece, y 007-2014-PROINVERSION, de 
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veintiséis de marzo de dos mil catorce. Entendió la Fiscalía que el 
investigado PESCHIERA RUBINI se insertó en la estructura de PROINVERSIÓN 
como asesor, pues brindó servicios de asesoría y emitió opiniones a solicitud 
de los funcionarios públicos autorizados en los términos de referencia, 
siempre subordinado al Comité de Pro Seguridad Energética, a la Dirección 
Ejecutiva y al jefe del Proyecto. Afirmó la Fiscalía que la opinión jurídica del 
investigado PESCHIERA RUBINI de veintiocho de junio de dos mil catorce 
ocasionó perjuicio patrimonial al Estado.  
 
SEGUNDO. Que el procedimiento impugnatorio se ha desarrollado como a 
continuación se detalla: 
1. El investigado PESCHIERA RUBINI mediante escrito de fojas dos, de 

diecisiete de febrero de dos mil veintiuno, dedujo excepción de improcedencia 

de acción. Alegó que no emitió opinión jurídica en calidad de funcionario 
público; que, como asesor legal externo, no tiene capacidad para decidir; 
que solo emite opiniones legales, de suerte que el que se tome en cuenta 
no altera su naturaleza; que, por tanto, carece de un título habilitante; que, 
por otro lado, no existió perjuicio patrimonial para el Estado; que la Carta 
26-2014-PROINVERSION no debía generar efecto jurídico alguno; que, 
en cumplimiento de las bases actualizadas al dieciséis de mayo de dos mil 
catorce, se descalificó al gaseoducto Peruano del Sur porque la 
información del sobre uno permanecía inalterable; que la falta de 
veracidad en la que incurrió el gaseoducto citado era insubsanable; que su 
conducta se limitó a señalar lo que indican las bases del proceso de 
selección. 

2. El Segundo Juzgado de la Investigación Preparatoria Nacional por auto 
de primera instancia de fojas veinte, de treinta de marzo de dos mil 
veintiuno, declaró infundada la excepción de improcedencia de acción. 
Consideró lo siguiente: 
A. El investigado PESCHIERA RUBINI  era un asesor externo, vinculado a 

PROINVERSIÓN por medio de un contrato de servicios de asesoría 
legal; es decir, no era parte de la estructura estatal, pero se incorporó a 
ella por la naturaleza de la asesoría permanente que brindó, por lo que 
es evidente que participó de la función pública, pues el Comité de Pro 
Seguridad Energética al que asesoró era el encargado de llevar a cabo 
el proceso de concesión; que ello constituye una función pública, y 
participó en ella al elaborar sus informes y opiniones legales. Por 
consiguiente, es un funcionario o servidor público a los efectos 
penales, a tenor del artículo 425, numeral 3, del CP. 

B. En relación a si el investigado tenía o no poder de decisión, de un 
análisis valorativo de los elementos de convicción se tiene como 
imputación en la Disposición de Formalización y Continuación de la 
Investigación Preparatoria que parte del pacto colusorio era la 
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descalificación del consorcio competidor de la empresa Odebrecht, lo 
cual se materializó con la opinión legal que emitió; que pronunció 
hasta dos opiniones, la primera en el sentido de dar un plazo al 
consorcio competidor, que llegó a ejecutarse, y la segunda concluir 
por la descalificación del consorcio competidor, lo cual finalmente 
terminó ocurriendo. Es claro, entonces, que intervino conjuntamente 
con otros imputados en la toma de decisión, modificando la primera 
opinión acordada. 

C. Sobre el perjuicio patrimonial, el Ministerio Público ha cumplido con 
señalar en qué habría consistido el perjuicio patrimonial. Como se 
trata de un elemento que requiere valoración de los elementos de 
convicción incorporados a la causa, no se puede determinar a través 
de una excepción. 

D. La conducta atribuida al investigado PESCHIERA RUBINI se subsume 
en el tipo penal de colusión agravada. En atención a los hechos el 
citado imputado puede ser considerado funcionario o servidor público, 
y en razón de ese cargo participó de una contratación pública, en la 
que habría existido presuntamente un pacto colusorio para beneficiar 
al consorcio ganador, conformado por la empresa Odebrecht, y 
otorgarle la buena pro. El aludido pacto colusorio habría ocasionado 
un perjuicio patrimonial al Estado. 

3. El investigado PESCHIERA RUBINI  interpuso recurso de apelación por escrito 
de fojas treinta y nueve, de veintiséis de abril de dos mil veintiuno. Instó 
la revocatoria del auto desestimatorio. Sus argumentos tienen una 
consistencia similar a la de su escrito de excepción de improcedencia de 
acción. 

4. Concedido el recurso de apelación por auto de fojas cincuenta y tres, de 
nueve de junio de dos mil veintiuno, la Primera Sala Penal de 
Apelaciones Nacional Permanente Especializada en delitos de corrupción 
de funcionarios, previo trámite impugnatorio, expidió el auto de vista de 
fojas sesenta y ocho, de seis de agosto de dos mil veintiuno, que confirmó 
el auto de primera instancia. Sus argumentos son como sigue: 
A.  La Disposición setenta y ocho, de veintisiete de febrero de dos mil 

veinte, detalló que el investigado PESCHIERA RUBINI es autor del 
delito de colusión agravada, pues aprovechó su condición de abogado 
del Estudio jurídico “Delmar Ugarte Abogados” y asesor legal del 
Comité de Pro Seguridad Energética, de la Dirección Ejecutiva y del 
jefe del Proyecto “Mejoras a la Seguridad Energética y Desarrollo del 
Gasoducto Sur Peruano” para ser parte del pacto colusorio. 

B. Se atribuyó al mencionado investigado la condición de servidor 
público porque integró el proyecto “Mejoras a la Seguridad Energética 
y Desarrollo del Gasoducto Sur Peruano” como abogado del Estudio 
jurídico “Delmar Ugarte Abogados” –firma contratada por 
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PROINVERSIÓN mediante los contratos 042-2013 y 007-2014–; que él 
se insertó en la estructura de PROINVERSIÓN como asesor, y, como tal, 
brindó servicios de asesoría y emitió opiniones a solicitud de los 
funcionarios públicos autorizados en los términos de referencia; que 
está subordinado al Comité de Pro Seguridad Energética, a la 
Dirección Ejecutiva y al jefe del Proyecto; que sus funciones debieron 
estar orientadas a velar por los intereses del Estado, lo que no ocurrió 
al momento de elaborar la opinión jurídica de fecha veintiocho de 
junio de dos mil catorce, pues ocasionó perjuicio patrimonial al 
Estado. 

C. El investigado PESCHIERA RUBINI indicó que no tenía poder de 
decisión dentro del proceso de negociación y que no opinó en calidad 
de funcionario público. Al respecto, como es criterio adoptado por 
esta Sala Superior, para determinar realmente si los investigados al 
momento de los hechos ostentaban la condición de sujetos públicos es 
necesario realizar actividad probatoria y, luego, valorar los elementos 
de convicción que se obtengan al respecto; que estos aspectos, por su 
propia naturaleza, no se pueden efectuar en un incidente de 
improcedencia de acción. Además, como se sabe, uno de los principios 
que rige la investigación preparatoria es el de progresividad, en la 
medida que los hechos investigados eventualmente se irán delimitando 
y dilucidando con el transcurso y desarrollo de los actos de 
investigación, lo que faculta al titular de la acción penal para variar el 
título de imputación de los investigados si devienen situaciones que 
no se tenían en cuenta al inicio de la investigación preparatoria 
formalizada. Por lo tanto, no es de recibo el agravio postulado por la 
defensa en este extremo. 

D. Respecto la distorsión de la imputación para sostener que se necesita 
valorar elementos de convicción para determinar si el investigado 
PESCHIERA RUBINI  tenía capacidad de decisión, es de precisar que en 
un incidente de excepción de improcedencia de acción no son 
admitidas las cuestiones probatorias, vía en que se puede verificar el 
contenido de los referidos contratos. 

E. Solo se debe tener en cuenta lo relatado en la disposición de 
formalización de la investigación preparatoria, pues este medio 
técnico de defensa cuestiona el juicio de subsunción normativa, de 
puro derecho; que uno de los principios que rige la investigación 
preparatoria es el de progresividad, en la medida que los hechos 
investigados eventualmente se irán delimitando y dilucidando con el 
transcurso y desarrollo de los actos de investigación; que, siendo así, 
el juez de primera instancia realizó un correcto desarrollo para 
desestimar la improcedencia de acción. 
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5. El investigado PESCHIERA RUBINI por escrito de fojas ochenta y tres, de 
veinticinco de agosto de dos mi veintiuno, interpuso recurso de casación. El 
Tribunal Superior por auto de fojas noventa y siete, de tres de setiembre de 
dos mil veintiuno, concedió el citado recurso. 

 

TERCERO. Que el encausado PESCHIERA RUBINI en su escrito de recurso de 

casación de fojas ochenta y tres, de veinticinco de agosto de dos mil veintiuno, 
invocó el motivo de casación de inobservancia de precepto constitucional 
(artículo 429, inciso 1, del Código Procesal Penal –en adelante, CPP–).  
∞ Desde el acceso excepcional, propuso se establezca que la tipicidad del delito 
de colusión debe desarrollarse en atención a la concreta capacidad de 
decisión que se ejerció (o no) en el hecho atribuido; y que el rol de un asesor 
legal externo que emitió una opinión jurídica exige un análisis de su concreta 
conducta sin revisar el material probatorio.  
 

CUARTO . Que, elevada la causa, este Tribunal Supremo por Ejecutoria de 
fojas ochenta y ocho, de diez de mayo del año en curso, declaró bien 
concedido el recurso de casación, que se examinará bajo las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material.  
∞ Se examinará si los hechos imputados, desde la jurisprudencia de este 
Tribunal Supremo, constituyen delito de colusión desleal; esto es, si se 
cumplen los elementos del tipo delictivo previsto y sancionado por el artículo 
384 del CP.  
 

QUINTO . Que, instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día viernes veintinueve de septiembre del presente 
año, ésta se realizó con la concurrencia de la defensa del encausado 
PESCHIERA RUBINI , doctor Carlos Constante Ávalos Rodríguez, cuyo 
desarrollo consta en el acta correspondiente. 
 

SEXTO. Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo día, 
de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó 
por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en los 
términos que a continuación se consignan. Se programó para la audiencia 
privada de lectura de la sentencia el día de la fecha. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, estriba en 
determinar si los hechos imputados, desde la jurisprudencia de este Tribunal 
Supremo, constituyen delito de colusión desleal. Esto es, si se cumplen los 
elementos del tipo delictivo previsto y sancionado por el artículo 384 del CP, 
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centrados en la calidad de sujeto activo idóneo y en el rol de un abogado 
cuando emite dictámenes jurídicos en el marco de un contrato de prestación 
de servicios profesionales a una institución pública. 
 

SEGUNDO. Que este Tribunal Supremo tiene una consolidada doctrina 
jurisprudencial respecto a la excepción de improcedencia de acción. Esta 
excepción importa, siempre, un medio de defensa formal y, propiamente, 
cuestiona un presupuesto procesal vinculado al objeto procesal: el carácter de 
injusto típico y punible del hecho atribuido por la Fiscalía. Al respecto, el 
artículo 6, apartado 1, literal ‘b’, del CPP estatuye que esta excepción es 
viable: “[…] cuando el hecho no constituye delito o no es justiciable penalmente”. 
∞ Las excepciones procesales, de modo general, importan alegaciones en las 
que el imputado pone de manifiesto la falta de algún presupuesto procesal, la 
existencia de algún óbice procesal o la falta de requisitos de algún acto 
procesal concreto [DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO y otros: Derecho 
Procesal Civil El proceso de declaración, 2da. Edición, Editorial CEURA, 
Madrid, 2003, p. 264]. 
∞ Esta configuración, específicamente de la excepción de la improcedencia 
de acción, plantea la necesidad de un examen jurídico penal de la imputación 
del Ministerio Público en sus propios términos, por lo que no está en cuestión 
si los hechos narrados por la Fiscalía son o no verdaderos –el análisis del 
material investigativo en este caso no es de recibo–, tampoco pueden 
agregarse hechos alternativos o excluirse o modificarse determinados datos 
relatados en la imputación fiscal. 
∞ En estos casos es de rigor tener presente la comprensión que se requiere 
para determinar si una persona realizó una conducta descripta en un tipo 
delictivo concreto –en sus elementos objetivos y subjetivos–. Desde el tipo 
objetivo es de tener presente que la determinación del sentido de la conducta 
legalmente prevista exige criterios valorativos, esto es, analizar si el 
comportamiento del agente despliega un riesgo suficientemente relevante 
según la previsión o exigencia del tipo –a lo que se agrega, en los tipos de 
resultado, que dicho riesgo se realice en el resultado– [SÁNCHEZ-OSTIZ, 
PABLO – IÑIGO CORROZA, ELENA: Delictum 2.0, Ediciones Universidad de 
Navarra, Pamplona, 2017, pp. 20-21]. En el marco de la excepción de 
improcedencia de acción este análisis se realiza sin acudir a medio de 
investigación alguno, que dé lugar al elemento de investigación (de 
convicción, según los términos del CPP) y a un resultado probatorio 
específico. 
 

TERCERO. Que al encausado PESCHIERA RUBINI, abogado del Estudio 
jurídico “Delmar Ugarte Abogados” –firma contratada por PROINVERSIÓN–, 
se le imputa autoría del delito de colusión desleal agravada porque intervino 
directamente en la elaboración y coordinación de la opinión jurídica de 
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veintiocho de junio de dos mil catorce, que permitió descalificar al consorcio 
Gasoducto Peruano del Sur, consorcio opositor del Grupo Empresarial 
Odebrecht. Así consta en los puntos quinientos noventa y nueve a seiscientos 
dos de los folios doscientos diecisiete a doscientos dieciocho de la 
disposición de formalización setenta y ocho. 
∞ Sobre estos datos fácticos, la Fiscalía estimó que el investigado PESCHIERA 

RUBINI se insertó en la estructura de PROINVERSIÓN encontrándose subordinado al 
Comité Pro Seguridad Energética, a la Dirección Ejecutiva y al jefe del Proyecto, 
para lo cual citó los términos de los contratos 042-2013-PROINVERSIÓN y 
007-2014-PROINVERSIÓN, que señalaban que debía prestar asistencia en la 
elaboración de todos aquellos documentos e instrumentos legales involucrados en 
los proyectos materia de la presente contratación, así como deberá prestar al 
Comité Pro Seguridad Energética de PROINVERSIÓN, asesoría legal integral.  
∞ Ahora bien, lo que expone la Fiscalía no son propiamente hechos 
atribuidos al investigado PESCHIERA RUBINI , sino interpretaciones o 
deducciones a partir de los contratos suscritos con el Estudio “Delmar Ugarte 
Abogados” y del tenor de los informes jurídicos expedidos. Los hechos en 
sentido estricto son que el imputado PESCHIERA RUBINI  es abogado que 
integra el Estudio jurídico “Delmar Ugarte Abogados”; que este Estudio 
suscribió dos contratos con PROINVERSIÓN; que en su mérito se emitió la 
opinión jurídica de veintiocho de junio de dos mil catorce; que esa opinión, 
aceptada por PROINVERSIÓN, sirvió para descalificar al consorcio Gasoducto 
Peruano del Sur, consorcio opositor del Grupo Empresarial Odebrecht. Por lo 
demás, no hay datos añadidos a la concertación atribuida, solo el emitir 
opiniones jurídicas. 
 

CUARTO . Que el delito de colusión desleal es uno especial propio y de 
infracción de deber, así como, en el supuesto agravado, de resultado de 
lesión. El sujeto activo solo puede ser un funcionario o servidor público que 
interviene, directa o indirectamente, por razón de su cargo en una 
contratación pública –de concesión, en el sub lite–.  Una interpretación 
auténtica desde el Derecho penal de funcionario público está prevista en el 
artículo 425 del CP. El invocado inciso 3 del citado artículo 425 del CP califica 
de funcionario o servidor público a todo aquel que, independientemente del 
régimen laboral en que se encuentre, mantiene un vínculo laboral o 
contractual de cualquier naturaleza con entidades u organismos del Estado y 
que en virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u organismos.  Ello 
significa que el acceso a la función pública importa que el agente ejerza 
funciones de esa naturaleza en las instituciones públicas.  
∞ En el presente caso, primero, PROINVERSIÓN y el Estudio “Delmar Ugarte 
Abogados” suscribieron dos contratos de asesoramiento, ningún abogado del 
Estudio pasó a integrar o ser parte del organigrama de PROINVERSIÓN pues se 
trató de un contrato de servicios profesionales, no regulado por el Derecho 
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administrativo, en el que no existe dependencia o vínculo de subordinación. 
Segundo, con independencia de que PROINVERSIÓN realiza funciones 
públicas, es de entender que la designación del Estudio y del encausado no 
fueron un acto de incorporación reglado por el derecho público, según los 
cauces legalmente previstos. Tercero, el contrato de asesoramiento jurídico, 
normado por el Derecho Civil, no importa la realización de actos 
funcionariales o asumir las tareas de la Administración (de PROINVERSIÓN); 
el abogado, en estas condiciones, que emite una opinión legal no tiene un 
deber especial derivado del ejercicio de una función pública cualquiera, y 
como tal no trabaja para la Administración Pública ni ejerce funciones en 
ella. Cuarto, la ley, por lo demás, en forma expresa, no incluye a los asesores 
jurídicos externos como funcionarios públicos. Es claro, entonces, que el 
asesor, en estricto, por naturaleza no es funcionario público, al carecer de una 
titulación o investidura al respecto; que su marco de actuación, luego de su 
contratación, se halla claramente delimitado al no estarle facultado tomar 
decisiones u ordenar, ni poseer la normal capacidad de disposición de la que 
goza todo funcionario en el manejo de los asuntos públicos; que distinto es el 
caso, desde luego, de los profesionales o expertos nombrados o designados 
con esa finalidad e integran el organigrama o estructura institucional [cfr.: 
ROJAS VARGAS, FIDEL: Delitos contra la Administración Pública, Tomo I, 
5ta. Edición, Editorial Gaceta Jurídica, Lima, p. 82]. 
∞ En consecuencia, el encausado PESCHIERA RUBINA no es funcionario 
público y, por tanto, no puede ser autor del delito de colusión desleal. 
 

QUINTO . Que, por otro lado, afirma la Fiscalía que el investigado PESCHIERA 

RUBINI formó parte del pacto colusorio –entre la pareja presidencial Humala 
Tasso - Heredia Alarcón, directivos de PROVINVERSIÓN y representantes del 
Grupo Empresarial Odebrecht– al emitir el informe jurídico titulado 
“Consecuencias de una eventual modificación del porcentaje de participación 
de los integrantes de un postor precalificado” de veintiocho de junio de dos 
mil catorce, para respaldar la posición de los miembros del Comité de Pro 
Seguridad Energética de PROINVERSIÓN de descalificar al consorcio 
Gasoducto Peruano del Sur, consorcio opositor del Grupo Empresarial 
Odebrecht. 
∞ La emisión de un informe jurídico, sea cual sea su sentido, expresa la 
opinión de un experto sobre el tema o materia que le solicite un cliente. En 
principio, como ya se anotó, la tipicidad de la conducta requiere que ésta 
realice un riesgo relevante en el sentido del tipo delictivo, penalmente 
prohibido. Una opinión profesional no es vinculante y corresponde a quien lo 
solicita decidir lo que corresponda. La conducta del investigado PESCHIERA 

RUBINI se califica como una conducta neutral, no es un acto típico de delito 
alguno. Nada de lo fácticamente señalado por la Fiscalía constituye, desde 
una perspectiva alternativa, un acto de cooperación. Luego, la aparente 
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causalidad de la opinión emitida con la decisión de PROINVERSIÓN y el 
denunciado perjuicio al patrimonio público no es suficiente para entender 
que integró el pacto colusorio imputado a los demás investigados. El 
consultor jurídico, según lo resaltado, se adecuó a su rol de abogado y, como 
ya se ha enfatizado, él no es garante de evitar la realización de presuntas 
conductas delictivas atribuidas a sus clientes. Las citas de los contratos de 
servicios que hace la Fiscalía [vid.: párrafo seiscientos dos de la 
Disposición], de ninguna manera revela que el asesor debe concluir en sus 
informes lo que le pide la institución. 
∞ En este mismo sentido se ha pronunciado esta Sala de Casación en la 
sentencia 526-2022/Nacional, de diecisiete de febrero de dos mil veintitrés, y 
en la sentencia 1095-2021/Nacional, de veintisiete de marzo de dos mil 
veintitrés. Es patente, entonces, que el auto de vista no siguió esta doctrina 
legal.  
∞ En definitiva, el recurso de casación debe ampararse. Se interpretó 
incorrectamente los artículos 384 y 425, inciso 3, del CP y, además, la 
garantía de tutela jurisdiccional que exige, como uno de sus derechos 
instrumentales, que se dicte una resolución de fondo fundada en Derecho. 
Por ello, como no se requiere de un nuevo debate, la sentencia casatoria debe 
ser rescindente y rescisoria. 

 
DECISIÓN 

 
Por estas razones: I. Declararon FUNDADO el recurso de casación, por las 
causales de inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, 
interpuesto por el encausado LUIS ARNALDO NAPOLEÓN PESCHIERA RUBINI 

contra el auto de vista de fojas sesenta y ocho, de seis de agosto de dos mil 
veintiuno, que confirmando el auto de primera instancia de fojas veinte, de 
treinta de marzo de dos mil veintiuno, declaró infundada la excepción de 
improcedencia de acción que dedujo; con todo lo demás que al respecto 
contiene. En el proceso penal seguido en su contra por delito de colusión 

agravada en agravio del Estado. En consecuencia, CASARON el auto de 
vista. II. Y, actuando en sede instancia: REVOCARON  el auto de primera 
instancia de fojas veinte, de treinta de marzo de dos mil veintiuno, que 
declaró infundada la excepción de improcedencia de acción; reformándola: 
declararon FUNDADA dicha excepción deducida por el encausado LUIS 

ARNALDO NAPOLEÓN PESCHIERA RUBINI. En tal virtud, de conformidad con 
el artículo 6, apartado 2, del CPP: SOBRESEYERON el proceso 
definitivamente respecto a dicho encausado por el delito de colusión agravada 
en agravio del Estado, se anulen sus antecedentes policiales y judiciales por 
estos hechos y se levanten las medidas de coerción dictadas en su contra; 
registrándose. III. ORDENARON  se transcriba la presente sentencia al 
Tribunal Superior para los fines de ley y debido cumplimiento, al que se 
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devolverán las actuaciones. IV. DISPUSIERON se lea esta sentencia en 
audiencia pública, se notifique inmediatamente y se publique en la página 
web del Poder Judicial. INTERVINO el señor Peña Farfán por licencia de la 
señora Carbajal Chávez. HÁGASE saber a las partes procesales personadas en 
esta sede suprema. 
 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
LUJAN TUPÉZ 
 
ALTABÁS KAJATT 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
PEÑA FARFÁN 
 

CSMC/YLPR    
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RECURSO CASACIÓN N.° 753-2022/CALLAO 
PONENTE: CESAR SAN MARTIN CASTRO  

 
 

            Título. Delito de colusión. Concertación. Juicio de medición de la pena. Principio acusatorio 
Sumilla: 1. No se incurre en vulneración del principio acusatorio cuando el órgano 
jurisdiccional precisa y detalla con mayor precisión supuestos, debatidos en juicio, 
necesarios para la comprensión de los hechos juzgados, sin alterarlos ni 
desnaturalizarlos, en orden a la imputación fundamental. 2. El tipo delictivo de colusión 
tiene como elemento objetivo sustancial la concertación defraudatoria entre el agente público 
competente y el tercero interesado. La descripción típica se refiere a una determinada 
situación de gestión de los recursos públicos de un agente público con capacidad de 
decidir el proceso de contratación pública en general, con entidad para causar un 
perjuicio patrimonial al ente público. Su intervención, como ya se puntualizó, ha de 
realizarse en cualquiera de los actos de las modalidades de contratación pública regidos 
por la ley de la materia –en todos estos casos existe un proceso de contratación–. 3. La 
concertación importa ponerse de acuerdo entre el agente público y el interesado, es la 
conjunción de dos o más voluntades. No basta la mera solicitud o proposición dirigida a 
obtener el acuerdo, sino que es preciso que, efectivamente, se haya logrado el mismo. 
Es un delito de participación necesaria e importa un amplio margen de pactos ilícitos, 
componendas o arreglos en perjuicio de los intereses estatales en juego; es decir, se 
puede concertar mediante diversas modalidades confabulatorias. 

 

 
–SENTENCIA DE CASACIÓN– 

 
Lima, veinticinco de julio de dos mil veintitrés 

 
VISTOS; en audiencia pública: los recursos de casación, por 

las causales de inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto material y 
vulneración de la garantía de motivación, interpuestos por los encausados WALTER 

HUGO TELLO CASTILLO, FERNANDO NOBLECILLA ZÚÑIGA, ANDRÉS 

MIGUEL VILLARREYES DÁVILA , MARCO ANTONIO PALOMINO PEÑA, PERCY 

MANUEL VELARDE ZAPATER y LUIS FELIPE VALLEJO LEIGH contra la 
sentencia de vista de fojas quinientos veintiuno, de veintinueve de 
diciembre de dos mil veinte, que confirmando en un extremo y revocando 
en otro la sentencia de primera instancia de fojas, doscientos cuarenta y tres 
de veintidós de febrero de dos mil diecinueve, los condenó como autores del 
delito de colusión en agravio del Estado y les impuso, al primero (Tello 
Castillo) cuatro años de pena privativa de libertad efectiva y, a los demás 
(Noblecilla Zúñiga, Villarreyes Dávila, Palomino Peña, Velarde Zapater y 
Vallejo Leigh), nueve años de pena privativa de libertad; asimismo, a todos 
les aplicó un año y ocho meses de inhabilitación; y, fijó en la suma de 
cuarenta millones de soles que solidariamente pagarán por concepto 
reparación civil; con todo lo demás que al respecto contiene.   

Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.  
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FUNDAMENTOS DE HECHO  
 

PRIMERO . Que las sentencias de mérito declararon probado lo siguiente: 
A. Los funcionarios públicos de la  Corporación Peruana de Aeropuertos y 

Aviación Comercial Sociedad Anónima –en adelante, CORPAC– Luis 
Felipe Vallejo Leigh, gerente general, Fernando Noblecilla Zúñiga, 
gerente de asuntos jurídicos, Walter Hugo Tello Castillo, presidente del 
Directorio, Susana Isabel Pinilla Cisneros, Percy Manuel Velarde 
Zapater, Raúl Augusto Lanatta Lanatta y Julio Cesar Zavala Hernández, 
miembros del Directorio, y Julio Martín Larenas Nieri, jefe del Área de 
Edificaciones y Coordinador de la obra de CORPAC, quienes tuvieron a 
su cargo realizar la asignación eficiente de recursos públicos en las 
operaciones contractuales del Estado, se concertaron con los 
funcionarios de la Municipalidad Provincial del Callao y de la empresa 
municipal Fondo Municipal de Inversiones del Callao Sociedad 
Anónima –en adelante, FINVER– Félix Manuel Moreno Caballero, 
alcalde provincial del Callao, Marco Antonio Palomino Peña, gerente 
municipal, Andrés Miguel Villarreyes Dávila, gerente general de 
FINVER y Gino Giancarlo Dagnino Arriaran, gerente general de 
FINVER, para que sea esta última empresa la encargada de elaborar el 
expediente técnico y la construcción de la nueva sede de CORPAC. 

B. El encausado LUIS FELIPE VALLEJO LEIGH suscribió el Convenio Marco 
de Cooperación Interinstitucional, en representación de CORPAC, con 
la Municipalidad Provincial del Callao, para encargarle la construcción 
de la nueva sede CORPAC a FINVER. A estos efectos, solicitó al 
Directorio de CORPAC que FINVER ejecute el proyecto de inversión 
pública “Construcción de la nueva sede de CORPAC”, pese a que dicha 
empresa no tenía experiencia en la construcción de edificios, ni poseía 
los medios idóneos para cumplir con el encargo. Es así que, en 
representación de CORPAC, suscribió el Convenio Específico de 
Cooperación Interinstitucional y encargo de gestión, con la 
Municipalidad Provincial del Callao y FINVER, al igual que las 
adendas uno, dos, tres, cuatro, cinco y seis, para que FINVER elabore el 
expediente técnico del proyecto "Construcción de la nueva sede 
interinstitucional de CORPAC", y se encargue de la ejecución de la 
obra, con trasgresión del artículo 76 de la Constitución, la Ley 27444, 
artículos 71, 45, 76, 77 y 78, la Resolución de Contraloría General de la 
República 195-88-CG de dieciocho de julio de mil novecientos ochenta 
y uno, que regula la ejecución de Obras Públicas por Administración 
Directa, y la Directiva 001-2009-EF/68.1 del Sistema Nacional de 
Inversión Pública, así como la Ley 27293, que crea el Sistema Nacional 
de Inversión Pública. Además, viabilizó a través de requerimientos que 
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se efectuaran desembolsos de dinero a FINVER, tanto por concepto de 
elaboración del expediente técnico, no obstante que el expediente 
técnico era irregular, como por la ejecución de la obra, pese a no existir 
licencia de construcción ni saneamiento del terreno en el que se 
construiría la nueva sede de CORPAC, así como tampoco supervisión 
de la obra. También suscribió las adendas al convenio específico con 
cláusulas perjudiciales para CORPAC. 

C. El encausado FERNANDO NOBLECILLA ZUÑIGA, en su condición de 
gerente legal de CORPAC, elaboró el proyecto del Convenio Marco de 
Cooperación Interinstitucional, con la intención de que FINVER ejecute 
el proyecto de inversión pública, visó el Convenio Específico de 
Cooperación Interinstitucional y encargo de gestión para la elaboración 
del Expediente Técnico del proyecto “Construcción de la Nueva Sede 
Institucional de CORPAC” y sus adendas una al seis, para que FINVER 
elabore el expediente técnico y se encargue de la ejecución de la obra, 
empresa que no tenía experiencia en el rubro de la construcción, ni 
poseía los medios idóneos. Para ello confeccionó el informe GAJ 
062.2010I, de nueve de febrero de dos mil diez, que permitió la 
suscripción del Convenio Específico y encargo de gestión para que 
FINVER ejecute el proyecto. También elaboró el informe GAJ 
141.2010.I, de dieciséis de marzo de dos mil diez, por el que señaló que 
correspondía efectuar el primer desembolso a FINVER, con vulneración 
de la Directiva 001-2009-EF/38.1, Directiva del Sistema Nacional de 
Inversión Pública. Asimismo, suscribió el informe GAJ 302.2010.I, de 
veintidós de mayo de dos mil diez, que concluyó que resultaba 
procedente el desembolso del treinta por ciento por concepto de 
elaboración del expediente técnico, con infracción de la Directiva 001-
2009-EF/38.1, Directiva del Sistema Nacional de Inversión Pública. 
Igualmente, dio el visto bueno a las adendas del Convenio Específico 
más mismas, pese a que tenían clausulas prejudiciales para CORPAC. 

D. El encausado Walter Hugo Tello Castillo,  al igual que sus 
coencausados Susana Isabel Pinilla Cisneros, Percy Manuel Velarde 
Zapater, Julio César Zavala Hernández, en su condición de miembros 
del Directorio, en la sesión de Directorio 2160-2010, de fecha cuatro de 
febrero de dos mil diez, mediante el Acuerdo 005-2160-2010 acordaron 
exonerar del proceso de selección correspondiente, la contratación del 
servicio de formulación de Expediente Técnico para el desarrollo del 
Proyecto de la Construcción de la Nueva Sede Institucional de 
CORPAC, para que sea FINVER quien se encargue de llevar a cabo la 
ejecución del proceso, cuando la mencionada empresa no contaba con la 
experiencia ni capacidad técnica; acuerdo que se llevó a cabo con la 
sola propuesta de Vallejo Leigh sin ningún sustento. 
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* Posteriormente, en la sesión de Directorio se expidió el Acuerdo 
2161-2010, de diez de febrero de dos mil diez, que acordó dejar sin 
efecto el numeral 1 del Acuerdo 005-2160-2010, de cuatro de febrero de 
dos mil diez, por el que se autorizó a la Gerencia General de CORPAC 
a suscribir convenios de Cooperación Interinstitucional o de encargo de 
gestión con la Municipalidad Provincial del Callao, para que, a través de 
FINVER, se desarrolle y ejecute el proyecto de inversión pública 
Construcción de la Nueva Sede Institucional de CORPAC. La intención 
fue FINVER fuera la encargada de elaborar el expediente técnico y la 
construcción de la nueva sede de CORPAC, aun cuando no tenía la 
experiencia en construcción de edificios, ni poseía los medios idóneos 
para cumplir el encargo. 

E. El encausado Marco Antonio Palomino Peña, gerente municipal de la 
Municipalidad Provincial del Callao, concertó con Walter Hugo Tello 
Castillo, presidente del Directorio de CORPAC, Susana Isabel Pinilla 
Cisneros, Percy Manuel Velarde Zapater, Raúl Augusto Lanatta Lanatta, 
Julio Cesar Zavala Hernández, miembros del Directorio de CORPAC, 
Luis Felipe Vallejo Leigh, gerente general de CORPAC y Fernando 
Noblecilla Zúñiga, gerente de Asuntos Jurídicos de CORPAC, en la 
suscripción del Convenio Marco y el Convenio Específico de 
Cooperación Interinstitucional o de encargo de gestión con la 
Municipalidad Provincial del Callao, y sus adendas, para que la empresa 
FINVER se encargue de elaborar el expediente técnico y la construcción 
de la nueva sede de CORPAC, empresa que no tenía la experiencia en la 
construcción de edificios, ni poseía los medios idóneos para cumplir con 
el encargo, con lo que se defraudó al Estado por el monto de veintiún 
millones trescientos ocho mil ciento diez mil soles con ochenta 
céntimos. 
* El referido acusado suscribió la adenda tres, mediante la cual se 
efectuaron precisiones sobre las transferencias de los desembolsos 
económicos para FINVER y los procedimientos para la rendición de 
cuentas, con la finalidad de facilitar los desembolsos a FINVER para la 
ejecución del proyecto, sin contar con licencia de construcción ni 
saneamiento del terreno, así como sin la viabilidad del proyecto. 
También suscribió la adenda cuatro, por la que se autorizó el setenta por 
ciento del desembolso para la ejecución de la obra, sin ningún tipo de 
garantía en favor de CORPAC. Estas condiciones contractuales se 
establecieron para facilitar los desembolsos a FINVER para la ejecución 
del proyecto, con vulneración del artículo 76 de la Constitución, el 
artículo 71 de la Ley  27444, la Resolución de Contraloría General de la 
República 195-88-CG, de dieciocho de julio de mil novecientos ochenta 
y ocho, que regula la ejecución de Obras Públicas por Administración 
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Directa, y la Directiva 001-2009-EF/68.1-Directiva del Sistema Nacional 
de Inversión Pública, que se refiere a la Ley 27293, que crea el Sistema 
Nacional de Inversión Pública. 

F. El encausado Andrés Miguel Villarreyes Dávila, gerente general de 
FINVER, concertó con Walter Hugo Tello Castillo, presidente del 
Directorio de CORPAC, Walter Hugo Tello Castillo, en su condición de 
presidente del Directorio, Susana Isabel Pinilla Cisneros, Percy Manuel 
Velarde Zapater, Raúl Augusto Lanatta Lanatta y Julio Cesar Zavala 
Hernández, directores de CORPAC, Luis Felipe Vallejo Leigh, gerente 
general de CORPAC, y Fernando Noblecilla Zúñiga, gerente de Asuntos 
Jurídicos de CORPAC, en la suscripción del Convenio Marco y el 
Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional o de encargo de 
gestión con la Municipalidad Provincial del Callao, y sus adendas, para 
que la empresa FINVER se encargue de elaborar el expediente técnico y 
la construcción de la nueva sede de CORPAC, pese a que no tenía la 
experiencia en la construcción de edificios, ni poseía los medios idóneos 
para cumplir con el encargo, con lo que defraudó al Estado por el monto 
de veintiún millones trescientos ocho mil ciento diez mil soles con 
ochenta céntimos.  
* El citado encausado suscribió el convenio específico interinstitucional 
y las adendas una, dos, tres y cuatro, infringiendo las mismas normas 
que el encausado Palomino Peña.  

 
SEGUNDO. Que, respecto del trámite del proceso penal, se tiene lo 
siguiente: 
1. Por acusación de fojas setenta, de treinta de octubre de dos mil quince, 

subsanada por escrito de veintiséis de octubre de dos mil dieciséis, se 
formuló acusación contra los imputados Walter Hugo Tello Castillo, 
Fernando Noblecilla Zúñiga, Percy Manuel Velarde Zapater y Luis 
Felipe Vallejo Leigh como coautores y a Andrés Miguel Villarreyes 
Dávila y Marco Antonio Palomino Peña como cómplices primarios del 
delito de colusión y alternativamente por delito de negociación 

incompatible en agravio del Estado a once años de pena privativa de 
libertad por el delito de colusión y cinco años y cuatro meses por el 
delito de negociación incompatible, así como cinco años de inhabilitación.   

2. Tras la audiencia de control de la acusación, emisión del auto de 
enjuiciamiento y remisión de la causa al Primer Juzgado Penal 
Unipersonal del Callao, éste, previa audiencia principal oral, pública y 
contradictoria, emitió la sentencia de primera instancia de fojas 
doscientos cuarenta y tres, de veintidós de febrero de dos mil 
diecinueve, que condenó a los encausados recurrentes Walter Hugo 
Tello Castillo, Fernando Noblecilla Zúñiga, Percy Manuel Velarde 
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Zapater y Luis Felipe Vallejo Leigh como coautores y a Andrés Miguel 
Villarreyes Dávila y Marco Antonio Palomino Peña como cómplices 
primarios del delito de colusión en agravio del Estado, y les impuso al 
primero cuatro años de pena privativa de libertad, suspendida 
condicionalmente, y un año y ocho meses de inhabilitación, y a los 
demás cinco años de pena privativa de libertad y un año y ocho meses 
de inhabilitación. Contra esta sentencia interpusieron recurso de 
apelación los citados encausados recurrentes, al igual que la 
representante del Ministerio Público. 

3.  Mediante auto superior de fojas trescientos treinta y nueve del cuaderno 
de casación 1151-2022/Callao, de tres de setiembre de dos mil veinte, se 
declaró improcedente los recursos de apelación de Luis Felipe Vallejo 
Leigh, Fernando Noblecilla Zúñiga y Marco Antonio Palomino Peña, y 
admisibles los demás recursos impugnativos.  

4. Contra el extremo de declaración de improcedencia de los recursos de 
apelación, promovieron recurso de reposición las defensas de Luis Felipe 
Vallejo Leigh, Fernando Noblecilla Zúñiga y otros. Estos recursos se 
declararon infundados por el auto superior de fojas trescientos noventa y 
cuatro del cuaderno de casación 1151-2022/Callao, de veintisiete de 
octubre de dos mil veinte. Contra esta resolución se interpuso recurso de 

casación, que será revisada en la causa RC 1151-2021/Callao de esta 
misma fecha. 

5.  Concedido el recurso de apelación, en el extremo que se declaró bien 
concedido dicho recurso y culminado en segunda instancia el trámite 
impugnativo, la Primera Sala Penal de Apelaciones del Callao profirió 
la sentencia de vista de fojas quinientos veintiuno, de veintinueve de 
diciembre de dos mil veinte, que confirmando en un extremo y 
revocando en otro la sentencia de primera instancia de fojas, doscientos 
cuarenta y tres de veintidós de febrero de dos mil diecinueve, los 
condenó como autores del delito de colusión en agravio del Estado y les 
impuso al primero (Tello Castillo) cuatro años de pena privativa de 
libertad efectiva) y a los demás (Noblecilla Zúñiga, Villarreyes Dávila, 
Palomino Peña, Velarde Zapater y Vallejo Leigh) nueve años de pena 
privativa de libertad; asimismo, aplicó un año y ocho meses de 
inhabilitación. Por último, fijó en cuarenta millones de soles el monto 
que pagarán solidariamente por concepto de reparación civil.  

6.  Contra esta sentencia de vista la defensa de Walter Hugo Tello Castillo, 
Fernando Noblecilla Zúñiga, Andrés Miguel Villarreyes Dávila, Marco 
Antonio Palomino Peña, Percy Manuel Velarde Zapater y Luis Felipe 
Vallejo Leigh promovieron recurso de casación, los mismos que fueron 
declarados inadmisibles. Contra esta resolución interpusieron recurso de 
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queja, los que se declararon fundados (Queja 550-2021, 551-2021, 680-
2021, 581-2021,556-2021 y 557-2021/Callao). 

7.  Por auto de fojas mil cuatrocientos setenta, de veintiocho de octubre de 
dos mil veintidós, esta Sala Suprema declaró bien concedido el recurso de 

casación por las causales de inobservancia de precepto constitucional, infracción de 
precepto material y vulneración de la garantía de motivación. 
 

TERCERO. Que el encausado PALOMINO PEÑA, gerente municipal de la 
Municipalidad Provincial del Callao, en su escrito de recurso de casación 
de fojas quinientos ochenta y nueve, de catorce de enero de dos mil 
veintiuno, invocó los motivos de casación de inobservancia de precepto 
constitucional e infracción de precepto material (artículo 429, incisos 1 y 3, 
del Código Procesal Penal –en adelante, CPP–). El tema excepcional se 
incorporó en cada motivo de casación. Su recurso de queja se declaró 
fundado.  
∞ Alegó que la Ley 30076 entró en vigencia después de los hechos materia 
de imputación; que la Sala Penal de Apelaciones aumentó en cuatro años la 
pena impuesta, en aplicación de la circunstancia agravante de pluralidad de 
agentes del inciso 2, literal ‘i’, artíulo 46 del Código Penal –en adelante, 
CP–.  
 

CUARTO . Que el encausado VILLARREYES DÁVILA , gerente general de 
FINVER, en su escrito de recurso de casación de fojas quinientos sesenta y 
cuatro, de catorce de enero de dos mil veintiuno, invocó todos los motivos 
de casación (artículo 429, incisos 1 al 5, del CPP). El tema excepcional se 
incorporó en cada motivo de casación. Su recurso de queja se declaró 
fundado.  
∞ Sostuvo que, a pesar que la Sala aplicó una ley no vigente al momento de 
los hechos para favorecer a los procesados, terminó elevando la pena de 
cinco a nueve años de privación de libertad.  
 

QUINTO . Que el encausado NOBLECILLA ZÚÑIGA, gerente legal de 
CORPAC, en su escrito de recurso de casación de fojas seiscientos tres, de 
catorce de enero de dos mil veintiuno, invocó los motivos de casación de 
infracción de precepto material y vulneración de la garantía de motivación 
(artículo 429, incisos 3 y 4, del CPP. Su recurso de queja se declaró 
fundado. 
∞ Desde el acceso excepcional, propuso se determine si es posible incorporar 
en el supuesto de “cualquier otra operación semejante” un convenio de 
cooperación interinstitucional; si se erigen en indicios las irregularidades 
administrativas para inferir la concertación delictivas –se trata, en el 
presente caso, de indicios equívocos–; y, si cabe decantarse entre varias 
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normas penales en el tiempo por la más graves, como ocurrió en el presente 
caso. 
 

SEXTO. Que el encausado TELLO CASTILLO, presidente del Directorio de 
CORPAC, en su escrito de recurso de casación de fojas seiscientos 
cincuenta y seis, de catorce de enero de dos mil veintiuno, invocó los 
motivos de casación de inobservancia de precepto constitucional, infracción 
de precepto material y apartamiento de doctrina jurisprudencial (artículo 
429, incisos 1, 3 y 5, del CPP).  
∞ El citado recurso de queja se declaró fundado solo en el extremo de la 
pena por defecto de motivación y vulneración del principio de reforma en 
peor.   
∞ Desde el acceso excepcional, propuso se determine si se respetó la regla de 
imputación concreta; si al mediar prohibición de regreso y tratarse del 
castigo penal de actos previos es del caso dictar una condena; si es posible 
incorporar en el supuesto de “cualquier otra operación semejante” un 
convenio de cooperación interinstitucional; y, si es posible imponer una 
pena efectiva tras revocar la suspensión de la pena impuesta sin 
motivación. 
 

SÉPTIMO . Que el encausado VELARDE ZAPATER, director de CORPAC, en 
su escrito de recurso de casación de fojas setecientos cuarenta y ocho, de 
trece de enero de dos mil veintiuno, invocó los motivos de casación de 
inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto material y 
apartamiento de doctrina jurisprudencial (artículo 429, incisos 1, 3 y 5, del 
CPP). Su recurso de queja se declaró fundado. 
∞ Como se trata de un acceso común al recurso de casación, referido a la 
reparación civil, sostuvo que no se motivó la cuantía de la reparación civil 
impuesta, pues solo se hizo referencia a una pericia contable. 
 
OCTAVO . Que el encausado VALLEJO LEIGH, gerente general de CORPAC, 
en su escrito de recurso de casación de fojas setecientos setenta y siete, de 
catorce de enero de dos mil veintiuno, invocó el motivo de casación de 
inobservancia de precepto constitucional (artículo 429, inciso 1, del CPP). 
Su recurso de queja se declaró fundado. 
∞ Desde el acceso excepcional, propuso, se determine si es posible aplicar una 
norma penal posterior más favorable al reo; si en un convenio u otra 
operación entre dependencias públicas no puede darse el interés particular 
para la concertación de un acuerdo colusorio. 
 
NOVENO. Que, conforme a la Ejecutoria Suprema de fojas mil 
cuatrocientos setenta, de veintiocho de octubre de dos mil veintidós, del 
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cuaderno formado en esta sede suprema, es materia de dilucidación en sede 
casacional: 
A. Las causales de inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto 

material y vulneración de la garantía de motivación: artículo 429, numerales 1, 3 y 
4, del CPP. 

B.  Los alcances normativos del tipo delictivo de colusión en su relación 
con empresas públicas municipales y CORPAC, así como el ámbito de 
la citada figura penal en fase de ejecución en atención a las reformas 
legales que se produjeron del artículo 384 del CP (aplicación de la Ley 
penal en el tiempo). 

C.  La relación entre el Directorio y las Gerencias Especializadas de una 
empresa del Estado (CORPAC en este caso) cuando el primero adopta 
decisiones y en qué medida se puede imputar responsabilidad por 
hechos delictivos desde la prueba por indicios. 

D.  Si la pena impuesta vulnera o no los principios de legalidad y de 
reforma peyorativa.  

E. Por último, si la reparación civil fijada cumplió con la indicación de las 
bases de su determinación y si ésta es manifiestamente 
desproporcionada o excede del petitum de la parte legitimada.  

 
DÉCIMO  Que, instruidas las partes de la admisión del recurso de casación, 
materia de la resolución anterior, se expidió el decreto de fojas mil 
cuatrocientos noventa y ocho que señaló fecha para la audiencia de 
casación el veintiocho de junio último.  
 
UNDÉCIMO . Que, según el acta adjunta, la audiencia pública de casación se 
realizó con la intervención de la defensa de los encausados Villarreyes 
Dávila, Vallejo Leigh, Noblecilla Zúñiga, Tello Castillo, Palomino Peña y 
Velarde Zapater, doctores Faviola Gómez Meléndez, Gastón Manrique 
Pachas, Exson Alexander Vilcherrrez Ato, Gianfranco Hernández Huamán 
y Luis Vargas Valdivia, respectivamente. También intervino el abogado 
delegado de la Procuraduría Pública del Estado, doctor Eddy Adrián 
Betalleluz Vizcarra. 
 
DUODÉCIMO . Que, concluida la audiencia, a continuación, e 
inmediatamente, en la misma fecha, se celebró el acto de la deliberación de 
la causa en sesión secreta. Efectuado ese día, se realizó la votación 
correspondiente y obtenido el número de votos necesarios, corresponde 
dictar la sentencia casatoria pertinente, cuya lectura se programó en la 
fecha. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO  
 
PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde las causales de 
inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto material y vulneración de la 
garantía de motivación, estriba en determinar: (i) los alcances normativos del 
tipo delictivo de colusión en su relación con empresas públicas municipales 
y CORPAC, así como el ámbito de la citada figura penal en fase de 
ejecución en atención a las reformas legales que se produjeron del artículo 
384 del CP –aplicación de la Ley penal en el tiempo–; (ii) la relación entre 
el Directorio y las Gerencias Especializadas de una empresa del Estado 
(CORPAC, en este caso) cuando el primero adopta decisiones y en qué 
medida se puede imputar responsabilidad a los directores por hechos 
delictivos desde la prueba por indicios; (iii) si la pena impuesta vulnera o 
no los principios de legalidad y de reforma peyorativa; y, (iv) si la 
reparación civil fijada cumplió con la indicación de las bases de su 
determinación y si ésta es manifiestamente desproporcionada o excede del 
petitum de la parte legitimada.  
 
SEGUNDO. Que este Tribunal Supremo en la sentencia casatoria                             
1544-2021/Callao, de esta misma fecha veinticinco de julio de dos mil 
veintitrés, recaída en el mismo proceso, ya se pronunció motivadamente 
respecto (i) a los alcances normativos del tipo delictivo de colusión, (ii) a los 
aspectos vinculados a la ley penal en el tiempo, y (iii) a la comisión de 
delito en la etapa de ejecución del contrato público. Al respecto, es de tener 
presente, cuyos fundamentos se reproducen, los fundamentos jurídicos 
cuarto al sexto de dicha sentencia casatoria.  
∞ Respecto de la situación jurídica de los directores de CORPAC, 
encausados Tello Castillo y Velarde Zapater, se ha producido DISCORDIA en 
relación al juicio de culpabilidad. Tres señores jueces supremos votaron por 
la absolución, sin reparación civil [San Martín Castro, Luján Túpez y 
Sequeiros Vargas]. Dos señores jueces supremos votaron por la ratificación 
del juicio de culpabilidad y por la modificación de la pena y se confirme la 
impuesta en primera instancia, pero se anule el juicio de reparación civil 
[señores Cotrina Miñano y Carbajal Chávez].  
 
TERCERO. Que, por otro lado, la sentencia de primera instancia en el 
fundamento jurídico decimocuarto declaró probado (i) que los convenios 
suscritos no cumplieron con lo dispuesto en el artículo 3, numeral 3, literal 
s), del Decreto Legislativo 1017; (ii) que el convenio marco, suscrito por el 
encausado recurrente Vallejo Leigh, no tiene sustento técnico y legal, 
tampoco las garantías que salvaguarden las inversiones de CORPAC, lo 
que generó un perjuicio de veintiún millones trescientos ocho mil ciento 
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diez soles con ochenta céntimos; (iii) que CORPAC transfirió a FINVER 
treinta y un millones doscientos noventa y un mil cuatrocientos cuarenta y 
seis soles con veinte céntimos, equivalentes al setenta por ciento del monto 
pactado para la ejecución de la obra “Construcción de la nueva sede 
Institucional de CORPAC” en las condiciones pactadas para las 
transferencias del veinte por ciento y del cincuenta por ciento del costo 
total de la obra, sin garantizar la ejecución de la misma; (iv) que el gerente 
general de CORPAC, Vallejo Leigh, dispuso la suspensión temporal de la 
referida obra sin justificación técnica legal y, por ello, impidió se adopten 
acciones respecto del desbalance entre la ejecución física y la ejecución 
financiera de la obra; (v) que el citado encausado Vallejo Leigh suscribió 
un contrato por un millón cuatrocientos noventa y nueve mil seiscientos 
soles con el “Consorcio Supervisor CORPAC” para la supervisión de la 
obra encargada a FINVER, luego de dieciséis meses de haberse iniciado la 
ejecución de la obra y un mes después de que dispusiera la suspensión 
temporal de ésta, generando que CORPAC se vincule contractualmente 
cuando ya no existía la necesidad; y, (vi) que no existió supervisión de la 
obra a cargo de la gerencia de infraestructura de CORPAC [vid.: folios 
noventa y cuatro a ciento cuarenta y siete de la sentencia de primera 
instancia]. 
∞ Esta sentencia de primera instancia en el fundamento jurídico 
decimoquinto declaró la responsabilidad penal de VALLEJO LEIGH por 
suscribir el Convenio Marco, solicitar al Directorio de CORPAC para que 
FINVER ejecute el proyecto de inversión pública “Construcción de la sede 
institucional de CORPAC”, suscribir el Convenio Específico y las seis 
adendas, viabilizar a través de sus requerimientos que se efectúen 
desembolsos de dinero a FINVER por concepto de elaboración del 
expediente técnico –pese a que éste era irregular– y por la ejecución de la 
obra, no obstante no existir licencia de construcción ni saneamiento del 
terreno, así como tampoco supervisión de la obra, y suscribir las adendas al 
convenio específico con clausulas perjudiciales para CORPAC. 
* En cuanto a NOBLECILLA ZÚÑIGA, la sentencia de primera instancia 
declaró su responsabilidad penal por elaborar el proyecto de convenio marco 
de cooperación institucional, visó el convenio específico y sus seis adendas 
–pese a que FINVER no tenía la experiencia en la construcción de edificios 
ni poseía los medios idóneos para cumplir con el encargo–, elaborar el 
Informe GAJ 141.2010.I que señaló que corresponde efectuar el primer 
desembolso a FINVER, y elaborar el Informe GAJ 302.2010.I que indicó 
que corresponde efectuar el desembolso del treinta por ciento por 
elaboración del expediente técnico. 
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CUARTO . Que es de tener presente, respecto de ambos encausados, que el 
auto superior de calificación de tres de septiembre de dos mil veinte declaró 
improcedente el recurso de apelación interpuesto por los dos contra la sentencia 
de primera instancia [vid.: puntos cinco y seis de la parte resolutiva, folio 
cuarenta y cinco]. Solo se declaró bien concedido el recurso de apelación de la 
señora fiscal provincial [vid.: punto undécimo de la parte resolutiva, folios 
cuarenta y seis y cuarenta y siete]. 
∞ La señora fiscal provincial, respecto de los condenados, requirió se 
aumente la pena impuesta a once años de privación de libertad, pues ésta, 
dada la pluralidad de intervinientes, es la que se ubica en el tercio 
intermedio. 
∞ No cabe, pues, en esta sentencia casatoria, revisar la declaración de 
responsabilidad penal (principio tantum devolutum quantum apellatum), 
sino únicamente la entidad de la pena privativa de libertad impuesta en 
apelación acusatoria a los condenados. Empero, sobre este punto se ha 
producido discordia, por lo que en pliego aparte se consignarán los votos 
correspondientes. 

 
QUINTO . Que, en lo atinente al encausado VILLARREYES DÁVILA , el recurso 

de apelación, declarado bien concedido por el Tribunal Superior, cuestionó la 
apreciación de la prueba por el Juzgado Penal y denunció una incorrecta 
interpretación y aplicación del tipo delictivo de colusión. La Sala Penal 
Superior desestimó esta pretensión impugnativa y, además, aceptando la 
pretensión acusatoria, elevó la pena impuesta en primera instancia.  
∞ Sobre la entidad de la pena impuesta se ha producido discordia respecto a 
la corrección jurídica de la determinación judicial de la pena. Luego, solo 
cabe verificar la corrección de la declaración de hechos probados y, 
parcialmente, de la subsunción jurídico penal. En cuanto al delito de 
colusión ya se ha dejado sentado los aspectos vinculados a la ley penal en el 
tiempo y a la comisión de delito en la etapa de ejecución del contrato 
público. Igualmente, ya está definido en la Sentencia Casatoria                              
1544-2021/Callao de la fecha que en el concepto “interesado” está incurso 
otra empresa u organismo público [vid.: Fundamentos Jurídicos Quinto y 
Sexto, folios once y doce]. 
 
SEXTO . Que en el recurso de casación el encausado VILLARREYES DÁVILA , 
entre otros puntos ya abordados y resueltos, se cuestiona (i) que se declaró 
probado un hecho no acusado, (ii) que no se abordó lo relacionado a la 
firma de las adendas dos y cuatro, conjuntamente con las adendas cinco y 
seis, y (iii) que, a partir de la prueba actuada, no se incurrió en una 
concertación defraudatoria. No se comprende, directamente, un 
cuestionamiento explícito a la reparación civil. 



                                                        RECURSO CASACIÓN N.° 753-2022/CALLAO 
 

 
 

 – 13 – 

 

∞ El punto impugnativo referido a la incorporación de hechos no acusados 
no es de recibo. La acusación trae un cuestionamiento explícito a la 
presentación y correcta elaboración del expediente técnico. Además, acotó 
que la adenda uno importó la ampliación del plazo para la presentación del 
expediente técnico; y, la adenda dos señaló que la elaboración del 
expediente técnico no se encuentra supeditada a la declaración de 
viabilidad del proyecto [vid.: folios seis a once, y treinta tres y treinta y 
cuatro de la acusación]. Tras la realización del plenario así lo declaró 
probado [folios ciento cincuenta y tres y ciento cincuenta y cuatro de la 
sentencia de primera instancia], así como precisó el curso de los hechos, 
incluso lo relacionado con el expediente técnico, con su no presentación en 
forma y con la intervención del recurrente [vid.: folios ciento veinticuatro a 
ciento veintinueve de la sentencia de primera instancia]. Desde ya es de 
resaltar que no se incurre en vulneración del principio acusatorio cuando el 
órgano jurisdiccional precisa y detalla con mayor precisión supuestos, 
debatidos en juicio, necesarios para la comprensión de los hechos juzgados, 
sin alterarlos ni desnaturalizarlos, en orden a la imputación fundamental. 
∞ Por lo demás, del análisis del recurso de apelación del encausado 
VILLARREYES DÁVILA , corriente a fojas mil trescientos setenta del 
cuaderno de casación, no consta que este punto fuera materia de censura 
impugnativa [vid.: específicamente, folio mil trescientos ochenta y cuatro]. 
Consecuentemente, en cumplimiento al principio de unidad de alegaciones, 
esta censura casacional carece de virtualidad. No puede reclamarse en 
casación lo que no se hizo, y pudo hacerse, en apelación. 
∞ Asimismo, la sentencia de primera instancia motivó ampliamente lo 
relacionado con las adendas que firmó el recurrente, criterio que fue 
ratificado por la sentencia de vista. 
 
SÉPTIMO. Que el tipo delictivo de colusión tiene como elemento objetivo 
sustancial la concertación defraudatoria entre el agente público competente y el 
tercero interesado. La descripción típica se refiere a una determinada 
situación de gestión de los recursos públicos de un agente oficial con capacidad 
de decidir el proceso de contratación pública en general, con entidad para 
causar un perjuicio patrimonial al ente público [TXEBARRIA ZARRABEITIA , 
XABIER y otros: Delitos contra la Administración Pública, Instituto Vasco 
de Administración Pública, Bilbao, 1997, pp. 207-208]. Su intervención, 
como ya se puntualizó, ha de realizarse en cualquiera de los actos de las 
modalidades de contratación pública regidos por la ley de la materia –en 
todos estos casos existe un proceso de contratación [Ibidem, p. 214]–.  
∞ La concertación importa ponerse de acuerdo entre el agente público y el 
interesado. Es la conjunción de dos o más voluntades. No basta la mera 
solicitud o proposición dirigida a obtener el acuerdo, sino que es preciso 
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que, efectivamente, se haya logrado el mismo [STSE 996/1994, de 14 de 
mayo. MORILLAS CUEVA, LORENZO y otros: Sistema de Derecho Penal, 
Parte Especial, 2da. Edición, Editorial Dykinson, Madrid, 2016, p. 1183]. 
Es un delito de participación necesaria e importa un amplio margen de 
pactos ilícitos, componendas o arreglos en perjuicio de los intereses 
estatales en juego; es decir, se puede concertar mediante diversas 
modalidades confabulatorias [ROJAS VARGAS, FIDEL: Delitos contra la 
Administración Pública, 3ra. Edición, Editorial Grijley, Lima, 2002, p. 
282]. 
∞ Es de precisar que el tipo subjetivo requiere simplemente la conciencia (el 
conocimiento) de que el concierto se va a producir, bien que el ente público 
realice una disposición patrimonial al que no está obligado, o bien que 
consiga una contratación económicamente menos ventajosa de lo que un 
proceso correcto hubiera permitido –el efecto perjudicial para el erario 
público es central, más allá que simplemente se proyecte o que en efecto 
tenga lugar– (STSE 606/2016, de 7 de julio). No es necesario un ánimo de 
lucro propio ni ajeno en el sujeto activo (SSTSE de 2 de febrero de 1994 y 
de 16 de febrero de 1995). 
∞ En el sub judice el encausado VILLARREYES DÁVILA , según las 
sentencias de mérito, intervino como cómplice primario: su conducta fue 
necesaria para para que se pueda configurar la concertación. En este marco, 
como interviniente no cualificado, suscribió el Convenio Marco y el Convenio 
Específico de Cooperación Interinstitucional o de encargo de gestión con la 
Municipalidad Provincial del Callao y CORPAC, al igual que parte de sus 
adendas, a fin de que la empresa FINVER, que dirigía como gerente 
general, se encargue de elaborar el expediente técnico y la construcción de 
la nueva sede de CORPAC, pese a que FINVER no tenía autorización legal 
para hacerlo, carecía de experiencia en la construcción de edificios y no 
poseía los medios idóneos para cumplir con el encargo, con lo que defraudó 
al Estado por el monto de veintiún millones trescientos ocho mil ciento diez 
mil soles con ochenta céntimos. Esta contratación vulneró el artículo 76 de 
la Constitución, el artículo 71 de la Ley 27444, la Resolución de 
Contraloría General de la República 195-88-CG, de dieciocho de julio de 
mil novecientos ochenta y ocho, que regula la ejecución de Obras Públicas 
por Administración Directa, y la Directiva 001-2009-EF/68.1-Directiva del 
Sistema Nacional de Inversión Pública, que se refiere a la Ley 27293, que 
creó el Sistema Nacional de Inversión Pública. 

 
OCTAVO . Que, en principio, la calificación de cómplice primario, dados los 
hechos declarados probados, no es objetable, pues su conducta es necesaria 
para la configuración del delito. Es claro que la colusión es un delito de 
infracción de deber, pero ello no es inconveniente para asumir la unidad de 
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título de imputación porque se trata de un delito de infracción de deber con 
componentes de dominio [cfr.: VILCHEZ CHINCHAYÁN , RONALD: Delitos 
contra la Administración Pública, Editores Del Centro, Lima, 2021, p. 
313]. El cómplice siempre responde en referencia al hecho punible cometido 
por el autor, con independencia del carácter funcionarial específico que se 
exige a este último. 
∞ Por otro lado, es de asumir que estos delitos, por su propio carácter, 
presentan importantes problemas de prueba, lo que ha de solventarse en 
muchos casos acudiendo a la prueba indiciaria, que se produce a partir de la 
constatación de unos hechos anteriores complementariamente acreditados y 
un desenlace defraudatorio preciso y directo [STSE de 16 de febrero de 
1995]. 
∞ Los indicios están acreditados y son plurales. Tienen que ver con las 
propias potestades de FINVER para realizar proyectos de entes distintos de 
los propiamente municipales, con el estado en que se encontraba el 
proyecto de inversión referido a la construcción del local institucional de 
CORPAC, con los problemas objetivos generados con el expediente técnico 
y los pagos realizados, y con la obra inconclusa y con pagos por encima de 
los avances, a partir de informes que no correspondían con lo realmente 
ocurrido en la obra, que por lo demás se llevó a cabo sin una efectiva y 
presente supervisión de obra por parte de CORPAC. Es evidente, más allá 
de otra consideración, el perjuicio económico que sufrió CORPAC, que a 
final de cuentas efectuó pagos y contraprestaciones varias por un servicio y 
obras no realizadas como correspondía al interés del erario público. 
∞ Es de aclarar que solo corresponde al Tribunal Supremo, dadas las notas 
características del recurso de casación, revisar si se utilizó prueba ilícita y si 
se incumplió las reglas de la prueba por indicios (ex artículo 158, apartado 
3, del CPP). No se denunció la utilización de prueba ilícita. En cuanto a la 
corrección del razonamiento indiciario, no se advierten defectos de 
motivación constitucionalmente relevantes. Es patente, dada la pluralidad 
de indicios probados, coincidentes entre sí, que forman una cadena 
articulada de los mismos, y que de ellos fluye, como enlace preciso y 
directo, con carácter necesario, la configuración de un concierto 
defraudatorio en los términos del artículo 384 del Código Penal, que por lo 
demás ocasionó un perjuicio al patrimonio institucional de CORPAC.  
∞ Cabe insistir, desde el análisis que se realizó –atento a lo que la doctrina 
científica y la jurisprudencia nacional y extranjera exige–, (i) que se contó 
con indicios probados –plurales, detallados, correlacionados y razonados en 
las sentencias de instancia–, (ii) que se motivó su concurrencia y su 
relevancia probatoria, (iii) que se evidenció su enlace lógico y racional con 
la afirmación consecuencia –el hecho típico–, y (iv) que la inducción o 
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inferencia responde a las máximas de la experiencia y a las leyes de la 
lógica [cfr.: STSE 598/2021, de 7 de julio]. 
∞ En consecuencia, el juicio de responsabilidad penal o culpabilidad no 
presenta error fáctico o jurídico alguno. Debe desestimarse el recurso de 
casación en este punto. 
 
NOVENO. Que, en lo concerniente al encausado PALOMINO PEÑA, gerente 
municipal de la Municipalidad Provincial del Callao, el auto superior de 
calificación de tres de septiembre de dos mil veinte declaró improcedente el 
recurso de apelación que interpuso [vid.: folio cuarenta y seis del auto 
superior]. Por tanto, no cabe analizar sus agravios. 
∞ Empero, ante el recurso de apelación del Ministerio Público, por el que el 
Tribunal Superior le aumentó la pena impuesta en primera instancia a 
nueve años de privación de libertad. Respecto a este punto, se ha producido 
DISCORDIA, por lo que los votos se publicarán en pliego aparte.   
 
DÉCIMO . Que, dado el resultado del análisis casacional, no cabe la 
imposición de costas. Hubo motivos razonables para recurrir.   

 
DECISIÓN 

 
Por estas razones: I. Declararon INFUNDADO, en parte, el recurso de 
casación interpuesto por el encausado ANDRÉS MIGUEL VILLARREYES 

DÁVILA  contra la sentencia de vista de fojas quinientos veintiuno, de 
veintinueve de diciembre de dos mil veinte, que confirmando en un 
extremo y revocando en otro la sentencia de primera instancia de fojas, 
doscientos cuarenta y tres de veintidós de febrero de dos mil diecinueve, lo 
condenó por delito de colusión en agravio del Estado. En consecuencia,                                      
NO CASARON la sentencia de vista en este extremo; II. Sin costas.                                           
III. DISPUSIERON se transcriba la presente sentencia al Tribunal 
Superior para los fines de ley; registrándose. IV. ORDENARON  se lea 
esta sentencia en audiencia pública, se notifique inmediatamente y se 
publique en la página web del Poder Judicial. INTERVINO  el señor Cotrina 
Miñano por impedimento de la señora Altabás Kajatt. HÁGASE saber a las 
partes procesales personadas en esta sede suprema. 
 
Ss. 
SAN MARTÍN CASTRO 
LUJÁN TÚPEZ 
SEQUEIROS VARGAS 
COTRINA MIÑANO 
CARBAJAL CHÁVEZ 
CSMC/AMON 
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Título. Delito de colusión. Directores de la empresa. Principio de confianza. Reparación civil 
Sumilla: 1. Los jueces supremos que emiten este voto en el voto recaído en la sentencia 
casatoria 1544-2021/Callao, de esta misma fecha veinticinco de julio dos mil 
veintitrés, se pronunció acerca de la situación jurídica de los directores de CORPAC. 
Allí se abordó lo relativo al principio de confianza en relación al Directorio y a las 
propuestas y actuaciones propias de la Gerencia General y la Gerencia de Asuntos 
Jurídicos. Al respecto, es de tener presente, cuyos fundamentos se reproducen, los 
párrafos segundo al noveno. De estas consideraciones jurídicas se desprende, en lo 
concreto, la falta de responsabilidad penal de los integrantes del Directorio de 
CORPAC, de suerte que corresponde incluir en esta consideración al presidente del 
mismo, encausado recurrente TELLO CASTILLO. A igual razón igual derecho. 2. En el 
citado voto recaído en el recurso de casación 1544-2021/Callao se concluyó por la 
absolución del encausado VELARDE ZAPATER, director de CORPAC, al estimar que su 
comportamiento no fue antijurídico ni doloso. Luego no puede atribuírsele un daño 
civil indemnizable, lo que se extiende al encausado Tello Castillo y a los demás 
integrantes del Directorio de CORPAC. Todos ellos ejercieron razonablemente sus 
competencias (ex artículo 1971, numeral 1, del Código Civil). Es obvio, entonces, que 
no cabe condena por daños a todos ellos. 3. Los dos sistemas de determinación de la 
pena presentan criterios distintos y pautas delimitadoras propias, lo que en modo 
alguno puede significar que, porque los últimos preceptos presentarían mayor 
objetividad, al reducir la discrecionalidad judicial, desde ya, en el caso concreto, 
serían más favorables. La pauta metodológica es otra. Debe analizarse 
comparativamente cada regulación legal –la vigente cuando los hechos y la posterior– 
y, a partir de sus resultados, optar por la más favorable: aplicación ultractiva de la ley 
anterior o aplicación retroactiva de la ley ulterior. La calificación de más favorable, 
según el texto expreso de la ley, debe fijarse en relación con el “condenado”, mejor 
dicho, con el procesado que será reprimido. La mayor o menor severidad de una ley se 
determina en concreto respecto del imputado. 4. Con independencia de la pretensión 
impugnativa del Ministerio Público corresponde al órgano jurisdiccional examinar, 
desde la legalidad, el caso concreto y decidir motivadamente lo que corresponda. La 
motivación en el sub lite fue insuficiente. No analizó comparativamente el resultado 
concreto de aplicar ambos grupos normativos para optar por la opción más favorable. 
El criterio abstracto utilizado fue erróneo y, por ello, pese a invocar favorabilidad 
acabó imponiendo una pena mayor a la impuesta por el juez penal. Tal decisión, por 
tanto, no es de recibo y debe ser anulada para que un nuevo Colegiado absuelva el 
grado según estos lineamientos. 

 
 

VOTO DE LOS SEÑORES SAN MARTÍN CASTRO, LUJÁN 
TÚPEZ Y SEQUEIROS VARGAS RESPECTO DEL RECURSO 
DE CASACIÓN DE WALTER HUGO TELLO CASTILLO, 
PERCY MANUEL VELARDE ZAPATER Y MARCO ANTONIO 
PALOMINO PEÑA. ----------------------------------------------------------- 
 
Lima, veinticinco de julio de dos mil veintitrés 

 
VISTOS; en audiencia pública: los recursos de casación, por 

las causales de inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto material y 
vulneración de la garantía de motivación, interpuestos por los encausados WALTER 

HUGO TELLO CASTILLO y PERCY MANUEL VELARDE ZAPATER contra la 
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sentencia de vista de fojas quinientos veintiuno, de veintinueve de diciembre 
de dos mil veinte, que confirmando en un extremo y revocando en otro la 
sentencia de primera instancia de fojas, doscientos cuarenta y tres de 
veintidós de febrero de dos mil diecinueve, los condenó como autores del 
delito de colusión en agravio del Estado y les impuso, al primero (Tello 
Castillo) cuatro años de pena privativa de libertad efectiva y, al segundo 
(Velarde Zapater) nueve años de pena privativa de libertad; asimismo, a 
todos les aplicó un año y ocho meses de inhabilitación; y, fijó en la suma de 
cuarenta millones de soles que solidariamente pagarán por concepto 
reparación civil; con todo lo demás que al respecto contiene.   

Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.  
 

FUNDAMENTOS  
 

PRIMERO . Que se dan por reproducidos los fundamentos de hecho primero al 
noveno y los fundamentos de derecho primero y segundo de la sentencia 
casatoria precedente. 
 

SEGUNDO. Que los jueces supremos que emiten este voto, en el voto recaído 
en la sentencia casatoria 1544-2021/Callao, de esta misma fecha veinticinco 
de julio dos mil veintitrés, se pronunciaron acerca de la situación jurídica de 
los directores de CORPAC. Allí se abordó lo relativo al principio de 
confianza en relación al Directorio y a las propuestas y actuaciones propias 
de la Gerencia General y la Gerencia de Asuntos Jurídicos. Al respecto, es de 
tener presente, cuyos fundamentos se reproducen, los párrafos segundo al 
noveno.  
 

“SEGUNDO. Que, dado lo precedentemente expuesto, es de puntualizar que los dos 
Acuerdos de Directorio cuestionados –de cuatro y diez de febrero de dos mil diez– se 
concretaron en atención a los planteamientos y pedidos del gerente general y del 
gerente de Asesoría Jurídica de CORPAC –su base fueron los informes 011.2010.I y 
005-2010.I–. Los Informes que ambos gerentes elaboraron afirmaron la viabilidad 
técnica y jurídica de suscribir un convenio con la Municipalidad Provincial del 
Callao para que FINVER confeccione el expediente técnico y, luego, construya el 
local institucional de CORPAC. A partir del convenio específico de nueve de febrero 
de dos mil diez –el convenio marco existía desde el dieciocho de diciembre de dos 
mil diecinueve– el gerente general, Vallejo Leigh, dirigió todo el procedimiento para 
la elaboración del expediente técnico y para la construcción de la obra.  
∞ La celebración del Convenio Interinstitucional no era de recibo [vid.: precisión de 
la sentencia de primera instancia de los folios noventa y cuatro a ciento seis]. 
FINVER no estaba autorizado legalmente para intervenir en proyectos de inversión 
de CORPAC, salvo en el ámbito propiamente municipal; y, además, no estaba en 
condiciones técnicas para cumplir con este proyecto de inversión y no tenía la 
experiencia necesaria, lo que a final de cuentas se concretó en el hecho de las 
deficiencias del expediente técnico y del proceso de construcción de la obra, que se 
vio suspendida definitivamente. Además, no se cumplió con las etapas del sistema 
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nacional de inversión pública (Ley 27293, artículos 6 y 11) –no se supeditó la 
ejecución del proyecto a la culminación de la etapa de pre inversión, que comprende 
la declaración de viabilidad, para lo cual se suscribió la Adenda dos (la viabilidad fue 
declarada procedente por la jefatura del OPI-FONAFE recién el dieciocho de junio 
de dos mil diez, cuatro meses después, pero antes de la iniciación de la ejecución del 
Proyecto que se concretó en julio de ese año)–. 
 
TERCERO. Que en la sentencia de primera instancia se señaló que los directores de 
CORPAC actuaron con falta de diligencia; que los directores se sustentaron en los 
informes elevados por el gerente general (011.2020.I y 005.2010.I); que actuaron 
conscientemente pues tenían conocimiento de los compromisos asumidos con OACI 
para la elaboración del anteproyecto de la obra “Construcción de la Nueva Sede 
Institucional de CORPAC” y, pese a ello, aprobaron los convenios suscritos con la 
Municipalidad Provincial del Callao y FINVER, así como que en el Plan Anual de 
Contrataciones con el Estado 2010 de CORPAC se había incluido la realización de 
una licitación pública bajo la modalidad de Concurso Oferta para este proyecto; que 
para la aprobación del último acuerdo de Directorio no se contó con un Informe 
Técnico de la Gerencia de Infraestructura que revele y sustente la capacidad 
operativa de FINVER, así como para establecer que el costo total de la obra por 
Ejecución Directa resulta igual o menor al presupuesto deducida la utilidad [folios 
ciento veinte a ciento veinticuatro].  
∞ En la sentencia de vista se indicó que el Directorio hizo todo lo posible para lograr 
la intervención de FINVER, al punto que finalmente, tras exonerar el proceso de 
selección, autorizar la suscripción de un encargo de gestión; que se violó el artículo 
3, numeral 3, literal ‘r’, de la Ley de Contrataciones porque la excepción solo está 
prevista para convenios sin fines de lucro y, en el presente caso, intervino una 
empresa pública, como es FINVER; que al eludirse las exigencias legales para la 
celebración de un encargo de gestión con una empresa municipal legalmente 
imposibilitada de hacerlo, los directores trasgredieron de manera deliberada el 
artículo 35 del Estatuto de CORPAC, que exige un desempeño del cargo con la 
diligencia de un ordenado comerciante y de un representante leal; que la concertación 
se revela, además, porque el Convenio Específico se suscribió por el gerente general 
Vallejo Leigh el nueve febrero de dos mil diez cuando el Acuerdo del Directorio se 
adoptó el día siguiente diez de febrero; que todo ello elimina la concurrencia del 
principio de confianza y revela la intervención dolosa del Directorio [folios siete al 
nueve]. 
∞ Si bien se podría sostener que el Juzgado Penal primero hizo mención a una 
supuesta actuación imprudente de los encausados directores de CORPAC al mencionar 
la expresión “falta de diligencia”, en la misma sentencia se resaltó el carácter doloso 
de la conducta atribuida a aquéllos. El Tribunal Superior, por su parte, fue enfático 
en sostener que la conducta de los imputados fue dolosa, y este fallo es el recurrido en 
casación. Como luego se verá, el análisis que se realizará estará delimitado en 
determinados elementos del tipo de injusto. 
 
CUARTO . Que el delito de colusión es uno especial propio y de infracción de deber. 
Solo pueden cometerlo funcionarios o servidores públicos que en los contratos o 
cualquier otra operación semejante intervienen, directa o indirectamente, por razón 
de su cargo o comisión especial defrauda al Estado concertándose con los 
interesados. El bien jurídico tutelado está conformado fundamentalmente por el 
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deber positivo atribuido a los funcionarios o servidores públicos de velar por los 
intereses patrimoniales del Estado en las contrataciones públicas.  
∞ En el presente caso se está ante un tipo de contratación pública, más allá de su 
calificación como convenio interinstitucional, en cuya virtud se fijaron, en los 
marcos de un proceso de negociación entre CORPAC, de un lado, y la Municipalidad 
Provincial del Callao y FINVER, de otro lado, las condiciones en que este último 
elaboraría un expediente técnico y, luego, construiría el local institucional de 
CORPAC, a partir de lo cual CORPAC transferiría diversos montos de dinero a 
FINVER –tiene, pues, un componente negocial–. Existió un compromiso patrimonial 
que se debió dar en un marco legalmente definido, tanto desde la lógica del sistema 
de inversión pública cuanto desde las exigencias legales que guiaban todo el proceso 
mismo por comprometer fondos públicos. 
∞ Como delito de infracción de deber la autoría le corresponde a todo aquel que, 
estando institucionalmente obligado a cumplir con un deber positivo específico, lo 
incumple. La infracción del deber institucional debe producirse por medio de una 
conducta que reúna las exigencias del tipo penal. En el delito de colusión se requiere 
de una infracción producida por una defraudación al Estado acordada con el 
interesado; el agente público ha de contar con el deber de resguardar los intereses 
estatales en las contrataciones, concesión u operación cuestionadas, cuya 
intervención material supone una capacidad decisoria sobre alguno de los aspectos 
negociales de la operación estatal [GARCÍA CAVERO, PERCY: Derecho Penal Parte 
General, 3ra. Edición, Editorial Ideas, Lima, 2019, pp.756-758; el mismo: Derecho 
Penal Económico – Parte Especial II, 2da. Edición, Instituto Pacífico, Lima, 2015, p. 
1099]. 
 
QUINTO Que, en cuanto a los directores, se tiene que ellos, siempre a instancias del 
gerente general, (i) autorizaron a la Gerencia General a suscribir los Convenios de 
Cooperación Interinstitucional o de Encargo de Gestión con la Municipalidad 
Provincial del Callao, a efecto que a través de FINVER se desarrolle y ejecute el 
Proyecto de Inversión Pública para la elaboración del expediente técnico y 
construcción de su local institucional, que cuenta con código SNIP 131394, debiendo 
garantizarse que la supervisión de la obra será ejercida de manera conjunta por 
CORPAC y la Municipalidad Provincial del Callao; (ii) dispusieron que la Gerencia 
General eleve al Directorio un informe sobre la disponibilidad presupuestal para el 
financiamiento de la construcción de la sede institucional en la Provincia 
Constitucional del Callao; y, (iii) ordenaron que la Gerencia de Logística publique en 
el SEACE el Acuerdo y el Informe Técnico Legal respectivo. Estos acuerdos 
permitieron al gerente general, Vallejo Leigh, firmar el Convenio Especial con la 
Municipalidad Provincial del Callao y FINVER y las seis adendas cuestionadas, así 
como dar curso a la ejecución del mismo, que finalmente se suspendió ante diversos 
cuestionamientos en su ejecución. 
∞ El Tribunal Superior consideró que el Directorio infringió el artículo 17.2 del 
Reglamento de Organización y Funciones de CORPAC, que fija como atribución del 
Directorio aprobar los planes de inversión que le presente la Gerencia General u 
otros órganos de la empresa; y, el artículo 4 del Estatuto de CORPAC –el Juzgado 
Penal incluyó el artículo 35 del Estatuto, que establece que los directores 
desempeñarán el cargo con la diligencia de un ordenado comerciante y de 
representante legal–. Además, entendió que no cabía la intervención de FINVER por 
no tener autorización legal para ello. 
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SEXTO . Que es obvio que el Directorio de CORPAC estaba autorizado a aprobar 
planes de inversión que le presente la Gerencia General –ésta última es el órgano 
técnico que se encarga de plantear al Directorio las iniciativas para la adopción de los 
correspondientes acuerdos–. Para ello el Directorio debía tomar como referencia la 
documentación justificativa que le presenten los órganos de línea de la institución a 
través del gerente general. El deber específico del Directorio era revisar el tenor de la 
información proporcionada, en sus aspectos técnico y legal, y, en su mérito, aprobar 
o desaprobar la iniciativa de la Gerencia General. Es importante tener en 
consideración que, precisamente, el Directorio se sustenta en los informes y 
documentación que le envía la gerencia general de la institución, pues a ella se 
refiere el Reglamento de Organización y Funciones (ex artículo 17.2). 
∞ Es de acotar que el deber de diligencia tiene un carácter general que obliga a los 
directores actuar del mejor modo posible en una perspectiva de actuación ordenada y 
eficiente, dentro de las circunstancias del caso. 
∞ Se sostiene que el pedido del gerente general vulneró la legislación vigente, pues 
no se podía suscribir un convenio interinstitucional desde que FINVER carecía de 
facultad legal para intervenir en proyectos de inversión no municipales, como es el 
caso de CORPAC, así como que aún no se había cumplido las etapas del sistema 
nacional de inversión pública, y el análisis realizado para decidirse por FINVER no 
era completo (experiencia, capacidad técnica y operativa, precio ofertado). Todo ello, 
sin embargo, de ser así, es imputable a las gerencias de CORPAC, pero los jueces de 
mérito han considerado que también alcanza responsabilidad penal a los directores. A 
estos efectos solo corresponde deslindar, dada la naturaleza del delito, si los 
directores han observado el deber positivo impuesto; es decir, si actuaron 
indebidamente pese al deber de salvamento que correspondía a cada director frente a 
un ataque a los intereses patrimoniales de CORPAC. Pero no solo eso, sino que es 
menester advertir que la infracción del deber ha de provenir de un acuerdo colusorio 
con el contratista, el cual tiene la virtualidad de defraudar al Estado [PERCY GARCÍA 

CAVERO: Derecho Penal – Parte General, Ibidem, p. 490]. 
 
SÉPTIMO . Que es claro que la Gerencia General, como correspondía estatutaria y 
reglamentariamente, en el sub judice, planteó al Directorio la celebración de un 
convenio interinstitucional para la elaboración del expediente técnico y la ejecución 
del Proyecto de construcción de la sede institucional de CORPAC, para lo cual 
acompañó un informe y en la sesión estuvo presente el gerente de Asuntos Jurídicos. 
El citado informe, y otros realizados por la misma Gerencia General y la Gerencia de 
Asuntos Jurídicos, determinaron la decisión aprobatoria del Directorio.  
∞ Estos fundamentos, unidos a la obvia necesidad de contar con una nueva sede 
institucional y al hecho que el Plan de Inversiones de ese año contemplaba esa 
construcción e incluso que existía un compromiso asumido con OACI para la 
elaboración del anteproyecto de dicha obra, contribuyeron a expedir el acuerdo 
autoritativo. Obviamente, con anterioridad, se tenía previsto un concurso de precios y 
que otra institución elaborara el anteproyecto respectivo, pero precisamente el 
cambio se produjo como consecuencia del planteamiento de la Gerencia General, que 
incluso presentó en su informe la indagación de mercado respectiva en orden al 
monto del expediente técnico. 
 
OCTAVO . Preliminar. Que una forma de manifestación del principio de confianza, en 
cuanto criterio de imputación objetiva que sirva para realizar el juicio de adecuación 
típica en delitos dolosos e imprudentes, tiene lugar cuando una situación concreta –la 
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celebración de un convenio interinstitucional– ha sido preparada previamente por un 
tercero; en este caso, por el gerente general de la institución. El fundamento del 
mismo es, siempre, el principio de autorresponsabilidad, es decir, la idea de que, en 
principio, los sujetos sólo son responsables de lo que hacen ellos mismos y no de lo 
que hacen los demás, que se expresa a través de dos instituciones: prohibición de 
regreso y principio de confianza, en cuya virtud el sujeto que ostenta una posición de 
garante no tiene la obligación de cuidar de aquellos aspectos o de aquellas 
manifestaciones del riesgo que deben controlar los terceros, sino sólo de los que 
surgen o se encuentra en su propio ámbito de actuación [MARAVER GÓMEZ, MARIO: 
El principio de confianza en Derecho penal (Tesis Doctoral), Universidad Autónoma 
de Madrid – Facultad de Derecho, Madrid, 2007, pp. 453, 454 y 456]. Pero, entre 
otros, uno de los límites que excluye la vigencia del principio de confianza, se da 
cuando resulta evidente la actuación irregular de uno de los otros intervinientes en la 
actuación conjunta (del gerente general, en este caso). Al Directorio solo le 
correspondía intervenir en la aprobación del acuerdo para la celebración del convenio 
interinstitucional con la Municipalidad Provincial del Callao –esta es su competencia 
institucional o el ámbito del riesgo que gestionaba–, por lo que el análisis de su 
comportamiento está circunscripto a esta obligación institucional de apreciación del 
planteamiento formulado por el gerente general –no les correspondía aprobar el 
proyecto de convenio ni dar pase al flujo de recursos para su ejecución (éste era el 
ámbito de responsabilidad del gerente general)–. Y tal supuesto solo es relevante 
cuando se presentan situaciones que objetivamente permitan poner en tela de juicio la 
confianza sobre la conformidad a Derecho del comportamiento del otro [PERCY 

GARCÍA CAVERO: Derecho Penal – Parte General, Ibidem, pp. 434-435]; es decir, 
solo se limita la posibilidad de confiar cuando resulta evidente que el tercero se va a 
comportar incorrectamente, cuanto se presenten circunstancias que evidencian el 
comportamiento incor4ecto del tercero [MARAVER GÓMEZ, MARIO: Ibidem, pp. 458-
459]. 
∞ 1. Si el gerente general presentó un informe, unido al del gerente de Asuntos 
Jurídicos, que opinaba por la procedencia técnica y legal del convenio, entonces, al 
mediar un respaldo documentario o técnico, sin que los directores conozcan de la 
posible existencia de otros informes negativos; estando a la calidad funcional y 
profesional de los gerentes Vallejo Leigh y Noblecilla Zúñiga, es de concluir que no 
corresponde exigir que los directores estaban en condiciones de advertir la ilicitud de 
la propuesta de ambos funcionarios. Debe tomarse en consideración que la 
construcción del local institucional no es un ámbito propio del giro del negocio de 
CORPAC y, por ello, la capacidad de control y conocimiento del Directorio era 
menor y más amplia la confianza en la legalidad de la propuesta del gerente general. 
Nada hacía suponer, con lo que se tenía frente a sí, que el convenio no era procedente 
y que la gerencia general no había realizado todas las consultas a las gerencias de 
línea u otros organismos. Es de resaltar que el gerente general es el único órgano que 
tiene una relación directa con el Directorio, incluso interviene con voz, pero sin voto, 
en las sesiones del Directorio, y es el que tiene bajo su dirección a las gerencias de 
línea, por lo que no puede erigirse en una máxima de la experiencia que el Directorio 
debió pedir informes a las demás gerencias de línea. 
∞ 2. A lo expuesto se agrega que en todo momento se destacó la necesidad de 
publicación en el SEACE de esta decisión de CORPAC (ausencia de opacidad); y, 
además, que el Informe Especial 004-2012-2-0257, de veintiuno de diciembre de dos 
mil doce, del Órgano de Control Institucional de CORPAC, no encontró 
responsabilidad en los miembros del Directorio. Son elementos de prueba de 
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descargo especialmente relevantes, que se erigen en contraindicios consistentes. Es 
de enfatizar que, en sí mismos, los dos Acuerdos no fueron consecuencia de una 
concertación defraudatoria con terceros, tanto más si los directores no intervinieron 
en la propia celebración de los convenios ni en la concreción de sus cláusulas –
muchas de ellas cuestionadas, incluso por las cláusulas que finalmente no se 
consignaron– y, menos, en la elaboración del expediente técnico y en la ejecución de 
la obra. No consta prueba alguna, glosada por las sentencias de mérito, que revele 
algún tipo de acercamiento o tratativa personal de los directores de CORPAC con los 
funcionarios de la Municipalidad Provincial del Callao y de FINVER, dato no menor 
que no contribuye a afirmar algún indicio sólido de cargo. 
 
NOVENO. Que, en tal virtud, la conducta de los directores recurrentes no es 
imputable objetivamente al delito de colusión. Debe ampararse el recurso defensivo 
que promovieron. A ello se agrega que, como no se está ante un comportamiento 
ilícito causante del daño injusto (lesión a un interés jurídicamente protegido) por 
parte de los integrantes del Directorio, la reparación civil no es de recibo. La 
pretensión civil se centró en una actuación dolosa de los integrantes del Directorio, 
no culposa; luego, como el dolo y la culpa es el fundamento del sistema subjetivo de 
responsabilidad civil, de ahí lo dispuesto por el artículo 1969 del Código Civil [cfr.: 
TABOADA CÓRDOVA, LIZARDO: Elementos de responsabilidad civil, Editorial 
Grijley, Lima, 2001, pp. 55, 86-88], y habiéndose negado un actuar doloso (ánimo 
deliberado de causar daño a la víctima) a partir del material probatorio disponible, no 
es posible declarar la responsabilidad civil del Directorio de CORPAC. 

 

∞ De estas consideraciones jurídicas se desprende, en lo concreto, la falta de 
responsabilidad penal de los integrantes del Directorio de CORPAC, de 
suerte que corresponde incluir en esta consideración al presidente del mismo, 
encausado recurrente TELLO CASTILLO. A igual razón igual derecho. 
 

TERCERO. Que en el citado voto recaído en el recurso de casación                         
1544-2021/Callao se concluyó por la absolución del encausado VELARDE 

ZAPATER, director de CORPAC, al estimar que su comportamiento no fue 
antijurídico ni doloso. Luego no puede atribuírsele un daño civil 
indemnizable, lo que se extiende al encausado Tello Castillo y a los demás 
integrantes del Directorio de CORPAC. Todos ellos ejercieron 
razonablemente sus competencias (ex artículo 1971, numeral 1, del Código 
Civil). Es obvio, entonces, que no cabe condena por daños a todos ellos.  
 

CUARTO . Que, por otro lado, el Tribunal Superior en el séptimo fundamento 
jurídico puntualizó que desde el dieciocho de diciembre de dos mil nueve, en 
que se celebró el Convenio Marco, al veintiséis de julio de dos mil once, en 
que se dio la conformación a la rendición de cuentas, los preceptos vigentes 
era los artículos 45 (texto originario) y 46 (según la Ley 28726, de nueve de 
mayo de dos mil seis), ambos del CP, que siguieron las directivas del anterior 
Código Penal de mil novecientos veinticuatro. Que con posterioridad se 
modificaron las reglas de determinación de las penas, a partir de la Ley 
30076, de diecinueve de agosto de dos mil tres, Ley 30364, de veintitrés de 
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noviembre de dos mil quince, y Decreto Legislativo 1323, de seis de enero 
de dos mil diecisiete, en cuya virtud se instauró el sistema de tercios en 
función a la presencia de circunstancias de atenuación y de agravación. Que 
si se aplicara al presente caso el texto vigente al momento de los hechos no 
existirían parámetros concretos que impidan fijar la pena en el mínimo de 
tres años o en el máximo de quince años, por lo que los nuevos preceptos son 
más favorables en tanto establecer criterios objetivos para evitar excesos 
punitivos hacia el mínimo legal o hacia el máximo legal. Bajo esta 
concepción, aceptó la posición del Ministerio Público y, por ello, aumentó la 
pena a nueve años de privación de libertad, específicamente para Villareyes 
Dávila, Vallejo Leigh y Noblecilla Zúñiga, y a los demás, excepto Echazu 
Peralta a quien le impuso cuatro años de pena privativa de libertad efectiva 
[folios treinta y dos a treinta y siete]. 
 

QUINTO . Que, sin embargo, siendo cierto que los dos sistemas de 
determinación de la pena –el originario y el reformado                                      
subsiguiente– presentan criterios distintos y pautas delimitadoras propias, 
ello en modo alguno puede significar que, porque los últimos preceptos 
presentarían mayor objetividad, al reducir la discrecionalidad judicial, desde 
ya, en el caso concreto, serían más favorables. La pauta metodológica es otra. 
Debe analizarse comparativamente cada regulación legal –la vigente cuando 
los hechos y la posterior– y, a partir de sus resultados, optar por la más 
favorable: aplicación ultractiva de la ley anterior o aplicación retroactiva de 
la ley posterior. La calificación de mayor favorabilidad, según el texto 
expreso de la ley, debe fijarse en relación con el “condenado”, mejor dicho, 
con el procesado que será reprimido. La mayor o menor severidad de una ley 
se determina en concreto respecto del imputado [cfr.: HURTADO POZO, JOSÉ 

– PRADO SALDARRIAGA , VÍCTOR: Manual de Derecho Penal Parte General, 
Tomo I, 4ta. Edición, Editorial IDEMSA, Lima, 2011, pp. 297-298]; esto es, 
caso por caso. 
∞ Con independencia de la pretensión impugnativa del Ministerio Público 
corresponde al órgano jurisdiccional examinar, desde la legalidad, el caso 
concreto y decidir motivadamente lo que corresponda. La motivación en el 
sub lite fue insuficiente. No analizó comparativamente el resultado concreto 
de aplicar ambos grupos normativos –el anterior y el nuevo– para optar por 
la opción más favorable. El criterio abstracto utilizado fue erróneo y, por 
ello, pese a invocar favorabilidad, acabó imponiendo una pena mayor a la 
impuesta por el juez penal. Tal decisión, por tanto, no es de recibo y debe ser 
anulada para que un nuevo Colegiado Superior absuelva el grado según estos 
lineamientos. 
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SEXTO. Que, con relación al encausado PALOMINO PEÑA, como ya se 
estipuló, la pena impuesta en sede de apelación es nula de pleno derecho. Es 
de reproducir los fundamentos cuarto y quinto precedentes. 
 

CONCLUSIÓN 
 

Por estas razones: NUESTRO VOTO es porque I. Se declare FUNDADO el 
recurso de casación interpuesto por el recurso de casación interpuesto por los 
encausados WALTER HUGO TELLO CASTILLO y PERCY MANUEL VELARDE 

ZAPATER contra la sentencia de vista de fojas quinientos veintiuno, de 
veintinueve de diciembre de dos mil veinte, que confirmando en un extremo 
y revocando en otro la sentencia de primera instancia de fojas, doscientos 
cuarenta y tres de veintidós de febrero de dos mil diecinueve, los condenó 

como autores del delito de colusión en agravio del Estado y le impuso, al 
primero cuatro años de pena privativa de libertad efectiva y un año y ocho 
meses de inhabilitación, y al segundo nueve años de pena privativa de 
libertad y un año y ocho meses de inhabilitación, así como al pago solidario 
de cuarenta millones de soles por concepto reparación civil; con todo lo 
demás que al respecto contiene. En consecuencia, que se CASE la sentencia 
de vista; y actuando en sede de instancia: se REVOQUE La sentencia de 
primera instancia y se les absuelva de la acusación fiscal formulada contra 
ellos por delito de colusión en agravio del Estado, sin reparación civil. Por 
tanto, se archive el proceso definitivamente seguido contra ellos y se anulen 
sus antecedentes, levantándose las medidas coercitivas dictadas en su contra 
y los mandatos de captura correspondientes; oficiándose. II.  Se declare 
FUNDADO el recurso de casación interpuesto por los encausados LUIS 

FELIPE VALLEJO LEIGH, FERNANDO NOBLECILLA ZÚÑIGA y MARCO 

ANTONIO PALOMINO PEÑA contra la sentencia de vista de fojas quinientos 
veintiuno, de veintinueve de diciembre de dos mil veinte, que confirmando 
en un extremo y revocando en otro la sentencia de primera instancia de fojas, 
doscientos cuarenta y tres de veintidós de febrero de dos mil diecinueve, les 
impuso nueve años de pena privativa de libertad y un año y ocho meses de 
inhabilitación. En consecuencia, se CASE la sentencia de vista; y, 
reponiendo la causa al estado que le corresponde, se MANDE  que otro 
Colegiado Superior se pronuncie respecto del juicio de medición de la pena. 
III. Se declare FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el 
encausado ANDRÉS MIGUEL VILLAREYES DÁVILA  contra la sentencia de 
vista de fojas quinientos veintiunos, de veintinueve de diciembre de dos mil 
veinte, que confirmando en un extremo y revocando en otro la sentencia de 
primera instancia de fojas, doscientos cuarenta y tres de veintidós de febrero 
de dos mil diecinueve, les impuso nueve años de pena privativa de libertad y 
un año y ocho meses de inhabilitación. En consecuencia, se CASE la 
sentencia de vista en este extremo; y, reponiendo la causa al estado que le 
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corresponde, se MANDE que otro Colegiado Superior se pronuncie respecto 
del juicio de medición de la pena. 
 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
LUJÁN TÚPEZ 
SEQUEIROS VARGAS 
CSMC/AMON 
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EL VOTO DE LOS SEÑORES JUECES SUPREMOS WALTER 
RICARDO COTRINA MIÑANO Y NORMA BEATRIZ CARBAJAL 
CHÁVEZ ES COMO SIGUE:  
 

Lima, veinticinco de julio de dos mil veintitrés 
 

Con el respeto que nos merece la resolución en mayoría, discrepamos de la 
misma por los siguientes fundamentos: 
 
PRIMERO . Los sentenciados WALTER HUGO TELLO CASTILLO, 
FERNANDO NOBLECILLA ZÚÑIGA, ANDRÉS MIGUEL 
VILLARREYES DÁVILA, MARCO ANTONIO PALOMINO PEÑA, 
PERCY MANUEL VELARDE ZAPATER y LUIS FELIPE VALLEJO 
LEIGH  invocaron todos los motivos de casación, esto es, la inobservancia de 
precepto constitucional, la inobservancia de las normas legales de carácter 
procesal, la infracción de precepto material, la vulneración de la garantía de la 
motivación y el apartamiento de la doctrina jurisprudencial, conforme con el 
artículo 429, incisos 1, 2, 3, 4 y 5, del Código Procesal Penal —en adelante 
CPP—. 
Al respecto, FERNANDO NOBLECILLA ZÚÑIGA  propuso que se 
determine si es posible incorporar al supuesto de “cualquier otra operación 
semejante” un convenio de cooperación interinstitucional; si se erigen en 
indicios las irregularidades administrativas para inferir la concertación 
delictivas —son indicios equívocos—; y si cabe decantarse entre varias 
normas penales, en el tiempo, por la más graves, como ocurrió en el presente 
caso. 
Además, WALTER HUGO TELLO CASTILLO  postuló que se determine 
si se respetó la regla de imputación concreta; si al mediar prohibición de 
regreso y tratarse del castigo penal de actos previos es del caso dictar una 
condena; es posible incorporar al supuesto de “cualquier otra operación 
semejante” un convenio de cooperación interinstitucional; y si es posible 
imponer una pena efectiva tras revocar la suspensión de la pena impuesta sin 
motivación. 
También, PERCY MANUEL VELARDE ZAPATER  peticionó que se 
determine si las irregularidades de tramitación y de normas aplicadas en 
acuerdos adoptados por el Directorio, y que son ocasionadas por información 
de las Gerencias Especializadas, satisface las exigencias de motivación de la 
prueba indiciaria para la comisión dolosa del delito de colusión, y si es apta 
para enervar la presunción constitucional de inocencia. 
Por su parte, LUIS FELIPE VALLEJO LEIGH  propuso que se determine si 
es posible aplicar una norma penal posterior más favorable al reo; así como si 
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en un convenio u otra operación entre dependencias públicas no puede darse el 
interés particular para la concertación de un acuerdo colusorio. 
El sentenciado ANDRÉS MIGUEL VILLARREYES DÁVILA  sostuvo que, 
a pesar de que la Sala aplicó una ley no vigente al momento de los hechos para 
favorecer a los procesados, terminó elevando la pena de cinco a nueve años. 
 

SEGUNDO. Según el auto de calificación de casación, el recurso interpuesto 
por los casacionistas ha sido subsumido en las causales previstas en los incisos 
1, 3 y 4 del artículo 429 del CPP, habiéndose precisado que en sede suprema 
el asunto está referido a determinar, desde la defensa del ius constitutuonis, los 
alcances normativos del tipo delictivo de colusión en su relación con empresas 
públicas municipales y CORPAC, así como el ámbito de la citada figura penal 
en fase de ejecución en atención a las reformas que se produjeron del artículo 
384 del Código Penal. De otro lado, con esa misma finalidad, corresponde 
determinar la relación entre el Directorio y las Gerencias Especializadas de 
una empresa del Estado (CORPAC Sociedad Anónima en este caso), cuándo el 
primero adopta decisiones y en qué medida se puede imputar responsabilidad 
por hechos delictivos desde la prueba por indicios; asimismo, para examinar si 
la reparación civil fijada se ha cumplido con indicar las bases de su 
determinación y si está manifiestamente desproporcionada o excede del 
petitum de la parte legitimada (véase fundamento noveno del auto de calificación). 
 

TERCERO. Es preciso señalar los cargos que ostentaron los casacionistas: 
(1) Marco Antonio Palomino Peña, gerente municipal de la Municipalidad del 
Callao, (2) Andrés Miguel Villarreyes Dávila, gerente general de FINVER 
Callao, (3) Fernando Noblecilla Zúñiga, gerente legal de CORPAC Sociedad 
Anónima, (4) Walter Hugo Tello Castillo, presidente del Directorio de 
CORPAC Sociedad Anónima, (5) Percy Manuel Velarde Zapater, director de 
CORPAC Sociedad Anónima y (6) Luis Felipe Vallejo Leigh, gerente general 
de CORPAC Sociedad Anónima. 
 

CUARTO . En relación a las casaciones de los sentenciados Fernando 
Noblecilla Zúñiga y Luis Felipe Vallejo Leigh su situación resulta sui generis, 
en cuanto en el juicio de apelación solo se pronunciaron respecto a la 
determinación de la pena en razón del recurso de apelación que presentó el 
Ministerio Público; sin embargo, en la casación número 1151-2022 que guarda 
relación con la presente causa se declaró fundada la casación de estos 
sentenciados y se ordenó que un nuevo Colegiado se pronuncie sobre su 
recurso de apelación. Es decir, existirá un nuevo pronunciamiento respecto a 
la responsabilidad penal de los sentenciados. Por lo demás consideramos que 
se les otorgó respuestas a similares agravios a los expuestos en la casación 
citada en este considerando los cuales se reproducen, y es por estos que se 
debe declarar infundadas las citadas casaciones.  
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QUINTO. Ahora bien, habiéndose absuelto los cuestionamientos formulados 
en las casaciones de los recurrentes, en el incidente correspondiente a la 
Casación n.° 1544-2021/Callao, derivado del mismo proceso, cuyos 
cuestionamientos son similares a los planteados en el presente incidente, 
deben tenerse presentes dichos fundamentos, los cuales se reproducen. 
 

Por tales fundamentos, el pronunciamiento es el siguiente:  
 

I.  Respecto de la casación interpuesta por: WALTER HUGO TELLO 
CASTILLO, PERCY MANUEL VELARDE ZAPATER y 

MARCO  ANTONIO  PALOMINO  PEÑA el VOTO de los jueces es 
como sigue: se declaren FUNDADAS en parte las casaciones. En 
consecuencia: (i) NO CASARON la sentencia de vista, con costas, 
respecto de la responsabilidad penal de los recurrentes. En relación a la 
pena determinada contra los citados, (ii)  CASARON la sentencia de 
vista en dicho extremo y, actuando como instancia, sin reenvío 
CONFIRMARON  la sentencia de primer grado en cuanto a la pena 
que les fue impuesta. En cuanto a la reparación civil, (iii) CASARON  
la sentencia de vista en cuanto a la fijación de la reparación civil y 
ORDENARON que se lleve a cabo un nuevo juicio de apelación, sobre 
dicho extremo por otro Colegiado 

II.  Respecto de la casación interpuesta por ANDRÉS MIGUEL 
VILLARREYES DÁVILA  el VOTO  de los jueces es como sigue: se 
declare FUNDADA en parte la casación En consecuencia: (i) NO 
CASARON la sentencia de vista, con costas, respecto de la 
responsabilidad penal de los recurrentes. En relación a la pena 
determinada contra los citados, (ii)  CASARON la sentencia de vista en 
dicho extremo y, actuando como instancia, sin reenvío 
CONFIRMARON  la sentencia de primer grado en cuanto a la pena 
que les fue impuesta. En cuanto a la reparación civil, (iii) CASARON  
la sentencia de vista en cuanto a la fijación de la reparación civil y 
ORDENARON que se lleve a cabo un nuevo juicio de apelación, sobre 
dicho extremo por otro Colegiado.  

III.  Respecto de la casación interpuesta por FERNANDO NOBLECILLA 
ZÚÑIGA Y LUIS FELIPE VALLEJO LEIGH el VOTO  de los 
jueces es como sigue: se declaren INFUNDADAS las casaciones y NO 
CASARON la sentencia de vista, con costas. 
 

 

Ss. 
 

COTRINA MIÑANO 
 
CARBAJAL CHÁVEZ  
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   RECURSO CASACIÓN N° 191-2022/TUMBES 
PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO 

 
 

Título: Colusión. Tipo delictivo. Prueba por indicios  
Sumilla. 1. El Informe Especial 010-2010-2-5353 emitido por el Órgano Regional de Control 
Institucional del Gobierno Regional de Tumbes, a partir de estimar la existencia de irregularidades 
en la tramitación de las ampliaciones y pagos al “Consorcio LUREN, MACIZA y CMT”, esto es, 
por falta de justificación técnica para éstas que originó pagos adicionales al contratista privado, 
bajo la premisa de una “falta de un adecuado control en el proceso constructivo y por la falta de 
controles de calidad de la Obra por parte de los funcionarios acusados y una falta de criterio 
técnico en las Adicionales Dos y Tres y Deductivo de Obra Dos, solo consideró la existencia de 
responsabilidad civil [vid.: folio diecinueve del indicado Informe]. Esta pericia institucional no 
concluyó que se está ante una concertación y, por ende, que se cometió un delito de colusión. 2. La 
colusión desleal castiga penalmente, no una mera conducta funcional que infrinja las reglas de la 
legislación sobre contrataciones del Estado o del ordenamiento administrativo–financiero del 
Estado, sino un concreto comportamiento que importe un acto de concertación con el interesado o 
proveedor del Estado –no una maniobra engañosa–. Esta concertación supone un acuerdo o pacto 
que excluya toda negociación entre las partes de la operación, de manera tal que se establecen 
deliberadamente condiciones que benefician al interesado en detrimento de los intereses 
patrimoniales del Estado –este acuerdo pacto ha de ser idóneo para defraudar patrimonialmente al 
Estado, que la entidad del riesgo producido no se ajuste a Derecho y resulta socialmente 
intolerable–. 3. La jurisprudencia de este Tribunal Supremo ha considerado viable acreditar el 
delito mediante prueba por indicios, respetando (i) sus reglas (internas: hecho-base o indicio, 
probado y múltiple, concordante entre sí –cadena de indicios–, y enlace entre el hecho-base o 
indicio y el hecho presunto –el hecho típico descripto legalmente–, según las reglas de la sana 
crítica; y, formal: inclusión del razonamiento en virtud del cual el juez ha establecido la inferencia 
presuncional); y, (ii) el umbral de prueba constitucionalmente exigible para una condena 
(acreditación acabada de la hipótesis acusatoria y refutación de la hipótesis defensiva), siempre que 
las infracciones a la legislación extrapenal tengan especial gravedad y, por su número y enlace 
(cadena de indicios) permita inferir la efectiva concertación con el interesado. 4. No consta una 
información pericial específica que demuestre que el expediente técnico era idóneo. Asimismo, la 
opinión del ingeniero proyectista es relevante, pero no es posible que se erija en el criterio único y 
definitivo para estimar que el expediente técnico de la obra respondía a los estándares de calidad 
para una obra de las acordadas en un clima como el de Tumbes, tanto más si los demás 
funcionarios que intervinieron en el proceso de decisión también tenían competencias técnicas y 
eran superiores jerárquicos y funcionales del ingeniero proyectista. No se tiene claro o por seguro 
que el expediente técnico respondía a las expectativas de la población y, en todo caso, que por su 
nivel de consistencia hacía inviable la petición de la población afectada. No se trata de sostener a 
rajatabla que un expediente técnico debe respetarse a como dé lugar, tanto más si siempre los 
cambios, razonados y razonables, son factibles por razones de caso fortuito o fuerza mayor o frente 
a errores en su confección.  

 
 

–SENTENCIA DE CASACIÓN– 
 
Lima, siete de agosto de dos mil veintitrés 

 
VISTOS; en audiencia pública: los recursos de casación, por 

inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto material y  vulneración de la garantía 
de motivación, interpuestos por los encausados WILMER FLORENTINO DIOS 

BENITES, CARLOS GENARO CARBONEL BACA, MIGUEL ALONSO FLORES MURO 

y CÉSAR ADOLFO MORALES GUEVARA contra la sentencia de vista de fojas dos 
mil seiscientos cincuenta y dos, de cuatro de octubre de dos mil veintiuno, en 
cuanto confirmando la sentencia de primera instancia de fojas dos mil ciento 
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ochenta y cinco, de veinte de enero de dos mil veintiuno, (i) condenó a Dios 
Benites, Pacheco Marchan y Morales Guevara como autores del delito de 
colusión en agravio del Estado a cuatro años de pena privativa de libertad 
efectiva; (ii) condenó a Izquierdo Sanjinez, Flores Muro y Carbonel Baca como 
cómplices del delito de colusión en agravio del Estado a tres años y seis meses 
de pena privativa de libertad, suspendida condicionalmente por el plazo de tres 
años y seis meses; (iii) impuso a todos ellos la pena de inhabilitación por el 
mismo tiempo de la pena privativa de libertad; y, (iv)  fijó por concepto de 
reparación civil el pago solidario de ochenta mil soles; con todo lo demás que 
al respecto contiene.                                          
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

 
FUNDAMENTOS DE HECHO 

 
PRIMERO . Que el señor Fiscal Adjunto Provincial de la Fiscalía Especializada 
en delitos de corrupción de funcionarios de Tumbes por requerimiento de fojas 
una, de veintiséis de abril de dos mil dieciséis, acusó a WILMER FLORENTINO 

DIOS BENITES, CARLOS GENARO CARBONEL BACA, MIGUEL ALONSO FLORES 

MURO y CÉSAR ADOLFO MORALES GUEVARA por delitos de colusión e 
incumplimiento de deberes de función en agravio del Estado – Gobierno 
Regional de Tumbes y Municipalidad Provincial de Tumbes.  
∞ El Tercer Juzgado de la Investigación Preparatoria de Tumbes, previa 
audiencia de control de acusación, mediante auto de fojas mil quinientos 
setenta y tres, de dos de junio de dos mil dieciocho, declaró la procedencia del 

juicio oral.   
 
SEGUNDO. Que el Segundo Juzgado Penal Unipersonal de Tumbes, tras el 
juicio oral, público y contradictorio, dictó la sentencia de primera instancia de 
fojas dos mil ciento ochenta y cinco, de veinte de enero de dos mil veintiuno, 
que en lo pertinente (i) condenó a Wilmer Florentino Dios Benites, Jimmy 
Pacheco Marchan y César Adolfo Morales Guevara como autores del delito de 
colusión en agravio del Estado a cuatro años de pena privativa de libertad 
efectiva; (ii) condenó a Juan Manuel Izquierdo Sanjinez, Miguel Alonso Flores 
Muro y Carlos Genaro Carbonel Baca como cómplices del delito de colusión en 
agravio del Estado a tres años y seis meses de pena privativa de libertad, 
suspendida condicionalmente por el plazo de tres años y seis meses; (iii) impuso 
a todos ellos la pena de inhabilitación por el mismo tiempo de la pena privativa 
de libertad; y, (iv)  fijó por concepto de reparación civil el pago solidario de 
ochenta mil soles; con todo lo demás que al respecto contiene.                                                     
∞ Contra el extremo condenatorio de la sentencia de primera instancia, el 
Fiscal provincial interpuso recurso de apelación, bajo la pretensión de elevar el 
quantum de las penas. Los encausados Dios Benites, Morales Guevara, 
Carbonel Baca, Pacheco Marchan, Flores Muro e Izquierdo Sanjinez también 
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promovieron los recursos de apelación de fojas dos mil trescientos cuarenta y tres, 
de ocho de febrero de dos mil veintiuno, dos mil trescientos sesenta y dos, de 
ocho de febrero de dos mil veintiuno, dos mil cuatrocientos, de cinco de 
febrero de dos mil veintiuno, dos mil cuatrocientos siete, de ocho de febrero de 
dos mil veintiuno, y dos mil cuatrocientos veintiocho, de nueve de febrero de 
dos mil veintiuno, dos mil cuatrocientos cuarenta y tres, de ocho de febrero de 
dos mil veintiuno, respectivamente. Estos recursos fueron concedidos por auto 
de fojas dos mil cuatrocientos cincuenta y siete, de dieciocho de marzo de dos 
mil veintiuno. 
 
TERCERO. Que la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia 
de Tumbes, declaró bien concedidos los recursos de apelación. Cumplido con el 
trámite impugnatorio en segunda instancia, emitió la sentencia de vista de fojas 
dos mil seiscientos cincuenta y dos, de cuatro de octubre de dos mil veintiuno, 
que confirmó en todos sus extremos la sentencia de primera instancia de fojas 
dos mil ciento ochenta y cinco, de veinte de enero de dos mil veintiuno. 
∞ Contra la referida sentencia de vista los acusados Dios Benites, Carbonel 
Baca, Pacheco Marchán, Izquierdo Sanjinez, Flores Muro y Morales Guevara 
interpusieron recurso de casación. Se declaró inadmisible los recursos de Pacheco 
Marchan e Izquierdo Sanjinez.  
 
CUARTO . Que los hechos objeto del proceso penal son los siguientes: 
A. Se atribuye a Wilmer Florentino Dios Benites, Jimmy Alexander Pacheco 

Marchan, Cesar Adolfo Morales Guevara, Juan Manuel Izquierdo 
Sanjinez, Miguel Alonso Flores Muro y Carlos Genaro Carbonel Baca 
que, con motivo de la Licitación Pública 003-2008-GRT-CE, referida a la 
ejecución de la obra "Mejoramiento y rehabilitación de la infraestructura 
vial urbana del Asentamiento Humano Edmundo Romero Da Silva y 
Cercado de Zarumilla – Tumbes", y el otorgamiento de la buena pro, el 
tres de octubre de dos mil ocho se suscribió el contrato de ejecución de 
obra 012-2008/GOB REG TUMBES-GRT-GR entre el Gobierno Regional 
de Tumbes –firmado por el gerente regional de Infraestructura, Fredy 
Roberto Alemán Seminario– y el contratista “Consorcio LUREN, 
MACIZA y CMT”, por un monto de dos millones ciento veintiún mil 
doscientos un soles con doce céntimos, cuyo plazo de ejecución era de 
ciento veinte días. La modalidad de contratación fue de contrato a “precios 
unitarios” vigentes al mes de febrero de dos mil ocho. 

B. La obra consistía en la construcción de pavimento asfáltico en caliente, 
sellado asfáltico, construcción de sardinel de concreto, colocación de 
concreto en veredas y rampas, juntas de dilatación en veredas, conexiones 
domiciliarias, suministro e instalación de tuberías, conexiones 
domiciliarias de alcantarillado, y suministro e instalación de rejillas. Su 
objetivo era suprimir la contaminación ambiental, mejorar la 
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infraestructura vial existente en la Región Tumbes y garantizar el flujo 
vehicular peatonal de manera segura, así como mejorar de ornato de la 
ciudad y los servicios básicos de agua y desagüe pluvial, entre otros.  

C. Sin embargo, con posterioridad se aprobaron adicionales sin la 
justificación y requisitos que establece la normativa sobre adquisiciones y 
contrataciones del Estado para ser consideradas como tales. 
Específicamente: 1) Aprobación del presupuesto adicional número dos, 
respecto al pago de la sobre excavación, sin tener en cuenta la opinión 
técnica del ingeniero proyectista, lo que habría generado un perjuicio 
económico de once mil quinientos setenta y seis soles con cero un 
céntimos; 2) Aprobación del presupuesto adicional número tres, por el 
cual se pagaron al contratista, como nuevas, partidas ya ejecutadas en la 
conformación del pavimento flexible, lo que generó un perjuicio 
económico de dieciséis mil quinientos cincuenta y seis soles con ochenta 
cinco céntimos; y, 3) Construcción de pavimento rígido con vulneración 
de las especificaciones técnicas. Además, como resultado de un deficiente 
proceso constructivo, las losas presentan un desgaste prematuro, 
fisuramiento y agrietamiento por asentimientos y/o inadecuada 
dosificación de concreto y su curado, diezmando su resistencia a la 
agresión de agentes externos, por lo que se ocasionó un perjuicio 
económico de cuarenta y dos mil doscientos cincuenta y dos soles con 
veinte céntimos. Es decir, se realizaron pagos injustificados al contratista 
por un monto ascendente a setenta mil trescientos ochenta y cinco soles 
con seis céntimos. 

D. En cuanto a WILMER FLORENTINO DIOS BENITES, presidente Regional de 
Tumbes, existen indicios de colusión basados en la declaración de su 
coimputado Cesar Adolfo Morales Guevara, quien precisó que tenía 
conocimiento de que se iba hacer el cambio de pavimento flexible por 
rígido, lo que se cita textualmente en el Informe 1879-2009. Ello 
importó, indebidamente, la aprobación del adicional tres al presupuesto 
de la obra. 

E. En lo concerniente a CESAR ADOLFO MORALES GUEVARA, inspector de 
obra, se tiene que no solo ostentó ese cargo, sino que además formó parte 
del comité de recepción de la misma. Así, se coludió con Carlos Genaro 
Carbonel Baca, representante del “Consorcio LUREN, MACIZA y 
CMT”, pues fue el emisor del Informe 1108-2009, en el que señaló, en 
cuanto al adicional dos, que se encontraba conforme. También intervino 
en los Informes 521-2009 y 658-2009, siguiendo el trámite respectivo 
para que se pueda consolidar el acto colusorio, así como en el Informe 
978-2009 que validó el adicional dos. Respecto al adicional tres, también 
participó con la emisión de los informes 1179 y 1879 al indicar su 
conformidad. Él fue parte del comité que recepcionó la obra. 
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F. En lo atinente a JIMMY ALEXANDER PACHECO MARCHAN, gerente 
general de infraestructura, emitió las resoluciones que aprobaron las 
Adicionales, específicamente la Resolución 363-2009 que aprobó las 
Adicionales Dos y Tres, Resolución 577-2009, así como también en la 
Adicional Dos a través del memorando 299. En cuanto a la recepción de 
la obra, no se consideró que haya habido acto colusorio.  

G. En lo relativo a CARLOS GENARO CARBONEL BACA, representante del 
consorcio, presentó todas las cartas para los adicionales respectivos y 
también participó en la recepción de la obra. 

H. En lo referido a JUAN MANUEL IZQUIERDO SANJINEZ, subgerente de 
obras, visó y aprobó el Adicional Dos, la resolución que la aprobó y 
también la adicional Tres, a la vez que participó en la elaboración del 
Informe 952-2009, por el que se opinó favorablemente a lo antes 
señalado. También emitió el informe 995, sobre la recepción de la obra. 

I. En orden a MIGUEL ALONSO FLORES MURO, subgerente de estudios, 
respecto al Adicional Tres, participó en su viabilidad con el Informe 179-
2009, al indicar que los motivos fueron por fuerza mayor y no por 
deficiencia del contratista. 

 
QUINTO . Que la pretensión casacional de los imputados es la siguiente. 
∞ 1. El encausado DIOS BENITES en su escrito de recurso de casación de fojas 
dos mil seiscientos noventa y seis, de diecinueve de octubre de dos mil 
veintiuno, invocó los motivos de casación de inobservancia de precepto 
constitucional y vulneración de la garantía de motivación (artículo 429, incisos 1 y 4, del 
Código Procesal Penal –en adelante, CPP–). Desde el acceso excepcional, propuso 

que se determine la necesidad de valorar razonadamente los contraindicios en 
el manejo de la prueba por indicios.  
∞ 2. El encausado CARBONEL BACA en su escrito de recurso de casación de 
fojas dos mil setecientos diez, de seis de noviembre de dos mil veintiuno, 
invocó los motivos de casación de inobservancia de precepto constitucional e infracción de 
precepto material (artículo 429, incisos 1 y 3, del CPP). Desde el acceso excepcional, 
propuso que se determine la correcta interpretación del delito de colusión y de la 
norma vigente al momento de la comisión del delito, así como los criterios para 
una adecuada graduación de la pena en función a las exigencias del tipo 
delictivo vigente.  
 ∞ 3. El encausado PACHECO MARCHAN en su escrito de recurso de casación de 
fojas dos mil setecientos veintiséis, de nueve de noviembre de dos mil 
veintiuno, invocó el motivo de casación de inobservancia de precepto constitucional 
(artículo 429, inciso 1, del CPP). Desde el acceso excepcional, no planteó tema 
preciso alguno.  
∞ 4. El encausado IZQUIERDO SANJINEZ en su escrito de recurso de casación de 
fojas dos mil setecientos treinta y tres, de nueve de noviembre de dos mil 
veintiuno, invocó el motivo de casación de inobservancia de precepto constitucional 
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(artículo 429, inciso 1, del CPP). Desde el acceso excepcional, no planteó tema 
preciso alguno.  
∞ 5. El encausado FLORES MURO en su escrito de recurso de casación de fojas 
dos mil setecientos cuarenta, de nueve de noviembre de dos mil veintiuno, 
invocó el motivo de casación de vulneración de la garantía de motivación (artículo 429, 
inciso 4, del CPP). Desde el acceso excepcional, propuso que se determine de qué 
manera un funcionario en calidad de cómplice participa en el pacto colusorio 
pese a que no intervino en ninguna fase de la contratación pública, y la 
importancia de la pericia contable y del Informe Especial de la Contraloría 
General de la República para acreditar el perjuicio económico.  
∞ 6. El encausado MORALES GUEVARA en su escrito de recurso de casación de 
fojas dos mil setecientos cincuenta y dos, de diez de noviembre de dos mil 
veintiuno, invocó los motivos de casación de inobservancia de precepto constitucional, 
infracción de precepto material y vulneración de la garantía de motivación (artículo 429, incisos 
1, 3 y 4, del CPP). Desde el acceso excepcional, propuso se determine si los jueces 
están obligados a tener en cuenta la legislación sobre contrataciones públicas; 
si ante la ausencia de un proyectista que elabore el proyecto de obra, qué área y 
funcionario debe responder a las consultas que se generen en la ejecución de la 
obra; y, si es posible sustentar la sentencia de vista con la declaración del 
acusado en sede del Ministerio Público pese a que declaró ante el Tribunal 
Superior.    
 
SEXTO . Que, cumplido el trámite de traslado a las partes recurridas, este 
Tribunal de Casación, por Ejecutoria Suprema de fojas cuatrocientos nueve, de 
trece de febrero de dos mil veintitrés, del cuaderno formado en esta sede 
suprema, declaró bien concedido el recurso de casación por las causales de 
inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto material y vulneración de la garantía 
de motivación: artículo 429, incisos 1, 3 y 4, del CPP.  
∞ Descartados los recursos de los encausados Pacheco Marchan e Izquierdo 
Sanjinez por no plantear tema excepcional alguno, respecto del resto de 
imputados impugnantes, corresponde delimitar, desde las causales antes 
citadas, la legalidad y procedencia de ampliaciones en la ejecución de una obra 
ya licitada y con contrato vigente, y en su mérito la prueba de descargo que se 
denuncia se presentó y no se apreció como correspondía. De igual manera, es 
de examinar el papel que corresponde a la prueba pericial en la determinación 
de un acto de concertación colusoria. Y, por último, decidir cuál es la ley penal 
vigente al momento de los hechos y su relación con el material probatorio 
disponible, así como el rol de cada uno de los condenados.  
 
SÉPTIMO. Que, instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día treinta y uno de julio del presente año, ésta realizó 
con la concurrencia de las defensas de los encausados Dios Benites, Flores 
Muro, Carbonel Baca y Morales Guevara, doctores Pablo Rogelio Talavera 
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Elguera, José Alejandro Banda Medina, la defensora pública doctora Yesenia 
del Milagro Sigueñas Reyes y el defensor público doctor Rómel Gutiérrez 
Lazo, respectivamente, cuyo desarrollo consta en el acta correspondiente.   
 
OCTAVO . Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo día, 
de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó 
por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en los 
términos que a continuación se consignan. Se programó para la audiencia 
pública de lectura de la sentencia el día de la fecha. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde las causales de inobservancia 
de precepto constitucional, infracción de precepto material y vulneración de la garantía de motivación, 
estriba (i) en comprobar la legalidad y procedencia de ampliaciones en la 
ejecución de una obra ya licitada y con contrato vigente, y en su mérito la 
prueba de descargo que se denuncia se presentó y no se apreció como 
correspondía; (ii) en establecer el papel que corresponde a la prueba pericial en 
la acreditación de un acto de concertación colusoria; y, (iii) en determinar la 
existencia de la ley penal vigente al momento de los hechos y su relación con el 
material probatorio disponible; y, (iv) en precisar el rol de cada uno de los 
encausados en los hechos atribuidos.  
 
SEGUNDO. Que el recurso de casación, por su naturaleza extraordinaria, está 
circunscripto al control de las resoluciones de vista desde la denuncia de 
infracciones normativas. En materia del juicio histórico o de hecho, solo 
corresponde al Tribunal de Casación fiscalizar, de un lado, si se utilizó prueba 
ilícita (antijuricidad en la obtención y actuación de las fuentes de prueba y de 
los medios de prueba, respectivamente) y si la motivación de las inferencias 
probatorias ha sido racional y avalan las conclusiones respectivas;  y, de otro 
lado, desde la motivación, si ésta presenta o no un defecto constitucionalmente 
relevante (motivación omisiva, motivación incompleta –incluso que no aprecie 
una prueba decisiva–, motivación insuficiente, motivación impertinente, 
motivación vaga o genérica, motivación falseada –vinculada al momento de 
interpretación o traslación del medio de prueba al elemento de prueba–, 
motivación contradictoria –dé por probado o no probado un hecho y luego diga 
lo contrario, o dé por acreditado o no otro hecho en oposición a uno 
previamente aceptado o rechazado– y motivación irracional –que no observe 
las leyes de la lógica, las máximas de la experiencia o los conocimientos 
científicos–). Para este análisis, por medio del recurso la casación no se puede 
apreciar autónomamente el material probatorio disponible, que es competencia 
de los jueces de instancia o de mérito. Respecto al juicio jurídico –preceptos 
procesales o materiales, constitucionales u ordinarios–, incumbe a la casación 
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determinar si las normas se interpretaron adecuadamente y, en su caso, se 
aplicaron debidamente. 
 
TERCERO. Preliminar . Que los hechos declarados probados ocurrieron, 
sustancialmente, en el curso del año dos mil nueve, con las aprobaciones y 
pago por las Adiciones Tres y Dos de la obra y el deductivo de obra Dos, que a 
juicio del Informe Especial 010-2010-2-5353, de veintiocho de diciembre de 
dos mil diez, del Órgano Regional de Control Institucional del Gobierno 
Regional de Tumbes, ocasionaron un perjuicio económico a la institución de 
setenta mil trescientos ochenta y cinco soles con seis céntimos –la obra se 
recibió en octubre de dos mil diez–. 
∞ 1. Así las cosas, tras calificarse lo ocurrido como delito de colusión, rige la 
disposición modificatoria del artículo 384 del Código Penal, Ley 26713, de 
veintisiete de diciembre de mil novecientos noventa y seis. Este tipo delictivo 
prescribía que:  

“El funcionario o servidor público que, en los contratos […], en los 
que intervenga por razón de su cargo o comisión especial, defrauda 
al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, 
concertándose con los interesados en los convenios, ajustes, 
liquidaciones o suministros, será reprimido con […]” 

∞ 2. Es relevante reiterar que este delito, especial propio y de infracción de 
deber, requiere que el agente público, desde un vínculo funcionarial específico 
con el acto cuestionado, defraude al Estado concertándose con los interesados. 
La acusación contra los cuatro encausados recurrentes, aceptada por el órgano 
jurisdiccional, más allá del análisis específico que se realizará, está referida a 
definidos comportamientos realizados en el ejercicio de sus cargos oficiales y a 
lo que ellos, según relató la Fiscalía y declaró probado el órgano jurisdiccional, 
llevaron a cabo defraudando al Gobierno Regional de Tumbes mediante una 
concertación con la empresa “Consorcio LUREN, MACIZA y CMT”. Así las 
cosas, en términos de tipicidad abstracta, no es del caso oponer reparo alguno. 
∞ 3. A nivel concreto, es de rigor, sin embargo, reconocer que la colusión desleal 
castiga penalmente, no una mera conducta funcional que infrinja las reglas de 
la legislación sobre contrataciones del Estado o del ordenamiento 
administrativo–financiero del Estado, sino un preciso comportamiento que 
importe un acto de concertación con el interesado o proveedor del Estado –sin 
reducirlo a una maniobra engañosa–. Esta concertación supone un acuerdo o 
pacto que excluya toda negociación entre las partes de la operación, de manera 
tal que se establecen deliberadamente condiciones que benefician al interesado 
en detrimento de los intereses patrimoniales del Estado –este acuerdo o pacto 
ha de ser idóneo para defraudar patrimonialmente al Estado, así como que la 
entidad del riesgo producido no se ajuste a Derecho y resulte socialmente 
intolerable– [cfr.: GARCÍA CAVERO, PERCY: Derecho Penal Económico Parte 
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Especial, Volumen II, 2da. Edición, Editorial Instituto Pacífico, Lima, 2015, 
pp. 1103-1106].  
∞ 4. La jurisprudencia de este Tribunal Supremo ha considerado viable 
acreditar el delito mediante prueba por indicios, respetando (i) sus reglas 
(internas: hecho-base o indicio, probado y múltiple, concordante entre                                           
sí –cadena de indicios–, y enlace entre el hecho-base o indicio y el hecho 
presunto –el hecho típico descripto legalmente–, según la sana crítica –sin 
perjuicio de que la prueba en contrario no ha sido exitosa–; y, formal: inclusión 
del razonamiento en virtud del cual el juez ha establecido la inferencia 
presuncional); y, (ii) el umbral de prueba constitucionalmente exigible para una 
condena (acreditación acabada de la hipótesis acusatoria y refutación de la 
hipótesis defensiva), siempre que las infracciones a la legislación extrapenal 
tengan especial gravedad y, por su número y enlace (cadena de indicios) 
permita inferir la efectiva concertación con el interesado.  
 
CUARTO . Que es importante dejar en claro que el Informe Especial 010-2010-
2-5353 emitido por el Órgano Regional de Control Institucional del Gobierno 
Regional de Tumbes, a partir de estimar la existencia de irregularidades en la 
tramitación de las ampliaciones y pagos al “Consorcio LUREN, MACIZA y 
CMT”, esto es, por falta de justificación técnica para éstas que originaron 
pagos adicionales al contratista privado, bajo la premisa de una “falta de un 
adecuado control en el proceso constructivo y por la falta de controles de 
calidad de la Obra por parte de los funcionarios acusados y una falta de criterio 
técnico en las Adicionales Dos y Tres y Deductivo de Obra Dos”, solo 
consideró la existencia de responsabilidad civil, en la que incluso no incluyó al 
presidente regional [vid.: folio diecinueve del indicado Informe]. Esta pericia 
institucional no concluyó que se está ante una concertación y, por ende, que se 
cometió un delito de colusión. 
∞ Es verdad que una conclusión pericial –de una Auditoria de Cuentas, en 
términos de lo que significa el Informe de los Auditores Gubernamentales, de 
los funcionarios del Sistema Nacional de Control– no es vinculante al órgano 
jurisdiccional, en uno u otro sentido, pero también es cierto que ante una 
pericia de ese calado el análisis probatorio indiciario debe ser muy escrupuloso 
y ha de evidenciar, con solidez, que en efecto lo que finalmente ocurrió se 
debió a una concertación delictiva entre uno o más funcionarios públicos y el 
tercero interesado.  
 
QUINTO . Que el propio Informe Especial señaló que la aprobación de los 
Adicionales a la obra contratada lo fue, “[…] sin la justificación que establece 
la Normativa de Contrataciones y Adquisiciones para ser considerados como 
tal” [vid.: folio tres].  
∞ Respecto del Adicional Dos (sobre excavación de la base en la calle Leoncio 
Prado), el proyectista de la obra y funcionario regional, ingeniero Pedro Terán 
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Velarde, informó que el pedido de pago era improcedente; sin embargo, luego 
de la reestructuración del pedido por la empresa, el Inspector de obra, Juan 
Manuel Izquierdo Sanjinez, y el subgerente de obras, Morales Guevara, dieron 
la conformidad al pedido, lo que fue aceptado por el gerente regional, quien 
emitió la Resolución Gerencial Regional pertinente, y permitió un pago al 
constructor por once mil quinientos setenta y seis soles con un céntimo.  
∞ En orden al Adicional Tres (cambio de pavimento flexible a pavimento 
rígido en la calle Leoncio Prado), por trece mil novecientos trece soles con 
treinta y dos céntimos, tal cambio se debió a un memorial de los moradores de 
la calle Leoncio Prado, de veintiséis de agosto de dos mil nueve, dirigido al 
encausado Pacheco Marchan, gerente regional de Infraestructura [vid.: fojas 
doscientos uno a doscientos tres, anexo treinta y dos, del Informe Especial]. El 
Adicional y el pago al contratista se efectuó, con informes favorables de Flores 
Muro, Morales Guevara e Izquierdo Sanjinez (subgerente de Estudios, 
inspector de obras y subgerente de obras, respectivamente), con la aprobación 
del Gerente Regional de Infraestructura, Pacheco Marchan, pese a la oposición 
del proyectista Pedro Terán Valverde, quien consideró su improcedencia 
porque, a su juicio, debía respetarse el expediente técnico del proyecto. Más 
allá del cambio de pavimento, los problemas que se presentaron en la calle 
Leoncio Prado –según la imputación– se produjeron por un mal proceso 
constructivo y por la falta de controles de calidad de la Obra por los 
funcionarios imputados y, según la Oficina de Control Institucional, por una 
infracción a la normativa de contrataciones del Estado [vid.: folio doce del 
Informe Especial]. 
 
SEXTO. Preliminar . Que un punto que es de resaltar es que no se precisó y 
justificó acabada y concretamente en qué consisten las reglas técnicas que, al 
no seguir la opinión del proyectista, por lo demás un funcionario subalterno de 
la Gerencia, de parte de los órganos superiores, explicarían la realidad de un 
concierto delictivo. Asimismo, cabe enfatizar que para cada cambio se siguió el 
procedimiento interno respectivo, en el que intervinieron las oficinas y los 
funcionarios competentes –constan en autos los informes respectivos–. 
∞ 1. La acusación fiscal [vid.: fojas una a veintitrés] se limitó a reproducir los 
argumentos del Informe Especial, pero no hizo el análisis adicional que 
demandaba avanzar en la concreción de los hechos para sostener, 
motivadamente, que lo realizado fue el resultado de una concertación delictiva. 
∞ 2. La sentencia de primera instancia señaló que el encausado DIOS BENITES, 
presidente regional de Tumbes, de hecho, intervino en el cambio de pavimento 
flexible a rígido, sugiriendo el cambio el mismo, pues intervenía en las 
reuniones periódicas en las que informaban los avances de la obra. El 
encausado PACHECO MARCHAN, gerente de infraestructura, intervino en la 
expedición de dos resoluciones gerenciales, por las que se aprobó el expediente 
técnico de la obra y el presupuesto adicional de obra Dos, y se aprobó el 
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presupuesto adicional de obra Tres y el presupuesto deductivo Dos. El 
encausado MORALES GUEVARA, como inspección de Obra, intervino 
activamente para la aprobación de los presupuestos adicionales. El encausado 
FLORES MURO, como subgerente de Estudios, visó la resolución que aprobó el 
Adicional Dos y el adicional de Obra Tres, pese a que había expresado su 
oposición –su aporte fue accesorio–. El encausado CARBONEL BACA es el 
representante del “Consorcio LUREN, MACIZA y CMT”, quien efectuó 
solicitudes improcedentes de ampliación presupuestales y recibió montos 
indebidos –es cómplice primario–.  
*  A. La base para este juicio de culpabilidad fue (i) el testimonio del ingeniero 
Terán Velarde, quien emitió una opinión técnica contraria a las ampliaciones 
del presupuesto de la obra y del cambio de pavimento flexible a pavimento 
rígido en la calle Leoncio Prado, así como (ii) la referencia a lo estatuido en la 
Directiva 01-2007-CG/OEA, aprobada por Resolución de Contraloría 389-
2007-GC, respecto a las causales de improcedencia de las prestaciones 
adicionales de obra (artículo 6). 
* B. Pero, la viabilidad, en los marcos de este precepto, tendría lugar cuando se 
trata de hechos imprevisibles ocurridos con posterioridad a la suscripción del 
contrato y cuando se presentan omisiones o deficiencias en el expediente 
técnico de la obra [vid.: folio noventa y tres de la sentencia de primera 
instancia]. Este aspecto no fue desarrollado, como correspondía, como primer 
paso del razonamiento probatorio. 
* C. Luego, se citan varios testigos que cuestionan el análisis técnico o la 
evaluación de los imputados en orden a la ejecución o resultados de la obra, en 
especial los auditores gubernamentales –este último, empero, no cuestionó la 
realidad misma del cambio de pavimento y su corrección–. Empero, el dato 
esencial es determinar cómo se tiene probado el acuerdo o pacto colusorio, 
pues una cosa es una deficiente actividad funcionarial y otra es una actividad 
funcionarial dolosa que da lugar a un concierto delictivo. 
∞ 3. La sentencia de vista ratificó esta conclusión. Concluyó que existe prueba 
suficiente para afirmar la realidad del delito de colusión y la intervención 
delictiva de los imputados. Llegó a afirmar que la imputación se sustenta en la 
falta de criterio técnico para ejecutar la obra y, sobre todo, en las consecuencias 
que de ello se derivan. Estimó, siguiendo al funcionario proyectista Terán 
Velarde, que el primer adicional cuestionado no procedía porque se trató de un 
problema generado por defectos o fallas constructivas de la empresa que ésta 
debía asumir; y, en lo concerniente al pago por el cambio de pavimento, que 
representó un incremento del costo de la obra, no era procedente porque no 
estaba amparado en lo que prescribía la Directiva de la Contraloría General de 
la República, de suerte que el pedido de los pobladores no constituía razón 
suficiente para el cambio solicitado. El resumen de su razonamiento se 
encuentra en el folio veintinueve de la sentencia de vista y parte de que no 
existieron omisiones o deficiencias en el expediente técnico y, por tanto, faltó 



RECURSO CASACIÓN N.º 191-2022/TUMBES 
 

 – 12 – 

 

justificación técnica para la ampliación presupuestaria, no siendo suficiente, en 
un extremo, la sola petición de los pobladores para el cambio de pavimento. 
∞ 4. Empero, no consta una información pericial específica que demuestre que 
el expediente técnico era idóneo, así como que mediaron deficiencias en el 
proceso constructivo de la obra. Asimismo, si bien la opinión del ingeniero 
proyectista es relevante, pero no es posible que se erija en el criterio único y 
definitivo para estimar que el expediente técnico de la obra respondía a los 
estándares de calidad para una obra de las acordadas en un clima como el de 
Tumbes, tanto más si los demás funcionarios que intervinieron en el proceso de 
decisión también tenían competencias técnicas y eran superiores jerárquicos y 
funcionales del aludido ingeniero proyectista. No se tiene claro o por seguro 
que el expediente técnico respondía a las expectativas de la población y, en 
todo caso, que por su nivel de consistencia hacía inviable la petición de la 
población afectada. No se trata de sostener a rajatabla que un expediente 
técnico debe respetarse a como dé lugar, tanto más si siempre los cambios, 
razonados y razonables, son factibles por causales de caso fortuito o fuerza 
mayor o cuando se está frente a errores u omisiones en su confección. Es de 
relievar lo que explicaron el Auditor Gubernamental Yacila Arcaya y el perito 
contador Torres Fernández, que –según el primero– no consideró incorrecto en 
sí mismo el cambio de pavimento, y –acotó el segundo– uno de los pagos 
adicionales por los problemas de la obra se debió a que el Gobierno Regional 
no pagó a tiempo el primer adicional [vid.: sesión de audiencia de fojas mil 
novecientos cuarenta y siete, de quince de enero de dos mil veinte]. 
∞ 5. Lo relevante consiste en advertir si se incorporó fundadamente un 
razonamiento inferencial que permita concluir, con suficiencia, que se produjo 
una concertación defraudatoria. Es de tener presente que se trató de un 
contrato, inicialmente, por más de dos millones de soles y que el monto que se 
estima defraudado alcanza los setenta mil trescientos ochenta y cinco mil soles 
con seis céntimos. Esta cantidad, en función a la inversión comprometida 
inicialmente, no es especialmente importante y, por ello, no permite sostener 
que por esa sola cantidad adicional medió el concierto de seis funcionarios 
regionales, incluido el presidente regional. Los indicios dados por probados en 
las sentencias de mérito solo podrían acreditar, a lo más, la presencia de 
irregularidades en la conducta funcional de los encausados, de ahí que la 
Oficina de Control Institucional Regional de Tumbes solo afirmó la exigencia 
de una responsabilidad civil por esa cantidad. No todos los indicios son graves 
y forman una cadena sólida, así como la justificación acerca de la 
imposibilidad de modificar el expediente técnico y el presupuesto de la obra no 
es del todo sólida y justificada para inferir, además, sin un aporte probatorio 
adicional de carácter pericial, que ello se debió a una previa concertación entre 
los agentes públicos acusados y el titular del “Consorcio LUREN, MACIZA y 
CMT”. 
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SÉPTIMO. Que, en tal virtud, es de concluir que la construcción de la prueba 
por indicios no ha sido correcta. No se cumplen las reglas que la definen (ex 
artículo 158, apartado 3, del CPP). Se ha alzaprimado un testimonio, el de 
Terán Valverde, sin aporte pericial de ingeniería alguno al respecto, negando 
implícitamente conocimientos técnicos a los demás funcionarios acusados. Las 
exigencias del tipo delictivo de colusión en orden a la concertación y a su 
elemento subjetivo, tampoco han sido cumplidas cabalmente, como exige la 
garantía de presunción de inocencia. El conjunto del material probatorio 
disponible resulta insuficiente y la motivación realizada por el Tribunal 
Superior y, por extensión, por el Juzgado Penal, presenta un defecto de 
motivación insuficiente. Los recursos de casación deben ser amparados. 
∞ En estas condiciones, esencialmente, de inobservancia de la garantía de 
presunción de inocencia, no cabe otra opción que la absolución de todos los 
imputados recurrentes (emisión de una sentencia casatoria rescindente y 
rescisoria), que por imperio del artículo 408, apartado 1, del CPP se extenderá a 
los no recurrentes por estar en la misma situación de aquéllos. 
 
OCTAVO . Que, no obstante, el Procurador Público interpuso la correspondiente 
pretensión civil. El daño civil tiene sus propios elementos constitutivos, con 
independencia de la acreditación o no del delito. La Oficina de Control 
Institucional consideró que en efecto existía una responsabilidad civil. En las 
sentencias de mérito dieron por probada esta pretensión, pero se ampararon 
linealmente en las consecuencias de Derecho penal respectivas y en su 
probanza. Estas consideraciones han sido excluidas en esta sentencia casatoria, 
pero es del caso que, a partir de las características propias del daño civil, y con 
el estándar de prueba distinto que este tiene, los jueces de mérito se pronuncien 
previa audiencia sobre su estimación o desestimación.  
 

DECISIÓN 
 

Por estas razones: I.  Declararon FUNDADO los recursos de casación, por 
inobservancia de precepto constitucional, infracción de precepto material y  vulneración de la garantía 
de motivación, interpuestos por los encausados WILMER FLORENTINO DIOS 

BENITES, CARLOS GENARO CARBONEL BACA, MIGUEL ALONSO FLORES MURO 

y CÉSAR ADOLFO MORALES GUEVARA contra la sentencia de vista de fojas dos 
mil seiscientos cincuenta y dos, de cuatro de octubre de dos mil veintiuno, en 
cuanto confirmando la sentencia de primera instancia de fojas dos mil ciento 
ochenta y cinco, de veinte de enero de dos mil veintiuno, (i) condenó a Dios 
Benites, Pacheco Marchan y Morales Guevara como autores del delito de 
colusión en agravio del Estado a cuatro años de pena privativa de libertad 
efectiva; (ii) condenó a Izquierdo Sanjinez, Flores Muro y Carbonel Baca como 
cómplices del delito de colusión en agravio del Estado a tres años y seis meses 
de pena privativa de libertad, suspendida condicionalmente por el plazo de tres 
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años y seis meses; (iii) impuso a todos ellos la pena de inhabilitación por el 
mismo tiempo de la pena privativa de libertad; y, (iv)  fijó por concepto de 
reparación civil el pago solidario de ochenta mil soles; con todo lo demás que 
al respecto contiene. En consecuencia, CASARON la sentencia de vista.                              
II. Y, actuando en sede de instancia: REVOCARON  la sentencia de primera 
instancia; reformándola: ABSOLVIERON a WILMER FLORENTINO DIOS 

BENITES, CARLOS GENARO CARBONEL BACA, MIGUEL ALONSO FLORES MURO 

y CÉSAR ADOLFO MORALES GUEVARA de la acusación fiscal formulada contra 
ellos por delito de colusión en agravio del Estado; y, ORDENARON se archive 
el proceso definitivamente, se anulen sus antecedentes policiales y judiciales 
derivados de este proceso, y se levanten las medidas de coerción dictadas en su 
contra; oficiándose. III. EXTENDIERON la absolución a favor de los 
encausados JIMMY ALEXANDER PACHECO MARCHAN y JUAN MANUEL 

IZQUIERDO SANJINEZ, procediéndose respecto de ellos conforme a lo indicado 
en el punto precedente. IV. ANULARON el extremo de la reparación civil 
fijado en las sentencias de mérito; y, ORDENARON que se proceda a emitir 
un nuevo pronunciamiento previa audiencia a cargo del Juzgado Penal.                                            
V. MANDARON  se transcriba la presente sentencia al Tribunal Superior para 
los fines de ley, al que se le enviarán las actuaciones; registrándose.                                               
VI. DISPUSIERON se lea esta sentencia en audiencia pública, se notifique 
inmediatamente y se publique en la página web del Poder Judicial.                                                
INTERVINO  el señor Cotrina Miñano por licencia de la señora Altabás Kajatt. 
HÁGASE saber a las partes procesales personadas en esta sede suprema. 
 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
LUJÁN TÚPEZ 

 
SEQUEIROS VARGAS 
 
COTRINA MIÑANO 
 
CARBAJAL CHÁVEZ 
 

CSMC/EGOT 
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RECURSO CASACIÓN N.° 1678-2022/PIURA 
PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO  

 
 

Título: Prisión Preventiva. Sospecha fuerte. Relación funcional  

Sumilla. 1. No corresponde a la casación realizar una valoración autónoma o propia del 
material investigativo disponible, sino examinar si se presentó una infracción normativa 
respecto del estándar de prueba que exige el mandato de prisión preventiva y si el análisis 
hecho–derecho contiene algún defecto normativo que implique la falta del fumus delicti 
comissi. 2. Tanto en el auto de primera instancia como en el de vista se asumen los cargos 
planteados por la Fiscalía y se valoraron el conjunto de elementos de investigación 
aportados (que el Código Procesal Penal denomina “elementos de convicción”). Se 
analizó la declaración de Lisset Ballivian Castro y los demás funcionarios ya citados 
(Távara Elías y Ordinola Espinoza), así como la declaración del Colaborador Eficaz 02-
2021, que dio cuenta del rol de Ballivian Castro y del trato especial dado al consorcio 
constructor MNDC [vid.: fundamento jurídico séptimo, folios ocho a doce, del auto de 
primera instancia; y, fundamento jurídico cuarto, folios siete a diez, del auto de vista]. 3. 
El auto de vista no solo subrayó el rol del imputado en el Gobierno Regional, sino evaluó 
actos concretos que el imputado realizó para favorecer al consorcio constructor MNDC. 
Estos actos partieron del papel directivo que tenía y se configuraron desde la 
conformación de un órgano específico con personal propio, el cual, además del monitoreo 
general a las grandes obras y proyectos institucionales, en el caso concreto, desarrolló 
comportamientos específicos que fueron más allá de lo que correspondía, denotando 
lógicas de concierto con el particular al punto de insistir en el pronto pago del adelanto 
pese a los problemas que tenía la carta fianza presentada al efecto. 4. La prueba de los 
hechos en materia de colusión desde luego no requiere que se aporten medios de 
investigación o de prueba de reuniones furtivas y acuerdos lesivos sostenidas entre el 
funcionario público y el particular, y que solo a partir de este aporte pueda acreditarse el 
concierto –el carácter oculto del mismo es patente–. El concierto con el particular puede 
acreditarse a partir (i) no solo del conjunto de irregularidades graves a la legislación sobre 
contrataciones públicas que revelen una finalidad de defraudar los intereses patrimoniales 
del Estado –que puede concretarse o no–, (ii) sino también de la existencia de acciones 
concretas, de abuso del cargo por el agente delictivo, que revelen el acuerdo o pacto 
delictivo con el particular –la disposición estatal se produjo, entonces, por la conducta 
funcionarial del agente público y su rol directivo en la institución–. 5. El delito de 
colusión agravada importa defraudar a través de la concertación con el particular 
generando con ello un efectivo perjuicio patrimonial al erario público. Además, exige que 
el sujeto activo realice los actos de concertación y defraudatorios en perjuicio patrimonial 
del Estado en razón de su cargo, directa o indirectamente (por intermedio de otra u otras 
personas), en el desarrollo de las atribuciones propias de su cargo establecidas ya sea en la 
ley, reglamentos o directivas del organismo estatal. Por último, requiere que la 
concertación se corresponda con ponerse de acuerdo, pactar, convenir o arreglar con los 
particulares en un marco subrepticio y no permitido por la Ley, lo que determina un 
alejamiento del agente respecto a la defensa de los intereses públicos que le están 
encomendados. 

 
 

–SENTENCIA DE CASACIÓN–  
 

Lima, veintidós de diciembre de dos mil veintidós 
 

VISTOS; en audiencia pública: el recurso de casación, por las 
causales de inobservancia del precepto constitucional e infracción de precepto 

material, interpuesto por  el investigado JESÚS ALBERTO TORRES SARAVIA, 
contra el auto de vista de fojas doscientos cuarenta y tres, de catorce de julio de 
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dos mil veintiuno, que confirmando el auto de primera instancia de fojas 
doscientos cuatro, de veintiocho de junio de dos mil veintiuno, dictó en su 
contra mandato de prisión preventiva por el plazo de dieciocho meses; con todo 
lo demás que al respecto contiene. En el proceso penal que se le sigue por delito 
de colusión agravada en agravio del Estado. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 
 

FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

PRIMERO . Que, la imputación contra el investigado JESÚS ALBERTO TORRES 

SARAVIA estriba en que en su calidad de gerente general del Gobierno Regional 
de Piura tuvo pleno conocimiento de las irregularidades que se produjeron 
desde la etapa perfeccionamiento contractual de la Obra “Mejoramiento de los 
Servicios Salud en el Establecimiento de Salud de Máncora, distrito de 
Máncora, provincia de Talara, departamento de Piura, Región Piura” –cuyo 
expediente técnico aprobado con fecha seis de noviembre de dos mil diecinueve 
por la resolución de la Dirección General de Construcción 196-2019/GRP-GRI-
DGC alcanzaba al monto de cuarenta y cinco millones seiscientos setenta y dos 
mil quinientos ochenta y seis soles con sesenta y un céntimos–, en cuya virtud 
medió un concierto de los funcionarios dirigidos por el imputado a través de la 
creación de un equipo de trabajo paralelo a la estructura orgánica (“Equipo de 
seguimiento y Monitoreo de los Proyectos de Inversión del Pliego Regional”) 
con el consorcio MNDC, lo que permitió que se defraude patrimonialmente al 
Estado en la fase de ejecución por un monto de tres millones novecientos 
cincuenta y seis mil ochocientos cuarenta y ocho soles con cincuenta y seis 
céntimos, por concepto de adelanto directo y en mérito a una carta fianza falsa.  
 
SEGUNDO. Que, el Tercer Despacho de la Fiscalía de Corrupción de 
funcionarios de Piura emitió la disposición de formalización y continuación de 
la investigación preparatoria de fojas una, de veintitrés de junio de dos mil 
veintiuno.  Además, presentó el requerimiento de prisión preventiva de fojas 
ciento cuarenta y uno, de veintiséis de junio de dos mil veintiuno, contra del 
recurrente y sus coimputados. 
∞ A partir de ello el procedimiento se ha desarrollado como a continuación se 
detalla:  
1. Realizada la audiencia de prisión preventiva, conforme al acta de fojas 

doscientos tres, de veintiocho de junio de dos mil veintiuno, se dictó   
prisión preventiva contra el investigado TORRES SARAVIA por el plazo de 
dieciocho meses mediante el auto de primera instancia de fojas sesenta y 
cuatro, de veintiocho de junio de dos mil veintiuno. Consideró que el 
encausado TORRES SARAVIA no mostró voluntad de someterse a la 
persecución penal porque el dieciséis de junio de dos mil veintiuno, en el 
acto de incautación, las llaves fueron entregadas por personal de limpieza 
del condominio, quienes expresaron que fue el hermano de Torres Saravia 
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quien entregó las llaves de la casa; que no desarrolló actividad productiva 
y/o estable que permita presumir que no intentará fugarse: no tiene arraigo 
laboral pues por Resolución del Gobierno Regional 407-2021 se dio término 
a sus funciones con eficacia al dieciséis de junio de  dos mil veintiuno; que 
no explicó razonablemente su traslado a la ciudad de Trujillo por supuestos 
temas médicos; que pese a que se le requirió la entrega de su celular, hasta la 
fecha no ha cumplido con este mandato; que, por ello, se infiere que su 
conducta delictiva pueda ser evidenciada; que, finalmente, mantiene 
vínculos con los ex trabajadores de la institución, lo que podría ocasionar la 
desaparición de futuras fuentes de prueba. 

2. El encausado Torres Saravia por escrito de fojas doscientos veintisiete, de 
treinta de junio de dos mil veintiuno, interpuso recurso de apelación. Instó la 
revocatoria del mandato de prisión preventiva. Alegó que no se presentan los 
presupuestos para la prisión preventiva; que no existen elementos de 
convicción que lo vinculen con el delito que se le atribuye o que acrediten 
que se reunió con Távara Elías, director de obras, Palacios Meza, gerente de 
infraestructura, y Tafur Guivin, director general de construcción, para emitir 
resoluciones favorables al consorcio ganador; que tampoco participó en el 
trámite de las cartas fianza falsas; que no tomó en cuenta que solicitó se 
resuelva el requerimiento de prisión preventiva teniendo en cuenta las 
carpetas 82 y 4000; que el contrato fue realizado por el propio gobernador 
regional y fue declarado nulo; que no intervino en ningún pago ni 
contratación. 

3. El Tribunal Superior emitió el auto de vista de fojas doscientos cuarenta y 
tres, de diez de julio de dos mil veintiuno, que confirmó el auto de primera 
instancia que dictó mandato de prisión preventiva. Estimó que los elementos 
de convicción enervan la inocencia del recurrente; que la encausada 
Ballivian Castro, mediante las cartas 02 y 03-2021, informaba a Torres 
Saravia sobre el seguimiento de la obra y sus adelantos –no lo hacía el señor 
Fabián Juárez–; que como gerente general estaba plenamente informado de 
esta obra, pues le correspondía supervisar, monitorear y evaluar la ejecución 
de los Programas y Proyectos Regionales incluidos en el Plan Anual de 
Desarrollo Regional; que su coimputada Julliana Ballivian Castro expresó 
en su declaración del veintiuno de junio de dos mil veintiuno, en la pregunta 
once, que se conformó un equipo denominado “Equipo de Seguimiento y 
Monitoreo de los Proyectos de Inversión del Pliego Regional”, que dependía 
de la Gerencia General Regional y se dedicaba al monitoreo de las obras de 
mayor envergadura, el cual si bien se creó en el año dos mil diecinueve, con 
ello se acredita que el procesado conocía de esta obra y no era ajeno a su 
monitoreo semanal; que ello evidencia un trato especial al contratista a 
quien le hicieron al final pagos por la suma de tres millones novecientos 
cincuenta y seis mil ochocientos cuarenta y ocho soles con cincuenta y seis 
céntimos, el cual presentó cartas fianza fraguadas. De otro lado, puntualizó 
que el delito de colusión agravada, previsto en el artículo 384 del Código 
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Penal, tiene conminada una pena no menor de seis ni mayor de quince años 
de privación de libertad, pena que, en todo caso, conforme al artículo 57, 
último párrafo, del Código Penal, tendrá que ser siempre efectiva. 
Asimismo, en lo que se refiere a los peligros de fuga y de obstaculización, 
respecto a los arraigos domiciliario y familiar, si bien el procesado tiene un 
domicilio y familia, ellos no son los únicos supuestos que se deben tener en 
cuenta para garantizar su presencia en el proceso puesto que, a la fecha, ya 
no contaría con un trabajo conocido que garantice que se va a someter a la 
acción de la justicia, pues fue cesado como gerente general del Gobierno 
Regional, a lo que se aúna la gravedad de la pena conminada; que, además, 
su comportamiento en el presente proceso no ha garantizado su colaboración 
porque conforme al acta de hallazgo, incautación y lacrado en su domicilio 
de fecha  dieciséis de junio de dos mil veintiuno, pese a tener conocimiento 
de estas investigaciones, las llaves en su domicilio recién son entregadas en 
dicha fecha a través de personal de limpieza de su condominio, que sostuvo 
que el hermano de aquél recién entregó las llaves de la casa en esa fecha; 
que, además, pese a conocer del proceso, viajó a la ciudad de Trujillo para 
internarse en una clínica, no obstante la urgencia y necesidad de ingresar al 
domicilio; que en la ciudad de Piura también existen centros de salud y no se 
proporcionaron suficientes y claras razones de su estado de salud para su 
traslado fuera de la ciudad de Piura; que tampoco entregó su celular cuando 
se le requirió, lo que evidencia cierta obstrucción a la administración de 
justicia; que si bien entregó el celular con fecha posterior ello en nada 
favorece la averiguación de la verdad. Por último, corresponde dictar el 
plazo máximo de duración de la prisión preventiva porque se requiere 
realizar una serie de diligencias de cierta demora, tales como pericia digital 
forense en los celulares de los involucrados, levantamiento de 
comunicaciones, levantamiento de secreto bancario de personas vinculadas 
al proceso, testimoniales de diversos funcionarios y servidores involucrados 
en este proceso, pericias grafotécnicas, entre otras, lo que hace razonable y 
proporcional el plazo establecido. 

4. Esta resolución fue impugnada en casación por el encausado Torres Saravia, 
pero fue denegada inicialmente por la Sala Superior. Posteriormente, ante la 
interposición de un recurso de queja, este Tribunal Supremo emitió la 
Ejecutoria (RQ 1011-2021/Piura), de cinco de abril del año en curso, que 
amparó la queja y concedió el recurso de casación por las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material. 
 

TERCERO. Que el encausado TORRES SARAVIA  su escrito de recurso de 
casación de fojas treinta y seis, de veintiséis de julio de dos mil veintiuno, 
invocó como causales de casación: inobservancia de precepto constitucional, 
infracción de precepto material y apartamiento de doctrina jurisprudencial 
(artículo 429, incisos 1, 3 y 5, del Código Procesal Penal). 
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∞ Desde el acceso excepcional planteó si se puede sustentar la sospecha fuerte con 
hechos ajenos a la imputación, si la posición jerárquica administrativa 
determina de suyo la relación funcionarial específica exigida por el tipo 
delictivo, si cabe una imputación por delito de colusión sin capacidad de 
decisión sobre el curso del contrato cuestionado, y si la sospecha grave ha de 
estar en relación con la significación jurídico penal del hecho materia de 
imputación. 
 
CUARTO . Que, desestimado de plano el recurso de casación e interpuesto el 
recurso de queja, este Tribunal Supremo por Ejecutoria de cinco de abril de este 
año lo declaró fundado y concedió el recurso de casación por las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material. El 
ámbito del cuestionamiento casacional incide en el presupuesto de sospecha 

fuerte o grave y fundada, por lo que corresponde examinar si existe congruencia 
entre la disposición fiscal de formalización de la investigación preparatoria y el 
requerimiento de prisión preventiva con el auto de vista impugnado, si existe 
una relación funcionarial especifica respecto a la labor del recurrente y en qué 
medida la competencia funcionarial tratándose de un cargo superior está 
presente –criterios de imputación al superior jerárquico–.  
 

QUINTO . Que instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día quince de diciembre del presente año, ésta se 
realizó con la concurrencia de la defensa del encausado Torres Saravia, doctora 
Lizet Katherine Lozano Vilela, cuyo desarrollo consta en el acta 
correspondiente.  

 
SEXTO. Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo día, de 
inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó por 
unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en los 
términos que a continuación se consignan. Se programó para la audiencia de 
lectura de la sentencia el día de la fecha. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, 
estriba en examinar el presupuesto de sospecha fuerte o grave y fundada que rige la 
medida de prisión preventiva. Específicamente si existe congruencia entre la 
disposición fiscal de formalización de la investigación preparatoria y el 
requerimiento de prisión preventiva del Ministerio Público respecto de lo que se 
incorporó en el auto de prisión preventiva; además, si se presenta una relación 
funcionarial específica del encausado en orden a los hechos materia de 
imputación y acreditación por los medios de investigación acopiados, lo que 
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importa cuidar que los criterios de imputación al superior jerárquico se han 
cumplido. 
∞ Desde luego, no corresponde a la casación realizar una valoración autónoma 
o propia del material investigativo disponible, sino examinar si se presentó una 
infracción normativa respecto del estándar de prueba que exige el mandato de 
prisión preventiva y si el análisis hecho–derecho contiene algún defecto 
normativo que implique la falta del fumus delicti comissi.  
 
SEGUNDO. Que, según el requerimiento de prisión preventiva, el encausado 
TORRES SARAVIA, como gerente general del Gobierno Regional de Piura, 
instituyó el denominado “Equipo de seguimiento y Monitoreo de los Proyectos 
de Inversión del Pliego Regional”, bajo su dependencia directa pese a que era un 
órgano no contemplado en la estructura interna de la institución. A través de 
este equipo funcional, además de monitorear las obras de mayor envergadura 
encargadas por el Gobierno Regional de Piura, sus integrantes realizaban, 
indebidamente, labores de tramitadores y conciliadores entre la entidad y los 
proveedores.  
∞ En el otorgamiento de la buena pro al consorcio constructor MNDC para la 
obra “Mejoramiento de los Servicios Salud en el Establecimiento de Salud de 
Máncora, distrito de Máncora, provincia de Talara, departamento de Piura, 
Región Piura”, el encausado TORRES SARAVIA como consecuencia de sus 
acciones, directas e indirectas –a través del aludido Equipo–, logró que dicho 
consorcio resulte ganador y luego que se suscriba el contrato respectivo pese a 
que la documentación incorporada no era la necesaria y exigible, consorcio al 
que incluso se le otorgó plazos de ampliación ilegales  –la Fiscalía citó un total 
de once indicios que revelarían lo realmente ocurrido con la buena pro, la firma 
del contrato y el pago por adelanto directo [Es de resaltar, al respecto, el tenor 
del Informe de Hito de Control 5745-2021-CG/GRPI-SCC]. Además, en esa 
línea de favorecimiento, no se cuidó de verificar si las cartas fianza de fiel 
cumplimiento y de adelanto directo, así como la Póliza de Caución por adelanto 
de materiales, fueran auténticas, es decir, emitidas formalmente por las 
entidades bancarias pertinentes –lo que luego se estableció con el informe del 
Banco respectivo–. Indebidamente hizo que se entregue al citado consorcio la 
suma de tres millones novecientos cincuenta y seis mil ochocientos cuarenta y 
ocho soles con cincuenta y seis céntimos por concepto de adelanto directo. La 
intervención de Lisset Julliana Ballivian Castro, como integrante del Equipo y 
por disposición del imputado Torres Saravia, ha sido puntual para lograr el 
favorecimiento al consorcio, tal como ella lo declaró y los funcionarios Távara Elías, 
director de obras, y Ordinola Espinoza, encargada del Área de Procesos – Abastecimientos, 
lo confirmaron.   
 
TERCERO. Que tanto en el auto de primera instancia como en el de vista se 
asumen los cargos planteados por la Fiscalía y se valoraron el conjunto de 
elementos de investigación aportados (que el Código Procesal Penal denomina 
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“elementos de convicción”). Se analizó la declaración de Lisset Ballivian Castro 
y de los demás funcionarios ya citados (Távara Elías, director de obras, y 
Ordinola Espinoza, encargada del Área de Procesos – Abastecimientos), así 
como la declaración del Colaborador Eficaz 02-2021, que dio cuenta del rol de 
Ballivian Castro y del trato especial que se dispensó al consorcio constructor 
MNDC [vid.: fundamento jurídico séptimo, folios ocho a doce, del auto de 
primera instancia; y, fundamento jurídico cuarto, folios siete a diez, del auto de 
vista]. 
 
CUARTO . Que, ahora bien, respecto del encausado TORRES SARAVIA, se le 
atribuye una intervención específica en función a su cargo de gerente general 
del Gobierno Regional de Piura –como tal, le correspondía coordinar las 
acciones de los diferentes gerentes regionales, dirigir y controlar las actividades 
administrativas del Gobierno Regional, así como supervisar, monitorear y 
evaluar la ejecución de los Programas y Proyectos Regionales–, a cuyo efecto 
formó una estructura administrativa en la entidad (“Equipo de seguimiento y 
Monitoreo de los Proyectos de Inversión del Pliego Regional”), al margen del 
organigrama legalmente constituido, el cual utilizó no solo para monitorear los 
contratos y ejecución de obras más significativas del Gobierno Regional, sino 
para tener una injerencia directa en los mismos, específicamente en la obra 
“Mejoramiento de los Servicios de Salud en el Establecimiento de Salud De 
Máncora, distrito Máncora, provincia de Talara, departamento de Piura, Región 
Piura”. La OCI institucional detectó una serie de irregularidades en la buena 
pro, en el contrato y en su ejecución, y desde la información obtenida mediante 
medios de investigación personal y documental se advirtió (i) que el consorcio 
presentó información incompleta y tardía, así como cartas fianza falsas; (ii) que 
esto último fue pasado por alto por los órganos de línea, sin perjuicio de apoyar 
la presentación de la aludida información; y, (iii) que, con rapidez, se le dio un 
pago indebido por un monto de tres millones novecientos cincuenta y seis mil 
ochocientos cuarenta y ocho soles con cincuenta y seis céntimos, por concepto 
de adelanto directo. Atento a los medios de investigación citados es posible 
concluir, en grado de sospecha fuerte, que se produjo un perjuicio patrimonial 
efectivo por el monto antes indicado, tanto más si, por los vicios detectados, el 
contrato no debió firmarse y, menos, otorgarle la buena pro al consorcio 
constructor MNDC. 
 
QUINTO . Que es de resaltar que el auto de vista no solo subrayó el rol del 
imputado en el Gobierno Regional, sino evaluó actos concretos que el imputado 
realizó para favorecer al consorcio constructor MNDC. Estos actos partieron del 
papel directivo que tenía y se configuraron desde la conformación de un órgano 
específico con personal propio, el cual, además del monitoreo general a las 
grandes obras y proyectos institucionales, en el caso concreto, desarrolló 
comportamientos específicos que fueron más allá de lo que correspondía, 
denotando lógicas de concierto con el particular al punto de insistir en el pronto 
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pago del adelanto pese a los problemas que tenía la carta fianza presentada al 
efecto. 
 
SEXTO. Que la prueba o acreditación de los hechos en materia de colusión 
desde luego no requiere que se aporten medios de investigación o de prueba de 
reuniones furtivas y acuerdos lesivos sostenidas entre el funcionario público y 
el particular, y que solo a partir de este aporte pueda acreditarse el concierto –el 
carácter oculto del mismo es patente–. El concierto con el particular puede 
acreditarse a partir (i) no solo del conjunto de irregularidades graves a la 
legislación sobre contrataciones públicas que revelen una finalidad de defraudar 
los intereses patrimoniales del Estado –que puede concretarse o no–, (ii) sino 
también de la existencia de acciones concretas, de abuso del cargo por el agente 
delictivo, que revelen el acuerdo o pacto delictivo con el particular –la 
disposición estatal se produjo, entonces, por la conducta funcionarial del agente 
público y su rol directivo en la institución–. Esto último es lo que, a nivel de 
sospecha fuerte, se presentaría en el caso del encausado TORRES SARAVIA.  
∞ El delito de colusión agravada importa defraudar a través de la concertación 
con el particular generando con ello un efectivo perjuicio patrimonial al erario 
público. Además, exige que el sujeto activo realice los actos de concertación y 
defraudatorios en perjuicio patrimonial del Estado en razón de su cargo, directa 
o indirectamente (por intermedio de otra u otras personas), en el desarrollo de 
las atribuciones propias de su cargo establecidas ya sea en la  ley, reglamentos o 
directivas del organismo estatal. Por último, requiere que la concertación se 
corresponda con ponerse de acuerdo, pactar, convenir o arreglar con los 
particulares en un marco subrepticio y no permitido por la Ley, lo que 
determina un alejamiento del agente respecto a la defensa de los intereses 
públicos que le están encomendados [SALINAS SICCHA, RAMIRO: Delitos contra 
la Administración Pública, 3ra. Edición, Editorial Grijley, Lima, 2014, p.264-
266].  
∞ El pacto dual es un elemento determinante del delito –la concertación como 
el inicio de ejecución del delito–, pero la consumación se dará en el momento 
en que el acuerdo y su ejecución sean lo suficientemente graves como para 
poner en peligro o lesionar el bien jurídico. El delito de colusión agravada es 
instantáneo, aunque sus efectos perduren en el tiempo, y además es un delito 
especial propio de infracción de deber, en cuya virtud el tipo delictivo recoge la 
vinculación del agente con un deber institucionalizado. La infracción del deber 
que sustenta el injusto, no se trata, necesariamente, de una cuestión formal que 
se delibere únicamente en el estatuto orgánico de la entidad, desde que el tipo 
delictivo protege el patrimonio y la legalidad del erario público. El autor de este 
delito será la persona a quien se le pueda atribuir, principalmente, como suyo un 
hecho que la norma prevé y sanciona; y, como se trata de un delito de infracción 
de deber, el autor es quien infringe un deber especial, de modo que se requiere 
que la ejecución se enmarque en la idoneidad lesiva de la transgresión del 
deber, pues en este caso el funcionario concernido en virtud de sus 
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competencias o facultades está en capacidad de poner en peligro o lesionar el 
bien jurídicamente protegido; se exige el control o dominio normativo del 
hecho típico, no el dominio fáctico [GUIMARAY , ERICK: Delitos contra la 
Administración Pública y Corrupción; criterios de imputación al superior 
jerárquico, Editorial Reus, Madrid, 2021, pp. 171-180]. Nada de lo expuesto 
permite excluir, desde la imputación objetiva y subjetiva, al imputado Torres 
Saravia. 
∞ Cabe enfatizar que el estándar de sospecha fuerte requiere de una probabilidad 
positiva –de alto grado de probabilidad, puntualiza ROXIN– de la existencia del 
hecho punible y de la intervención del imputado, de un predominio de los elementos 
incriminatorios de cargo sobre los de descargo –la sospecha fuerte, apunta VOLK, es 
más intensa que la sospecha suficiente, pero por lo general se sustenta sobre una 
base más estrecha de resultados investigativos provisionales–. El acervo de 
elementos de investigación o de convicción, por su calidad, debe conducir a 
sostener, provisoriamente, que los hechos afirmados por la Fiscalía resulten 
atendibles a partir del caudal de información proporcionada [ROXIN, KLAUS-
SCHÜNEMANN, BERND: Derecho Procesal Penal, Editorial Didot, Buenos 
Aires, 2019, p. 374. VOLK, CLAUS: Curso Fundamental de Derecho Procesal 
Penal, Editorial Hammurabi, Buenos Aires, 2016, p. 113. JAUCHEN, EDUARDO: 
Derechos del imputado en el sistema acusatorio adversarial, Rubinzal – Culzoni 
Editores, Buenos Aires, 2021, pp. 444-446].  
 
SÉPTIMO . Que, de otro lado, no es relevante, desde la estrategia procesal del 
Ministerio Público, que el caso no se plantee unificadamente, como denunció el 
imputado recurrente. Lo central, para determinar la viabilidad del mandato de 
prisión preventiva –materia del grado–, es que los hechos atribuidos tengan la 
suficiente claridad y precisión que permitan una subsunción jurídico penal 
razonable, así como que se adjunten los elementos de investigación necesarios 
para concretar el estándar de sospecha exigible (fuerte o fundada y grave), y que 
se fijen los requisitos referidos a la gravedad del hecho punible y al 
peligrosismo procesal, como establece el artículo 268 del Código Procesal 
Penal. Distinto será el caso si la investigación del Ministerio Público adolezca 
de determinadas ilicitudes, como sería una investigación dispersa en varias 
carpetas que impida la necesaria e imperativa unidad de la misma con serio 
riesgo para el entorno jurídico del imputado. Pero, como es obvio, otras son las 
vías y remedios procesales que pueden articularse, que en modo alguno afectan, 
en esta causa, el análisis de la prisión preventiva. 
 
OCTAVO . Que, si se analiza el requerimiento fiscal de prisión preventiva y los 
autos de primera instancia y de vista, se puede observar que el órgano 
jurisdiccional no incorporó hechos distintos a los que integraban el relato del 
Ministerio Público. Se identificó el rol del imputado y el comportamiento que 
se le atribuyó, y a partir de este factum se realizó el análisis de los medios de 
investigación para arribar a la conclusión de su acreditación en un nivel de 
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sospecha fuerte. Es de mencionar que en los autos de instancia se analizó 
separadamente la situación jurídica de cada imputado; y, como ya 
mencionamos, el delito de colusión agravada y la intervención delictiva del 
recurrente han sido objeto de la motivación reforzada correspondiente, la que ha 
sido completa, clara y razonable, sin vulneración de las reglas de la sana crítica 
(leyes de la lógica, máximas de la experiencia y conocimientos científicos). 
∞ En consecuencia, el recurso defensivo no puede prosperar. 
 
NOVENO. Que, en cuanto a las costas, no corresponde su imposición por 
tratarse de un auto interlocutorio, conforme a lo dispuesto por el artículo 497, 
apartado 1, del Código Procesal Penal. 

 
DECISIÓN 

 
Por estas razones: I. Declararon INFUNDADO el recurso de casación, por las 
causales de inobservancia del precepto constitucional e infracción de precepto 

material, interpuesto por el investigado JESÚS ALBERTO TORRES SARAVIA, 
contra el auto de vista de fojas doscientos cuarenta y tres, de catorce de julio de 
dos mil veintiuno, que confirmando el auto de primera instancia de fojas 
doscientos cuatro, de veintiocho de junio de dos mil veintiuno, dictó en su 
contra mandato de prisión preventiva por el plazo de dieciocho meses; con todo 
lo demás que al respecto contiene. En el proceso penal que se le sigue por delito 
de colusión agravada en agravio del Estado. En consecuencia: NO CASARON 
el auto de vista. II. ORDENARON  se remitan las actuaciones al Tribunal 
Superior de Origen; registrándose. III. DISPUSIERON  se lea esta sentencia en 
audiencia pública, se notifique inmediatamente y se publique en la página web 
del Poder Judicial. Intervino el señor juez supremo Coaguila Chávez por 
vacaciones del señor juez supremo Luján Túpez. HÁGASE saber a las partes 
procesales personadas en esta sede suprema.   
 

Ss.  
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
ALTABÁ S KAJATT 

 
SEQUEIROS VARGAS 
 
COAGUILA CHÁVEZ 
 
CARBAJAL CHÁVEZ 
 

CSMC/YLPR  
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RECURSO CASACIÓN N° 780-2021/ANCASH 
PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO 

Colusión. Indicios, tipicidad y complicidad 
Sumilla. 1. Los órganos jurisdiccionales de mérito especificaron los hechos 
-base a partir de los cuales afirmaron la concertación defraudatoria entre los
intraneus y los extraneus; y, por tanto, la comisión del delito de colusión, bajo
el título de intervención de cómplices primarios de los encausados recurrentes 

SÁNCHEZ CASTAÑEDA, como representante del consorcio “IMVASLO SAC
-WCEX”, y PÉREZ CARRANZA, como representante de la empresa
“KAMPAU Contratistas Generales Sociedad Anónima Cerrada”. 2. Se trata
de la configuración de una cadena de indicios sólida, sin prueba en
contrario, centrados en la forma como se produjo la exoneración, como se
decidió la contratación de las empresas a cargo de los imputados
recurrentes, como se aceptó cartas fianza ilícitas, como se efectuaron
adelantos y como se pagó la consultoría sin una labor efectiva. Es evidente
el enlace preciso y directo de estos indicios con el hecho punible, cuya
conducta típica requiere que el funcionario público competente se concierte
con el particular en la preparación, celebración o ejecución de un contrato
estatal con la finalidad de defraudar los intereses patrimoniales del Estado,
concierto que supone una exclusión de toda negociación entre las partes de
la operación, de manera que se establecen deliberadamente condiciones que
benefician al particular en detrimento de los intereses patrimoniales del
Estado. 3. En tanto los extraneus, que se conciertan con los intraneus, no
tienen la condición funcionarial exigible por el tipo delictivo, pero como su
intervención es necesaria para la propia conducta delictiva de colusión, sin
la cual no podía tener lugar, se está ante un cómplice primario o cooperador
necesario. El actuar doloso de los imputados es evidente, en función a los
hechos objetivos que perpetraron. Estaban en condiciones de saber que
cooperaban con los intraneus para lograr el contrato, al margen de una
negociación leal, competitiva y transparente, y obtener pagos que no les
correspondía, en desmedro del interés público.

–SENTENCIA DE CASACIÓN–

Lima, treinta de junio de dos mil veintidós 

VISTOS; en audiencia pública: los recursos de

casación por las causales de inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto 
material, interpuestos por los encausados PEDRO SÁNCHEZ CASTAÑEDA e 

YRINEO PÉREZ CARRANZA contra la sentencia de vista de fojas mil trece, de 
siete de enero de dos mil diecinueve, que confirmando en un extremo y 
revocando en otro la sentencia de primera instancia de fojas seiscientos 
sesenta y nueve, de doce de septiembre de dos mil dieciocho, los condenó 
como cómplices del delito de colusión simple en agravio del Estado  
– Municipalidad Distrital de Ticapampa a cinco años de pena privativa de
libertad y doscientos días multa, así como al pago solidario de dos millones
quinientos mil soles por concepto de reparación civil; con todo lo demás que
al respecto contiene.
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Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

PRIMERO . Que el señor Fiscal Provincial de la Cuarta Fiscalía Provincial 
Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios del 
Distrito Fiscal de Ancash por requerimiento de fojas uno, precisado a fojas 
cuarenta y nueve, de dieciséis de mayo y quince de septiembre de dos mil 
dieciséis, y en mérito al requerimiento complementario de fojas cuatrocientos 
ochenta y cinco, de dieciocho de julio de dos mil dieciocho, formuló 
acusación, entre otros, contra PEDRO SÁNCHEZ CASTAÑEDA e YRINEO RENZO 

PÉREZ CARRANZA como cómplices primarios del delito de colusión y, 
alternativamente, del delito de negociación incompatible en agravio del 
Estado – Municipalidad Distrital de Ticapampa. 
∞ El Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria – Flagrancia, OAF y 
CEED de Huaraz mediante auto de fojas diez, de uno de septiembre de dos 
mil diecisiete, declaró la procedencia del juicio oral.   

SEGUNDO. Que el Cuarto Juzgado Penal Unipersonal Permanente 
Supraprovincial Especializado en Delitos de Corrupción de funcionarios de 
Ancash, tras el juicio oral, público y contradictorio, con fecha doce de 
septiembre de dos mil dieciocho, dictó la sentencia de primera instancia de 
fojas seiscientos sesenta y nueve, que, entre otros, condenó a PEDRO

SÁNCHEZ CASTAÑEDA e YRINEO RENZO PÉREZ CARRANZA como cómplices 
extraneus del delito de colusión simple  en agravio del Estado – Municipalidad 
Distrital de Ticapampa a cinco años de pena privativa de libertad y 
doscientos días multa, así como al pago solidario de cinco millones de soles 
por concepto de reparación civil. 

TERCERO. Que la Sala Primera Sala de Apelaciones de la Corte Superior de 
Justicia de Ancash emitió la sentencia de vista de fojas mil trece, de siete de 
enero de dos mil diecinueve. Ésta, confirmó la sentencia de primera instancia 
de doce de septiembre de dos mil dieciocho en el extremo que condenó a 
PEDRO SÁNCHEZ CASTAÑEDA e YRINEO RENZO PÉREZ CARRANZA como 
cómplices del delito de colusión simple en agravio del 
Estado – Municipalidad Distrital de Ticapampa; y, la revocó en el extremo 
del pago solidario de la reparación civil, la que señaló en la suma de dos 
millones quinientos mil soles.  
∞ Contra la referida sentencia los encausados SÁNCHEZ CASTAÑEDA y 
PÉREZ CARRANZA interpusieron recurso de casación.  



RECURSO CASACIÓN N. 780-2021/ANCASH 

– 3 –

CUARTO . Que las sentencias de mérito, respecto de los encausados 
SÁNCHEZ CASTAÑEDA y PÉREZ CARRANZA, declararon probado los hechos 
siguientes:  
A. El Informe 007-2013-Región Ancash-GRRNGMA/SGDC-PLD, de seis

de marzo de dos mil trece, dio cuenta de la inspección técnica de defensa
civil realizado en la Institución Educativa “Nuestra Señora del Pilar” de
Ticapampa –Recuay. Reveló que la infraestructura de dicha Institución
Educativa cumplió su vida útil y que la Municipalidad Distrital de
Ticapampa debían realizar las gestiones pertinentes.

B. El Concejo Municipal, conforme al acta de sesión 007-2015, de
veinticuatro de febrero de dos mil quince, aprobó por unanimidad
declarar en emergencia el distrito por fuertes lluvias. Posteriormente, por
acta de sesión de concejo 0023-2015, de dieciocho de agosto de dos mil
quince, aprobó por unanimidad la exoneración del proceso de selección y
licitación pública para la ejecución y supervisión de la obra
“Mejoramiento de los servicios educativos de la Institución Educativa
Nuestra Señora del Pilar” de Ticapampa, distrito de Ticapampa,
provincia de Recuay, departamento y región Ancash, número 001-2015-
MDT.

C. El proceso de exoneración de la licitación pública 001-2015-MDT para
la ejecución de la obra materia de convocatoria se llevó a cabo por la
oficina de abastecimiento. El veinticinco de agosto de dos mil quince se
otorgó la buena pro al consorcio “IMVASLO SAC-WCEX” por la suma
de diez millones setenta y cinco mil ochocientos y uno soles con noventa
y seis céntimos.

D. El Informe Pericial Civil 54-2015-MP/DJAP.I.C/VCCH, de uno de
diciembre de dos mil quince, determinó que no existió justificación
técnica para exonerar del proceso de selección para la ejecución de la
obra pública “Mejoramiento de los servicios Educativos de la Institución
Educativa Nuestra Señora del Pilar” de Ticapampa, Recuay – Ancash.

E. Asimismo, se estableció que no existió coordinación con INDECI y
autoridades competentes; que, a nivel técnico, no existía sustento para
declarar en emergencia y exonerar del proceso de selección, a fin de
celebrar el contrato. Los funcionarios municipales, con su actuación
administrativa, favorecieron indebida e ilegalmente en el otorgamiento
de la buena pro a la empresa ganadora, pues no se declaró legítima y
legalmente la situación de emergencia para la construcción de la
infraestructura educativa en cuestión y convocar al proceso de selección.
Para la celebración del contrato se exoneró indebidamente del proceso de
selección, pese a que tal exoneración no reunía los requisitos exigidos
por la ley.

F. El encausado SÁNCHEZ CASTAÑEDA, como representante del consorcio
“ IMVASLO SAC-WCEX”, irregularmente celebró el contrato para la
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ejecución de la obra “Mejoramiento de los servicios Educativos de la 
Institución Educativa Nuestra Señora del Pilar” de Ticapampa, Recuay 
– Ancash el tres de septiembre de dos mil quince por el valor referencial
de diez millones setenta y cinco mil ochocientos y uno soles con noventa
y seis céntimos. Las tres cartas fianzas presentadas de fiel cumplimento
de contrato, de adelanto directo y adelanto de materiales, garantizadas
por la Cooperativa de Ahorro y Crédito Limitada son falsas y no están
supervisadas por la Superintendencia de Banca, Seguros y
Administración Privadas de Fondos de Pensiones; además, se cambiaron
cartas fianzas de fiel cumplimiento y por adelanto de materiales emitidos
por la entidad financiera TFC, las mismas que eran falsificadas.

G. El encausado PÉREZ CARRANZA, como representante de la empresa
“KAMPAU Contratistas Generales Sociedad Anónima Cerrada”, celebró
irregularmente el contrato de consultoría para la supervisión de la obra
“Mejoramiento de los servicios Educativos de la Institución Educativa
Nuestra Señora del Pilar” de Ticapampa, Recuay – Ancash el tres de
septiembre de dos mil quince, por el valor referencial de doscientos
ochenta y seis mil soles, al recibir la carta de invitación por parte del
alcalde de la Municipalidad Distrital de Ticapampa, Rafael Azaña
Salinas, el veinticuatro de agosto de dos mil quince. Es irregular porque
no existía necesidad urgente como para exonerar del proceso de
selección para la supervisión de la obra mencionada.

QUINTO . Que los escritos de recurso de casación de fojas mil ciento treinta 
de Sánchez Castañeda y mil ciento cincuenta y cuatro de Pérez Carranza, 
ambos de veintiocho de enero de dos mil diecinueve, como causa de pedir, 
invocaron inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto 
material. El primer recurso de casación, además, planteó quebrantamiento de 
precepto procesal, vulneración de la garantía de motivación y apartamiento 
de doctrina jurisprudencial (artículo 429, incisos 1, 2, 3, 4 y 5, del Código 
Procesal Penal).  
∞ Desde la perspectiva excepcional se hizo mención a la necesidad de una 
correcta interpretación de los elementos del tipo de complicidad, así como de 
su relación con el delito de colusión y sus propias exigencias típicas; que 
estos elementos no han sido correctamente evaluados, interpretados y 
aplicados por el Tribunal Superior. 

SEXTO. Que, cumplido el trámite de traslado a las partes recurridas, este 
Tribunal de Casación, por Ejecutoria Suprema de fojas ciento sesenta y 
cinco, de veintidós de noviembre de dos mil diecinueve, del cuadernillo 
formado en esta sede suprema, declaró fundado los recursos de queja 
interpuestos por los encausados Sánchez Castañeda y Pérez Carranza, y a su 
vez se declararon bien concedidos los recurso de casación por las causales de 
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inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material: artículo 429, 
incisos 1 y 3, del Código Procesal Penal.   
∞ Lo esencial en el caso de los imputados es determinar si, desde la prueba 
por indicios, medió concertación para que, a ellos y no a otros, se les 
concediera el contrato público, y si en las etapas posteriores a su designación 
medió actividad fraudulenta concertada con la Administración para las cartas 
fianzas y firma de los contratos de ejecución respectivos. 

SÉPTIMO. Que, instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día veintidós de junio del presente año, ésta se 
realizó con la concurrencia de la defensa, en causa propia, del doctor Pedro 
Sánchez Castañeda, y de la defensa del encausado Pérez Carranza, doctora 
Judith Antonieta Rebaza Antúnez, cuyo desarrollo consta en el acta 
correspondiente.  

OCTAVO . Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo 
día, de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se 
acordó por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación 
en los términos que a continuación se consignan. Se programó para la 
audiencia de lectura de la sentencia el día de la fecha. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, se circunscribe a 
determinar, en orden a la utilización de la prueba por indicios o de 
presunciones, si medió concierto entre los funcionarios municipales 
concernidos con los representantes legales de las empresas que obtuvieron la 
buena pro y celebraron el contrato de ejecución de obra y de consultoría, 
tanto en las fases de selección como de presentación de cartas fianzas que 
determinaron adelantos de pagos para la ejecución de los contratos. 
Asimismo, si se cumplen las exigencias de la complicidad primaria materia 
de condena. 

SEGUNDO. Que es de tener presente que cuando se cuestiona la infracción de 
normas que regulan el Derecho probatorio, específicamente, en el ámbito de 
la prueba por indicios, solo corresponde al Tribunal Supremo establecer si, 
desde la motivación de la sentencia de vista, se cumplió con motivar la 
valoración de la prueba –la de la sentencia de primer grado como la 
fundamentación de este punto por la sentencia de segundo grado–; y, 
tratándose de la prueba por indicios, si se cumplió [1] con las reglas internas 
que la determinan (acreditación del hecho-base o indicio y formulación del 
enlace preciso y directo entre el hecho base y el hecho presunto o  hecho 
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típico acusado y materia de condena), y [2] con la regla de forma, referida a 
la inclusión del razonamiento en virtud del cual el órgano jurisdiccional ha 
establecido la presunción.  
∞ Por lo demás, no cabe que el Tribunal Supremo realice una valoración 
autónoma de la prueba, solo le corresponde determinar si, en efecto, se 
apreció correctamente la prueba, para lo cual debe analizar la parte 
considerativa de la sentencia de vista. 

TERCERO. Que, en el sub judice, los órganos jurisdiccionales de mérito 
especificaron los hechos-base a partir de los cuales afirmaron la concertación 
defraudatoria entre los intraneus y los extraneus; y, por tanto, la comisión del 
delito de colusión, bajo el título de intervención de cómplices primarios de los 
encausados recurrentes SÁNCHEZ CASTAÑEDA, como representante del 
consorcio “IMVASLO SAC-WCEX”, y PÉREZ CARRANZA, como 
representante de la empresa “KAMPAU Contratistas Generales Sociedad 
Anónima Cerrada”. 
∞ En efecto, la exoneración de la licitación pública fue patentemente ilegal. 
La prueba pericial y el examen de legalidad de la misma, pues no era 
necesaria –no cumplía con lo dispuesto por el artículo 128 del Reglamento de 
la Ley de Contrataciones del Estado– y ya se había aprobado el respectivo 
SNIP 253950 para la ejecución de “Mejoramiento de los servicios Educativos 
de la Institución Educativa Nuestra Señora del Pilar” de Ticapampa, Recuay 
– Ancash. Además, se efectuó la exoneración sin contar previamente con el
expediente de contratación (no se aprobaron las bases antes de cursar la
invitación: requerimientos y condiciones de la contratación), e indebidamente
se contrató simultáneamente la ejecución de la obra y la supervisión de la
misma. No se incorporó información razonable que determinó porqué se
eligió, precisamente, a las empresas a las que se otorgó la buena pro.
∞ Asimismo, por parte del encausado SÁNCHEZ CASTAÑEDA, se presentaron
tres cartas fianza (fiel cumplimiento, adelanto directo y adelanto de
materiales) por una entidad, una Cooperativa, que no estaba autorizada para
emitirlas por la Superintendencia de Banca y Seguros. Si bien la Cooperativa
Soluciones obtuvo en primera instancia una medida cautelar innovativa
(nueve de septiembre de 2013), en segunda instancia fue desestimada
(veintiocho de mayo de dos mil catorce), por lo que no podía emitir garantía
alguna –ese proceso fue finalmente archivado y el Tribunal Constitucional
desestimó el recurso de agravio con fecha cuatro de septiembre de dos mil
catorce–. Las tres cartas fianza (por fiel cumplimiento y adelanto de
materiales) presentada por el encausado Sánchez Castañeda son de fecha uno
de septiembre de dos mil quince; y, posteriormente, cambió esas cartas fianza
por otras dos de fecha veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis, emitidas
por TFC Financiera, las mismas que resultaron falsas, según el informe de
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esa empresa. Estas cartas fianza concretaron los pagos adelantados, que 
nunca debieron darse. La argumentación de ajenidad del imputado Sánchez 
Castañeda –es decir, que no intervino en el trámite de las cartas fianza 
cuestionadas, sino que se las entregó por el responsable de una de las 
empresas del consorcio–, no es de recibo. Es patente que él presentó, como 
correspondía, la documentación al Municipio y no consta prueba en contrario 
de esta causa de exención de responsabilidad. 
∞ De igual manera, por parte del encausado PÉREZ CARRANZA, remitió tres 
facturas para el pago del contrato, pese a que no efectuó ninguna supervisión 
(además, todo el proceso y la celebración del contrato, además, se realizaron 
con una celeridad inusual). No se encontró informe de supervisión alguno: no 
aparece adjunto ni, tampoco, detallado. 

CUARTO . Que, desde estos datos fácticos, que fluyen del análisis de la 
prueba documental y pericial, se tiene que se trata de la configuración de una 
cadena de indicios sólida, sin prueba en contrario, centrados en la forma 
(i) como se produjo la exoneración, (ii) como se decidió la contratación de
las empresas a cargo de los imputados recurrentes, (iii) como se aceptó cartas
fianza ilícitas, como se efectuaron adelantos, y (iv) como se pagó la
consultoría sin una labor efectiva. Es evidente el enlace preciso y directo de
estos indicios con el hecho punible, cuya conducta típica requiere que el
funcionario público competente se concierte con el particular en la
preparación, celebración o ejecución de un contrato estatal con la finalidad
de defraudar los intereses patrimoniales del Estado, concierto que supone una
exclusión de toda negociación entre las partes de la operación, de manera que
se establecen deliberadamente condiciones que benefician al particular en
detrimento de los intereses patrimoniales del Estado. Es, pues, un delito de
gestión, en que se excluye la negociación
∞ Los imputados recurrentes estaban en condiciones de conocer –y
conocían– lo irregular de la exoneración de licitación, pues a la inusual
celeridad entre la exoneración, la invitación y la buena pro, se tiene que las
normas de la legislación de contrataciones del Estado en caso de
exoneración, que también los comprometía, planteaban una serie de
requisitos que obviamente no se cumplieron. Como se anotó up supra: se
efectuó la exoneración sin contar previamente con el expediente de
contratación (no se aprobaron las bases antes de cursar la invitación:
requerimientos y condiciones de la contratación), e indebidamente se
contrató simultáneamente la ejecución de la obra y la supervisión de la
misma. Y, además, el imputado Sánchez Castañeda hizo que se acepten
cartas fianza ilícitas, se efectúen adelantos que, por lo anterior, no
correspondían, y se pague una consultoría no realizada, sin acompañar
siquiera el informe de supervisión.
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∞ Ello ha sido resaltado por las sentencias de instancia. La explicación del 
contrato –de ejecución y de supervisión– y su irregular ejecución y pagos 
indebidos, solo se entiende en el marco de una concertación desleal. Esta es 
una inferencia racional, plenamente justificada en máximas de la experiencia. 
Solo se efectúa una contratación y se efectúan pagos, ante tamañas 
ocurrencias, sin otra posibilidad de explicación razonable, en la medida que 
se produjo un concierto punible. 

QUINTO . Que, en tanto los extraneus, que se conciertan con los intraneus, no 
tienen la condición funcionarial exigible por el tipo delictivo, pero como su 
intervención es necesaria para la configuración de la propia conducta 
delictiva de colusión, sin la cual no podía tener lugar, se está ante un 
cómplice primario o cooperador necesario (ex artículo 25, tercer párrafo, del 
Código Penal: “El cómplice siempre responde en referencia al hecho punible cometido 
por el autor, aunque los elementos especiales que fundamental la penalidad del tipo legal no 
concurran en él”). 
∞ Ya se expuso lo que materialmente realizaron los imputados impugnantes. 
Tal conducta se incardina en el supuesto de complicidad primaria de colusión 
–el concierto se produjo con los funcionarios municipales competentes–. El
actuar doloso de los imputados es evidente, en función a los hechos objetivos
que llevaron a cabo –solo se exige, en este delito, un dolo general–. Como se
sabe, obra con dolo el que sabe lo que hace, conociendo el peligro concreto
que genera su acción, el que conoce la acción que realiza con una pena
señalada en la ley [BACIGALUPO ZAPATER, ENRIQUE: Principios de Derecho
Penal Parte General, 5ta.Edición, Editorial Akal/Iure, Madrid, 1998, p. 228].
Estaban en condiciones de saber que cooperaban con los intraneus para lograr
el contrato, al margen de una negociación leal, competitiva y transparente, y
obtener pagos que no les correspondía, en desmedro del interés público.
∞ Por consiguiente, la interpretación del tipo delictivo de colusión es la que
correspondía, así como de la condición de cómplices primarios de los
imputados SÁNCHEZ CASTAÑEDA y PÉREZ CARRANZA.
∞ El recurso de casación no puede prosperar.

SEXTO. Que, respecto del pago de las costas, es de aplicación los artículos 
497, apartados 1 al 3, 504, apartado 2, y 505, apartado 2, del CPP. Las costas 
del recurso deben pagarse proporcional y equitativamente, en partes iguales, 
sin perjuicio de la solidaridad. 

DECISIÓN 

Por estas razones: I. Declararon INFUNDADO los recursos de casación por las 
causales de inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, 
interpuestos por los encausados PEDRO SÁNCHEZ CASTAÑEDA e YRINEO 
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PÉREZ CARRANZA contra la sentencia de vista de fojas mil trece, de siete de 
enero de dos mil diecinueve, que confirmando en un extremo y revocando en 
otro la sentencia de primera instancia de fojas seiscientos sesenta y nueve, de 
doce de septiembre de dos mil dieciocho, los condenó como cómplices del 
delito de colusión simple en agravio del Estado – Municipalidad Distrital de 
Ticapampa a cinco años de pena privativa de libertad y doscientos días 
multa, así como al pago solidario de dos millones quinientos mil soles por 
concepto de reparación civil; con todo lo demás que al respecto contiene. En 
consecuencia, NO CASARON la sentencia de vista. II. CONDENARON  a 
los encausados PEDRO SÁNCHEZ CASTAÑEDA e YRINEO PÉREZ CARRANZA al 
pago proporcional y equitativamente, en partes iguales, sin perjuicio de la 
solidaridad, de las costas del recurso, cuya ejecución corresponderá al 
Juzgado de la Investigación Preparatoria competente, previa liquidación por 
la Secretaría de esta Sala Suprema. III. ORDENARON  se transcriba la 
presente sentencia al Tribunal Superior para que se continué con la ejecución 
procesal de la sentencia condenatoria; registrándose. IV. DISPUSIERON se 
lea esta sentencia casatoria en audiencia pública, se notifique inmediatamente 
y se publique en la página Web del Poder Judicial. INTERVINO el señor juez 
supremo Núñez Julca por vacaciones del señor  Coaguila Chávez. HÁGASE 
saber a las partes procesales personadas en esta sede suprema. 

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

ALTABÁS KAJATT  

NUÑEZ JULCA 

SEQUEIROS VARGAS 

CARBAJAL CHÁVEZ 
CSMC/EGOT 
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RECURSO QUEJA NCPP N.° 408-2021/LIMA SUR 
PONENTE: CESAR SAN MARTIN CASTRO

Infundada la Queja 

Sumilla. Cuando se trata del acceso excepcional al recurso de casación debe 
explicarse, sin perjuicio de fijar su posición jurídica, el porqué de la especial 
relevancia del tema jurídico que aborda, la cual ha de estar basada en criterios 
de ius constitutionis, de relevante interés general. En el caso de autos, no se ha 
producido tal justificación. Este Tribunal Supremo con motivo de las 
modificaciones legales al tipo delictivo de colusión señaló que, en el primer 
supuesto: colusión simple, solo se requiere un concierto idóneo entre el agente 
público competente con el particular en el marco de una contratación pública 
(delito de peligro abstracto); mientras que en el segundo supuesto: colusión 
agravada, se exige un concierto idóneo cuya ejecución ocasione un específico 
perjuicio económico a la institución pública o defraudación patrimonial (delito 
de lesión o de resultado dañoso), pero en este caso si el perjuicio, pese a la 
ejecución del acuerdo colusorio, no se produce se configuraría una tentativa 
(peligro concreto).   Los hechos declarados probados en el presente caso y el 
material probatorio disponible dan cuenta de la comisión de un delito de 
colusión. Se condenó, a tenor de la pena impuesta, por un delito de colusión 
simple. No existe nada relevante que destacar jurisprudencialmente. 

Lima, veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno 

VISTOS: el recurso de queja interpuesto por los 
encausados HERMAN MARIO NIETO MC EVOY, RUBÉN MUÑOZ GAMARRA y 

JORGE LUIS MAYCO TOYKIN contra el auto de fojas ciento ochenta y cinco, 
de veintinueve de enero de dos mil veintiuno, que declaró inadmisible el 
recurso de casación que promovieron contra la sentencia de vista de fojas 
ochenta, de siete de enero de dos mil veintiuno, que confirmando la sentencia 
de primera instancia de fojas once, de catorce de marzo de dos mil 
diecinueve, los condenó como cómplice primario al primero y cómplices 
secundarios a los dos restantes del delito de colusión simple en agravio del 
Estado – Municipalidad Distrital de San  Bartolo a cuatro años de pena 
privativa de libertad, suspendida condicionalmente por el plazo de tres años, 
e inhabilitación por cuatro años, para el primero, y tres años de pena 
privativa de libertad, suspendida condicionalmente por el plazo de dos años, 
e inhabilitación por tres años, para los restantes, así como que paguen 
solidariamente la suma de quince mil soles por concepto de reparación civil; 
con lo demás que al respecto contiene.  
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

FUNDAMENTOS 

PRIMERO . Que los encausados NIETO MC EVOY, MUÑOZ GAMARRA y
MAYCO TOYKIN en su escrito de recurso de queja formalizado de fojas uno, 
de diecinueve de marzo de dos mil veintiuno, instaron la concesión del 
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recurso de casación. Alegaron que invocaron el acceso excepcional al recurso 
de casación, cuya calificación solo corresponde a la Corte Suprema. 

SEGUNDO. Que el auto recurrido de fojas ciento ochenta y cinco vuelta, de 
veintinueve de enero de dos mil veintiuno, desestimó de plano el recurso de 
casación. Consideró que en la sentencia de vista se dio respuesta a todos los 
agravios en apelación; que lo expuesto en el recurso de casación no amerita 
la intervención de la Corte Suprema.      

TERCERO. Que, en el presente caso, si bien se trata de una sentencia 
definitiva y se cumple lo  establecido en el artículo 427, apartado 1, del 
Código Procesal Penal, el delito materia de acusación no supera el mínimo 
legal, de seis años y un día de privación de libertad fijado en el artículo 427, 
apartado 2, literal b) del Código Procesal Penal –se trata del delito de 
colusión simple, sancionado con una pena privativa de libertad mínima no 
menor de tres años: artículo 384, primer párrafo, del Código Penal, según la 
Ley 29758, de veintiuno de julio de dos mil once–.  
∞ En tal virtud, es de verificar si se invocó el acceso excepcional al recurso 
de casación, y si las razones que se exponen tienen una especial trascendencia

casacional y permiten dictar lineamientos jurisprudenciales para uniformizar la 
interpretación y aplicación del Derecho objetivo, atento a lo prescripto por el 
artículo 427, numeral 4, del Código Procesal Penal. 

CUARTO . Que los encausados NIETO MC EVOY, MUÑOZ GAMARRA y
MAYCO TOYKIN en su escrito de recurso de casación de fojas ciento sesenta y 
uno, de dieciocho de enero de dos mil veintiuno, invocaron como motivos de 
casación: infracción de precepto material (artículo 384 del Código Penal) y 
violación de la garantía de motivación (motivación insuficiente): artículo 
429, incisos 3 y 4, del Código Procesal Penal.   
∞ En cuanto al acceso excepcional al recurso de casación, planteó la necesidad 
de definir el elemento normativo “concertación”, en función a los supuestos 
de colusión simple y colusión agravada; que en la colusión es imprescindible 
la afectación al patrimonio del Estado, la concertación siempre importa un 
perjuicio económico, potencial o efectivo.  

QUINTO . Que cuando se trata del acceso excepcional al recurso de casación 
se ha de invocar el artículo 427, apartado 4, del Código Procesal Penal, así 
como expresar y justificar no solo los concretos motivos del recurso, sino 
también se debe introducir, autónomamente, una explicación específica de 
las razones que justifican la competencia funcional excepcional de la Corte 
Suprema, como estipula el artículo 430, apartado 3, del Código Procesal 
Penal. Con tal finalidad no solo ha de guardarse correspondencia entre los 
motivos del recurso y la pretensión impugnatoria excepcional, sino que 
además debe explicarse, sin perjuicio de fijar su posición jurídica, el porqué 
de la especial relevancia del tema jurídico que aborda, la cual ha de estar 
basada en criterios de ius constitutionis, de relevante interés general. 
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SEXTO. Que, en el presente caso, más allá de los motivos de casación 
(necesarios en cuanto se trata de un recurso extraordinario con causales 
tasadas), es menester –desde una perspectiva de acceso excepcional– 
incorporar pretensiones y argumentos propios y separados, con la debida 
justificación, acerca de la suma gravedad institucional del caso que exige que 
el Tribunal Supremo conozca del caso.  
∞ Tal explicación, en estos términos, no se ha producido. Este Tribunal 
Supremo con motivo de las modificaciones legales al tipo delictivo de 
colusión señaló que, en el primer supuesto: colusión simple, solo se requiere un 
concierto idóneo entre el agente público competente con el particular en el 
marco de una contratación pública (delito de peligro abstracto); mientras que 
en el segundo supuesto: colusión agravada, se exige un concierto idóneo cuya 
ejecución ocasione un específico perjuicio económico a la institución pública 
o defraudación patrimonial (delito de lesión o de resultado dañoso), pero en
este caso si el perjuicio, pese a la ejecución del acuerdo colusorio, no se
produce se configuraría una tentativa (peligro concreto).
∞ Los hechos declarados probados en el presente caso y el material
probatorio disponible dan cuenta de la comisión de un delito de colusión. Se
condenó, a tenor de la pena impuesta, por un delito de colusión simple. No
existe nada relevante que destacar jurisprudencialmente.

SÉPTIMO . Que, en cuanto a las costas, es de aplicación los artículos 497, 
apartados 1 y 3, 504, apartado 2, y 505, apartado 2, del Código Procesal 
Penal. Debe abonarlas la parte recurrente solidariamente y equitativamente, 
en partes iguales. 

DECISIÓN 

Por estas razones: I.  Declararon INFUNDADO el recurso de queja interpuesto 
por los encausados HERMAN MARIO NIETO MC EVOY, RUBÉN MUÑOZ 

GAMARRA y JORGE LUIS MAYCO TOYKIN contra el auto de fojas ciento 
ochenta y cinco, de veintinueve de enero de dos mil veintiuno, que declaró 
inadmisible el recurso de casación que promovieron contra la sentencia de 
vista de fojas ochenta, de siete de enero de dos mil veintiuno, que 
confirmando la sentencia de primera instancia de fojas once, de catorce de 
marzo de dos mil diecinueve, los condenó como cómplice primario al 
primero y cómplices secundarios a los dos restantes del delito de colusión 
simple en agravio del Estado – Municipalidad Distrital de San  Bartolo a 
cuatro años de pena privativa de libertad, suspendida condicionalmente por el 
plazo de tres años, e inhabilitación por cuatro años, para el primero, y tres 
años de pena privativa de libertad, suspendida condicionalmente por el plazo 
de dos años, e inhabilitación por tres años, para los restantes, así como que 
paguen solidariamente la suma de quince mil soles por concepto de 
reparación civil; con lo demás que al respecto contiene. II. CONDENARON  
a la parte recurrente al pago de las costas del recurso, que la abonarán 
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solidariamente y en forma equitativa por partes iguales, cuya ejecución 
corresponderá al Juzgado de la Investigación Preparatoria competente, 
previa liquidación por la Secretaría de esta Sala; registrándose. 
III. DISPUSIERON  se archiven las actuaciones, cono conocimiento al
Tribunal de Origen. HÁGASE saber a las partes procesales personadas en esta
sede suprema.

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

TORRE MUÑOZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 
CSMC/YLPR
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Delito de colusión 

a. El Tribunal Superior interpretó 
erróneamente el artículo 384 del Código 
Penal debido a que no solo se incurre en 
el presunto delito de colusión cuando los 
contratos celebrados por el Estado se 
realizan en el marco de contrataciones y 
adquisiciones del Estado, sino en 
cualquier tipo de contratos, 
independientemente de si son contratos 
privados o públicos.  
b. El hecho de que el patrimonio
inmobiliario de las sociedades se rija por
las normas del Código Civil no los exime
de responsabilidad penal; no los aparta
de sus deberes y obligaciones de
cautelar los bienes e intereses del Estado.
Así también, no convierte al funcionario
público en un particular; no lo despoja de
sus funciones y deberes.

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, seis de julio de dos mil veintiuno 

VISTOS: el recurso de casación 

interpuesto por el fiscal superior de la Fiscalía Superior Especializada 

en Delitos de Corrupción de Funcionarios contra el auto de vista de 

fecha dieciocho de octubre de dos mi nueve (foja 81), que —por 

mayoría— revocó el auto de primera instancia del catorce de marzo 

de dos mil diecinueve (foja 146) y, reformándolo, declaró fundada la 

excepción de improcedencia de acción formulada por la defensa 

de la procesada Edelmira Zulma Picón Ruiz en la investigación 

seguida en su contra por la presunta comisión del delito contra la 

administración pública-colusión, en perjuicio del Estado (Sociedad de 

Beneficencia Pública de Huánuco), y en consecuencia dispuso el archivo 

del proceso.  

Intervino como ponente la señora jueza suprema CARBAJAL CHÁVEZ.  
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CONSIDERANDO 

I. Itinerario del proceso

Primero. Conforme a la disposición fiscal de fecha trece de agosto de 

dos mil dieciocho, se recalificaron los hechos imputados adecuándolos 

a la presunta comisión del delito de colusión agravada. De acuerdo 

con ello, se tiene lo referido a continuación.  

El dos de diciembre del dos mil ocho la Sociedad de Beneficencia 

Pública de Huánuco celebró el Contrato de Arrendamiento número 86-

2008-SBHCO con el Centro de Diagnóstico Especializado Huánuco 

E. I. R. L. y le dio en arrendamiento el inmueble ubicado entre los jirones

Dámaso Beraún 1017-1063-1093, Bolívar 480-s/n y Crespo Castillo 902-

910-980, con una extensión de 696.50 metros cuadrados, por la suma de 

S/ 1800 (mil ochocientos soles) mensuales por el plazo de un año. 

Posteriormente, con la adenda del contrato de arrendamiento 

mencionado, el veinticuatro de junio de dos mil nueve se prorrogó el 

plazo de vigencia del contrato hasta el treinta y uno de diciembre de 

dos mil trece; además, se estipuló el reajuste automático de la merced 

conductiva de acuerdo con el costo de vida, de tal manera que al 

último mes de dos mil trece la suma convenida sería de S/ 3024 (tres mil 

veinticuatro soles).  

Antes del vencimiento del contrato, el Centro de Diagnóstico 

Especializado Huánuco E. I. R. L., con la Carta número 0025-CDRHCO-

2013, de fecha veintiocho de octubre de dos mil trece, solicitó la 

renovación del contrato de arrendamiento. Sin embargo, en sesión 

ordinaria de fecha once de noviembre de dos mil trece, los miembros 

del directorio de la Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco 

acordaron no renovar el contrato de arrendamiento y solicitaron la 
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devolución del inmueble al referido centro de diagnóstico; empero, 

este no aceptó dichos términos. 

Ante ello, la Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco decidió 

presentar la solicitud de conciliación ante el conciliador extrajudicial de 

la Cámara de Comercio e Industria de Huánuco, a fin de que se 

arribara a un acuerdo y se restituyera dicho inmueble; caso contrario, 

se procedería a un desalojo. La solicitud fue presentada el tres de 

febrero de dos mil catorce por José Luis Evangelista Solís —asesor legal 

externo de la Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco—, a fin de que el 

conciliador extrajudicial de la Cámara de Comercio e Industria de 

Huánuco convocase a una audiencia de conciliación extrajudicial al 

Centro de Diagnóstico Especializado Huánuco E. I. R. L., pretendiendo 

con ello la devolución del inmueble objeto de arrendamiento. 

Fue así que el veintisiete de febrero de dos mil catorce se celebró dicha 

audiencia con la participación de José Luis Evangelista Solís a nombre y 

representación de la Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco 

(según la escritura pública de poder especial y general número 622, otorgada ante la 

notaría de la ciudad de Huánuco con fecha seis de junio de dos mil trece) y Kathlyn 

Margret Alvarado Sabrera por el Centro de Diagnóstico Especializado 

Huánuco E. I. R. L., en la cual se acordó prorrogar el contrato de 

arrendamiento por cinco años, hasta el treinta y uno de diciembre de 

dos mil dieciocho, y el incremento de la merced conductiva mensual 

en un 10 % cada año, es decir, en el dos mil catorce la suma de S/ 1980 

(mil novecientos ochenta soles), en el dos mil quince la suma de S/ 2178 (dos 

mil ciento setenta y ocho soles), en el dos mil dieciséis la suma de S/ 2395 (dos 

mil trescientos noventa y cinco soles), en el dos mil diecisiete la suma de 

S/ 2643 (dos mil seiscientos cuarenta y tres soles) y en el dos mil dieciocho la 

suma de S/ 2897 (dos mil ochocientos noventa y siete soles), lo que vendría a 

ser inferior a lo que percibía la Sociedad de Beneficencia Pública de 
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Huánuco en diciembre de dos mil trece, todo ello en mérito de que la 

abogada Edelmira Zulema Picón, en su calidad de presidenta del 

directorio, le dio órdenes expresas sobre dicho acuerdo, indicándole 

que se había arribado a un acuerdo de directorio; sin embargo, este sin 

contar con el acta del acuerdo indicado lo celebró, y su propósito era 

distinto a lo que había acordado el directorio. Por ello, dichos 

funcionarios públicos indebidamente se interesaron en provecho del 

tercero Centro de Diagnóstico Especializado Huánuco E. I. R. L. por el 

contrato de arrendamiento, e intervinieron en razón de su cargo.  

Segundo. La investigada Edelmira Zulma Picón Ruiz (foja 1) interpuso 

excepción de improcedencia de acción señalando que:  

2.1 El representante del Ministerio Público sostuvo que habría existido 

una presunta concertación entre los imputados Edelmira Zulma 

Picón Ruiz y José Luis Evangelista Solís con la apoderada del 

Centro de Diagnóstico Especializado de Huánuco E. I. R. L., y 

como consecuencia de ello se habría causado perjuicio 

patrimonial al Estado (Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco).  

2.2 Los hechos materia de investigación no se subsumen en el tipo 

penal del delito de colusión agravada ni tienen contenido penal. 

2.3 El acto jurídico en este caso es inexistente, porque sencillamente 

no existe un contrato de arrendamiento en el cual se hayan 

plasmado los acuerdos adoptados en la conciliación celebrada 

por el investigado José Luis Evangelista Solís. Si el elemento 

material del delito no existe, tampoco existe el delito, habida 

cuenta de que, como se ha demostrado, la conciliación 

realizada por sí misma, por la naturaleza de su contenido, no 

produce efectos jurídicos. Más aún si la presidenta del directorio 

de la Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco, Edelmira 

Zulma Picón Ruiz, rechazó el proyecto de contrato e interpuso, 
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conforme a lo acordado en el directorio, la demanda de nulidad 

de conciliación, cuyos fundamentos han sido claramente 

explicados y sustentados en la demanda. 

2.4 De tal manera que, al no suscribirse el contrato de 

arrendamiento, no existe concertación ni defraudación alguna 

para la Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco; por 

ende, los hechos no constituyen delito ni mucho menos son 

justiciables penalmente.  

Tercero. Mediante la resolución de fecha catorce de marzo de dos mil 

diecinueve (foja 36), se resolvió declarar infundada la excepción de 

improcedencia de acción formulada por la defensa de Edelmira Zulma 

Picón Ruiz y otros por la presunta comisión del delito de colusión, en 

agravio del Estado, bajo el siguiente argumento: 

3.1 La defensa no cuestionó que la imputación realizada por el 

Ministerio Público no sea adecuada al tipo penal de colusión, 

sino que su principal argumento fue que no existía un elemento 

material del delito, pues la encausada no suscribió ningún 

contrato de arrendamiento. 

Cuarto. La procesada Edelmira Zulma Picón Ruiz interpuso recurso de 

apelación (foja 38) contra la resolución que declaró infundada la 

petición de excepción de improcedencia de acción y señaló que: 

4.1 El delito de colusión en su primera versión es un delito de mera 

actividad y en su segunda versión es un delito de resultado; en el 

primero se requiere una actividad irregular en cualquier estadio 

del proceso; sin embargo, esta actividad irregular de mera 

actividad se complementa con la segunda versión a través del 

resultado y, como consecuencia de ello, se defraudaría 

patrimonialmente al Estado; esto último constituye un elemento 
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objetivo de la configuración del tipo de colusión. En este 

contexto, el magistrado, a la hora de analizar el pedido de 

improcedencia de acción, no ha utilizado los elementos objetivos 

del tipo penal; solo evalúa conductas, tales como emitió, 

coordinó, interesó, pero no hace uso de los verbos rectores que 

exige el tipo penal, como concertar y defraudar 

patrimonialmente. Por ende, no se ha realizado la tipificación 

adecuada de los hechos, obligación y deber funcional que 

debía realizar el juzgador, con lo que vulneró el deber de 

motivación de las resoluciones judiciales y el principio de 

imputación necesaria.  

Quinto. Mediante el auto de vista de fecha dieciocho de octubre de 

dos mil diecinueve (foja 81), la Sala Penal de Apelaciones de la Corte 

Superior de Justicia de Huánuco resolvió los siguiente: 1) por mayoría 

declarar fundado el recurso de apelación interpuesto; 2) revocaron la 

resolución de fecha catorce de marzo del dos mil diecinueve, que 

resolvió declarar infundada la excepción de improcedencia de acción 

formulada por la defensa de la procesada Edelmira Zulma Picón Ruiz y 

otros por la presunta comisión del delito de colusión, en agravio del 

Estado; 3) reformándola: declararon fundada la excepción de 

improcedencia de acción formulada; en consecuencia, dispusieron el 

archivamiento del caso conforme correspondía, invocando los 

siguientes argumentos:  

5.1 Se ha de tener en consideración que la razón por la cual se 

sancionó por el delito de colusión se debe a dos motivos 

fundamentales: en primer lugar, el funcionario público debe 

utilizar los acuerdos contractuales que prevé la ley penal, es 

decir, debe tratarse de acuerdos contractuales que vinculan al 

Estado precisamente para defraudarlo; en segundo lugar, a 
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través de los acuerdos previstos por la ley se persigue 

dolosamente perjudicar los intereses del Estado.  

5.2 Se advierte que el tipo penal de colusión exige como 

presupuesto que el agente, con la finalidad de defraudar al 

Estado, en el desempeño del cargo en el que actúa, acuerda o 

pacta con los interesados para obtener algún beneficio en 

perjuicio del Estado, en su participación en cualquier etapa de 

las adquisiciones o contrataciones públicas de bienes, obras o 

servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado. 

Comprende desde la generación de la necesidad hasta el 

requerimiento, la presentación de la propuesta, la evaluación y 

la adjudicación; siempre hay que mirar la firma del contrato, la 

ejecución y liquidación de él. Estando a ello, al analizar el 

presente caso, se ha de tener en consideración el Decreto 

Legislativo número 356 —que establece el Consejo Nacional de 

Beneficencias y Juntas de Participación Social—, vigente al momento de 

los hechos, que regulaba en su artículo 17 lo siguiente: “Las 

sociedades de beneficencia están autorizadas a desarrollar actividades 

comerciales, conforme al Código Civil, orientadas exclusivamente a la 

generación de recursos que contribuyan a la prestación de servicios de la 

protección social”. Del mismo modo, la norma vigente en la 

actualidad, esto es, el Decreto Legislativo número 1411 —referido 

por la defensa técnica en la audiencia de apelación y que el fiscal superior 

señaló desconocer—, que regula la naturaleza jurídica, las funciones, 

la estructura orgánica y otras actividades de las sociedades de 

beneficencia, en su artículo 4, establece lo siguiente:  

Las sociedades de beneficencia no se constituyen como entidades públicas, 

se rigen por lo establecido en la presente norma y para su adecuado control, 

por las normas de los sistemas administrativos de defensa judicial del Estado y 

control; así como por las normas que regulan los bienes estatales en lo que 

respecta a la disposición de bienes inmuebles de las sociedades de 
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beneficencia; y de manera subsidiaria por las normas del Código Civil y la Ley 

General de Sociedades.  

5.3 Por lo tanto, las actividades comerciales de las sociedades de 

beneficencia se rigen exclusivamente por el Código Civil y 

demás normas del sector privado. En ese sentido, el acto jurídico 

contenido en la conciliación extrajudicial se trataría de un acto 

de carácter privado, en el que no se advierte la existencia del 

elemento objetivo del delito de colusión, referido a cualquier 

etapa de las modalidades de adquisición pública de 

contratación de bienes, servicios, obras, concesiones o cualquier 

otra operación a cargo del Estado. 

5.4 No se configura el elemento objetivo del tipo penal de colusión, 

por lo que la conducta devendría en atípica.  

5.5 Bajo ese contexto, se estimó la excepción de improcedencia de 

acción deducida por la defensa técnica de Edelmira Zulma 

Picón Ruiz.  

Sexto. Posteriormente, el fiscal superior de la Fiscalía Superior 

Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Huánuco 

interpuso recurso de casación bajo las causales establecidas en los 

incisos 1 —si la sentencia o auto han sido expedidos con inobservancia de algunas 

de las garantías constitucionales de carácter procesal o material, o con una indebida 

o errónea aplicación de dichas garantías— y 3 —si la sentencia o auto importa una

indebida aplicación, una errónea interpretación o una falta de aplicación de la Ley 

penal o de otras normas jurídicas necesarias para su aplicación— del artículo 429 

del Código Procesal Penal y señaló que: 

6.1 El auto de vista transgredió la garantía de la motivación de las 

resoluciones judiciales, el principio de congruencia procesal y el 

de contradicción. 
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6.2 La Sala Superior tuvo como fundamento principal de su 

resolución un argumento que introdujo la defensa de la 

imputada en la audiencia de apelación, pero que no había sido 

planteado previamente (respecto al carácter civil del acto jurídico 

materia de imputación), por lo que se varió el sentido de los agravios 

admitidos para su análisis, vía recurso de apelación, y la Sala, a 

pesar de ello, permitió que dicho debate continuase. 

6.3 Propuso que se conceda el recurso a fin de que se desarrolle 

doctrina jurisprudencial sobre los siguientes aspectos: 

a. Si le corresponde a la Sala Superior de Apelaciones

considerar, en su resolución, un asunto o fundamento no

expresado ni invocado en el petitorio que sustenta la

excepción de improcedencia de acción ni en el escrito de

apelación, por lo que no son parte de los agravios plasmados

en el recurso de apelación.

b. La Sala Superior delimitó que el delito de colusión se presenta

“en cualquier etapa de adquisiciones o contrataciones públicas de

bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del

Estado, que comprende desde la generación de la necesidad, el

requerimiento, la presentación de la propuesta, la evaluación, la

adjudicación, la firma del presente contrato, la ejecución y liquidación del

mismo”, cuando tal delito se configura en cualquier tipo de

contratación pública que no necesariamente contenga

dichas fases.

6.4 Alegó que el auto de vista contiene una errónea interpretación 

del artículo 384 del Código Penal, pues limitó el análisis de la 

configuración de este delito —para sostener la atipicidad— 

únicamente a contratos celebrados por el Estado en el marco de 

las normas de contratación y adquisición del Estado, cuando 

resulta una posición unánime que puede darse en cualquier tipo 
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de contratos, sean privados o públicos, pues en esta relación 

contractual es evidente que se encuentran involucrados los 

intereses patrimoniales del Estado y pueden ocurrir actos de 

concertación entre los particulares. 

6.5 Por lo tanto, el hecho de que una entidad pública como la 

Sociedad de Beneficencia Pública de Huánuco celebre 

contratos bajo las normas del Código Civil no modifica la 

naturaleza ni la personería pública del acto ni de los 

intervinientes, quienes conservan sus deberes y obligaciones 

funcionales de cautelar el patrimonio estatal. 

Séptimo. Mediante el auto de fecha dieciséis de diciembre de dos mil 

diecinueve (foja 164), la Sala Penal de Apelaciones Supraprovincial de 

Corrupción de Funcionarios-Sede Central concedió por mayoría el 

recurso de casación interpuesto por la Fiscalía Superior Especializada en 

Delitos de Corrupción de Funcionarios de Huánuco.  

II. Motivos de la concesión del recurso de casación

Octavo. Este Supremo Tribunal, mediante la resolución de calificación 

de fecha catorce de julio de dos mil veinte, declaró bien concedido el 

recurso de casación interpuesto por las causales previstas en los incisos 

1 y 3 del artículo 429 del Código Procesal Penal, precisando lo siguiente:  

8.1 Es pertinente analizar si, conforme alega el fiscal superior 

recurrente, se afectaron las garantías constitucionales de 

motivación de las resoluciones judiciales, congruencia procesal y 

contradicción cuando el ad quem valoró e hizo propio un nuevo 

argumento introducido por el apelante solo durante la audiencia 

de apelación. Ello es susceptible de analizarse conforme a la 
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causal para interponer el recurso de casación prevista en el 

inciso 1 del artículo 429 del Código Penal. 

8.2 Asimismo, corresponde evaluar (acorde con la causal prevista en el 

inciso 3 del acotado artículo) si de la interpretación de la disposición 

vigente al momento de los hechos (artículo 33 del Decreto Legislativo 

número 356) es posible sostener que en la actividad de una 

sociedad de beneficencia pública en que se disponga de su 

patrimonio inmobiliario (como en el caso del contrato de arrendamiento 

de un bien) no se configura el delito de colusión solo porque dicho 

acto jurídico se rige por las normas del Código Civil.  

De este modo, corresponde analizar el caso en los términos habilitados 

por el referido auto de calificación del recurso de casación bien 

concedido.  

III. Audiencia de casación

Noveno. Instruido el expediente, se señaló como fecha para la 

realización de la audiencia de casación el dieciséis de junio del año en 

curso (foja 117 del cuadernillo formado en esta instancia). Así, cerrado el debate 

y deliberada la causa, se produjo la votación correspondiente, en la 

que se acordó pronunciar por unanimidad la presente sentencia y 

darle lectura en la audiencia programada para la fecha.     

IV. Fundamentos de derecho

Décimo. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional se 

halla protegida por el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política 

del Perú, así como por el artículo 8 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, aprobada y ratificada por el Estado peruano. 

Undécimo. El numeral 5 del artículo 139 de la Constitución Política del 

Perú establece que las decisiones judiciales deben ser motivadas. 
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Duodécimo. El recurso de casación, por su naturaleza extraordinaria, 

tiene como fin el resguardo del principio de igualdad ante la ley, a 

efectos de asegurar la interpretación unitaria de la ley penal o procesal 

penal, en concordancia sistemática con el ordenamiento jurídico. 

V. De la debida motivación de las resoluciones judiciales

Decimotercero. En la Sentencia de Casación número 482-2016/Cusco, 

la Suprema Corte precisó que la falta de motivación está referida: 

1. A la ausencia absoluta de análisis, probatorio y jurídico penal, en la

resolución judicial, esto es, a la carencia formal de un elemento estructural de 

la resolución (motivación inexistente).  

2. A la motivación incompleta o insuficiente, que comprende la falta de

examen: a) De aspectos centrales o trascendentales del objeto del debate, 

puntos relevantes objeto de acusación y defensa, esto es, pretensiones en 

sentido propio y no meras alegaciones que apoyen una pretensión. b) De 

pruebas esenciales o decisivas para su definición y entidad, sin las cuales 

pierde sentido la actividad probatoria, y las postulaciones y alegaciones de las 

partes procesales. c) De la calificación de los hechos en el tipo legal 

—tipicidad— y de las demás categorías del delito relevantes, de la 

intervención delictiva, de las circunstancias eximentes o modificativas de la 

responsabilidad en caso de haber concurrido. d) De la medición de la pena y 

fijación de la reparación civil cuando correspondiera.  

3. A la motivación aparente, que es aquella que incorpora razonamientos

impertinentes sobre los puntos materia de imputación o de descargo (objeto 

del debate), o que introduce razonamientos vagos, genéricos o imprecisos, al 

punto que no explique la causa de su convicción. 

4. A aquellas sentencias que dan lugar a una imposibilidad de subsanación

por inexistencia de la premisa mayor. Esto es así: a) Cuando el detalle de los 

hechos y sus circunstancias, gramaticalmente, resulte incomprensible. b) 

Cuando por la omisión de datos o circunstancias importantes, esto es, 

extremos fundamentales del relato fáctico —según el objeto del debate— no 

es posible conocer la verdad de lo acontecido, qué fue lo que sucedió. c) 
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Cuando el detalle de los hechos se describa en términos dubitativos o 

ambiguos. 

Decimocuarto. Respecto a la garantía de la motivación, debe tenerse 

presente que el derecho a la motivación de las resoluciones judiciales 

ha sido recogido por vasta jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 

como la siguiente:  

Sentencia número 8125-2005-PHC/TC, fundamento 11: 

La exigencia de que las decisiones judiciales sean motivadas en proporción a 

los términos del inciso 5 del artículo 139 de la norma fundamental garantiza que 

los jueces, cualquiera que sea la instancia a la que pertenezcan, expresen la 

argumentación jurídica que los ha llevado a decidir una controversia, 

asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar justicia se haga con 

sujeción a la ley; pero también con la finalidad de facilitar un adecuado 

ejercicio del derecho de defensa de los justiciables. 

Sentencia número 04295-2007-PHC/TC, fundamento 5: 

Obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las partes de 

manera congruente con los términos en que vengan planteadas, sin cometer, 

por lo tanto, desviaciones que supongan modificación o alteración del debate 

procesal (incongruencia activa). […] El incumplimiento total de dicha 

obligación, es decir, el dejar incontestadas las pretensiones o el desviar la 

decisión del marco del debate judicial generando indefensión constituye una 

vulneración del derecho a la tutela judicial y también del derecho a la 

motivación de la sentencia (incongruencia omisiva). 

Sentencia número 0569-2011-PHC/TC, fundamento 7: 

[Respecto a la vulneración del derecho a la motivación de las resoluciones 

judiciales], es un principio que informa el ejercicio de la función jurisdiccional y, 

al mismo tiempo, es un derecho constitucional de los justiciables. Mediante 

ella, por un lado, se garantiza que la administración de justicia se lleve a cabo 

de conformidad con la Constitución y las leyes (artículos 45 y 138 de la 

Constitución Política del Perú) y, por el otro, que los justiciables puedan ejercer 

de manera efectiva su derecho de defensa. [Y con relación al derecho a la 

debida motivación de las resoluciones] la Constitución no garantiza una 
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determinada extensión de la motivación, por lo que su contenido esencial se 

respeta siempre que exista fundamentación jurídica congruente entre lo 

pedido y lo resuelto, y que, por sí misma, exprese una suficiente justificación de 

la decisión adoptada, aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto 

de motivación por remisión. 

 El Decreto Legislativo número 356

Decimoquinto. El Decreto Legislativo número 356, vigente a la fecha de 

los hechos, regula la organización, las funciones, las labores y los 

recursos de las sociedades de beneficencia y de las juntas de 

participación social, coordinadas a nivel nacional por el Consejo 

Nacional de Beneficencias y Juntas de Participación Social. El artículo 

33 señala que el patrimonio inmobiliario de las sociedades y juntas se 

rige por las normas contenidas en el Código Civil y, 

complementariamente, por la legislación sobre bienes del Estado. 

 Del delito de colusión

Decimosexto. En el artículo 384 del Código Penal se regula el delito de 

colusión del siguiente modo:  

El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o indirectamente, 

por razón de su cargo, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o 

servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado mediante 

concertación con los interesados, defraudare patrimonialmente al Estado o 

entidad u organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de seis ni mayor de quince años y con trescientos sesenta 

y cinco a setecientos treinta días-multa. 

Decimoséptimo. El delito de colusión, según la modificatoria 

implementada por la Ley número 29758 —que en su sustrato típico establece 

lo mismo que la modificación actual—, regula dos supuestos: a) colusión 

simple y b) colusión agravada. El primero establece que:  
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El funcionario o servidor público que interviniendo directa o indirectamente, 

por razón de su cargo, en cualquier etapa de las modalidades de adquisición 

o contratación pública de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier

operación a cargo del Estado, concerta [sic] con los interesados para 

defraudar al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley.  

Mientras que respecto al segundo señala lo siguiente: 

El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o indirectamente, 

por razón de su cargo, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o 

servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado, mediante 

concertación con los interesados defraudare patrimonialmente al Estado  o 

entidad u organismo del Estado, según ley. 

Decimoctavo. Se precisa que en ambos supuestos el núcleo de 

comportamiento típico es defraudar al Estado mediante la 

concertación con los interesados en los procesos de contrataciones y 

adquisiciones de bienes, obras o servicios. En ese sentido, el marco para 

el acuerdo defraudatorio —colusión— es el ámbito de la contratación 

pública. Así también lo ha precisado el Tribunal Constitucional en el 

fundamento jurídico 18 de la sentencia de fecha tres de mayo de dos 

mil doce, recaída en el Expediente número 0017-2011-PI/TC, en la cual 

señala que “el delito de colusión se desenvuelve en el ámbito de la contratación 

pública”. 

Decimonoveno. En relación con ello, en el ámbito doctrinario también 

se ha analizado que un primer elemento a ser valorado es el 

correspondiente al contexto típico que exige el tipo penal para que se 

considere cometido el delito de colusión. El artículo 384 establece que 

el delito debe cometerse respecto a cualquier operación a cargo del 

Estado. Al respecto, se considera que la interpretación más adecuada 

sobre el contexto típico de este delito debe ser aquella que plantea 

que se puede cometer el delito de colusión en el marco de todo 
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contrato administrativo o civil que tenga naturaleza económica con 

intervención o suscripción del Estado.  

No es acertado, entonces, de cara a los fines de evitar impunidad en 

casos de corrupción, mantener una interpretación restrictiva del 

contexto típico en este delito por la cual se considere que podrá 

cometerse colusión cuando se trate de contrataciones establecidas 

solo en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado. Esto, 

además, es favorecido por la nueva redacción del tipo penal, que 

señala como ámbito de realización de la colusión “cualquier operación a 

cargo del Estado”1. Esta postura ha sido acogida también a nivel 

jurisprudencial2. 

Vigésimo. Para configurarse la colusión agravada, es necesario que, 

mediante concertación con los interesados, se defraude 

patrimonialmente al Estado, esto es, causando perjuicio real o 

efectivo al patrimonio estatal. En la colusión agravada se requiere 

que el agente perjudique o defraude de modo efectivo el patrimonio 

del Estado, es decir, se trata de un delito de resultado lesivo, en que 

el desvalor de la acción, esto es, la concertación idónea, no es 

suficiente para configurar el delito, pues aquí se exige la efectiva 

lesión o perjuicio al patrimonio del Estado —desvalor de resultado—. 

Ahora bien, una prueba idónea que permite establecer el perjuicio 

patrimonial concreto en una determinada entidad es la pericia 

contable, en tanto sea concreta y específica. La importancia de la 

pericia contable para determinar la efectiva afectación del 

1 Montoya Vivanco, Yván. (2015). Manual sobre delitos contra la administración 

pública. Lima: Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú (IDEHPUCP).  
2 Jurisprudencia: sentencia emitida por la Primera Sala Penal Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, recaída en el Expediente número 30-2010, del 
siete de noviembre de dos mil doce (caso Cofopri). 
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patrimonio estatal ha sido resaltada en la jurisprudencia de la Corte 

Suprema; así se estableció en la Casación número 1105-2011/SPP, en 

su fundamento jurídico número siete, que señaló “la necesidad de una 

prueba directa como el informe pericial contable para establecer el perjuicio 

patrimonial en el delito de colusión”.  

Vigesimoprimero. Por lo tanto, el delito de colusión es de 

participación necesaria (concretamente de encuentro) y requiere de la 

intervención de un particular, esto es, exige que el agente público se 

ponga ilícitamente de acuerdo con las partes implicadas en un 

contrato o acto (los interesados) que se quiere celebrar o que se ha 

celebrado en perjuicio de los intereses de la administración pública; 

ambos sujetos apuntan a una misma finalidad típica. El carácter 

fraudulento del acuerdo colusorio reside, pues, en la “privatización” 

de la actividad funcional que realiza el funcionario público, que, 

como tal, debe tender a representar y cautelar los intereses de la 

administración pública y no, por el contrario, a beneficiar a los 

particulares. En ese sentido, el tipo penal de colusión exige como 

presupuesto de su configuración la “concertación”, consistente en 

ponerse de acuerdo de manera subrepticia con los interesados en lo 

que la ley no permite, para beneficiarse a sí mismos y a los intereses 

privados, lo que debe darse de manera fraudulenta y causando 

perjuicio a la administración pública. El interesado o tercero deberá 

actuar de forma dolosa, concretando en el pleno conocimiento de 

los componentes del tipo penal, es decir, tener conciencia de que 

se interactúa en el marco de procesos de selección estatal, del 

contenido ilegal de los acuerdos, de actuar en calidad de 

contraparte, de la lesión patrimonial que se ocasiona, y con la 

voluntad de contribuir a la realización del tipo penal. 
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VI. Del principio de limitación recursal

Vigesimosegundo. Este Supremo Tribunal, en la Casación número 1291-

2019/Huánuco, ha tenido la oportunidad de señalar lo siguiente:  

a. Este precepto deriva del principio dispositivo, referido a la demarcación del

ámbito de la decisión que posee el Tribunal revisor, pues solo le está permitido 

emitir pronunciamiento con relación a la resolución recurrida, lo que ha sido 

objeto de cuestionamiento por quien recurre y su pretensión. Esto es, la 

decisión del Tribunal encuentra su límite en los agravios y la pretensión 

postulados. En otras palabras, quien conoce la alzada no puede apartarse de 

los límites fijados por quien impugna una decisión judicial.  

b. Los artículos 409 y 419 del Código Procesal Penal, ambos en el numeral 1,

prevén este principio, exceptuado únicamente cuando se adviertan nulidades 

absolutas o sustanciales no invocadas por el impugnante, circunstancia en la 

cual el Tribunal revisor tiene expedita la posibilidad de declarar nula la 

recurrida 

Vigesimotercero. Cabe precisar, además, que la Corte Suprema ha 

establecido que el principio de unidad de alegaciones al que hace 

referencia el artículo 424, inciso 2, del Código Procesal Penal, con la 

expresión “se dará la oportunidad a las partes [...] para que ratifiquen los motivos de 

apelación”, implica la existencia de un ajuste entre el recurso formalizado 

y el alegato efectuado en el juicio de apelación. No solo no se puede 

variar la pretensión impugnativa, sino que no se pueden cargar datos o 

puntos menos en relación con el recurso formalizado. Aquel consistirá, 

en todo caso, en formular precisiones o ampliaciones a los argumentos 

impugnativos ya presentados (del recurso escrito), no nuevos argumentos 

que apuntan a otra pretensión y, menos aún, ofrecer algún aporte 

adicional frente a lo no expuesto.  

VII. Análisis del caso concreto

Vigesimocuarto. En el caso concreto se advierte que: 
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24.1 La Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Huánuco vulneró el principio de contradicción e igualdad 

procesal y eventualmente el principio de limitación recursal, ya 

que el representante del Ministerio Público participó en la 

audiencia de apelación formulando su defensa con base en los 

agravios que fueron emplazados. Sin embargo, queda claro que 

los argumentos planteados por la defensa al momento de 

formular su excepción de improcedencia de acción fueron 

distintos a los reseñados como agravios al momento de formular 

su apelación e igualmente distintos a los invocados por el 

defensor en la audiencia de apelación; estos últimos, como se 

indica, fueron ajenos a su pretensión impugnatoria, de modo que 

se generó indefensión al titular de la persecución penal del delito, 

vulnerando así las garantías antes aludidas. Es cierto que, acorde 

con lo previsto en el artículo 156.2 del Código Procesal Penal, no 

son objeto de prueba las máximas de la experiencia, las leyes 

naturales, la norma jurídica interna vigente, aquello que es objeto 

de cosa juzgada, lo imposible y lo notorio. Sin embargo, lo 

destacable en el caso es que las disposiciones que regulan la 

naturaleza jurídica de la sociedad de beneficencia pública 

constituyeron argumentos que fueron invocados novedosamente 

en la audiencia de apelación, sin dar oportunidad a la parte 

contraria a argumentar con mayor conocimiento sobre el 

particular; además, se observa que el Colegiado Superior 

estructuró sus argumentos básicamente en esta nueva 

postulación, dejando de dar respuesta a los agravios primigenios.  

24.2 El Código Procesal Penal contempla la excepción de 

improcedencia de acción en el artículo 6, numeral1, inciso b), del 

citado texto normativo. Esta articulación se interpone en dos 
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supuestos: i) cuando el hecho denunciado no constituye delito 

y ii) cuando el hecho denunciado no es justiciable penalmente. 

24.3 Nos encontramos en el supuesto “cuando el hecho denunciado no 

constituye delito” ante la inconcurrencia de algún elemento del 

delito que impida su configuración plena. Por lo tanto, ante la 

ausencia de acción, atipicidad objetiva o subjetiva, existencia 

de causas de justificación o de inculpabilidad. En cuanto al 

supuesto “cuando el hecho no es justiciable penalmente”, en principio, 

todo justiciable tiene derecho a solicitar la tutela procesal 

efectiva para que un juzgador conozca de la litis. Sin embargo, 

no todo hecho es justiciable penalmente, ya sea por su 

irrelevancia para el derecho penal o por cuestiones de política 

criminal. En ese sentido todo cuestionamiento referido a la 

punibilidad, así como las excusas absolutorias y las causas de 

restricción de la pena. Así pues, esta excepción resulta ser una de 

las manifestaciones de aquella frase de Von Feuerbach: nullum 

crimen nulla poena sine lege (principio de legalidad), en que se 

discute la subsunción de los hechos con la norma penal y cuya 

finalidad consiste en extinguir la acción penal para lograr su 

archivamiento definitivo ante la imposibilidad de subsumir los 

hechos con el tipo penal invocado o la irrelevancia penal de los 

hechos.  

Vigesimoquinto. En el caso, concretamente se analizó la premisa de si 

los contratos civiles pueden ser considerados un escenario para la 

configuración del delito de colusión, como se señaló en los 

fundamentos de derecho y, adicionalmente, como apunta el jurista 

Raúl Pariona Arana al analizar este delito:  
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Si bien se trata de actos jurídicos privados, es decir solo entre particulares, el 

Estado puede participar en similar condición al igual que otras personas 

jurídicas, a través de apoderados o representantes. Por otro lado, los contratos 

civiles son también bilaterales y de naturaleza patrimonial3.  

Vigesimosexto. El delito de colusión se da en un contexto de 

contratación estatal; no obstante, no se limita a lo mencionado en la 

Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, sino que engloba a 

todos los contratos administrativos y civiles en los que el Estado sea una 

de las partes4.  

Vigesimoséptimo. Lo anterior se fundamenta en la expresión “cualquier 

operación a cargo del Estado”, pues en este caso estamos frente a una 

cláusula abierta y de interpretación analógica. Esto quiere decir que se 

va a dotar de contenido a través de un razonamiento analógico 

siguiendo el parámetro marcado por la enumeración previa5.  

Vigesimoctavo. Por ello, el término “cualquier operación” debe 

coincidir con los contratos, civiles o administrativos, de naturaleza 

económica en los que intervenga el Estado6. 

Vigesimonoveno. Cuando el Estado celebra contratos, muy 

independientemente de su naturaleza —pública o privada—, en todo 

momento su participación en las relaciones contractuales es inherente 

a una finalidad que es cautelar los intereses patrimoniales del Estado y, 

3 Pariona Arana, Raúl. (2017). El delito de colusión. Lima: Pacífico Editores, pp. 85-86.  
4 Ibidem, p. 88. Del mismo modo lo menciona el Expediente número 30-2010, 
sentencia emitida por la Primera Sala Penal Liquidadora de Lima el siete de 
noviembre de dos mil once.  
5 Tribunal Constitucional. Expediente número 010-2002-AI/TC. 
6 Montoya Vivanco, Yván, op. cit., p. 138. Así también conforme al Expediente 
número 30-2010, sentencia emitida por la Primera Sala Penal Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia de Lima el siete de noviembre de dos mil doce.  
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por lo mismo, cautelar los intereses particulares de cada institución 

pública.  

Trigésimo. En el presente caso, según se desprende de la formalización 

de la investigación preparatoria y los requerimientos complementarios, 

el imputado José Luis Evangelista Solís, en su condición de asesor legal, 

por órdenes expresas de la imputada Edelmira Zulma Picón Ruiz, en su 

calidad de presidenta del directorio de la Sociedad de Beneficencia 

Pública de Huánuco, habría conciliado extrajudicialmente con el 

Centro de Diagnóstico Especializado Huánuco E. I. R. L. —contraviniendo el 

acuerdo al que arribó el directorio, que había decidido no renovar el contrato—, a fin 

de que se prorrogue el contrato de arrendamiento del inmueble por el 

término de cinco años, con una merced conductiva de S/ 1980 (mil 

novecientos ochenta soles), es decir, un monto mucho menor a lo que la 

Beneficencia Pública venía percibiendo desde el mes de abril de dos 

mil doce, esto es, S/ 3024 (tres mil veinticuatro soles). 

Trigésimo primero. De la imputación de los hechos, se tiene lo siguiente: 

31.1 Se prorrogó el plazo del contrato de arrendamiento pese a que 

existía un acuerdo de directorio que determinó la no renovación 

del contrato de arrendamiento. 

31.2 Se redujo la merced conductiva por un monto mucho menor al 

que venía percibiendo la Beneficencia Pública. 

31.3 Se atentó contra el ciclo de incremento de la merced 

conductiva, la cual se sustenta en la progresividad de la 

economía en las relaciones contractuales.  

Trigésimo segundo. Por lo tanto, de las irregularidades mencionadas, se 

evidenciarían intereses concertados de los imputados, cuya función era 

cautelar los intereses de la Sociedad de Beneficencia Pública de 
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Huánuco, que fue creada para cumplir sus fines con recursos públicos, 

para brindar asistencia y apoyo a los sectores de la población en 

situación de vulnerabilidad, encaminados desde una perspectiva 

caritativa y solidaria.  

Trigésimo tercero. En consecuencia, el Tribunal Superior interpretó 

erróneamente el artículo 384 del Código Penal debido a que no solo se 

incurre en el presunto delito de colusión cuando los contratos 

celebrados por el Estado se realizan en el marco de contrataciones y 

adquisiciones del Estado, sino en cualquier tipo de contratos, 

independientemente de si son contratos privados o públicos.  

Trigésimo cuarto. Cabe precisar que el hecho de que el patrimonio 

inmobiliario de las sociedades se oriente por las normas del Código Civil 

no los exime de responsabilidad penal; no los aparta de sus deberes y 

obligaciones de cautelar los bienes e intereses del Estado. Así también, 

no convierte al funcionario público en un particular; no lo despoja de 

sus funciones y deberes. En consecuencia, el razonamiento judicial de 

la Sala de Apelaciones ha sido erróneo y ha contravenido la exigencia 

de la debida motivación de las resoluciones judiciales, de modo que la 

pretensión de la Fiscalía Superior debe ser estimada. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República:  

I. DECLARARON FUNDADO el recurso de casación, por las causales

previstas en los incisos 1 y 3 del artículo 429 del Código Procesal

Penal, interpuesto por el fiscal superior de la Fiscalía Superior

Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios contra el

auto de vista de fecha dieciocho de octubre de dos mil
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diecinueve, que —por mayoría— revocó el auto de primera 

instancia del catorce de marzo del dos mil diecinueve y, 

reformándolo, declaró fundada la excepción de improcedencia 

de acción formulada por la defensa de la procesada Edelmira 

Zulma Picón Ruiz en la investigación seguida en su contra por la 

presunta comisión del delito contra la administración pública-

colusión, en perjuicio del Estado (Sociedad de Beneficencia Pública de 

Huánuco), y dispusieron el archivo del proceso. En consecuencia 

CASARON la referida sentencia de vista. 

II. Actuando en sede instancia, CONFIRMARON la resolución de

fecha catorce de marzo del dos mil diecinueve emitida por el

Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria Permanente

Supraprovincial de Huánuco Especializado en Delitos de

Corrupción de Funcionarios, que declaró infundada la excepción

de improcedencia de acción formulada por la defensa técnica

de Edelmira Zulma Picón Ruiz y otros por la presunta comisión del

delito de colusión, en agravio del Estado (Sociedad de Beneficencia

Pública de Huánuco).

III. DISPUSIERON la lectura de esta sentencia en audiencia pública,

que se notifique a las partes personadas en esta sede suprema y

se publique en la página web del Poder Judicial.

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

TORRE MUÑOZ  

CARBAJAL CHÁVEZ  

CCH/ISA 
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RECURSO CASACIÓN N.° 392-2019/ÁNCASH 
PONENTE: CESAR SAN MARTIN CASTRO 

Título: Colusión. Concertación. Prueba por indicios  
Sumilla: 1. En el caso de la prueba por indicios corresponde al Tribunal Supremo 
en casación examinar: A. Que los indicios se basen en hechos plenamente 
acreditados y que los hechos constitutivos del tipo delictivo se deduzcan de los 
indicios a través de un proceso mental razonado y acorde con las reglas del 
criterio humano o de la experiencia común (sana crítica racional), detallados en la 
sentencia de condena (así se asumió por el artículo 158, numeral 3, del Código 
Procesal Penal y los artículos  276, 277 y 281 del Código Procesal Civil. B. La 
racionalidad y la solidez de la inferencia en que se sustenta la prueba por indicios, 
la que puede hacerse (i) tanto desde el canon de su lógica o cohesión –de modo 
que será irrazonable si los indicios acreditados descartan el hecho que se hace 
desprender de ellos o no llevan naturalmente a él–, (ii) como desde el de su 
suficiencia o calidad concluyente –no siendo, pues, razonable, cuando la 
inferencia sea excesivamente abierta, débil o imprecisa–. 2. En el delito de 
colusión simple el agente oficial debe intervenir en el proceso de contratación 
pública, que lo coloca en una situación de garantía respecto a la legalidad y 
corrección del mismo –esta es la específica relación funcionarial–. El sujeto 
pasivo es, en el presente caso, la Municipalidad Distrital de Ticapampa. La 
conducta típica consiste en la concertación con los interesados en el contrato 
estatal –que incluye, por cierto, conforme a la ley de la materia, el proceso  
de licitación o concurso en todas sus modalidades–; es decir, en el acuerdo  
–conjunción de dos o más voluntades–, cuya probanza en la mayoría de los casos
requiere acudir a la prueba por indicios. Este delito, tal como está descripto en el
primer párrafo de la norma penal antes citada, es de mera actividad y de peligro 
abstracto, que se consuma simplemente con el acuerdo, directa o indirectamente,
entre el funcionario y los interesados; ni siquiera es necesario que la operación
defraudatoria tenga éxito, ni que se llegue a obtener un beneficio o causen un
perjuicio efectivo al ente público. Basta con que el resultado perjudicial aparezca
como resultado pretendido, lo que no obsta reconocer que se trata de un delito de
participación necesaria. 3. La motivación de la prueba indiciaria es tanto
incompleta como insuficiente. A. La primera (incompleta) porque precisamente era y
es importante responder y ubicar si existen otros hechos indiciantes en función a
los criterios de imputación ya expresados, respecto de los cuales nada se ha
expuesto. B. La segunda (insuficiente) porque el cuestionamiento a la conformidad
con la legislación sobre contrataciones del Estado no solo no ha sido explicada
con mayores aportes jurídicos, siempre necesarios, sino que tampoco se ha
expuesto por qué esta ilicitud –como concluyeron los jueces de mérito– se erige
en un indicio, que unido a los demás que se han ubicado, de cuya probanza no
consta irregularidad alguna. C. No se ha exteriorizado, en suma, con la solidez
necesaria el enlace entre el indicio grave y preciso con la hipótesis a probar,
tampoco la interrelación de los mismos ni la aplicación explícita de la regla de la
experiencia utilizada.

–SENTENCIA DE CASACIÓN–

Lima, treinta de noviembre de dos mil veinte 

VISTOS; en audiencia pública: el recurso de casación por 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material interpuesto por el 
encausado RAFAEL AZAÑA SALINAS contra la sentencia de vista de fojas 
quinientos treinta y ocho, de siete de enero de dos mil diecinueve, que 
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confirmando en un extremo y revocando en otro la sentencia de primera 
instancia de fojas trescientos veintinueve, de doce de setiembre de dos mil 
dieciocho, lo condenó como autor del delito de colusión simple en agravio del 
Estado – Municipalidad Distrital de Ticapampa a cinco años de pena privativa 
de libertad , doscientos días multa y cinco años de inhabilitación, así como al 
pago solidario de dos millones quinientos mil soles por concepto de reparación 
civil; con todo lo demás que al respecto contiene.  
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

PRIMERO . Que el fiscal provincial penal titular de la Cuarta Fiscalía Provincial 
Corporativa Especializado en delitos de Corrupción de Funcionarios de Áncash 
por requerimiento de fojas una, de dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, 
formuló acusación contra RAFAEL AZAÑA SALINAS  y otras once personas por 
delito de colusión agravada (artículo 384, primer y segundo párrafo, del 
Código Penal) en agravio del Estado – Municipalidad Distrital de Ticapampa; 
y, alternativamente, por delito de negociación incompatible (artículo 399 del 
acotado Código). 
∞ El Cuarto Juzgado Penal Unipersonal Permanente Supraprovincial 
Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios, tras el juicio oral, 
público y contradictorio, con fecha doce de setiembre de dos mil dieciocho, 
dictó la respectiva sentencia, por la que condenó a RAFAEL AZAÑA SALINAS 
como autor del delito de colusión simple en agravio del Estado – Municipalidad 
Distrital de Ticapampa a cinco años de pena privativa de libertad, doscientos 
días multa y  cinco años de inhabilitación, así como al pago solidario de cinco 
millones de soles por concepto de reparación civil. Esta sentencia también 
comprendió en su extremo condenatorio a los extraneus Pedro Sánchez 
Castañeda e Yrineo Renzo Pérez Carranza, cómplices primarios del indicado 
delito, a los que impuso la misma pena y reparación civil.  

SEGUNDO. Que la defensa del encausado Azaña Salinas por escrito de fojas 
cuatrocientos sesenta y siete, de diecinueve de setiembre de dos mil dieciocho, 
interpuso recurso de apelación. Concedido el recurso y elevada la causa al 
Tribunal Superior, la Primera Sala de Apelaciones de la Corte Superior de 
Justicia de Áncash, tras el correspondiente juicio de apelación, confirmó la 
sentencia condenatoria de primera instancia en el extremo de las penas y la 
reformó en la parte que fijó el monto de reparación civil a la suma solidaria de 
dos millones quinientos mil soles.   

TERCERO. Que las sentencias de primera instancia y de vista declararon como 
hechos probados que el encausado Rafael Azaña Salinas, como Alcalde de la 
Municipalidad Distrital de Ticapampa, desde su propia condición de titular del 
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pliego, dirigió todo el procedimiento de contratación exonerado e incumplió sus 
obligaciones y las disposiciones legales correspondientes. Así: 
A. Emitió la Resolución de Alcaldía número setenta y cinco – dos mil quince

– GDT/A, de veintiuno de julio de dos mil quince, que declaró en situación
de urgencia la necesidad de reestablecer los servicios de agua potable y
saneamiento, las vías de comunicación terrestre, infraestructuras públicas y
otros afectados por las fuertes precipitaciones pluviales.

B. Aprobó el pedido de declarar en emergencia dicho distrito por fuertes
lluvias, conforme aparece del acta de sesión de consejo número siete – dos
mil quince, de veintiuno de julio de dos mil quince, que declaró en situación
de urgencia la necesidad de restablecer los servicios de agua potable y
saneamiento las vías de comunicación terrestre, infraestructuras públicas y
otros afectados por las fuertes precipitaciones pluviales. Aprobó el pedido
de declarar en emergencia dicho distrito por fuertes lluvias, conforme
aparece del acta de sesión de Concejo número siete – dos mil quince, de
veinticuatro de febrero de dos mil quince.

C. Aprobó la solicitud de exoneración del proceso de selección y licitación
pública para la ejecución y supervisión de la obra “Mejoramiento de los
Servicios Educativos de la Institución Educativa Nuestra señora del Pilar de
Ticapampa”, conforme aparece del acta de sesión de Concejo número
veintitrés – dos mil quince, de dieciocho de agosto de dos mil quince.

D. Dictó la Resolución de Alcaldía número cero ochenta y dos guión dos mil
quince guión GDT guión A, de veintiuno de agosto de dos mil quince, por la
que aprobó la exoneración de los procesos de selección de: 1. Licitación
Pública para la ejecución, y 2. Adjudicación Directa Pública para la
supervisión de la obra “Mejoramiento de los servicios educativos de la IE
Nuestra señora del Pilar de Ticapampa”, por causal de Situación de
Emergencia.

E. Suscribió la Resolución de Alcaldía número ochenta y tres guión dos mil
quince guión GDT diagonal A, de veinticinco de agosto de dos mil quince,
que aprobó el expediente de contratación para la exoneración de la
Licitación Pública número uno guión dos mil quince guión MDT, para la
ejecución de la obra pública mencionada.

F. Expidió la Resolución de Alcaldía número ochenta y cuatro guión dos mil
quince guión GDT diagonal A, de veinticinco de agosto de dos mil quince,
que aprobó las bases administrativas para la exoneración de la Licitación
Pública número uno guión dos mil quince guión MDT, cuyo objeto fue el
“Mejoramiento de los Servicios Educativos de la Institución Educativa
Nuestra Señora del Pilar de Ticapampa distrito de Ticapampa, Recuay,
Ancash”. Celebró el contrato para la ejecución de dicha obra el tres de
setiembre de dos mil quince, por el valor referencial de diez millones
setenta y cinco mil ochocientos un soles con noventa y seis céntimos.

G. Celebró el referido contrato, sustentado en la carta fianza número cero cero
cero guión cuatrocientos cincuenta y cinco guión cero diez nueve quince,
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por concepto de fiel cumplimiento del contrato, de uno de setiembre de dos 
mil quince, garantizado por la Cooperativa de Ahorro y Crédito Limitada 
“Soluciones”. Esta Cooperativa, sin embargo, no se encontraba autorizada 
por la Superintendencia de Banca, Seguros y Administración Privadas de 
Fondos de Pensiones. Igualmente, se admitió la carta fianza número cero 
cero cero guión cuatrocientos noventa y seis guión cero diez nueve quince 
por concepto de adelanto directo, de uno de setiembre de dos mil quince, y 
la carta fianza número cero cero cero guión cuatrocientos cincuenta y siete 
guión cero diez nueve quince por concepto de adelanto de materiales, 
garantizadas por la Cooperativa de Ahorro y Crédito Limitada “Soluciones”, 
la misma que no se encuentra supervisada por la Superintendencia de 
Banca, Seguros y Administración Privadas de Fondos de Pensiones. Por 
último, se admitió el cambio de cartas fianzas de fiel cumplimiento y por 
adelanto de materiales por la número catorce cero cuatrocientos y catorce 
cero trescientos noventa y nueve emitidas por la Entidad Financiera TFC, 
las mismas que son falsas. 

H. Firmó la Carta de Invitación de veinticuatro de agosto de dos mil quince, a
fin de que la empresa IMVALSO ejecute la obra y que la empresa
KAMPAU CONTRATISTAS GENERALES SAC participe como empresa
supervisora, antes de la aprobación de bases.

I. Profirió la Resolución de Alcaldía número ochenta y seis guión dos mil
quince guión GDT diagonal A, de veinticinco de agosto de dos mil quince,
que aprobó las bases administrativas para la exoneración de la Adjudicación
Directa Pública número dos guión dos mil quince guión MDT, para la
contratación de la supervisión de la obra pública.

J. Celebró el Contrato de Consultoría para la Supervisión de la Obra
“Mejoramiento de los Servicios Educativos de la Institución Educativa
Nuestra Señora del Pilar Ticapampa, Distrito de Ticapampa, Recuay,
Ancash” el tres de setiembre de dos mil quince, por el valor referencial de la
suma doscientos ochenta y seis mil soles. La ilicitud de este contrato se
debió a que no existía necesidad urgente para exonerar del proceso de
selección de supervisión de la obra mencionada.

CUARTO . Que el encausado Azaña Salinas en su recurso de casación 
formalizado de fojas quinientos ochenta, de veinticinco de enero de dos mil 
diecinueve, como causa petendi (causa de pedir) invocó el artículo 429, incisos 1, 
3 y 4, del Código Procesal Penal: infracción de precepto constitucional, 
material y vulneración de la garantía de motivación.  
∞ Postuló el acceso excepcional a la casación amparándose en el artículo 427, 
numeral 4 del Código Procesal Penal. 
∞ Argumentó, en vía excepcional, que es menester dilucidar 
jurisprudencialmente el examen de la prueba por indicios en estructuras 
jerárquicamente organizadas y en relación a Resoluciones de Alcaldía que 
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declararon una situación de urgencia y, luego, la exoneración del proceso de 
selección para la ejecución de una obra pública (mejoramiento de servicios 
educativos de una institución educativa), la aprobación del expediente de 
contratación y las bases administrativas, con la ulterior designación y posterior 
contrato con la empresa Kampau Contratistas Generales, pese a que incluso 
presentó cargas fianzas por instituciones no supervisadas por la SBS, dos de las 
cuales eran falsas.  
 
QUINTO . Que, cumplido el trámite de traslados a las partes recurridas, este 
Tribunal de Casación, por Ejecutoria Suprema de fojas cuatrocientos sesenta y 
cuatro, de veintidós de noviembre de dos mil diecinueve, del cuadernillo 
formado en esta sede suprema, declaró bien concedido el citado recurso 
formulado el encausado Rafael Azaña Salinas los motivos de inobservancia de 
precepto constitucional (presunción de inocencia en relación a la prueba por indicios) 
e infracción de precepto material (imputación objetiva del tipo penal de colusión en 
estructuras jerárquicas organizadas). 
∞ Se cuestiona tanto el juicio de culpabilidad en estructuras jerárquicas 
organizadas como la correcta formulación de la prueba por indicios en el delito 
de colusión. Respecto del Alcalde, es menester deslindar, específicamente, los 
indicios específicos de concierto delictivo con los extraneus. Así las cosas, en 
estos casos debe determinarse, no solo que existan indicios –probados–, sino la 
configuración de una efectiva cadena de indicios graves (hechos indiciantes), 
que sea completa y que establezca indubitablemente el hecho indiciado o 
consecuencia. Se trata de puntos vinculados al ius constitutionis y al correcto 
entendimiento de un delito de especial trascendencia en el control de la 
criminalidad funcionarial y del manejo de la prueba por indicios. Es de rigor 
asumir competencia casacional y fijar los alcances de los temas antes 
detallados. 

 
SEXTO. Que instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día veintitrés de noviembre del presente año, ésta se 
realizó con la concurrencia del doctor Alberto Altaraz Marín, defensor del 
encausado Azaña Salinas, cuyo desarrollo consta en el acta correspondiente. 
 
SÉPTIMO. Que cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo día, 
de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó 
por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en los 
términos que a continuación se consignan en la audiencia de la lectura de la 
sentencia programada el día de la fecha. 

 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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PRIMERO . Que el examen de casación versa en dos materias puntuales: (i) la 
correcta delimitación de la prueba por indicios (garantía de presunción de 
inocencia); y, (ii) la imputación objetiva del tipo de colusión en estructuras 
jerárquicas. 
∞ Tratándose de la garantía de presunción de inocencia, ya se estipuló en la 
sentencia casatoria 836-2019/Lambayeque, de veinticinco de noviembre de dos 
mil veinte, que cuando se trata de un recurso de casación, en que la valoración 
de la prueba realizada por el Juzgado Penal ha sido previamente revisada por el 
Tribunal Superior, como en el presente caso; y, por ende, agotado el doble 
grado de jurisdicción (artículo X del Título Preliminar del Código Procesal 
Civil y artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial) y cumplido lo 
dispuesto en el artículo 14, numeral 5, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, la revisión del Tribunal Supremo solo puede concretarse en 
cuatro puntos, y en la medida de la pretensión impugnativa, que son los 
siguientes: 1. Si la Sala Superior, al examinar la sentencia del Juzgado Penal, se 
ha mantenido dentro de los límites de revisión que le corresponden –en especial 
y, entre otros, el artículo 425, numeral 2, del Código Procesal Penal–. 2. Si 
aplicó correctamente las exigencias de la motivación de la valoración de la 
prueba, tanto al absolver la apelación de motivación defectuosa, en su caso, 
como al fundamentar su propia decisión. 3. Si respetó la exigencia de prueba 
lícita. 4. Si el Tribunal Superior ha resuelto las alegaciones del recurrente sobre 
el examen racional de la prueba de cargo –prueba racional–. Se sigue, sobre el 
particular, la SSTSE 225/2018, de dieciséis de mayo y 459/2020, de dieciocho 
de septiembre. El control que corresponde, en suma, es verificar si la respuesta 
que ha dado la Sala Superior ha sido racional y ha respetado la legalidad y la 
doctrina legal sobre el alcance de la revisión impugnativa, sobre la motivación 
y sobre la validez de las pruebas (STSE 422/2020, de 23 de julio). 
∞ En el caso de la prueba por indicios corresponde al Tribunal Supremo en 
casación examinar: 1. Que los indicios se basen en hechos plenamente 
acreditados y que los hechos constitutivos del tipo delictivo se deduzcan de los 
indicios a través de un proceso mental razonado y acorde con las reglas del 
criterio humano o de la experiencia común (sana crítica racional), detallados en la 
sentencia de condena (así se asumió por el artículo 158, numeral 3, del Código 
Procesal Penal y los artículos  276, 277 y 281 del Código Procesal Civil. 2. La 
racionalidad y la solidez de la inferencia en que se sustenta la prueba                                                 
por indicios, la que puede hacerse (i) tanto desde el canon de su lógica o 
cohesión –de modo que será irrazonable si los indicios acreditados descartan el 
hecho que se hace desprender de ellos o no llevan naturalmente a él–, (ii) como 
desde el de su suficiencia o calidad concluyente –no siendo, pues, razonable, 
cuando la inferencia sea excesivamente abierta, débil o imprecisa– (Por todas: 
STSE 651/2016, de quince de julio; y, STCE 263/2005, de veinticuatro de 
octubre). 
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∞ Por tanto, no solo no cabe un examen autónomo del material probatorio –solo 
revisar la conformidad o disconformidad con el ordenamiento de la decisión de 
mérito–; y, fijados correctamente los hechos de la causa, relacionarlos con el 
tipo delictivo materia de condena, sea en su interpretación como en su 
aplicación. Es claro que tratándose de delitos cometidos en estructuras 
jerárquicas organizadas, como las de la Administración Pública 
(Municipalidad) ha de examinarse los criterios de imputación objetiva que se 
han definido jurisprudencialmente (vid.: Ejecutoria Suprema 2124-2018/Lima, 
de veintinueve de abril de dos mil diecinueve). 

SEGUNDO. Que, como es evidente, la prueba pertinente es aquella que está 
vinculada a los hechos (directos, indirectos –indicios– o auxiliares –que ayudan 
a la prueba–) referidos al tipo delictivo acusado postulados por la acusación y, 
en su caso, por la defensa –cuando introduce hechos extintivos, impeditivos o 
excluyentes–; su elemento objetivo es la situación fáctica de la vida, de la cual 
surgen indicios de una conducta punible; y, su elemento subjetivo, es la 
sospecho que se dirige contra un imputado determinado, todo lo cual forma el 
objeto procesal [VOLK, KLAUS: Curso fundamental de Derecho Procesal 
Penal, Editorial Hammurabi, Buenos Aires, 2016, p. 199]. En buena cuenta, 
todos los hechos que de algún modo son importantes para la decisión judicial se 
deben probar [ROXIN, CLAUS – SCHÜNEMANN, BERND: Derecho Procesal 
Penal, Ediciones DIDOT, Buenos Aires, 2019, p. 273]. 
∞ El tipo delictivo materia de condena (colusión simple) está previsto y 
sancionado en el primer párrafo del artículo 384 del Código Penal, según la Ley 
30111, de veintiséis de noviembre de dos mil trece: “El funcionario o servidor 
público que, interviniendo directa o indirectamente, por razón de su cargo, en cualquier etapa 
de las modalidades de adquisición o contratación pública de bienes, obras o servicios, 
concesiones o cualquier operación a cargo del Estado concierta con los interesados para 
defraudar al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años y con ciento ochenta a trescientos 
sesenta y cinco días-multa”.  
∞ Este tipo delictivo, como fluye de su enunciado normativo, al establecer el 
objeto de tutela alude a la infracción del deber de lealtad que el funcionario 
debe guardar en la gestión de una contratación pública cuando intervine en el 
ejercicio de su cargo. El agente oficial debe intervenir en el proceso de 
contratación pública, que lo coloca en una situación de garantía respecto a la 
legalidad y corrección del mismo –esta es la específica relación funcionarial–. 
El sujeto pasivo es, en el presente caso, la Municipalidad Distrital de 
Ticapampa. La conducta típica consiste en la concertación con los interesados 
en el contrato estatal –que incluye, por cierto, conforme a la ley de la materia, 
el proceso de licitación o concurso en todas sus modalidades–; es decir, en el 
acuerdo –conjunción de dos o más voluntades–, cuya probanza en la mayoría de 
los casos requiere acudir a la prueba por indicios. Este delito, tal como está 
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descripto en el primer párrafo de la norma penal antes citada, es de mera 
actividad y de peligro abstracto, que se consuma simplemente con el acuerdo, 
directa o indirectamente, entre el funcionario y los interesados; ni siquiera es 
necesario que la operación defraudatoria tenga éxito, ni que se llegue a obtener 
un beneficio o causen un perjuicio efectivo al ente público. Basta con que el 
resultado perjudicial aparezca como resultado pretendido, lo que no obsta 
reconocer que se trata de un delito de participación necesaria. 
∞ La calificación típica del juez penal, que ratificó el Tribunal Superior, no fue 
cuestionada por el Ministerio Público –el fiscal solo recurrió la absolución de 
nueve imputados–, pese a que en su acusación también invocó el segundo 
párrafo del artículo 384 del Código Penal, según la Ley 30111, de veintiséis de 
noviembre de dos mil trece. Siendo así, no cabe, incluso por razones de 
interdicción de la reforma peyorativa y, antes, del principio del favor rei, discutir 
en esta sede si tal calificación, por el primer párrafo, de dicho tipo delictivo fue 
o no correcta. Se parte, por consiguiente, de esta configuración jurídico penal. 
 
TERCERO. Que, desde el análisis de la prueba, los jueces de mérito fijaron 
formalmente como probados los siguientes hechos indiciantes o indicios:  
1. El encausado Azaña Salinas ostentaba el cargo de alcalde distrital de 
Ticapampa. 
2. Con fecha veinticuatro de febrero de dos mil quince, el Concejo Municipal, 
por unanimidad, dirigido por el imputado citado, se aprobó la declaración de 
estado de emergencia del distrito por fuertes lluvias, en mérito al expediente 
quince once guión dos mil quince.  
3. Con fecha dieciocho de agosto de dos mil quince el Concejo Municipal, 
dirigido por el encausado impugnante, aprobó la exoneración del proceso de 
licitación y licitación pública para la ejecución y supervisión de la obra 
“Mejoramiento de los servicios educativos de la Institución Educativa Nuestra 
Señora del Pilar de Ticapampa”.  
4. Esta obra, sin embargo, ya tenía proyecto de inversión aprobado, inscrito con 
el Código SNIP veinticinco treinta y nueve cincuenta, de data antigua.  
5. Con fecha veintiuno de julio de dos mil quince el encausado Azaña Salinas 
mediante la respectiva Resolución de Alcaldía declaró en situación de urgencia 
la necesidad de restablecer los servicios de agua potable y saneamiento, las vías 
de comunicación terrestre, infraestructuras públicas y otros afectados por las 
fuertes precipitaciones pluviales, priorizando la ejecución del Proyecto de 
Inversión Público con Código SNIP veinticinco treinta y nueve cincuenta, que 
contemplaba un presupuesto de diez millones trescientos sesenta y un mil 
ochocientos un soles con noventa y seis céntimos.  
6. Con fecha veintiuno de agosto de dos mil quince el imputado dictó otra 
Resolución de Alcaldía por la que, estando a la sesión del Concejo Municipal 
indicado en el punto dos, así como a los Informes técnico y legal, de dieciocho 
y diez de agosto de dos mil quince, respectivamente, aprobó la exoneración del 
proceso de selección y licitación pública de la obra “Mejoramiento de los 
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servicios educativos de la Institución Educativa Nuestra Señora del Pilar de 
Ticapampa”. 
7. Con fecha veinticinco de agosto de dos mil quince se otorgó la buena pro al
Consorcio IMVASLO SAC–WCEX EIRL por la suma de diez millones setenta
y cinco mil ochocientos un soles con noventa y seis céntimos, empresa
representada por el encausado Sánchez Castañeda. La Carta de invitación,
firmada por el alcalde acusado, a la empresa IMVASLO SAC se cursó el día
anterior, veinticuatro de agosto de dos mil quince.
8. Con fecha veinticinco de agosto de dos mil quince el acusado dictó la
Resolución de Alcaldía por la que aprobó el expediente de la obra pública
“Mejoramiento de los servicios educativos de la Institución Educativa Nuestra
Señora del Pilar de Ticapampa”.
9. Con fecha veinticinco de agosto de dos mil quince el encausado dictó otra
Resolución de Alcaldía por la que aprobó las bases administrativas para la
exoneración de la Licitación Pública antes aludida, número cero cero uno guión
dos mil quince guión MDT por un valor referencial de diez millones setenta y
cinco mil ochocientos un soles con noventa y seis céntimos. Uno de los
requisitos de las bases administrativas era la presentación de Cartas Fianzas
debidamente supervisadas por la Superintendencia de Banca y Seguros y
verificadas, para su aceptación, por la entidad pública.
10. Con fecha veinticinco de agosto de dos mil quince el imputado emitió la
Resolución de Alcaldía mediante la cual aprobó el expediente de contratación
para la exoneración de la Licitación Pública número cero cero uno guión dos
mil quince guión MDT referida a la obra “Mejoramiento de los servicios
educativos de la Institución Educativa Nuestra Señora del Pilar de Ticapampa”.
1. Con fecha tres de septiembre de dos mil quince se celebró el contrato de
ejecución de la referida obra con el consorcio IMVASLO SAC–WCEX EIRL,
firmado por el imputado Azaña Salinas –en su cláusula séptima se indicó la
entrega de la carta fianza cero cero cero guión cuatrocientos cincuenta y cinco
guión cero diez nueve quince por un equivalente al diez por ciento del monto
del contrato; este contrato, por lo demás, instituía tres garantías específicas que
debía presentar el ganador de la buena pro–.
12. El consorcio IMVASLO SAC–WCEX EIRL presentó tres cartas fianzas,
fechadas el uno de septiembre de dos mil quince, por concepto de fiel
cumplimiento del contrato, por concepto de adelanto directo y por concepto de
adelanto de materiales, respectivamente, emitidas por la Cooperativa de Ahorro
y Crédito Limitada Soluciones, que no tiene autorización de la
Superintendencia de Banca y Seguros.
13. El mismo consorcio con fecha dos de marzo de dos mil dieciséis (siete
meses después de suscribir el contrato) ofreció y presentó cambios en las cartas
fianzas de fiel cumplimiento y por adelanto de materiales números ciento
cuarenta cuatrocientos y ciento cuarenta trescientos noventa y nueve emitidas
por la entidad financiera TFC, pero eran falsificadas.
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14. El consorcio recibió de la Municipalidad un total de cuatro millones quince
mil ciento sesenta soles con cuarenta céntimos.
15. De igual manera, la publicación para la convocatoria para la supervisión de
la obra se realizó el veinticinco de agosto de dos mil quince. Ese mismo día se
produjo la aprobación de las bases administrativas por un valor referencial de
doscientos ochenta y seis mil soles, la presentación de propuestas y el
otorgamiento de la buena pro a la empresa Kampau Contratistas Generales
SAC, representada por el encausado Pérez Carranza. La carta de invitación
tiene fecha veinticuatro de agosto de dos mil quince. El encausado por
Resolución de Alcaldía de veinticinco de agosto aprobó las bases
administrativas para exoneración de la Adjudicación Directa Pública número
cero cero dos guión dos mil quince guión MDT.

CUARTO . Que, por otro lado, es de tener en cuenta lo siguiente: 
1. Según el Informe Técnico cero cero siete guión dos mil trece guión Región
Ancash-GRRNGMA/SGDC-PLD, de seis de marzo de dos mil trece, la
infraestructura del local de la Institución Educativa “Nuestra Señora del Pilar
de Ticapampa” ha cumplido su vida útil.
2. La declaración de emergencia del distrito se produjo por acuerdo unánime
del Concejo Municipal.
3. La exoneración del proceso de selección y licitación pública se decretó con
base a dos informes internos: el Técnico y el Legal, de diez y dieciocho de
agosto de dos mil quince, respectivamente. La Jefatura de Infraestructura,
Desarrollo Urbano y Rural de la Municipalidad había puesto en conocimiento
de la Municipalidad, con Informe de dieciocho de febrero de ese año, que las
lluvias habían ocasionado derrumbes y erosiones con consecuencias de
pérdidas y daños en la Institución Educativa antes referida. Previa a la
expedición de la Resolución de Alcaldía el Concejo Municipal, con fecha
dieciocho de agosto, hizo lo propio.
4. La aprobación de las bases administrativas se efectuó previa solicitud
fundamentada de la Jefa de Abastecimientos de la Municipalidad. El alcalde,
encausado Azaña Salinas, por oficio trescientos noventa y nueve guión dos mil
quince diagonal MDT diagonal A, de veintiuno de septiembre de dos mil
quince, pidió al Consorcio IMVASLO SAC–WCEX EIRL que formule un
informe detallado de la fundamentación y respaldo financiero de las cartas
fianza emitidas por la Cooperativa “Solución”, a lo que éste con fecha
veinticinco de septiembre de dos mil quince precisó que dichas cartas fianzas se
emitieron al amparo de una medida cautelar recaída en un expediente sobre
proceso de amparo. Cabe aclarar que la indicada medida cautelar se emitió el
nueve de septiembre de dos mil trece, pero fue revocada por la Sala Superior
veintiocho de mayo de dos mil catorce. El consorcio IMVASLO SAC–WCEX
EIRL no obstante con fecha dos de marzo de dos mil dieciséis aportó otras dos
cartas fianzas de reemplazo, empero la institución que las había emitido negó
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tal hecho (Informe de seis de mayo de dos mil dieciséis, que indicó que no las 
emitió ni tenía relación comercial con el consorcio). 
∞ Finalmente, es de tener en cuenta que el consorcio IMVASLO SAC–WCEX 
EIRL recibió de la Municipalidad Distrital de Ticapampa la suma de cuatro 
millones quince mil ciento sesenta soles con cuarenta céntimos. El Tribunal 
Superior, analizando las pruebas periciales y documentales, estimó que la obra 
se abandonó el veintiocho de marzo de dos mil dieciséis –la ejecución de la 
obra se inició el veintiocho de septiembre de dos mil quince– y que el avance 
aproximado de la misma –se quedó en trabajos de demolición parcial de la 
infraestructura antigua, según Informe Técnico de siete de octubre de dos mil 
quince– fue de un aproximado del veinticinco por ciento –con precisión, si se 
toma en cuenta, como en efecto se hizo, el informe del supervisor de obra: el 
veinticinco punto cuarenta y dos por ciento [fojas quinientos catorce y 
quinientos veinte]. 
 
QUINTO . Que la base probatoria de los hechos indiciantes determinados, desde 
luego, se encuentra en la prueba documental que ha permitido fijar la secuencia 
de los actos administrativos relevantes. Respecto de la prueba pericial, es de 
acotar que se citó el Informe Pericial Contable –elaborado por la Contadora 
Pública Colegiada Dula Florinda Cerrate Ramírez– y el Informe Pericial Civil 
cero cincuenta y cuatro guión dos mil quince guión MP diagonal DJAP punto I 
punto C diagonal VCCH –elaborado por el Ingeniero Civil Víctor Otto Cabello 
Chávez–, los que concluyeron: (i) que no se declaró la situación de emergencia 
y la exoneración del proceso de selección conforme al artículo 20 de la Ley de 
Contrataciones del Estado y su Reglamento, así como tampoco no se cumplió 
con las condiciones y requisitos de las garantías exigidas por el artículo 39 de 
dicha Ley; y, (ii) que no existió justificación técnica para la exoneración, y no 
se coordinó con el INDECI y otras autoridades para su determinación.  
∞ Es patente que un perito no puede determinar la ilicitud de un procedimiento 
administrativo determinado –ello le corresponde al juez–. Una de las funciones 
del perito –de las tres procesalmente reconocidas–, de ayuda al órgano 
jurisdiccional, estriba en extraer conclusiones sobre los hechos que solo se 
pueden concretar mediante sus conocimientos profesionales, según reglas 
científicas [ROXIN–SCHÜNEMANN: Obra citada, p. 347]. Es de recordar, 
entonces, que con la prueba pericial se busca conocer o valorar algún hecho, 
elemento, prueba o circunstancia relacionada con el objeto procesal, cuya 
revelación requiere de conocimientos científicos, técnicos o artísticos 
específicos, a través de un juicio de valor o explicación, que permitirá conocer 
o comprender mejor el objeto de prueba [CHAIA , RUBÉN A.: La prueba en el 
proceso penal, 3ra. Edición y 2da. Reimpresión, Editorial Hammurabi, Buenos 
Aires, 2020, p. 781]. 
∞ En el presente caso, el órgano judicial, más allá de lo que dijeron los peritos                    
–en tanto en cuanto debe controlar de manera autónoma el dictamen pericial 
siguiendo su fuerza de convicción–, estimó que, en efecto, se vulneró la 
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legislación sobre contrataciones del Estado por no darse los requisitos legales 
para la exoneración, primero, porque la condición de inhabitable del predio se 
produjo en febrero y julio de dos mil quince, de suerte que no podía invocarse 
en agosto –además, era una obra con un tiempo de ejecución de trescientos 
días–; segundo, porque se vulneró, por un lado, el artículo 20, literal b), de la 
Ley de Contrataciones del Estado y el artículo 134 del Reglamento, y, por otro 
lado, el artículo 39 de la Ley antes citada. 

SEXTO. Que los órganos jurisdiccionales de mérito, luego de identificar y dar 
por probados los hechos indiciantes o indicios correspondientes, afirmaron la 
ilicitud de los procedimientos de exoneración, por situación de urgencia; y, por 
ello, trazaron el enlace como pieza clave del razonamiento inferencial, para 
concluir que medió concertación con sus co-condenados para defraudar a la 
Municipalidad agraviada de la que el imputado era alcalde. 

SÉPTIMO . Que el punto analítico es, desde luego, establecer si se está ante una 
cadena de indicios sólida y suficiente que se relacione con los elementos 
objetivos y subjetivos del tipo delictivo de colusión simple (indicios plurales, 
acreditados probatoriamente, debidamente enlazados, graves y concordantes).  
∞ A estos efectos, ut supra, ya se definió el alcance del delito en mención, pero 
ahora es necesario hacer un análisis adicional en virtud del hecho de que la 
actuación del imputado se engarza en los marcos de un delito de infracción de

deber y que se cometió dentro de una estructura compleja, como es la 
Municipalidad agraviada –que se nutre de las reglas de jerarquía y de la 
división del trabajo–, por lo que como criterio de imputación debe enlazarse la 
necesaria existencia de un quebrantamiento de los deberes que le incumben 
dentro de esta estructura compleja en la que actuaron numerosos funcionarios y 
servidores públicos –varios fueron procesados pero, luego, todos fueron 
absueltos–. 
∞ Cuando se trata de las más altas posiciones en la escala jerárquica de la 
institución a estos funcionarios le corresponden la obligación de mantener 
libres de determinados riesgos el ámbito en que actúan. El alcalde, como 
máxima autoridad, según el artículo 20, incisos 23 y 25, de la Ley Orgánica de 
Municipalidades, celebra contratos administrativos y se encarga de supervisar o 
fiscalizar las obras que el concejo municipal entrega a privados. Sobre él recae 
una posición de garante para la salvaguarda de la legalidad, sin perjuicio de 
adoptar perspectivas que tengan en cuenta los fundamentos generales de la 
responsabilidad (por organización) y las estructuras de la imputación de ellos 
derivadas en el contexto de la interdicción de diversos sujetos con ámbitos de 
competencia diferenciados en un mismo marco de actuación. En esta lógica 
organizacional debe advertirse dos mecanismos: la delegación por competencias 
(en el plano vertical) y la especialización (en el plano horizontal); y, en este 
último supuesto –que se presenta en el caso de una Municipalidad, en tanto no 
consta que el alcalde imputado realizó, en el marco de sus funciones, una 
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delegación específica– se entiende que cada funcionario o gerente y jefe de área 
tiene asignada funciones específicas, donde el principio de confianza es más 
fuerte, y que se vería excluido cuando está en condiciones de advertir un 
comportamiento delictivo del delegante y se mantiene pasivo. 
 
OCTAVO . Que, en tal virtud, es en atención a estas exigencias normativas 
(elementos típicos y criterios de imputación en organizaciones complejas) que 
debe desarrollarse el razonamiento probatorio, más complejo cuanto que se 
trata del examen de la prueba por indicios.  
A. Es verdad que el alcalde imputado AZAÑA SALINAS suscribió el conjunto de 
actos administrativos relevantes en orden a la declaración de emergencia en el 
distrito y de exoneración respecto de la obra cuestionada, pero también es cierto 
que sus decisiones estuvieron precedidas de la intervención de funcionarios 
técnicos de la Municipalidad e, incluso, para estos dos actos principales, del 
Concejo Municipal (funcionarios políticos) –es decir, mediaron acuerdos 
municipales e informes técnicos y legales–. 
B. Asimismo, es patente que la buena pro no era una competencia del alcalde y, 
por ende, debe examinarse si ésta presentó algún vicio que puede erigirse en un 
indicio fuerte de colusión, y en qué medida el alcalde estuvo en condiciones de 
advertirlo y evitarlo –no se precisó si a otras empresas se le invitó a presentarse 
y ofrecer sus propuestas, así como las razones que determinaron la paralización 
de la obra (importante para la determinación, en su caso, de la responsabilidad 
civil ex danno)–.  
C. Igualmente, es de considerar que el primer examen de la validez de las cartas 
fianzas correspondía al área técnica de la Municipalidad, y que en autos consta 
que el Alcalde exigió al consorcio IMVASLO SAC–WCEX EIRL una 
explicación sobre las tres primeras cartas fianza que presentó, y no se analizó 
tanto la fecha del cuestionamiento y, además, la respuesta del consorcio, así 
como lo que determinó el cambio de cartas fianza por el consorcio –que a 
instancias de la Municipalidad se acreditó su falsedad–, de suerte que no se 
estableció motivadamente si estos pasos se erigen en contra-indicios o, por el 
contrario, en indicios graves de vinculación delictiva.  
D. En esta perspectiva la absolución de los cuadros políticos y técnicos de la 
Municipalidad –ya definitiva e inmodificable– presenta problemas para imputar 
cargos en exclusiva al alcalde, si es que no se explica que fue él quien impuso 
estas decisiones y cómo lo hizo –más aún si, aparte de la lógica de exoneración, 
no se mencionó la vulneración de los criterios de valoración de la oferta del 
consorcio–. 
 
NOVENO. Que, dado el concurso o pluralidad de indicios y, tal vez, de contra-
indicios, y frente a una ausencia de análisis acerca de los criterios de 
imputación objetiva y subjetiva, como los estipulados en el fundamento jurídico 
precedente, sin que, por tanto, la cadena de indicios pueda estimarse aun 
completa por falta de análisis de otros datos que fluyen de autos, es de 
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considerar que la motivación de la prueba indiciaria es tanto incompleta como 
insuficiente.  
∞ En efecto: 1. La primera (incompleta) porque precisamente era y es importante 
responder y ubicar si existen otros hechos indiciantes en función a los criterios 
de imputación ya expresados, respecto de los cuales nada se ha expuesto. 2. La 
segunda (insuficiente) porque el cuestionamiento a la conformidad con la 
legislación sobre contrataciones del Estado no solo no ha sido explicada con 
mayores aportes jurídicos, siempre necesarios, sino que tampoco se ha expuesto 
por qué esta ilicitud –como concluyeron los jueces de mérito– se erige en un 
indicio, que unido a los demás que se han ubicado, de cuya probanza no consta 
irregularidad alguna. 3. No se ha exteriorizado, en suma, con la solidez 
necesaria el enlace entre el indicio grave y preciso con la hipótesis a probar, 
tampoco la interrelación de los mismos ni la aplicación explícita de la regla de 
la experiencia utilizada. 
∞ Es evidente que una actuación en contradicción directa con la ley 
administrativa y financiera del Estado puede erigirse en un indicio que podría 
determinar una sentencia de condena, pero para ello deben cumplirse el 
conjunto de requisitos de la prueba indiciaria, a fin de explicar por 
qué esas efectivas ilicitudes de Derecho administrativo y financiero del Estado 
–explicadas racional y fundadamente–, por su entidad, causalidad,
consecuencias y contexto, son efectivamente indicios y forman una cadena de
ellos (es decir: indicios graves y precisos, así como concordantes –en el sentido
de convergentes y compatibles–) [IGARTUA SALAVERRÍA, JUAN: Cuestiones
sobre prueba penal y argumentación judicial, Ediciones Olejnik – Ara
Editores, Santiago, 2018, pp. 83-85].

DÉCIMO . Que, en conclusión, la sentencia de vista y, por extensión, la 
sentencia de primera instancia, respecto de la imputación objetiva y subjetiva 
del tipo delictivo de colusión y de los requisitos de la prueba indiciaria no 
cumplió con desarrollar una motivación debida, exenta de defectos 
constitucionales. La presunción de inocencia siempre requiera, como garantía 
adscrita y concurrente, la debida motivación, como reza el artículo II, numeral 
1, del Título Preliminar del Código Procesal Penal. Este defecto impide una 
apreciación de fondo e impone la necesidad de disponer que los jueces de 
mérito dicten una nueva sentencia, pronunciándose sobre los defectos jurídicos 
o infracciones normativas resaltados en esta sentencia casatoria, tanto desde el
Derecho material como del Derecho probaborio.

DECISIÓN 

Por estas razones: I. Declararon FUNDADO, parcialmente, el recurso de casación 
por inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material interpuesto por el 
encausado RAFAEL AZAÑA SALINAS contra la sentencia de vista de fojas 
quinientos treinta y ocho, de siete de enero de dos mil diecinueve, que 
confirmando en un extremo y revocando en otro la sentencia de primera 
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instancia de fojas trescientos veintinueve, de doce de setiembre de dos mil 
dieciocho, lo condenó como autor del delito de colusión simple en agravio del 
Estado – Municipalidad Distrital de Ticapampa a cinco años de pena privativa 
de libertad , doscientos días multa y cinco años de inhabilitación, así como al 
pago solidario de dos millones quinientos mil soles por concepto de reparación 
civil; con todo lo demás que al respecto contiene. II. CASARON  la sentencia 
de vista y ANULARON  la sentencia de primera instancia. En consecuencia: 
DISPUSIERON que otros jueces, tras el juicio oral respectivo, dicten                    
nueva sentencia, teniendo presente lo expuesto en esta sentencia casatoria.                                    
III. MANDARON  se remita la causa al Tribunal Superior para los fines de ley; 
y, de conformidad con el artículo 435 del Código Procesal Penal: 
ORDENARON se levanten las órdenes de captura dictadas contra el recurrente 
Rafael Azaña Salinas. IV. MANDARON  se lea esta sentencia en audiencia 
pública, se registre, se notifique y se publique en la página Web del Poder 
Judicial. HÁGASE saber a las partes procesales personadas en esta sede 
suprema. 
 

Ss.  
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
 
FIGUEROA NAVARRO  
 
 
CASTAÑEDA ESPINOZA   
 
 
SEQUEIROS VARGAS 

 
 
COAGUILA CHÁVEZ  
 
CSMC/AST 
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 CASACIÓN N.º 542-2017 
 LAMBAYEQUE 

Estructuras típicas reguladas en el artículo 384 del CP 
1. El artículo trescientos ochenta y cuatro del
Código Penal identifica dos modalidades 
delictivas diferentes, entre las cuales no hay una 
relación de tipo básico a tipo derivado 
calificado. Esto es, la aludida norma legal no 
criminaliza una forma simple y una agravada de 
colusión, sino dos delitos autónomos y 
operativamente diferentes. 
2. No es un requisito de la tipicidad ni de la
actividad probatoria la identificación
cuantificada y concreta de un perjuicio
económico determinado para la configuración y
realización de cualquiera de los dos delitos
tipificados en el artículo trescientos ochenta y
cuatro del Código Penal.

SENTENCIA CASATORIA 

Lima, tres de mayo de dos mil diecinueve 

VISTOS: los recursos de casación 

interpuestos por la defensa técnica de los procesados William Ronaldo 

Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón 

Quiroz y Raúl Armando Távara Monja contra la Sentencia de Apelación 

del dieciocho de abril de dos mil diecisiete, que confirmó la resolución 

número catorce del nueve de diciembre de dos mil dieciséis, que 

condenó a los tres primeros como coautores, y al último como cómplice 

primario del delito contra la Administración Pública-colusión desleal 

(previsto en el segundo párrafo, del artículo trescientos ochenta y 

cuatro, del Código Penal), en perjuicio de la Municipalidad Distrital de 

Pacora; a seis años de pena privativa de la libertad y fijó en doscientos 

mil soles el monto que por concepto de reparación civil deberá pagar 

en forma solidaria a favor de la entidad agraviada; e inhabilitación por 

el término de la pena privativa de la libertad para los coautores; de 
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conformidad con los incisos uno y dos, del artículo treinta y seis, del 

Código Penal, con lo demás que al respecto contiene. 

Intervino como ponente el juez supremo Prado Saldarriaga. 

CONSIDERANDO 

Primero. La Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de 

Lambayeque, culminada la investigación preparatoria, formuló el 

requerimiento acusatorio (foja uno) contra José Jaime Urbina Urbina 

(reservado), Rodolfo Alberto Sandoval Santamaría (reservado), William 

Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera y Gloria 

Deliasir Suyón Quiroz como coautores del delito contra la Administración 

Pública, en la modalidad de colusión desleal, y contra Raúl Armando 

Távara Monja y Juan Carlos Valle Gamarra como extraneus-partícipes 

del  mismo delito. 

El Ministerio Público, respecto a William Ronaldo Rodríguez Ventura, 

Omar Jorge Llontop Baldera y Gloria Deliasir Suyón Quiroz, les imputó 

que en su condición de miembros del Comité Especial elaboraron y 

aprobaron en un solo día las bases administrativas del proceso de 

licitación número cero cero dos-dos mil trece-MDP/CE, a pesar de que 

las especificaciones técnicas y los requerimientos técnicos mínimos para 

la adquisición de un camión volquete consignados en el perfil 

elaborado por Gloria Deliasir Suyón Quiroz estaban dirigidos a favorecer 

la compra de un camión volquete de la marca Mitsubishi, que 

comercializaba la empresa Interamericana Norte S. A. C. a un precio 

de cuatrocientos sesenta mil soles, con clara violación de las normas 

contenidas en el Reglamento del Decreto Legislativo número mil 

diecisiete-Ley de Contrataciones del Estado. Con relación a Raúl 

Armando Távara Monja se le acusó que como vendedor y jefe de línea 
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de la empresa Interamericana Norte S. A. C., coordinó directamente 

con José Jaime Urbina Urbina y Rodolfo Alberto Sandoval Santamaría el 

direccionamiento del proceso de licitación número cero cero dos-dos 

mil trece-MDP/CE para la compra de un camión volquete, con precios 

que no corresponden a los que obran en el sistema informático de 

dicha empresa. De esa manera concertada se consiguió que las 

características técnicas del vehículo camión volquete Fuso FV de 15 m3, 

marca Mitsubishi –que solo era comercializado por su representada– 

fueran consignadas en el perfil técnico (elaborado por Gloria Suyón 

Quiroz), incluyéndose así la marca y el precio de cuatrocientos sesenta 

mil soles, con lo que se hizo imposible que otras marcas pudieran 

competir y debido a lo cual fue el único postor que se presentó a dicho 

proceso de licitación. 

Segundo. Estos hechos fueron declarados probados por la sentencia de 

primera instancia del dieciocho de abril de dos mil diecisiete (foja 

ciento veinticinco) y se condenó a William Ronaldo Rodríguez Ventura, 

Omar Jorge Llontop Baldera y Gloria Deliasir Suyón Quiroz como 

coautores del delito contra la Administración Pública, en la modalidad 

de colusión desleal; asimismo, se condenó a Raúl Armando Távara 

Monja como extraneus-partícipe de dicho delito. En consecuencia, se 

les impuso seis años de pena privativa de la libertad con carácter de 

efectiva e inhabilitación para los coautores por el término de la 

condena; se fijó en doscientos mil soles el monto que por concepto de 

reparación deberán pagar, en forma solidaria, a favor de la entidad 

agraviada. Frente a esta decisión, la defensa técnica de los citados 

sentenciados interpuso el recurso de apelación correspondiente dentro 

del término de Ley. 
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Tercero. Concedidos y elevados los recursos de apelación, la Primera 

Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Lambayeque, por resolución del veintitrés de marzo de dos mil 

diecisiete (foja trescientos setenta), señaló fecha para la audiencia de 

apelación. Iniciada la misma (foja trescientos setenta y ocho) el director de 

debates informó que no se incorporaron medios probatorios en esa 

instancia. Posteriormente, clausurada la audiencia, el Tribunal de 

Apelación emitió la Sentencia de Apelación número veintisiete, del 

dieciocho de abril de dos mil diecisiete, en la que confirmó la de 

primera instancia. Contra dicha decisión de segunda instancia, la 

defensa técnica de los procesados William Ronaldo Rodríguez Ventura, 

Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón Quiroz y Raúl 

Armando Távara Monja interpuso recursos de casación (ver a fojas 

cuatrocientos quince, cuatrocientos cuarenta y ocho, cuatrocientos sesenta y nueve, 

y cuatrocientos ochenta y cinco).  

Cuarto. El Tribunal Superior, mediante resolución del cuatro de mayo de 

dos mil diecisiete, concedió los recursos de casación y dispuso elevar los 

autos a este Supremo Tribunal (ver resolución de foja quinientos veintinueve). 

Los cuales fueron elevados a esta Suprema Sala el quince de mayo de 

dos mil diecisiete. Cumplido el trámite pertinente de traslado a los 

sujetos procesales por diez días y vistos los recursos planteados, este 

Tribunal Supremo emitió la Ejecutoria Suprema de calificación de 

casación del veintinueve de enero de dos mil dieciocho (foja ciento 

ochenta y tres, del cuadernillo formado en esta Instancia Suprema), y declaró bien 

concedidos los recursos de casación interpuestos por la defensa 

técnica de los encausados William Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar 

Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón Quiroz y Raúl Armando 

Távara Monja, respecto a la propuesta del desarrollo de la doctrina 
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jurisprudencial sobre la delimitación de los alcances de la estructura 

típica del delito de colusión agravada, con arreglo a lo estipulado en el 

inciso tres, del artículo cuatrocientos veintinueve, del Código Procesal 

Penal. 

Quinto. Remitido el expediente a Secretaría y señalada la fecha para la 

audiencia de casación, esta se realizó con concurrencia de las partes 

procesales apersonadas en esta Instancia Suprema. Luego de 

clausurado el debate y deliberada la causa en secreto, se produjo la 

votación respectiva, donde se acordó pronunciar la correspondiente 

sentencia de casación en los términos que a continuación se detallan. 

Se programó para la audiencia de lectura de sentencia la fecha 

indicada.    

Sobre el ámbito de la casación admitida 

Sexto. En el presente caso, conforme se señaló en la Ejecutoria Suprema 

del veintinueve de enero de dos mil dieciocho, se declaró bien 

concedido el recurso de casación, para desarrollo jurisprudencial sobre 

la debida interpretación de los alcances típicos del artículo trescientos 

ochenta y cuatro del Código Penal, en referencia al denominado 

“delito de colusión agravada”. 

De los agravios invocados y expuestos 

Séptimo. Respecto al objeto de desarrollo jurisprudencial, los abogados 

de la defensa técnica de los encausados William Ronaldo Rodríguez 

Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón Quiroz y Raúl 

Armando Távara Monja, en sus recursos de casación excepcionales y 
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en sus informes sustentados en la audiencia, han expuesto y alegado los 

siguientes agravios y criterios hermenéuticos:  

a. Se ha efectuado una errónea interpretación de la ley penal,

porque para el delito previsto en el segundo párrafo, del artículo

trescientos ochenta y cuatro, del Código Penal, el término

defraudare debe entenderse como “un delito de lesión que

requiere la exigencia de un efectivo perjuicio patrimonial al

Estado”; esto es, un perjuicio real que supere la potencialidad

lesiva contenida en el primer párrafo, del artículo trescientos

ochenta y cuatro, del Código Penal.

b. Las figuras delictivas se diferencian por sus verbos rectores,

concertar (colusión simple) y defraudare (colusión agravada); en

el caso de la última se consuma solo cuando el agente público

perjudique o defraude de modo efectivo el patrimonio del

Estado, siempre y cuando se haya verificado la materialización

de una concertación previa.

c. En el caso concreto, no se ha determinado la existencia de un

perjuicio patrimonial porque no se ha demostrado de manera

incontrovertible el monto de sobrevaloración del precio del

vehículo adquirido por la Municipalidad de Pacora. Si aunado a

ello se advierte que el citado vehículo aún es utilizado por la

comuna; por lo tanto, no existiría delito de colusión agravada.

d. Los jueces de la Primera Sala Penal de Apelaciones de

Lambayeque, con absoluto desconocimiento de los criterios

básicos de la hermenéutica, han interpretado de forma errada

los alcances del segundo párrafo, del artículo trescientos ochenta

y cuatro, del Código Penal, al considerar como un delito de

peligro lo que en realidad es un delito de lesión; máxime si para

ello invocaron los alcances del Recurso de Nulidad N.° 1296-2007-
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Lima, la cual fue expedida cuando aún no se incorporaba al 

texto legal la modalidad de lesión del delito de colusión. 

e. El principio de legalidad exige la necesidad de verificación de un

perjuicio económico real al Estado, a fin de efectuar su debida

diferenciación con la figura básica (colusión desleal simple).

f. El agente solo cometerá el delito de colusión previsto en el

segundo párrafo, del artículo trescientos ochenta y cuatro, del

citado Código, en caso de haber faltado a sus deberes y

ocasionado un perjuicio al patrimonio del Estado; mientras que

solo incurrirá en una infracción administrativa si no llegó a

maximizar el valor del dinero de los contribuyentes en las

contrataciones del Estado. Ello en virtud a que los alcances de la

norma no buscan salvaguardar el cumplimiento de deberes

administrativos.

Sobre los criterios de desarrollo jurisprudencial asumidos 

Octavo. El delito de colusión ha sido construido históricamente siempre 

por el legislador nacional como un acto de negociación maliciosa que 

realiza el funcionario público cuando interactúa en representación de 

los intereses del Estado. Por tanto, lo antijurídico de dicha conducta 

funcional radica en que el agente defrauda la expectativa del Estado 

al concertarse ilícitamente con alguna de las partes intervinientes en el 

proceso de negociación. Al respecto, es pertinente precisar que el 

término defraudar semánticamente no es equivalente a “perjuicio”, 

“daño” o “menoscabo”. En efecto, dicho término, según el Diccionario 

de la Real Academia de la Lengua Española, corresponde únicamente 

a las siguientes acepciones: “Privar a alguien, con abuso de confianza 

o con infidelidad a las obligaciones propias, de lo que le toca por

derecho; frustrar, desvanecer la confianza o la esperanza que se pone 
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en alguien o algo; eludir o burlar el pago de los impuestos o 

contribuciones; turbar, quitar, entorpecer algo”.  

Noveno. De allí, pues, que tanto en el artículo doscientos del Código 

Penal de mil ochocientos sesenta y tres1 como el artículo trescientos 

cuarenta y cuatro del Código Penal de mil novecientos veinticuatro2, y 

en el texto original del artículo trescientos ochenta y cuatro del Código 

Penal de mil novecientos noventa y uno3, cuando se tipificó el delito de 

colusión se excluyó expresamente toda alusión a un perjuicio 

patrimonial material y concreto, que debiera generarse como 

consecuencia de la negociación encomendada al funcionario público 

agente del delito, prevaleciendo como objeto de tutela penal solo el 

interés de reprimir penalmente la deslealtad de aquel. De allí que a este 

delito se le denominó en la doctrina como colusión desleal. Por 

consiguiente, pues, el término usado en la descripción típica de 

“defraudare al Estado” o “defraudare patrimonialmente al Estado” 

nunca fue ni puede ser equivalente de perjuicio económico material y 

concreto. Es más, normativamente el legislador nacional, en más de 

una ocasión, ha utilizado en el Código Penal vigente el término 

1 El empleado público que en los contratos en que intervenga, por razón de su cargo 
o por comisión especial, defraudare al Estado, concertándose con los interesados en
los convenios, ajustes, liquidaciones o suministros, sufrirá reclusión en tercer grado.
2 El funcionario o empleado público que en los contratos en que interviniere, por razón
de su cargo o por comisión especial, defraudare al Estado, concertándose con los
interesados en los convenios, ajustes, liquidaciones o suministros, sufrirá prisión no
menor de seis años e inhabilitación especial conforme a los incisos uno y tres del
artículo veintisiete, por tiempo no mayor de tres años y multa de la renta de tres a
noventa días.
3 El funcionario o servidor público que, en los contratos, suministros, licitaciones,
concurso de precios, subastas o en cualquier otra operación semejante  en la que
intervenga por razón de su cargo o  comisión especial defrauda al Estado o a
empresas del Estado o sociedades de economía mixta u organismos sostenidos por el
Estado, concertándose con los interesados en los convenios, ajustes, liquidaciones o
suministros, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de
quince.
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perjuicio en su acepción gramatical de daño o menoscabo concreto o 

potencial, como se aprecia en el artículo ciento cuarenta y tres que 

sanciona el delito de alteración del estado civil; y lo mismo ocurre en el 

artículo ciento noventa y seis al tipificar el delito de estafa o en el 

artículo cuatrocientos veintisiete donde se describe el delito de 

falsedad documental. Es más, en el Código Penal anterior al actual 

existía paralelamente al delito de colusión y, por ende, distinto de este, 

una modalidad específica de fraude a la Administración Pública, en el 

inciso quinto, del artículo doscientos cuarenta y seis, que expresamente 

exigía: “Un fraude en perjuicio de alguna administración pública”, 

como lo precisó con claridad un connotado comentarista del Código 

Maúrtua, como Roy Freyre4. De allí que la exigencia de un perjuicio 

patrimonial material y verificado para la configuración de un delito de 

colusión no fue aceptada ni requerida por la más caracterizada 

doctrina nacional y jurisprudencia de aquella época. Es así que autores 

nacionales, al comentar la regulación histórica de la colusión desleal, 

como Peña Cabrera, interpretaron correctamente que lo esencial en 

este delito era solamente “utilizar cualquier medio para lograr el 

engaño [del Estado]” en la negociación concertada y desleal5. En 

consecuencia, pues, el término defraudare o defraudare 

patrimonialmente, que actualmente consigna el artículo trescientos 

ochenta y cuatro del Código Penal vigente, no ha perdido esa 

connotación semántica y normativa originaria. Por lo demás, estos 

aspectos histórico-hermenéuticos han sido obviados y no discutidos ni 

esclarecidos de modo consistente por los juristas nacionales que se han 

4 Cfr. Luis E. Roy Freyre. Derecho penal peruano. Parte especial. Tomo III. Delitos contra 

el patrimonio. Lima: Instituto Peruano de Ciencias Penales, 1983, pp. 226-228. 
5 Raúl Peña Cabrera. Tratado de derecho penal. Parte especial. Volumen IV. Lima: 
Editorial Sagitario, 1990, pp. 293-294. 
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ocupado actualmente del tema6. Por tanto, es pertinente asumir que 

tal terminología se refiere siempre al efecto de frustrar la expectativa 

del Estado en la leal, idónea, diligente y satisfactoria representación de 

los intereses del Estado en cualquier proceso de negociación con 

terceros y donde el funcionario público representa a aquel. Lo cual el 

funcionario público desleal ejecuta empleando simulación, engaño, 

abuso de confianza, falsedad instrumental, etc. Así, pues, se defrauda o 

frustra la expectativa estatal en un proceso de negociación de 

naturaleza patrimonial, donde el funcionario debe asegurar la mejor 

oferta, el mejor precio, la mejor calidad o la mejor garantía de los 

bienes y servicios que son objeto del interés estatal, cuando aquel, por 

ejemplo, interviene, admite o tolera un direccionamiento concertado 

para la adquisición sobrevalorada y desventajosa de un determinado 

bien o servicio que de ese modo ilícito excluye otras potenciales y 

mejores ofertas. Es decir, cuando con su proceder connivente el 

funcionario público impide que el Estado pueda acceder a 

condiciones menos onerosas, más ventajosas, idóneas o seguras. Por 

tanto, no constituye una exigencia típica o probatoria que tal accionar 

antijurídico del desleal funcionario público conlleve un perjuicio 

económico o patrimonial material, cuantificable o específicamente 

determinado. En definitiva, pues, se defrauda patrimonialmente al 

Estado al frustrarle del mejor resultado posible para sus intereses “en las 

contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o servicios, 

concesiones o cualquier operación”, como expresamente lo señala el 

párrafo segundo, del citado artículo trescientos ochenta y cuatro, del 

Código Penal.  

6 Cfr. Ramiro Salinas Siccha. Delitos contra la Administración Pública. Cuarta edición. 
Lima: Grijley, 2016, pp. 313-317. 
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Décimo. Resulta también oportuno desarrollar una explicación sobre la 

naturaleza de las conductas tipificadas en el artículo trescientos 

ochenta y cuatro, así como sobre su relación dogmático-sistemática. 

Ello es pertinente porque se suele identificar al supuesto regulado en el 

primer párrafo de dicha disposición legal como una “colusión simple” y 

al tipificado en el párrafo segundo como una “colusión agravada”. 

Clasificación que, por lo demás, pese a ser técnicamente incorrecta, 

suele ser aceptada sin reparos o confusamente por la generalidad de 

la doctrina nacional que ha analizado el artículo trescientos ochenta y 

cuatro del Código Penal7. Al respecto, es pertinente tener en cuenta, 

desde un inicio, que la reforma introducida por la Ley número 

veintinueve mil setecientos cincuenta y ocho, en julio de dos mil once, y 

que se mantiene vigente en la redacción actual del artículo trescientos 

ochenta y cuatro, configuró dos modalidades diferentes de colusión. 

Esto es, se regularon en dicho artículo dos tipos penales con 

características normativas y dogmáticas notoriamente distintas. 

Efectivamente, en el primer párrafo, el legislador alude a una 

concertación “para defraudar al Estado”. Es decir, se alude a una 

finalidad subjetiva o tendencia interna trascendente que orienta al 

futuro mediato o inmediato la conducta defraudatoria del funcionario 

público. De allí, pues, que solo se trate de una concertación 

preparatoria criminalizada autónomamente y que dogmáticamente 

podría operar también a modo de conspiración criminal. Por tanto, ella 

se configura con el mero acuerdo de voluntades que puede tener lugar 

desde las etapas iniciales de los procesos de negociación 

7 Cfr. Eliu Arisméndiz Amaya. Manual de delitos contra la Administración Pública. 

Cuestiones sustanciales y procesales. Lima: Instituto Pacífico,  2018, pp. 438-449; Jorge 
B. Hugo Álvarez-Betty S. Huarcaya Ramos. Delitos contra la Administración Pública.
Análisis dogmático, tratamiento jurisprudencial y acuerdos plenarios. Lima: Gaceta
Jurídica, 2018, pp. 169-175.
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(convocatoria, presentación de documentos o propuestas técnicas, 

etc.). Esto es, el funcionario y la parte se comprometen a una acción 

negociadora desleal, que se materializará con posterioridad a esa 

concertación primaria o acuerdo previo. Se ha regulado, pues, una 

conducta penal inédita en los antecedentes del delito de colusión en 

nuestra legislación penal, la cual fue sugerida por un proyecto que 

sustentó el Poder Judicial ante la Comisión de Justicia y Derechos 

Humanos del Congreso de la República. Por su parte, en el párrafo 

segundo del artículo trescientos ochenta y cuatro, el legislador 

nacional, a través de otra propuesta legislativa de la Comisión de 

Justicia y Derechos Humanos, acordó inicialmente mantener la misma 

estructura típica que ya tenía el delito de colusión en su texto original 

de mil novecientos noventa y uno, así como en su antecedente 

histórico del artículo trescientos cuarenta y cuatro del Código Penal de 

mil novecientos veinticuatro derogado, pero modificando ligeramente 

su texto con la inclusión del término “defraudare patrimonialmente al 

Estado”. En consecuencia, en esta modalidad de colusión se 

sancionaba, como ya había ocurrido históricamente desde los 

precedentes nacionales antes citados, la intervención desleal 

concertada, actual y concreta del funcionario en una negociación en 

proceso o ejecución.  

Decimoprimero. Ahora bien, tal como se registra en el Diario de los 

debates del Pleno del Congreso, las diferencias de posiciones que se 

manifestaron en torno a esas dos propuestas, se superaron, 

pragmáticamente, con una fórmula legal mixta y de consenso que 

incluyó ambas modalidades en el mismo artículo trescientos ochenta y 
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cuatro8. Sin embargo, de manera antitécnica se sumillaron los dos 

supuestos delictivos del reformado artículo trescientos ochenta y cuatro, 

como “colusión simple” y “colusión agravada”, respectivamente. Lo 

cual resultó ser totalmente inadecuado, ya que como se advierte en la 

propia redacción y descripción típica de los dos delitos tipificados en 

dicho dispositivo legal, no hay entre estas conductas criminalizadas una 

relación de tipo simple o básico con tipo derivado calificado, tal como 

por consenso se entiende desde la dogmática penal9. Sobre todo 

porque la primera conducta tipificada en el párrafo inicial de la 

mencionada norma penal, alude expresamente a un acto preparatorio 

criminalizado autónomamente y como un delito de tendencia interna 

trascendente (“concierta con los interesados para defraudar al Estado”). En 

cambio, en la segunda parte del referido artículo se regula también 

con precisión un delito de estructura comisiva (“mediante concertación con 

los interesados defraudare patrimonialmente al Estado”). No se da, pues, la 

simetría típica que debe existir entre un tipo penal simple y uno de tipo 

penal derivado agravado de aquel, tal como ocurre, por ejemplo, 

entre el homicidio simple (artículo ciento seis) y el homicidio calificado de 

asesinato (artículo ciento ocho), donde en ambos casos se regula y exige 

la realización de la misma conducta típica y antijurídica de “matar”. 

Técnicamente, entonces, no existe ni una “colusión simple” ni una 

“colusión agravada” en el artículo trescientos ochenta y cuatro del 

Código Penal vigente, sino dos delitos afines pero notoriamente distintos 

e independientes entre sí. En todo caso, la nomenclatura apropiada 

que debe usarse para designar a ambos hechos punibles sería para el 

8 Cfr. Congreso de la República. Diario de los debates. Sesión del miércoles, 6 de julio 
de 2011, pp. 5-58. 
9 Cfr. Víctor Roberto Prado Saldarriaga. Delitos y penas. Una aproximación a la parte 

especial. Lima: Ideas Solución Editorial, 2017, p. 20. 
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primer párrafo de dicha norma la de conspiración colusoria y para el 

segundo párrafo la de colusión desleal. 

Decimosegundo. En cuanto al caso sub judice, sobre la base de  los 

hechos atribuidos y declarados probados en las sentencias 

condenatorias cuestionadas, cabe destacar que se admitió que medió 

concertación en la modalidad de direccionamiento en el proceso de 

adquisición del volquete marca Mitsubishi, el cual finalmente se compró 

a la empresa de los extraneus implicados. Por consiguiente, se debe 

concluir que en las sentencias sometidas a evaluación se aplicaron 

debidamente los alcances hermenéuticos del artículo trescientos 

ochenta y cuatro, segundo párrafo, del Código Penal. Por tal razón, los 

recursos planteados y los agravios señalados como propuesta 

hermenéutica por los recurrentes no son estimables por esta Sala 

Suprema Penal. Sobre todo porque al haberse limitado con la 

concertación y negociación ilegal, las mayores ofertas a las que pudo 

acceder el organismo estatal para adquirir el vehículo que requería la 

entidad agraviada, se defraudó patrimonialmente al Estado.  

Decimotercero. En consecuencia, los jueces supremos que suscribimos 

consideramos que no se ha interpretado de forma errónea el tipo penal 

del delito colusión desleal previsto en el segundo párrafo del artículo 

trescientos ochenta y cuatro del Código Penal. Asimismo, el juez 

supremo Quintanilla Chacón expondrá los motivos por los que se acoge 

a los criterios de la presente propuesta en un voto que se anexará al 

final de la presente Ejecutoria. 
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DECISIÓN 

Por los fundamentos expuestos, declararon en minoría: 

I. INFUNDADOS los recursos de casación interpuestos por los procesados

William Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria 

Deliasir Suyón Quiroz y Raúl Armando Távara Monja contra la Sentencia 

de Vista del dieciocho de abril de dos mil diecisiete, que confirmó la de 

primera instancia de número catorce del nueve de diciembre de dos 

mil dieciséis, expedida por el Juzgado Penal Unipersonal de 

Lambayeque; que condenó a William Ronaldo Rodríguez Ventura, 

Omar Jorge Llontop Baldera y Gloria Deliasir Suyón Quiroz (como 

coautores); y a Raúl Armando Távara Monja (como cómplice primario) del 

delito contra la Administración Pública-colusión agravada, en perjuicio 

de la Municipalidad Distrital de Pacora, a seis años de pena privativa de 

la libertad; e impuso también pena de inhabilitación por el mismo 

término de duración de la pena privativa de la libertad para William 

Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera y Gloria 

Deliasir Suyón Quiroz, de conformidad con las incapacidades previstas 

en los incisos uno y dos, del artículo treinta y seis, del Código Penal. 

II. ORDENARON que cumplido el trámite de ley se devuelvan los autos

al órgano jurisdiccional de origen, y se archive el cuaderno de casación 

en esta Corte Suprema. 

S. S.  

PRADO SALDARRIAGA 

QUINTANILLA CHACÓN 

VPS/fata
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EL SECRETARIO DE LA SALA PENAL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA REPÚBLICA CERTIFICA QUE LOS FUNDAMENTOS DEL JUEZ 
SUPREMO QUINTANILLA CHACÓN SON LOS SIGUIENTES: 

Primero. Concuerdo con lo señalado por el juez supremo Víctor Prado 

Saldarriaga, magistrado ponente de la causa, en la propuesta de 

resolución (voto) que expuso al momento de la deliberación de la 

causa, entre ellos que: 

1.1. El artículo trescientos ochenta y cuatro del Código Penal identifica 

dos modalidades delictivas diferentes, entre las cuales no hay una 

relación de “tipo básico” a “tipo derivado calificado”. Esto es, dicha 

disposición10 legal no criminaliza una forma simple y una agravada de 

colusión, sino dos delitos autónomos y operativamente diferentes. 

1.2. No es un requisito de la tipicidad ni de la actividad probatoria la 

identificación cuantificada y concreta de un perjuicio económico 

determinado para la configuración y realización de cualquiera de los 

dos delitos tipificados en el artículo trescientos ochenta y cuatro del 

Código Penal. 

Segundo. Por ello, a través de la presente resolución, varío el criterio 

jurisprudencial expuesto en anteriores decisiones, donde haya señalado 

criterios distintos a los detallados en el voto del juez supremo ponente, 

en merito a los siguientes fundamentos: 

2.1. La Corte Suprema de Justicia de la República, como garante de 

derechos fundamentales, bienes y valores constitucionales, y última 

instancia de la jurisdicción ordinaria, tiene el deber de dotar de 

10 Llamo disposición a cada enunciado que forme parte de un documento normativo; es decir, a cada enunciado del 
discurso de las fuentes. Llamo norma a cada enunciación que constituya el sentido o significado atribuido (por alguien) 
a una disposición (o a un fragmento de disposición, o a una combinación de disposiciones, o a una combinación de 
fragmentos de disposiciones). En otros términos, se puede también expresar así: la disposición es (parte de) un texto 
aun por interpretar; la norma es (parte de) un texto interpretado [GUASTINI, Riccardo (2011). Disposición vs norma. En 
POZZOLO, Susanna y ESCUDERO, Rafael (editores). Disposición vs norma. Palestra Editores, p. 136]. Este criterio 
fue acogido por el Tribunal Constitucional, quien señaló que: “[…] en todo precepto legal se puede distinguir: a) El 
texto o enunciado, es decir, el conjunto de palabras que integran un determinado precepto legal (disposición); y, b) El 
contenido normativo, o sea el significado o sentido de ella (norma)” (Expedientes números 010-2002-AI/TC-LIMA, fj. 
34, y 00014-2009-PI/TC, fj. 20; entre otros pronunciamientos). 
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uniformidad y predictibilidad al sistema jurídico y, propiamente, a los 

pronunciamientos de todos los órganos jurisdiccionales11 del país, como 

medio de interdicción de la arbitrariedad. 

2.2. En cumplimiento de dichos deberes, al momento de establecer 

doctrina jurisprudencial sobre la delimitación de los alcances de la 

estructura típica de un delito (análisis específico de un dispositivo legal), 

se debe acudir a los criterios clásicos12 de la interpretación normativa, 

esto es, a los métodos literal, histórico, teleológico y sistemático; 

además, considero, es racional, admisible y necesario acudir a estos 

criterios cuando nos encontramos ante casos de ambigüedades 

semánticas13 (lo que ocurre en el presente caso). 

2.3. Con relación a estos métodos, Juan Antonio García Amado 

(2017)14, en criterio compartido por el magistrado que suscribe el 

presente voto, señaló: 

2.3.1. El argumento literal sirve para delimitar cuáles son las 

interpretaciones posibles de un término o expresión normativa, no para 

justificar la elección de una de ellas, si son varias. El argumento literal 

enmarca la interpretación, delimita el campo de juego de la 

11 Dado que es propio de la naturaleza del derecho, en una perspectiva lógico-argumentativa, la admisión de una 
pluralidad de significados provenientes de su interpretación, es imprescindible que exista un medio institucional 
encargado de concentrar el significado final en que aquel debe ser tomado en determinado contexto y de velar por su 
unidad. Y es precisamente esa la función que la Corte Suprema debe desempeñar: dar unidad al derecho mediante su 
adecuada interpretación a partir de la decisión de casos presentados ante ella [MITIDIERO, Daniel (2016). Dos 
modelos de cortes vértice-Cortes Superiores y Cortes Supremas. En TARUFFO, Michele, MARINONI, Luiz Guillherme 
y MITIDIERO, Daniel (coordinadores). La misión de los tribunales supremos. España: Marcial Pons. pp. 106-107]. 
12 La teoría tradicional de la interpretación persigue, por lo común, revelar la voluntad (objetiva) de la norma o la 
voluntad (subjetiva) del legislador mediante el análisis del texto, de su proceso de creación, de sus conexiones 
sistemáticas, de sus antecedentes; así como, finalmente, del sentido y la finalidad (la ratio o telos) de la norma 
[HESSE, Konrad (2012). Escritos de derecho constitucional. España: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 
Traducción de Pedro Cruz Villalón. Primera reimpresión, p. 59]. 
13 A menudo una palabra [o expresión lingüística] se usa con más de un significado o, lo que es lo mismo, no todas las 
palabras son usadas en todos los contextos para designar las mismas propiedades, con la misma connotación. Basta 
echar una ojeada a un diccionario para comprobar la verdad de la afirmación anterior. A este fenómeno se le llama 
ambigüedad [MORESO, José Juan y VILAJOSANA RUBIO, Josep M. (2004). Introducción a la teoría del derecho. 
Marcial Pons-Madrid, España, p. 152]. La ambigüedad semántica [por su parte] afecta a los términos. Hablamos de 
ambigüedad semántica cuando un mismo término es susceptible de asumir diferentes significados [RÓDENAS, 
Ángeles (2012). Los intersticios del derecho. España: Marcial Pons-Madrid, p. 28]. 
14 Cfr. GARCÍA AMADO, Juan Antonio (2017). Razonamiento jurídico y argumentación. Nociones introductorias. Zela 
Puno: Grupo Editorial, pp. 164 y ss. 
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interpretación, pero no resuelve la opción interpretativa, salvo si se trata 

de términos o expresiones con significado inequívoco o cuando el caso 

que se resuelve se inserta dentro del núcleo de significado de la norma 

o fuera de toda referencia posible de los términos y expresiones de la

norma. 

2.3.2. El argumento subjetivo o voluntarístico (conocido como método 

histórico) es el que toma como criterio o guía la voluntad del legislador, 

del autor de la norma. Este razonamiento se puede construir de la 

siguiente manera: una interpretación es preferible a otra porque es la 

que mejor se comprende con la voluntad del legislador, y el contenido 

de esa voluntad la inferimos a partir de diversos datos históricos: 

trabajos preparatorios de la norma, debates parlamentarios, noticias de 

la época, declaraciones de los responsables políticos de entonces, etc. 

2.3.3. El argumento teleológico justifica la elección de aquella 

interpretación, de las posibles, que provoque una aplicación de la 

norma interpretada en la que el fin de la norma se cumpla mejor o, en 

mayor medida, que en las otras interpretaciones posibles. 

2.3.4. Los argumentos interpretativos sistemáticos son de diverso tipo, 

pero tienen como denominador común que para interpretar una 

norma se toman en cuenta otras normas del mismo sistema normativo 

que están en el contexto de la interpretada. Lo que resulta dudoso si 

miramos aisladamente la norma que hemos de aplicar, adquiere mayor 

claridad si vemos dicha norma en el marco o en el conjunto de otras 

normas que regulan los mismos asuntos o que emplean los mismos 

términos o expresiones que en esta se interpretan. 

2.4. En el presente caso, el término “defraudar” o la expresión 

“defraudare patrimonialmente”, dentro del dispositivo legal previsto en 
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el artículo trescientos ochenta y cuatro del Código Penal (uno en el 

primer párrafo, otro en el segundo), son susceptibles de asumir 

diferentes significados o sentidos interpretativos, más aún frente a la 

nomenclatura utilizada para la designación de los hechos punibles que 

contempla dicho dispositivo legal. Justamente por ello se declararon 

bien concedidos los recursos de casación propuestos, a fin de 

desarrollar doctrina jurisprudencial y establecer la correcta 

interpretación de los alcances típicos de los delitos previstos en el 

artículo trescientos ochenta y cuatro del Código Penal, y para esto es 

necesario acudir a los criterios de interpretación descritos 

precedentemente, como métodos justificados, racionales y admisibles. 

2.5. Ahora bien, en el voto del magistrado ponente15 se acudió a dichos 

criterios interpretativos (según las definiciones citadas16), de forma 

amplia, clara y detallada, pues estableció –en los considerandos 

octavo y noveno– que: 

a) Con relación al argumento literal:

[…] el termino defraudar semánticamente no es equivalente a perjuicio, daño o
menoscabo. En efecto, dicho término, según el Diccionario de la Real Academia

de la Lengua Española, corresponde únicamente a las siguientes acepciones:
“Privar a alguien, con abuso de confianza o con infidelidad a las obligaciones

propias, de lo que le toca por derecho; frustrar, desvanecer la confianza o la
esperanza que se pone en alguien o algo; eludir o burlar el pago de los

impuestos o contribuciones; turbar, quitar, entorpecer algo”.

b) Respecto al argumento histórico:
Octavo. El delito de colusión históricamente ha sido construido siempre por el

legislador nacional como un acto de negociación maliciosa que realiza el
funcionario público cuando interactúa en representación de los intereses del

Estado […].

15 Quien es, además, un reconocido docente universitario, maestro de diversas generaciones de abogados y autor de 
más de medio centenar de publicaciones especializadas en Derecho Penal, entre libros y artículos; lo que es de 
público conocimiento de la comunidad jurídica nacional e internacional. 
16 También puede verse: RUBIO CORREA, Marcial (2015). El sistema jurídico. Introducción al derecho. Décima 
edición, aumentada. Quinta reimpresión. Pontificia Universidad Católica del Perú, pp. 237 y ss. RUBIO CORREA, 
Marcial (2018). Manual de razonamiento jurídico. Pensar, escribir y convencer: un método para abogados. Cuarta 
reimpresión. Pontificia Universidad Católica del Perú, pp. 80 y ss. ARCE ORTIZ, Elmer Guillermo (2015). Teoría del 
Derecho. Primera reimpresión. Pontificia Universidad Católica del Perú, pp. 184 y ss.  



                          

- 20 - 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL TRANSITORIA 
 CASACIÓN N.º 542-2017 
 LAMBAYEQUE 

Es así que autores nacionales, al comentar la regulación histórica de la colusión 

desleal, como Peña Cabrera, interpretaron correctamente que lo esencial en 
este delito era solamente “utilizar cualquier medio para lograr el engaño” del 

Estado en la negociación concertada y desleal […].  

Noveno. […] desde un inicio, la reforma introducida por la Ley número 
veintinueve mil setecientos cincuenta y ocho, en julio de dos mil once y que se 

mantiene vigente en la redacción actual del artículo trescientos ochenta y 
cuatro, configuró dos modalidades diferentes de colusión. Esto es, se regularon 

en dicho artículo dos tipos penales con características normativas y 
dogmáticas notoriamente distintas.  

Efectivamente, en el primer párrafo el legislador alude a una concertación 

“para defraudar al Estado”. Es decir, se alude a una finalidad subjetiva o 
tendencia interna trascendente que orienta hacia el futuro mediato o 

inmediato la conducta defraudatoria del funcionario público. De allí, pues, que 
solo se trate de una concertación preparatoria criminalizada autónomamente 

y que dogmáticamente opera únicamente a modo de conspiración criminal. 
Por tanto, ella se configura con el mero acuerdo de voluntades que se 

comprometen a una acción negociadora desleal, que tendrá lugar 
potencialmente y con posterioridad a esa concertación primaria o acuerdo 

previo. Se ha regulado, pues, una conducta penal inédita en los antecedentes 
del delito de colusión en nuestra legislación penal, la cual fue sugerida por un 

proyecto que sustentó el Poder Judicial ante la Comisión de Justicia y Derechos 
Humanos del Congreso de la República. 

Por su parte, en el párrafo segundo, del artículo trescientos ochenta y cuatro, el 
legislador nacional, a través de otra propuesta legislativa de la Comisión de 

Justicia y Derechos Humanos, acordó inicialmente mantener la misma 
estructura típica que ya tenía el delito de colusión en su texto original de mil 

novecientos noventa y uno; así como en su antecedente histórico del artículo 
trescientos cuarenta y cuatro del Código Penal derogado de mil novecientos 

veinticuatro, pero modificando ligeramente su texto con la inclusión del término 
“defraudare patrimonialmente al Estado”. En consecuencia, pues, en esta 

modalidad de colusión se sancionaba, como ya había ocurrido históricamente 
desde los precedentes nacionales antes citados, la intervención desleal 

concertada, actual y concreta del funcionario en una negociación en proceso 
o ejecución.

Ahora bien, tal como se registra en el Diario de los debates del Pleno del 

Congreso, las diferencias de posiciones que se manifestaron en torno a esas 
dos propuestas, se superaron, pragmáticamente, con una fórmula legal mixta y 

de consenso que incluyó ambas modalidades en el mismo artículo trescientos 
ochenta y cuatro (Cfr. Congreso de la República. Diario de los debates. Sesión 

del miércoles 6 de julio de 2011, pp. 5-58). 
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c) Sobre el argumento teleológico:

[…] lo antijurídico de dicha conducta funcional radica en que el agente
defrauda la expectativa del Estado al concertarse ilícitamente con alguna de

las partes intervinientes en el proceso de negociación. […] se defrauda o frustra
la expectativa estatal en un proceso de negociación de naturaleza patrimonial

(donde el funcionario debe asegurar la mejor oferta, el mejor precio, la mejor
calidad o la mejor garantía de los bienes y servicios que son objetos del interés

estatal) cuando aquel, por ejemplo, interviene, admite o tolera un
direccionamiento concertado para la adquisición sobrevalorada y

desventajosa de un determinado bien o servicio que de ese modo ilícito
excluye otras potenciales y mejores ofertas. Es decir, cuando con su proceder

connivente el funcionario público impide que el Estado pueda acceder a
condiciones menos onerosas, más ventajosas, idóneas o seguras.

d) En lo que atañe al argumento sistemático:

[…] normativamente el legislador nacional en más de una ocasión ha utilizado
en el Código Penal vigente el término perjuicio, en su acepción gramatical de

daño o menoscabo concreto o potencial, como se aprecia en el artículo
ciento cuarenta y tres, que sanciona el delito de alteración del estado civil; lo

mismo ocurre en el artículo ciento noventa y seis, al tipificar el delito de estafa,
o en el artículo cuatrocientos veintisiete, donde se describe el delito de

falsedad documental.

2.6. Incluso, se citaron normas históricas que permiten esclarecer la 

correcta (o mejor) interpretación de los alcances típicos de los delitos 

previstos en el artículo trescientos ochenta y cuatro del Código Penal: 

[…] tanto en el artículo doscientos del Código Penal de mil ochocientos sesenta 
y tres […] como en el artículo trescientos cuarenta y cuatro, del Código Penal de 

mil novecientos veinticuatro […], y en el texto original del artículo trescientos 
ochenta y cuatro del Código Penal de mil novecientos noventa y uno […] se 

excluyó expresamente toda alusión a un perjuicio patrimonial material y 
concreto que debiera generarse como consecuencia de la negociación 

encomendada al funcionario público agente del delito, prevaleciendo como 
objeto de tutela penal solo el interés de reprimir penalmente la deslealtad de 

aquel. De allí que a este delito acertadamente se le denominó en la doctrina 
colusión desleal […]. Es más, en el Código Penal anterior al actual existía 

paralelamente al delito de colusión y, por ende, distinto de este, una modalidad 
específica de fraude a la Administración Pública, en el inciso quinto del artículo 

doscientos cuarenta y seis, que expresamente exigía “un fraude en perjuicio de 
alguna administración pública” […]. De allí que la exigencia de un perjuicio 

patrimonial material y verificado para la configuración de un delito de colusión 
no fue aceptada ni requerida por la más caracterizada doctrina nacional y 

jurisprudencia de aquella época. 
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TERCERO. Lo ampliamente expuesto, reitero, pone de manifiesto las 

razones por las que varío el criterio jurisdiccional que expresé en 

anteriores pronunciamientos al presente. Además: 

3.1. Considero que con los criterios jurisprudenciales expuestos en el 

voto del doctor Prado Saldarriaga (detallados en los considerandos 

octavo, noveno y décimo del mismo), se dota de uniformidad y 

predictibilidad a la jurisprudencia nacional, y garantiza el derecho a la 

igualdad en la aplicación de la ley de los justiciables, dentro del marco 

de un estado constitucional y democrático de derecho. 

3.2. Estimo, también, que en caso exista algún voto en discordia de mis 

distinguidas colegas, se convoque al Pleno Casatorio de los Vocales de 

lo Penal de la Corte Suprema, en aplicación extensiva de lo dispuesto 

en el inciso cuatro, del artículo cuatrocientos treinta y tres, del Código 

Procesal Penal. 

CUARTO. Finalmente, debido a que –según también advirtió y expuso el 

magistrado ponente– incorrectamente se suele identificar al supuesto 

regulado en el primer párrafo, del artículo trescientos ochenta y cuatro, 

del Código Penal como una “colusión simple” y al tipificado en el 

segundo párrafo de dicho artículo como una “colusión agravada” (sin 

tener en cuenta que el citado dispositivo legal configura dos 

modalidades afines pero diferentes de colusión que podrían 

identificarse como “conspiración colusoria” y “colusión desleal”, 

respectivamente), se ponga en conocimiento de la decisión a emitirse 

a la Sala Plena de los Jueces Supremos Titulares, por intermedio de la 

Presidencia de este Tribunal, a efectos de que se adopten las medidas 

convenientes al caso. 

QUINTANILLA CHACÓN 
QC/njaj    
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EL VOTO DISCORDANTE DE LAS JUEZAS SUPREMAS BARRIOS ALVARADO, CASTAÑEDA 
OTSU Y PACHECO HUANCAS, ES COMO SIGUE: 

COLUSIÓN AGRAVADA 

Sumilla. “El elemento normativo “para defraudar al 
Estado” (denominado modalidad simple) y 
“defraudare patrimonialmente al Estado” 

(denominado modalidad agravada) no está 
vinculado solamente al quebrantamiento o 
infracción de la confianza depositada al 
funcionario o servidor público por razón del cargo 
sino también a la idoneidad o proximidad real de 
perjudicar los intereses del patrimonio estatal 
(colusión simple) o en su caso lesionar 
efectivamente el patrimonio del Estado (colusión 
agravada). En la segunda modalidad, se regula un 
“delito de resultado”, lo que implica que para su 
consumación se requiere acreditar una lesión 
efectiva del patrimonio del Estado”. 

Lima, tres de mayo de dos mil diecinueve 

VISTO: el recurso de casación excepcional 

interpuesto por los sentenciados WILLIAM RONALDO RODRÍGUEZ VENTURA, OMAR

JORGE LLONTOP BALDERA, GLORIA DELIASIR SUYÓN QUIROZ y RAÚL ARMANDO TÁVARA

MONJA, contra la sentencia de vista del dieciocho de abril de dos mil 

diecisiete (foja 389) que confirmó la de primera instancia del nueve de 

diciembre de dos mil dieciséis (foja 128), expedida por el Juzgado Penal 

Unipersonal de Lambayeque, que los condenó, a los tres primeros como 

coautores, y al cuarto como cómplice primario, del delito contra la 

administración pública, en la modalidad de colusión agravada, en 

perjuicio de la Municipalidad Distrital de Pacora, y les impuso seis años 
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de pena privativa de la libertad; e inhabilitación, a los autores 

consistente en la privación del cargo que ejercían en la Municipalidad 

Distrital de Pacora e impedimento para obtener mandato, cargo, 

empleo o comisión de carácter público por el mismo tiempo de la 

condena; y fijó en doscientos mil soles el monto por concepto de 

reparación civil.  

ITINERARIO DEL PROCESO 

Primero. Por disposición de formalización y continuación de la 

Investigación Preparatoria, fueron procesados penalmente William 

Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir 

Suyón Quiroz, Raúl Armando Távara Monja y Juan Carlos Valle Gamarra, 

por el delito contra la administración pública, en la modalidad de 

colusión, previsto en el segundo párrafo, artículo 384, del Código Penal 

(CP), en perjuicio del Estado. 

Segundo. El fiscal provincial, por requerimiento del quince de marzo de 

dos mil dieciséis (foja 1), formuló acusación sustancial en los mismos 

términos que la citada disposición. Luego de la audiencia preliminar de 

control de acusación y el auto de enjuiciamiento, el Juzgado Penal 

Unipersonal dictó el auto de citación a juicio oral, del seis de octubre de 

dos mil dieciséis (foja 79). 

Tercero. Concluido el juicio (fojas 84 y siguientes), el Juzgado Penal 

Unipersonal dictó la sentencia del nueve de diciembre de dos mil 

dieciséis (foja 128), que condenó a William Ronaldo Rodríguez Ventura, 

Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón Quiroz, como autores, 

y a Raúl Armando Távara Monja, como cómplice primario, del delito de 

colusión agravada, en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Pacora, 
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y les impuso seis años de pena privativa de la libertad; e inhabilitación a 

los citados autores, consistente en la privación del cargo que ejercían 

en la referida municipalidad  impedimento para obtener mandato, 

cargo, empleo o comisión de carácter público por el mismo tiempo de 

la condena; y fijó en doscientos mil soles el monto por concepto de 

reparación civil. Asimismo, absolvió a Juan Carlos Valle Gamarra de la 

acusación fiscal como cómplice primario del citado delito y en perjuicio 

de la mencionada municipalidad. 

Cuarto. Contra la sentencia los condenados Suyón Quiroz, Rodríguez 

Ventura, Távara Monja y Llontop Baldera, interpusieron recurso de 

apelación (fojas 227, 243, 259 y 270), que fueron concedidos por el Juzgado 

Penal Unipersonal.  

 Quinto. La Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Justicia de Lambayeque, culminada la fase de traslado de 

impugnación, conforme con el auto del veintitrés de marzo de dos mil 

diecisiete (foja 370),  realizó la audiencia de apelación  (foja 378), y  emitió 

la sentencia del dieciocho de abril de dos mil diecisiete (foja 389), que 

confirmó la de primera instancia. Los sentenciados interpusieron recurso 

de casación. 

Sexto. Los sentenciados Llontop Baldera, Rodríguez Ventura, Suyón 

Quiroz y Távara Monja, interpusieron recurso de casación (fojas 415, 448, 

469, y 485, respectivamente). Los que fueron concedidos y mediante  auto 

del cuatro de mayo de dos mil diecisiete (foja 529), se elevó a este 

Supremo Tribunal. 
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Sétimo. Cumplido el trámite de traslado a las partes, este Supremo 

Tribunal por ejecutoria del veintinueve de enero de dos mil dieciocho 

(foja 183 del cuadernillo de casación), declaró bien concedidos los recursos 

de casación para el desarrollo de doctrina jurisprudencial sobre el 

delito de colusión agravada, regulados en el segundo párrafo, artículo 

384, del CP, por la causal prevista en el inciso 3, artículo 429, del Código 

Procesal Penal, que corresponde a la indebida aplicación o errónea 

interpretación de la ley penal. 

Se declaró inadmisible por las causales previstas en los incisos 1 y 4, del 

citado artículo, del Código Adjetivo. 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL SUPREMO 

MARCO INCRIMINATORIO Y CALIFICACIÓN JURÍDICA 

Octavo. Según los cargos objeto de investigación y acusación, se imputó lo 

siguiente: 

Gloria Deliasir Suyón Quiroz, jefa de la Unidad Formuladora de Proyectos, 

elaboró el perfil del SNIP N.° 256408 de la obra “Mejoramiento de la 

capacidad operativa del servicio de mantenimiento de caminos vecinales y 

ejecución de obras en la Municipalidad Distrital de Pacora-Lambayeque”. En 

su resumen ejecutivo dolosamente señaló la necesidad de adquirir un 

volquete de marca Mitsubishi, cuyas características que describió 

direccionaron a comprar dicha marca. Las características técnicas son las 

mismas que la empresa Interamericana Norte S. A. C. (en adelante empresa 

Interamericana) presentó en su proforma e incluso el precio; pese a la 

prohibición regulada en el artículo 11 del Reglamento del Decreto Legislativo 

N.° 1017 –Ley de Contrataciones del Estado–. De esta manera se estableció la 



                          

- 27 - 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL TRANSITORIA 
 CASACIÓN N.º 542-2017 
 LAMBAYEQUE 

coordinación entre sus coprocesados para cumplir con la finalidad de 

direccionar el procedimiento de licitación.  

William Ronaldo Rodríguez Ventura, jefe del DIDUR de la Municipalidad de 

Pacora y miembro del Comité Especial del Proceso de Licitación N.° 002-2013-

MDP/CE, quien a sabiendas que las especificaciones técnicas y los 

requerimientos técnicos mínimos para la adquisición del camión volquete 

consignado en el perfil elaborado por su coprocesada Suyón Quiroz, estaban 

direccionados para favorecer a la empresa Interamericana, a un precio 

sobrevalorado, en clara violación del artículo 11 del Reglamento de la Ley de 

Contrataciones del Estado elaboró en un solo día las bases administrativas, y 

se interesó con sus demás coprocesados, miembros del Comité en su 

aprobación.  

Omar Jorge Llontop Baldera, jefe del Área de Abastecimiento de la 

Municipalidad de Pacora y miembro del citado Comité Especial, quien a 

sabiendas de que las especificaciones técnicas y los requerimientos técnicos 

mínimos para la adquisición del camión volquete consignados en el perfil 

elaborado por su coprocesada Suyón Quiroz, estaban direccionados para 

favorecer a la empresa Interamericana, elaboró en un solo día las bases 

administrativas de dicha licitación, y se interesó con sus demás coprocesados 

miembros del comité en su aprobación.  

Raúl Armando Távara Monja, vendedor y jefe de línea de la empresa 

Interamericana, coordinó directamente con José Jaime Urbina Urbina y 

Rodolfo Alberto Sandoval Santamaría. Se le atribuye el direccionamiento del 

Proceso de Licitación N.° 002-2013-MDP/CE a fin de comprar un camión 

volquete para la entidad edil a través del asesoramiento a la misma. También 

haber facilitado proformas de las empresas Interamericana y Olano Motors S. 
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A. C. de vehículos pesados a la municipalidad para que sean tomados en

cuenta en la elaboración del perfil técnico con precios sobrevalorados y que 

no corresponden a las que obran en el sistema informático de dicha empresa, 

sobre todo de Olano Motors S. A. C., lo que permitió que las características 

técnicas del vehículo camión volquete fuso FV de 15 m3 marca Mitsubishi, que 

solo comercializaba la empresa Interamericana, fueran transcritas en el perfil 

técnico con la marca y el precio sobrevalorado de S/ 460 000,00 

(cuatrocientos sesenta mil soles). Asimismo, realizó todo el trámite 

administrativo para su empresa, en el antes mencionado proceso de 

licitación, incluyendo el día del otorgamiento de la buena pro. 

La conducta se tipificó como delito contra la administración pública-

colusión desleal, previsto en el segundo párrafo, del artículo 384, del CP. 

DEL ÁMBITO DE LA CASACIÓN 

Noveno. Conforme se estableció en la ejecutoria suprema del 

veintinueve de enero de dos mil dieciocho, el ámbito de la casación se 

circunscribe al desarrollo de la doctrina jurisprudencial sobre la debida 

interpretación de los alcances típicos del artículo 384 del CP, en 

referencia al denominado delito de “colusión agravada”. 

SOBRE EL DELITO DE COLUSIÓN 

Décimo. Al respecto, el artículo 384 del CP, ha sido objeto de diversas 

modificaciones. La primera modificación se efectuó en 1996, mediante 

Ley N.° 26713, publicada el veintisiete de diciembre de mil novecientos 

noventa y seis, que establecía: 

“Artículo 384. El funcionario o servidor público que, en los contratos, suministros, 

licitaciones, concurso de precios, subastas o cualquier otra operación 

semejante en la que intervenga por razón de su cargo o comisión especial 

defrauda al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, 
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concertándose con los interesados en los convenios, ajustes, liquidaciones o 

suministros será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni 

mayor de quince años.” 

Durante la vigencia de la citada ley, la jurisprudencia se orientó a 

establecer la necesidad de un perjuicio patrimonial, ya sea 

potencial o real para la administración (R. N. N.° 1480-2003-Arequipa, 

del veintidós de julio de dos mil cuatro, fj. 3, R. N. N.° 79-2003-Madre de 

Dios, del quince de febrero de dos mil cinco, fj. 6).  

Decimoprimero. El legislador, el diez de junio de dos mil once, mediante la Ley 

N.° 29703, con el objeto de llegar a un consenso interpretativo y zanjar la 

discordancia dogmática-jurisprudencial, incorpora al artículo 384 del CP el 

término “patrimonialmente”, conforme con el siguiente texto: 

Artículo 384. Colusión. El funcionario o servidor público que, interviniendo por 

razón de su cargo o comisión especial en cualquiera de las contrataciones o 

negocios públicos mediante concertación ilegal con los interesados, 

defraudare patrimonialmente al Estado o entidad u organismo del Estado, 

según ley, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni 

mayor de quince años […]. 

La citada ley fue objeto de diversas críticas y cuestionada a través de la 

demanda de inconstitucionalidad interpuesta por el fiscal de la Nación, quien 

reprochó el extremo de la referencia expresa a que la defraudación deba 

tener carácter patrimonial. 

Decimosegundo. El Tribunal Constitucional, mediante la STC N.° 00017-2011-

PI/TC, del tres de mayo de dos mil doce, y publicada el siete de junio del 

mismo año, la declaró inconstitucional.  
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Es de precisar que cuando el Tribunal Constitucional expidió la citada 

sentencia, el Congreso ya había derogado la Ley N.° 29703, y un mes después 

emitió la Ley N.° 29758 –publicada el veintiuno de julio de dos mil once–, la 

que tipifica las modalidades del delito de colusión en simple y agravada, en 

los términos siguientes:  

El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o indirectamente, 

por razón de su cargo, en cualquier etapa de las modalidades de adquisición 

o contratación pública de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier

operación a cargo del Estado concerta con los interesados para defraudar al 

Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años. 

El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o indirectamente, 

por razón de su cargo, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o 

servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado mediante 

concertación con los interesados, defraudare patrimonialmente al Estado o 

entidad u organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de seis ni mayor de quince años (énfasis nuestro). 

Decimotercero. Cuando se pronuncia el Tribunal Constitucional por la 

inconstitucionalidad de la ley, señala:  

29. Al respecto, este Tribunal advierte que la redacción de la disposición

cuestionada a través de la introducción del término “patrimonialmente” puede 

direccionar la interpretación de la norma penal hacia supuestos en los que lo 

que en puridad lo que se ve perjudicado es el patrimonio del Estado y no los 

principios constitucionales que rigen la contratación pública. Ello a su vez sería 

contrario a lo dispuesto en el artículo 3 de la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción, según el cual para “Para la aplicación de la 
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presente Convención, a menos que contenga una disposición en contrario no 

será necesario que los delitos enunciados en ella produzcan daño o perjuicio 

patrimonial al Estado” (énfasis nuestro). 

Decimocuarto. Es por ello que en el fundamento 30 dispuso que debe quedar 

nula y sin efecto la referida disposición en cuanto menciona el término 

“patrimonialmente”, a fin de orientar la interpretación de la disposición 

evitando vaciar de contenido los fines constitucionales que son de protección 

al sancionar actos contra los deberes funcionales en el ámbito de la 

contratación pública.  

Sin embargo, también precisó que el control constitucional efectuado 

constituye un caso atípico, ya que emitió sentencia el tres de mayo de dos mil 

doce, y en ese lapso se produjo la derogatoria de la Ley N.° 29703 y se emitió 

una nueva, la Ley N.° 29758. 

Y es que en efecto, la ley cuestionada tuvo una vigencia muy breve   –fue 

publicada el diez de junio de dos mil once– pero de inmediato fue 

reemplazada por una nueva ley, esto es, por la Ley N.° 29758, del veintiuno de 

julio del mismo año, que eliminó el vocablo “patrimonialmente” del primer 

párrafo del artículo 384 y lo incluyó en el segundo párrafo. Sobre esta nueva 

opción legislativa, respecto de la cual el Tribunal Constitucional tenía facultad 

para emitir pronunciamiento, favorable o no, en atención a que el término 

“patrimonialmente” fue el objeto de la controversia no lo hizo. Por el contrario, 

concluyó: “De manera tal que la decisión de este Colegiado contenida en la 

presente sentencia está confirmando una decisión ya adoptada por el 

legislador” (énfasis nuestro). 
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Decimoquinto. Esta Ley N.° 29758 sigue vigente, debido a que las dos 

modificaciones posteriores no han sustituido los términos “para defraudar al 

Estado” y “defraudare patrimonialmente”. La Ley           N.° 3011117, introduce la 

pena de multa a las dos modalidades del delito de colusión, mientras que el 

Decreto Legislativo N.° 124318, establece la pena de inhabilitación a ambas 

modalidades, conforme con los incisos 1, 2 y 8, del artículo 36, del CP.  

Decimosexto. Debido a lo anotado, consideramos que con la nueva 

regulación, el delito de colusión, ya sea en el primer o segundo párrafo, sigue 

siendo un delito “especial propio” y de “infracción del deber”19. 

En cuanto al bien jurídico protegido, no solo subyace en la tutela penal de la 

confianza depositada al funcionario o servidor público por razón del cargo, los 

principios constitucionales y los deberes funcionales especiales positivos y/o de 

incumbencia institucional que rigen la contratación pública o negocio de 

bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del 

Estado (razonabilidad, imparcialidad, publicidad, eficiencia, transparencia, 

objetividad, trato justo e rectitud, igualitario, etc.), sino también en la no 

17 Ley que incorpora la pena de multa en los delitos cometidos por funcionarios públicos, 
publicada el veintiséis de noviembre de dos mil trece. 

18 Publicado el 22 de octubre de 2016. Decreto legislativo que modifica el Código Penal y el 
Código de Ejecución Penal a fin de establecer y ampliar el plazo de duración de la pena de 
inhabilitación principal, e incorporar la inhabilitación perpetua para los delitos cometidos contra 
la administración pública, y crea el registro único de condenados inhabilitados 

19 Los roles o deberes funcionales se encuentran previstos no al interior del Código Penal o Ley 
Penal Especial, sino en normas extrapenales genéricas o especificas; por ejemplo: la 
Constitución Política, leyes, reglamentos, estatutos, manuales de organización, directivas, entre 
otros. Y el concepto penal de deberes o funciones se construye a partir del tipo penal 
remitiéndose a dichas normas, ya que tiene la finalidad de delimitar los parámetros de las 
funciones públicas y administrativas; y por lo tanto de la consecuente responsabilidad penal, 
civil o disciplinaria. 



                          

- 33 - 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL TRANSITORIA 
 CASACIÓN N.º 542-2017 
 LAMBAYEQUE 

defraudación al Estado durante el proceso de contratación o negocio 

público (para defraudar al Estado o defraudare patrimonialmente al Estado).  

Decimosétimo. El elemento normativo “concertación”, se encuentra prescrito 

en las dos modalidades. Se trata del acuerdo colusorio entre los funcionarios y 

los interesados que deriva de la existencia de “pactos ilícitos, componendas o 

arreglos”, “acuerdo clandestino entre dos o más partes para lograr un fin 

ilícito” o “acuerdo subrepticio”, y también de factores objetivos, como una 

inadecuada contratación pública o simulación de la misma, esto es, dando 

una apariencia en el cumplimiento de los requisitos legales u omitiéndolos, 

constituyendo una fuente generadora de riesgos prohibidos. 

Decimoctavo. El elemento normativo “para defraudar al Estado” denominada 

(modalidad simple) y “defraudare patrimonialmente al Estado” denominada 

(modalidad agravada) no está vinculado solamente al quebrantamiento o 

infracción de la confianza depositada al funcionario o servidor público por 

razón del cargo, los principios constitucionales y los deberes funcionales 

especiales positivos previstos en los artículos 76 y 39 de la Constitución20 y leyes 

extrapenales aplicables en el tiempo o contexto a la contratación pública o 

negocio estatal, sino también a la idoneidad o proximidad real de perjudicar 

los intereses del patrimonio estatal (colusión simple) o en su caso lesionar 

efectivamente el patrimonio del Estado (colusión agravada). 

20 El artículo 76 dispone: “Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos 
recursos públicos se ejecutan obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como 
también la adquisición o la enajenación de bienes. La contratación de servicios y proyectos 
cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público. La 
ley establece el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades”. Mientras 
que el artículo 39, prescribe: “Todos los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio de 
la Nación […]”. Ambos dispositivos han sido interpretados por el Tribunal Constitucional, en la 
STC 020-2003-AI, del diecisiete de mayo de dos mil cuatro, fjcos. 12 y 16; y la STC 00017-2011-
PI/TC, del 03 de mayo de dos mil doce, fjcos. 8, 20 y 26. 
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Decimonoveno. Por tanto, en la segunda modalidad, que se denomina 

colusión agravada, se sanciona al funcionario o servidor público cuando 

realiza la concertación con los interesados y defrauda patrimonialmente al 

Estado, esto es, regula un “delito de resultado”, lo que implica que para su 

consumación se requiere se acredite una lesión efectiva del patrimonio del 

Estado. 

Vigésimo. Esta posición, luego de la modificatoria es aceptada por este 

Supremo Tribunal, conforme es de verse de la Casación N.° 661-2016-PIURA, de 

la Sala Penal Permanente del once de julio de dos mil diecisiete, cuyo 

fundamento decimoquinto establece:  

Así, la colusión simple se consuma con la sola concertación, sin necesidad que 

la administración pública sufra perjuicio patrimonial ni que se verifique la 

obtención de ventaja del funcionario, pues el peligro de afectación al 

patrimonio estatal es potencial, siendo suficiente que la conducta colusoria 

tenga como propósito defraudar. Mientras que para configurarse la colusión 

agravada es necesario que mediante concertación con los interesados, se 

defraude patrimonialmente al Estado, esto es, causando perjuicio real o 

efectivo al patrimonio estatal. 

Posteriormente, en el R. N. N.° 2648-2016/EL SANTA, de la Primera Sala Penal 

Transitoria, del veinticinco de agosto de dos mil diecisiete, ante un hecho 

perpetrado el dos mil nueve, cuando estaba vigente el artículo 384 del CP, 

según la Ley N.° 26713, se sostuvo:  

El primer párrafo, del nuevo artículo 384, del Código Penal castiga la colusión –

concertar para defraudar patrimonialmente al Estado– con pena privativa de 

libertad no menor de tres ni mayor de seis años y con ciento ochenta a 

trescientos sesenta y cinco días multa (pena última no contemplada en la ley 

anterior). El segundo párrafo, del nuevo artículo 384, del Código Penal, lo hace 

cuando genere defraudación patrimonial al Estado –defraudar patrimonial al 

Estado mediante concertación–, con pena privativa de libertad no menor de 
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seis ni mayor de quince años y con trescientos sesenta y cinco a setecientos 

treinta días-multa. 

Como quiera que, en el presente caso, la colusión cometida generó efectiva 

defraudación patrimonial al Estado –lo que ni siquiera exigía el anterior texto 

legal, pero sí el nuevo en su segundo párrafo–, es de aplicación el tipo legal 

primeramente invocado (énfasis nuestro). 

Posición asumida por los órganos jurisdiccionales a nivel nacional21. 

ANÁLISIS DEL CASO 

Vigesimoprimero. Conforme con lo expuesto y con relación a lo 

establecido sobre la estructura típica del delito de colusión en sus dos 

modalidades, simple y agravada, previstos en el primer y segundo 

párrafo, respectivamente, del artículo 384, del CP corresponde analizar 

este caso. 

Vigesimosegundo. El Juzgado Penal Unipersonal declaró probado que 

los sentenciados Rodríguez Ventura y Llontop Baldera, miembros del 

Comité Especial, y Gloria Deliasir Suyón Quiroz, jefa de la Unidad 

21 Por ejemplo, la Sala Penal de Apelaciones del Subsistema Anticorrupción de Lima, en el auto 
de vista del 18 de noviembre de 2013, emitido en el Expediente N.° 52-2012-7, en el cual en 
relación con el segundo párrafo, del artículo 384, del CP, en una interpretación de los hechos 
anteriores en relación con la Ley N.° 29758, concluyó lo siguiente: “El elemento normativo “para 
defraudar al Estado” (Colusión simple) y “defraudare patrimonialmente al Estado” (Colusión 
agravada) no está vinculado solamente al quebrantamiento o infracción de la confianza 
depositada al funcionario o servidor público por razón del cargo, los principios constitucionales y 
los deberes funcionales especiales positivos previstos en los artículos 76 y 39 de la Constitución y 
leyes extrapenales aplicables en el tiempo o contexto a la contratación pública o negocio 
estatal, sino también a la idoneidad o proximidad real de perjudicar los intereses del patrimonio 
estatal (colusión simple) o en su caso lesionar efectivamente el patrimonio del Estado (colusión 
agravada)”. 
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Formuladora, de la Municipalidad Distrital de Pacora, se concertaron 

con Távara Monja, en el Proceso de Licitación N.° 002-2013-MDP/CC 

para la adquisición de un volquete de carga pesada, llevado a cabo 

por la citada municipalidad, a efecto que la empresa Interamericana 

sea la ganadora de la buena pro. Y que con dicha conducta 

generaron un perjuicio patrimonial a la citada municipalidad, porque si 

bien no hubo sobrevaloración, se le privó de la mejor posibilidad de 

contar con otras ofertas que hayan podido cubrir de mejor forma sus 

necesidades. 

Por su parte, la Sala Penal de Apelaciones compartió las conclusiones 

probatorias a las que arribó el juez penal unipersonal. Y en cuanto al 

perjuicio ocasionado, también sostuvo que, si bien no se probó la 

sobrevaloración, la conducta colusoria de los sentenciados agravió los 

intereses de la entidad municipal, pues a pesar que el volquete 

adquirido de marca Mitsubishi continúa utilizándose, ello no enerva el 

perjuicio materializado en la imposibilidad de contratar y elegir mejores 

precios y calidad, que es lo que la norma pretende. 

Vigesimotercero. Los sentenciados en sus recursos sostuvieron que no se 

configura el delito de colusión agravada, previsto en el segundo 

párrafo, del artículo 384, del CP, pues este exige un perjuicio patrimonial 

real, a diferencia del primer párrafo del citado artículo, que solo exige 

un perjuicio potencial. Que, en ese caso, no se determinó la existencia 

de tal perjuicio patrimonial, porque no se demostró de modo 

incontrovertible el monto de sobrevaloración del precio del vehículo 

adquirido por la citada municipalidad; y, por el contrario, el volquete 

aún es utilizado por la comuna municipal. 



                          

- 37 - 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL TRANSITORIA 
 CASACIÓN N.º 542-2017 
 LAMBAYEQUE 

Vigesimocuarto. Como hemos sostenido, el delito de colusión previsto 

en el segundo párrafo, respectivamente, del artículo 384, del CP, exige 

para su configuración la lesión efectiva del patrimonio del Estado. Los 

sentenciados han centrado sus cuestionamientos en este extremo, pues 

alegaron que tal lesión no se ha producido, ya que no se probó la 

sobrevaloración del volquete adquirido. 

Vigesimoquinto. El juez penal unipersonal como la Sala Penal de 

Apelaciones estimaron que no hubo sobrevaloración, y restaron valor a 

las conclusiones del perito Guillermo Baltazar Castillo Díaz en relación 

con el Informe Especial N.° 001-OCI-PL/2005, pues consideraron que la 

cotización obtenida de la empresa San Blas por la misma marca y 

modelo del volquete a un precio menor, no tuvo en cuenta que se 

trata de un precio de lanzamiento y el presupuesto que se otorga a 

particulares es distinta a la de las entidades públicas, porque en este 

último deben incluirse gastos de licitación y una serie de 

especificaciones adicionales precisando que este perito solo cotizó a 

una empresa. 

Sin embargo, esta línea de razonamiento de las instancias inferiores no 

tomó en cuenta que la diferencia entre el precio pagado por el 

volquete adquirido y el cotizado por el perito es una diferencia 

significativa, ya que para el caso de autos la sobrevaloración fue 

calculada en treinta y cinco mil ochocientos ochenta y cuatro dólares 

estadounidenses, y el perito en juicio sostuvo que el precio que se le 

brinda a una entidad puede variar entre mil o dos mil dólares 

estadounidenses de diferencia, pero no mucho, tal como se consignó 

en la sentencia de primera instancia. Empero esta circunstancia no fue 

explicada en la sentencia de vista.  
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Vigesimosexto. En atención a lo expuesto, las juezas supremas que 

suscribimos este voto, consideramos que se debe dictar una sentencia 

rescindente, a efectos que se lleve a cabo un nuevo juicio de 

apelación por otro Colegiado Superior, en el que se deberá determinar 

si se causó un perjuicio patrimonial efectivo a la Municipalidad de 

Pacora ―sobrevaloración― en la compra del volquete-, conforme con 

la interpretación que se ha efectuado respecto al segundo párrafo, 

artículo 384, del CP, o si debe reconducir al delito de colusión simple, de 

ser el caso. 

Vigesimosétimo. Con relación a la situación jurídica del sentenciado 

Távara Monja, se encuentra privado de su libertad desde el veintiséis de 

enero de dos mil dieciséis, en mérito al mandato de prisión preventiva, 

por lo que a la fecha han transcurrido más de tres años de privación de 

libertad. En consecuencia, de conformidad con el inciso 5, artículo 274, 

del CPP debe ordenarse su inmediata libertad, sujeto a las siguientes 

reglas de conducta conforme al artículo 288, del acotado Código: a) 

La obligación de no ausentarse del lugar de su residencia sin previa 

autorización judicial. b) Comparecer personal y obligatoriamente cada 

quince días ante la Sala Penal de Apelaciones que llevará la audiencia 

de apelación, fijándose los días quince y treinta de cada mes. c) Acudir 

a cada citación que la autoridad judicial convoque, todo ello bajo el 

apercibimiento de revocarse la libertad por detención. 

En cuanto a los sentenciados Rodríguez Ventura, Llontop Baldera y Suyón 

Quiroz, al momento de dictarse la sentencia de primera instancia se 

encontraban con mandato de comparecencia simple, y en la sentencia el 

juez unipersonal, por la pena concreta, dispuso la ejecución provisional de la 
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condena (artículo 402 del CPP) y como consecuencia de ello ordenó se oficie 

para la captura correspondiente; por tanto, subsiste este mandato. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, NUESTRO VOTO es porque se declare: 

I. FUNDADO el recurso de casación excepcional interpuesto por los

sentenciados WILLIAM RONALDO RODRÍGUEZ VENTURA, OMAR JORGE LLONTOP

BALDERA, GLORIA DELIASIR SUYÓN QUIROZ Y RAÚL ARMANDO TÁVARA MONJA,

contra la sentencia de vista del dieciocho de abril de dos mil

diecisiete, emitida por la Primera Sala Penal de Apelaciones de la

Corte Superior de Justicia de Lambayeque.

II. CASAR y declarar NULA la citada sentencia de vista que confirmó la

de primera instancia del nueve de diciembre de dos mil dieciséis,

expedida por el Juzgado Penal Unipersonal de Lambayeque, que

condenó a William Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop

Baldera y Gloria Deliasir Suyón Quiroz como coautores, y a Raúl

Armando Távara Monja como cómplice primario, del delito contra

la administración pública, en la modalidad de colusión agravada,

en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Pacora, y les impuso seis

años de pena privativa de la libertad; e inhabilitación a los citados

autores, consistente en la privación del cargo que ejercían en la

Municipalidad Distrital de Pacora e impedimento para obtener

mandato, cargo, empleo o comisión de carácter público por el
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mismo tiempo de la condena; y fijó en doscientos mil soles el monto 

por concepto de reparación civil.  

III. CON REENVIO, ordenar que otra Sala Penal de Apelaciones emita

un nuevo pronunciamiento, previa convocatoria y realización de un

nuevo juicio de apelación de sentencia.

IV. ORDENAR la inmediata libertad del sentenciado Raúl Armando

Távara Monja, la que se ejecutará siempre y cuando no exista

orden de detención emanada de autoridad competente, bajo el

cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: a) La obligación

de no ausentarse del lugar de su residencia sin previa autorización

judicial. b) Comparecer personal y obligatoriamente cada quince

días ante la Sala Penal de Apelaciones que llevará la audiencia de

apelación, fijándose los días quince y treinta de cada mes. c) Acudir

a cada citación que la autoridad judicial convoque, todo ello bajo

el apercibimiento de revocarse la libertad por detención.

V. MANDAR se remita la causa a la Sala Penal de Apelaciones de

origen para su debido cumplimiento, y que se archive el cuaderno

de casación en esta Corte Suprema.

S. S. 

BARRIOS ALVARADO 

CASTAÑEDA OTSU 

PACHECO HUANCAS 

SYCO/wrqu 
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 EL VOTO DEL JUEZ SUPREMO CASTAÑEDA ESPINOZA ES COMO SIGUE: 

Lima, veintisiete de junio de dos mil diecinueve 

VISTA: en audiencia pública, la discordia 

surgida en la casación interpuesta por la defensa técnica de los procesados 

WILLIAM RONALDO RODRÍGUEZ VENTURA, OMAR JORGE LLONTOP BALDERA, GLORIA DELIASIR 

SUYÓN QUIROZ y RAÚL ARMANDO TÁVARA MONJA contra la sentencia de apelación 

del dieciocho de abril de dos mil diecisiete, que confirmó la de primera 

instancia del nueve de diciembre de dos mil dieciséis, emitida por el Juzgado 

Penal Unipersonal de Lambayeque, que condenó a los tres primeros como 

coautores, y al último como cómplice primario del delito contra la 

Administración Pública –colusión desleal– (previsto en el artículo trescientos 

ochenta y cuatro, segundo párrafo, del Código Penal), en perjuicio de la 

Municipalidad Distrital de Pacora; a seis años de pena privativa de la libertad; 

y al pago de doscientos mil soles por concepto de reparación civil que 

deberá abonar en forma solidaria a favor de la entidad agraviada; con lo 

demás que contiene. 

Intervino como ponente el juez supremo CASTAÑEDA ESPINOZA. 

CONSIDERANDO 

§. RESOLUCIÓN MATERIA DE CASACIÓN

PRIMERO. El recurso de casación se interpuso contra la resolución de vista, que 

confirmó la de primera instancia, que condenó a los acusados William 

Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera y Gloria Deliasir 

Suyón Quiroz como coautores, y a Raúl Armando Távara Monja como 
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cómplice primario del delito contra la Administración Pública –colusión 

desleal– (previsto en el artículo trescientos ochenta y cuatro, segundo párrafo, 

del Código Penal), en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Pacora; a seis 

años de pena privativa de la libertad y las demás consecuencias accesorias; 

bajo el argumento que los acusados Gloria Suyón Quiroz, en condición de 

responsable de la elaboración del perfil técnico y los miembros del Comité 

Especial Rodríguez Ventura y Llontop Valderrama cubrieron el trámite y las 

formalidades del proceso de licitación y la posterior compraventa del vehículo 

adquirido finalmente por el Municipio de Pacora, configurando el delito de 

colusión, en calidad de autores, correspondiendo en cambio a Távara Monje 

la calidad de cómplice primario, en mérito a su ajenidad al servicio de la 

Administración Pública y el nivel de su contribución al resultado, quedando así 

definido que se está frente al delito de colusión agravada y no ante una mera 

infracción administrativa como los recurrentes pretendían presentar.  

§. DEL ÁMBITO DE LA CASACIÓN

SEGUNDO. Conforme se ha precisado por la ejecutoria suprema del 

veintinueve de enero de dos mil dieciocho, que obra a fojas ciento ochenta y 

tres –del cuadernillo de casación–, el motivo de casación admitido en el 

presente caso se refiere al desarrollo de la doctrina jurisprudencial sobre el 

delito de colusión agravada en conexión al supuesto desarrollado en el inciso 

tres, del artículo cuatrocientos veintinueve, del Código Procesal Penal. 

TERCERO. En atención al considerando precedente, el desarrollo de la 

presente sentencia casatoria se circunscribe al desarrollo de la doctrina 

jurisprudencial respecto a la delimitación de la estructura típica del delito de 

colusión, pues en el caso por el que fueron procesados y sentenciados los 

recurrentes, no se habría determinado la existencia de un perjuicio material 

por no haberse demostrado de manera incontrovertible el monto de 
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sobrevaloración del precio del vehículo adquirido por la Municipalidad de 

Pacora, más aún si el vehículo sigue siendo utilizado por la comuna, 

concluyéndose con ello que no existiría delito de colusión agravada; lo que 

por tanto genera criterios divergentes para su interpretación. 

§. ANÁLISIS JURÍDICO DEL CASO PLANTEADO

CUARTO. Normativamente el delito de colusión instruido se encuentra previsto 

en el artículo trescientos ochenta y cuatro del Código Penal, regulada por Ley 

N.° 29758, al momento de los hechos –que establece los mismos elementos 

normativos de la modificatoria actual– que regula dos supuestos: 1) colusión 

simple; y 2) colusión agravada. El primero establece que: “El funcionario o 

servidor público que, interviniendo directa o indirectamente, por razón de su cargo, en 

cualquier etapa de las modalidades de adquisición o contratación pública de bienes, 

obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado concerta con 

los interesados para defraudar al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, 

[...]”; mientras que el segundo señala: “El funcionario o servidor público que, [...] 

mediante concertación con los interesados defraudare patrimonialmente al Estado o 

entidad u organismo del Estado, según ley, [...]”.  

4.1. En ambos supuestos el núcleo del comportamiento típico es defraudar al 

Estado mediante la concertación con los interesados en los procesos de 

contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o servicios para el Estado. El 

marco para el acuerdo defraudatorio –colusión– es el ámbito de la 

contratación pública.  

QUINTO.  Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la República a través de 

la Sala Penal Permanente expuso como criterio jurisprudencial en el Recurso 
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de Casación N.° 661-2016-Piura22, estableciendo como doctrina 

jurisprudencial vinculante respecto al delito de colusión simple y agravada. 

Así también lo ha precisado el Tribunal Constitucional en el fundamentos 

jurídico dieciocho de la sentencia del tres de mayo de dos mil doce, recaída 

en el Expediente N.° 0017-2011/PI/TC, en la cual señala que: “[…] 18. Más allá de 

los fines de índole constitucional que sustentan de modo general la criminalización de 

los delitos contra la Administración Pública, de modo más específico para el delito de 

colusión, que se desenvuelve en el ámbito de la contratación pública, cabe señalar 

los principios constitucionales que cumplimentan esta actividad.  

SEXTO.  Actualmente, no existe uniformidad de criterio jurisprudencial ni 

dogmático, respecto a la diferencia que existe entre colusión simple y 

agravada; así tenemos: “si la concertación es descubierta antes que se defraude 

patrimonialmente al Estado estaremos ante una colusión consumada, pero por 

voluntad del legislador será simple; en cambio, si la concertación es descubierta, 

luego que se causó perjuicio patrimonial efectivo al Estado, estaremos ante una 

colusión consumada, pero por voluntad del legislador será agravada”23.  

6.1. Por consiguiente el delito de colusión presenta diversos elementos, así 

tenemos el simple simple, se consuma con la sola concertación, sin necesidad 

de que la Administración Pública sufra perjuicio patrimonial, ni que se verifique 

la obtención de ventaja del funcionario, pues el peligro de afectación al 

patrimonio estatal es potencial, siendo suficiente que la conducta colusoria 

tenga como propósito defraudar. Mientras que la modalidad de la colusión 

agravada, requiere mediante la concertación con los interesados, se 

defraude patrimonialmente al Estado, esto es causando un perjuicio real o 

efectivo al patrimonio estatal; esto en concordancia al Recurso de Casación 

N.° 661-2016-Piura, calificándose la colusión agravada como un delito de 

22 Fuente www.pj.gob.pe (Jurisprudencia sistematizada). 
23 Vid. Salinas Siccha, Ramiro. Delitos cometidos por funcionarios públicos. Lima: Grijley, 2011, p. 
251.
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resultado lesivo, donde el desvalor de la acción, esto es la concertación 

idónea, no es suficiente para configurar el delito; pues se exige la efectiva 

lesión o perjuicio al patrimonio del Estado. 

SÉTIMO. En el presente caso, tanto el Juzgado Penal Unipersonal y la Sala de 

Apelaciones establecieron como hechos probados que los sentenciados 

Rodríguez Ventura y Llontop Baldera, miembros del Comité Especial, y Gloria 

Deliasir Suyón Quiroz, jefa de la Unidad Formuladora, de la Municipalidad 

Distrital de Pacora, concertaron con Távara Monja, en el Proceso de Licitación 

N.° 002-2013-MDP/CC para la adquisición de un volquete de carga pesada, 

llevado a cabo por la citada municipalidad, a efecto que la empresa 

Interamericana Norte S. A. C. sea la ganadora de la buena pro; y que con 

dicha conducta se generó un perjuicio patrimonial a la municipalidad, 

argumentando, si bien no hubo sobrevaloración pero se le privó de la mejor 

posibilidad de contar con otras ofertas que hayan podido cubrir de mejor 

forma sus necesidades; concluyendo que se probó la supuesta 

sobrevaloración de la conducta colusoria de los sentenciados perjudicando 

los intereses de la entidad municipal, cuya apreciación y valoración 

probatoria conllevó a que sean condenados por colusión en su forma 

agravada. 

OCTAVO. Es evidente los criterios de interpretación realizados, respecto a los 

supuestos previstos en el artículo trescientos ochenta y cuatro del Código 

Penal, donde el Juzgado y el Colegiado de mérito concluyeron que no hubo 

sobrevaloración del vehículo adquirido (defraudación patrimonial); pese a 

que en un primer momento en el juzgamiento oral se sometió a debate el 

informe pericial elaborado por Guillermo Baltazar Castillo Díaz, para luego 

concluir que hay inconsistencias en el peritaje practicado y que no adquiere 

fuerza probatoria, debido a que el perito en juicio oral señaló imprecisiones 

del precio del vehículo brindado por una u otra entidad que podría variar 
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entre mil a dos mil dólares estadounidenses de diferencia, tal como se 

consignó en primera instancia; sin embargo, esta circunstancia no fue 

desarrollada ni justificada en la sentencia de vista. 

NOVENO. De lo expuesto, se aprecia objetivamente que existe errónea 

interpretación de los elementos objetivos que configuran el delito de colusión 

en su forma agravada, cuya defraudación (concertación y patrimonial) debe 

ser irrefutable para establecer y determinar la responsabilidad penal de cada 

uno de los investigados; es así que, en el primer caso se trata de un delito de 

carácter potencial, y el segundo de un delito de resultado lesivo. Por lo que 

considero que existen suficientes elementos de razonabilidad para estimar el 

recurso de casación y se expida una nueva sentencia, a fin de poder 

determinar la existencia o no de un perjuicio patrimonial efectivo 

(sobrevaloración) hacia la Municipalidad de Pacora por la adquisición de un 

volquete, ello mediante la realización de un nuevo peritaje al Informe Especial 

N.° 001-OCI-PL/2005 (informe que sirvió para la compra del volquete) y con las 

conclusiones sometidas al debate contradictorio verificar si corresponde 

reconducir o no la conducta típica investigada. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, ME ADHIERO en todos los extremos al voto de las 

señoras juezas supremas Barrios Alvarado, Castañeda Ostu y Pacheco 

Huancas que declararon: 

I. FUNDADO el recurso de casación interpuestos por la defensa técnica

de los procesados WILLIAM RONALDO RODRÍGUEZ VENTURA, OMAR JORGE

LLONTOP BALDERA, GLORIA DELIASIR SUYÓN QUIROZ y RAÚL ARMANDO TÁVARA

MONJA contra la sentencia de apelación del dieciocho de abril de dos
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mil diecisiete, emitida por la Primera Sala de Apelaciones de 

Lambayeque. 

II. CASARON y NULA la citada sentencia de vista que confirmó la de

primera instancia del nueve de diciembre de dos mil dieciséis emitida

por el Juzgado Penal Unipersonal de Lambayeque, que condenó a los

recurrentes casacionistas por el delito contra la Administración Pública –

colusión desleal–, en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Pacora,

les impuso seis años de pena privativa de la libertad; y al pago de

doscientos mil soles por concepto de reparación civil; con lo demás

que contiene.

III. CON REENVÍO, previa convocatoria y la realización de un nuevo juicio

de apelación, se expida la sentencia correspondiente.

S. 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

CE/lsag 
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Lima, tres de junio de dos mil diecinueve. 

      AUTOS y VISTOS; con la razón de relatoría que 
antecede; en la presente causa seguida contra William Ronaldo Rodríguez 
Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón Quiroz y Raúl 
Armando Távara Monja, contra la sentencia de vista del 18 de abril de 2017, 
que los condenó, a los tres primeros como coautores, y al cuarto como 
cómplice primario, del delito contra la administración pública, en la modalidad 
de colusión agravada, en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Pacora. 

Primero. Revisados los autos, se verifica que en la presente causa se fijó fecha 
de la vista de la causa para el 03 de mayo de 2019, en la que se emitió fallo 
correspondiente; sin embargo, en un extremo de la sentencia venida en grado 
se suscitó discordia, pues los señores Jueces Supremos: Prado Saldarriaga y 
Quintanilla Chacón emitieron voto porque se declare: I) INFUNDADOS los 
recursos de casación interpuestos por los procesados William Ronaldo 
Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón Quiroz y 
Raúl Armando Távara Monja, contra la sentencia de vista del 18 de abril de 
2017, que confirmó la de primera instancia del 9 de diciembre de 2016, 
expedida por el Juzgado Penal Unipersonal de Lambayeque, con lo demás 
que al respecto contiene.                    II) ORDENARON que cumplido el trámite 
de ley se devuelvan los autos al órgano jurisdiccional de origen, y se archive le 
cuaderno de casación.   

Segundo. Asimismo, las señoras Juezas Supremas: Barrios Alvarado, Castañeda 
Otsu y Pacheco Huancas, emitieron voto porque se declare: I) FUNDADO el 
recurso de casación excepcional interpuesto por los sentenciados William 
Ronaldo Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón 
Quiroz y Raúl Armando Távara Monja, contra la aludida sentencia, emitida por 
la Primera Sala penal de Apelaciones de la Corte Superior de justicia de 
Lambayeque. II. CASAR y declarar NULA la citada sentencia de vista que 
confirmó la de primera instancia del 19 de diciembre de 2016, expedida por el 
Juzgado Penal Unipersonal de Lambayeque, que condenó a William Ronaldo 
Rodríguez Ventura, Omar Jorge Llontop Baldera, Gloria Deliasir Suyón Quiroz y 
Raúl Armando Távara Monja, como coautores, y a Raúl Armando Távara Monja 
como cómplice primario, del delito contra la administración pública, en la 
modalidad de colusión agravada,             en perjuicio de la Municipalidad 
Distrital de Pacora. Con lo demás que contiene. III. CON REENVIO, ordenar que 
otra Sala Penal de apelaciones emita un nuevo pronunciamiento, previa 
convocatoria y realización de un nuevo juicio oral de apelación de sentencia. 
IV. ORDENAR la inmediata libertad del sentenciado Raúl Armando Távara
Monja, la que se ejecutará siempre y cuando no exista orden de detención
emanada de autoridad competente, bajo el cumplimiento de las siguientes
reglas de conducta: a) La obligación de no ausentarse del lugar de      su
residencia sin previa autorización judicial. b) Comparecer personal y
obligatoriamente cada quince días ante la Sala Penal de Apelaciones que
llevará la audiencia de apelación, fijándose los días quince y treinta de cada
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mesa. C) Acudir a cada citación que la autoridad judicial convoque, todo ello 
bajo el apercibimiento de revocarse la libertad por detención. V. MANDAR se 
remita la causa a la Sala Penal de Apelaciones de origen para su debido 
cumplimiento, y que se archive el cuaderno de casación en esta Corte 
Suprema.  

Tercero. En tal sentido, habiéndose concluido el proceso de firmas y en 
aplicación del artículo 145, del Texto único Ordenado de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, en concordancia con las Resoluciones Administrativas N° 217-
2012-CE-PJ y 01-2019-P-CS-PJ CONVÓQUESE al señor JUEZ SUPREMO JORGE

CARLOS CASTAÑEDA ESPINOZA, a efectos de que emita su voto dirimente; 
SEÑÁLESE fecha de la vista de la causa para el jueves 13 de junio de 2019, a 
las 11:00 horas, CONCÉDASE el uso de la palabra a los letrados por el término 
de Ley, siempre que lo hayan solicitado oportunamente, de conformidad con 
lo dispuesto con el artículo 131°, del citado texto normativo. Hágase saber.  

S. 
QUINTANILLA CHACÓN 
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SUFICIENCIA DE PROBATORIA 

SUMILLA. En el presente caso, existen 
suficientes elementos de prueba que 
permiten acreditar la vinculación y 
responsabilidad penal de los 
procesados con los hechos materia de 
imputación; por lo que queda 
desvirtuada la presunción de inocencia 
que los asiste.  

Lima, trece de agosto de dos mil dieciocho 

      VISTOS: los recursos de nulidad 

interpuestos por los sentenciados JOSÉ ARIAS CHUMPITAZ y ROSA LILIANA

TORRES CASTILLO contra la sentencia del cinco de abril de dos mil 

dieciocho (folio catorce mil ciento setenta y seis), en el extremo que: i) 

Condenó al imputado José Arias Chumpitaz como autor del delito 

contra la Administración Pública en la modalidad de colusión, en 

perjuicio del Estado-Municipalidad de Asia, a siete años de pena 

privativa de libertad e inhabilitación por el plazo de dos años, en 

aplicación de los incisos 1 y 2, del artículo 36, del Código Penal. ii) 

Condenó a Rosa Liliana Torres Castillo como cómplice primario del 

delito contra la Administración Pública en la modalidad de colusión, en 

perjuicio del Estado-Municipalidad de Asia, a cuatro años de pena 

privativa de libertad suspendida en su ejecución por el periodo de tres 

años e inhabilitación por el plazo de dos años, en aplicación de los 

incisos 1 y 2, del artículo 36, del Código Penal; y les impuso el pago 

solidario de cincuenta mil soles por concepto de reparación civil. De 

conformidad, en parte, con el dictamen de la fiscal suprema en lo 

penal. 

Intervino como ponente el señor juez supremo CASTAÑEDA ESPINOZA. 
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CONSIDERANDO 

PRIMERO. FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE NULIDAD 

1.1. El sentenciado José Arias Chumpitaz fundamentó su recurso de 

nulidad (folio catorce mil cuatrocientos sesenta y cuatro), en los siguientes 

argumentos: 

 1.1.1. Se acusó por un delito que no se encontraba vigente 

(colusión defraudatoria); por lo que se infringió el principio de 

imputación necesaria, pues se trata del tipo penal de colusión 

simple, y debió pronunciarse sobre sus argumentos de la 

prescripción de la acción por esta modalidad.  

 1.1.2. No se actuó prueba indiciaria respecto al presunto acuerdo 

clandestino. No se probó que el acuerdo se haya efectuado en 

Sesión de Concejo 012-02, del treinta y uno de marzo de dos mil 

dos. No existió acuerdo desventajoso para el Estado. 

  1.1.3. Se dio mérito de prueba preconstituida al Informe de 

Verificación de Denuncia, no obstante que no es Informe Especial 

de Contraloría, tampoco el Informe Pericial Contable Financiero 

N.° 18-2012, cumple los requisitos de validez de prueba.  

 1.1.4. No se emitió pronunciamiento sobre el principio de confianza 

e inexistencia de dolo (el recurrente no sabía que la empresa 

postora no cumplía con los requisitos), al haber confiado en su 

asesora legal Liliana Torres. No se explica en qué consiste el deber 

infringido por el alcaide. 

 1.1.5. No se motivó el extremo de la imposición de la pena. No se 

consideró que solo se presentan circunstancias de atenuación, 

como mínimo grado de instrucción (quinto de primaria) y que no 
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presenta antecedentes penales; sin embargo, se le impusieron 

siete años de privación de la libertad, sin tomar en cuenta que el 

encausado tiene setenta y un años de edad; ni el excesivo plazo 

del proceso. 

 1.1.6. La reparación civil es desproporcional. No se expone la 

concurrencia de los presupuestos ni las razones objetivas de su 

imposición; no es posible ordenar devolución de dinero, pues no se 

trata de apoderamiento ilegal.  

 1.1.7. No es posible considerar acuerdo colusorio con su sobrino por 

el solo hecho de que este pase a trabajar de obrero de limpieza y 

a realizar obras, solo por diferencia salarial; al respecto, no existe 

prueba de concertación ilegal, tampoco de algún perjuicio.  

 1.1.8. El Colegiado Superior no evaluó ni consignó sus argumentos 

de defensa. 

1.2. La sentenciada Rosa Liliana Torres Castillo fundamentó el recurso de 

nulidad (folio catorce mil quinientos treinta y nueve), en los siguientes 

fundamentos: 

  1.2.1. Se debería anular la sentencia y absolver a su patrocinada 

por haberse atribuido errónea y extensivamente como cómplice 

primario el delito de colusión; se le ha condenado con pruebas 

que no superan estándar de certeza. 

 1.2.2. No se ha valorado prueba de descargo como el Acta de 

Sesión de Concejo del treinta y uno de marzo de dos mil dos que 

no menciona la presencia de la acusada, el contrato de 

fiscalización tributaria no fue visado por la asesora legal, tampoco 

las cartas con las propuestas de fiscalización efectuadas por las 

empresas Globus E. I. R. L. y GEPRIFE, que fueron tramitadas 
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directamente ante la Secretaría de Alcaldía (demuestra que no 

todo se consultaba a la asesora legal). 

 1.2.3. No se dio mérito al Informe 180-2001, emitido por la recurrente 

y dirigido al alcalde, sugiriendo el trámite de devolución de 

préstamo de dinero ni el Informe 205-2003 que dirigió al alcalde 

para alertar sobre nepotismo por la contratación de su sobrino Luis 

Chumpitaz. Tampoco se ha valorado el Oficio 134-2014-GM-MDA, 

por el cual Alfredo Quispe Campos indica que en archivo no 

existe; informe jurídico de la asesora recurrente sobre la 

Contratación de Asesores y Consultores S. A. C. 

SEGUNDO. IMPUTACIÓN FÁCTICA 

Conforme con el dictamen acusatorio (folio diez mil quinientos noventa y 

cuatro), complementado (folio trece mil ochocientos setenta y dos), se 

imputa a los acusados José Arias Chumpitaz ser autor del delito de 

colusión, dado que, en su condición de alcalde distrital de Asia, 

provincia de Cañete, con la colaboración necesaria de la acusada 

Rosa Liliana Torres Castillo (asesora legal), defraudaron 

patrimonialmente a la Municipalidad Distrital de Asia, al haberse 

coludido con los representantes de la Empresa L & C Asesores 

Consultores S. A. C., representada por su gerente general Luis Alberto 

Bernal Saavedra (sentenciado); con tal propósito, la Municipalidad 

Distrital de Asia, a través del alcalde y sus regidores (ya sentenciados), y 

la asesora legal, llevaron a cabo la contratación de la empresa L & C 

Asesores Consultores S. A. C., para fiscalizar a la empresa Telefónica del 

Perú, cuyo monto a cobrar sería del 20 % de todo lo recaudado, 

incluyendo todo tipo de prestación. Para darle visos de legalidad, se 

señala que se presentaron otras tres empresas, pero todos tenían 
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vinculación. El primer contrato, fecha tres de abril de dos mil dos, se 

genera como consecuencia de la Sesión de Concejo N.° 012-02 del 

treinta y uno de marzo de dos mil dos, contrato que tuvo vigencia hasta 

el tres de julio de dos mil dos; sin embargo, se renovó sin adenda, 

incrementándose del 20 % al 25 % sin ninguna necesidad de que 

justifique la suscripción de un nuevo contrato. En ese sentido, se habría 

vulnerado la Ley de Adquisiciones y Contrataciones del Estado, ya que 

se contrató de manera directa sin que medie una resolución de 

alcaldía que formara una comisión en dicha contratación. No hubo 

informe técnico legal ni un procedimiento para la contratación ni 

tampoco informe técnico de requerimiento de dicho servicio; además, 

la Empresa L & C Asesores Consultores S. A. C., a la fecha en que se 

suscribe el contrato, no estaba autorizada porque recién empiezan sus 

actividades el veinticinco de julio de dos mil dos. 

Asimismo, se atribuye al procesado José Arias Chumpitaz, en su 

condición de alcalde de la Municipalidad Distrital de Asia, haberse 

coludido con su sobrino Luis Ignacio Chumpitaz Arias (hijo de su 

hermana Albertina Arias Chumpitaz), para defraudar patrimonialmente 

al Estado, al haberlo contratado para que labore en el Municipio, a 

pesar de conocer dicho parentesco; contratándolo como obrero de 

limpieza y ornato para que gane la suma de S/ 2870,00. 

TERCERO. CUESTIONES DOGMÁTICAS: DELITO DE COLUSIÓN 

3.1. El delito de colusión desleal se configura cuando concurren los 

siguientes elementos normativos del tipo:  

3.1.1. El acuerdo clandestino entre dos o más personas para lograr 

un fin ilícito; perjudicar a un tercero, en este caso, al Estado.  
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3.1.2. Realizar ello mediante diversas formas contractuales para lo 

cual se utiliza el cargo o comisión especial; que, en efecto, el 

delito antes citado importa que el funcionario público o servidor 

público que interviene en un proceso de contratación pública, en 

razón de su cargo, concierta con los interesados y deufrada al 

Estado. Al respecto, debe tenerse en cuenta que el acuerdo 

colusorio entre las partes (el Estado y los particulares) está referido 

a que las condiciones de contratación se establezcan 

deliberadamente para beneficiar a los particulares en detrimento 

de los intereses de Estado1. 

3.2.  En el delito de colusión, dos son los bienes jurídicos tutelados: a) la 

actuación conforme al deber que importe el cargo; b) asegurar la 

imagen institucional, considerándose como sujetos activos de este 

a los funcionarios o servidores públicos2. 

DE LA COMPLICIDAD 

3.3. La descripción de un hecho típico está pensada originalmente en 

la comisión unitaria de ese suceso. Vale decir que se construye en 

torno a la realización individual del hecho delictivo. No obstante, la 

realidad demuestra que un delito no solo puede ser obra de una 

persona, sino que puede ser atribuido a un colectivo de 

intervinientes. Nuestro Código Penal distingue dos formas de 

intervención: la autoría y participación. En torno a la primera 

caben la figura de la autoría directa, mediata, la coautoría y la 

autoría intelectual. En torno a la segunda solo caben la 

complicidad primaria y la complicidad secundaria.      

1 R. N. N.° 1292-2011-Ayacucho, del dieciocho de enero de dos mil doce, foja 3. Sala Penal 
Transitoria.    
2 R. N. N.° 2029-2005-Lima, del veinticuatro de mayo de dos mil cinco, foja 3. Segunda Sala Penal 
Transitoria. 
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3.4. La complicidad se encuentra ubicada en un nivel accesorio y 

dependiente de un hecho principal dominado por el autor o los 

coautores3. 

3.5.  La complicidad es definida como la cooperación a la realización 

de un hecho punible cometido, dolosamente, por otro; o, de 

manera más sencilla, como el prestar ayuda a un hecho doloso de 

otro. El cómplice carece del dominio del hecho, que solo es 

ejercido por el autor del delito. Desde esta perspectiva serán 

susceptibles de ser considerados actos de complicidad primaria 

aquellos que sean esenciales para que el autor pueda cometer el 

delito. Mientras que la complicidad secundaria se compone por 

cualquier contribución, que no sea esencial para la comisión del 

delito. 

CUARTO: DECLARACION DE CERTEZA JUDICIAL 

La doctrina procesal ha considerado objetivamente que para imponer 

una sentencia condenatoria es preciso que el juzgador haya llegado a 

la certeza respecto a la responsabilidad penal del encausado, la cual 

solo puede ser generada por una actuación probatoria suficiente que 

permita crear en él tal convicción de inocencia que tiene todo 

acusado dentro del proceso; ello implica que, para ser desvirtuada, se 

exige una mínima actividad probatoria efectivamente incriminatoria, 

producida con las debidas garantías procesales y de la cual pueda 

deducirse la culpabilidad del procesado, puesto que:  

 […] los imputados gozan de una presunción iuris tantum, por tanto, en el proceso 

ha de realizarse una actividad necesaria y suficiente para convertir la acusación 
en verdad probada; […] asimismo –las pruebas–, deben haber posibilitado el 

3 R. N. N.° 1250-2000-Cono Norte, del 10-07-2000. Sala Penal. 
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principio de contradicción y haberse actuado […] con escrupuloso respeto a las 
normas tuteladoras de los derechos fundamentales […]4. 

QUINTO. ANTECEDENTES 

5.1. En el presente proceso, se expidió la sentencia del siete de junio de 

dos mil doce (folio doce mil sesenta y nueve) por el cual se:  

i) Absolvió a Regulo Edelmiro Navarrete Paredes, Berly Zamir Francia

Camacho, Pepe Agusto Aburto Villalobos, Carlos Alberto Sotomayor 

Garro y Renee Ataulfo Purizaca Castillo como cómplices primarios del 

delito de colusión en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Asia.  

ii) Condenó a Luis Alberto Bernal Saavedra y Rubén Esteban Falcón

Tenorio como cómplices primarios del delito de colusión en perjuicio de 

la Municipalidad Distrital de Asia, y les impuso por mayoría siete años de 

pena privativa de libertad.  

iii) Condenó a Nicanor Norberto Hernández Quijandría y Aquilino

Antonio Quispe Sánchez como cómplices primarios del delito de 

colusión en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Asia; y les impuso, 

por mayoría, seis años de pena privativa de libertad.  

iv) Condenando a Marcelo Francia Chumpitaz, Máximo Avalos Aburto,

Flor de María Ávalos Castañeda, Lucio Aquilino Chumpitaz Campos y 

Félix Donato Quispe Manco como cómplices primarios del delito de 

colusión en perjuicio de la Municipalidad Distrital de Asia, y les impuso 

cuatro años de pena privativa de libertad suspendida por el plazo de 

dos años. Fijaron como reparación civil la suma de cincuenta mil soles 

que deberán pagar, en forma solidaria, los sentenciados, sin perjuicio 

de devolver el dinero ilícitamente apropiado.  

4 Véase, SAN MARTÍN CASTRO, CÉSAR. Derecho procesal penal. Volumen uno. Lima: Editorial 
Jurídica Grijley, 1999, p. 68.  
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5.2. Impugnada la misma, mediante Ejecutoria Suprema del catorce de 

noviembre de dos mil doce (folio doce mil trescientos noventa y siete) se 

declaró:  

i) No haber nulidad en cuanto a la condena y pena respecto a los

sentenciados Máximo Ávalos Aburto, Flor de María Ávalos Castañeda, 

Lucio Aquilino Chumpitaz Campos y Félix Donato Quispe Manco.  

ii) Haber nulidad solo en el extremo de la pena impuesta respecto al

sentenciado Marcelo Francia Chumpitaz y, reformándola, le impuso tres 

años de pena privativa de libertad, suspendida por el plazo de dos 

años; y respecto a los sentenciados Luis Alberto Bernal Saavedra, 

Nicanor Norberto Hernández Quijandría, Rubén Esteban Falcón Tenorio 

y Aquilino Antonio Quispe Sánchez; y, reformándolas, le impusieron 

cinco años de pena privativa de libertad.  

iii) No haber nulidad respecto a los procesados absueltos y en lo demás

que contiene. 

SEXTO. ANÁLISIS DEL CASO 

Del estudio de autos, tanto de la sentencia condenatoria (folio doce mil 

sesenta y nueve), de la Ejecutoria Suprema del catorce de noviembre de 

dos mil doce (folio doce mil trescientos noventa y siete) y de la sentencia 

recurrida, se advierte la existencia del caudal probatorio y lo actuado 

en el juicio oral, que el Colegiado Superior valoró la prueba de cargo 

de forma lógica y congruente, y concluyó, de manera inobjetable, en 

la responsabilidad penal de los imputados José Arias Chumpitaz en su 

actuación como alcalde de la Municipalidad Distrital de Asia, y de la 

encausada Rosa Liliana Torres Castillo, en su condición de asesora legal 

del citado Municipio; en el hecho materia de acusación. Por lo que, 

válidamente se revirtió la presunción de inocencia que los amparaba 
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desde el inicio del proceso, en mérito a las actuaciones y declaraciones 

vertidas en autos, que a su vez fueron analizadas junto con el resto de 

la prueba actuada. Debido a que existe una comunidad de pruebas 

(suficiencia probatoria) que consiste en:  

RESPECTO AL CONTRATO CELEBRADO ENTRE LA MUNICIPALIDAD DISTRITAL 

DE ASIA-CAÑETE Y LA EMPRESA L & C CONSULTORES Y ASESORES S. A. C.  

6.1.  El Acta de Sesión del Consejo Municipal Distrital de Asia-Cañete N.° 

012-02 (folio treinta y uno), del treinta y uno de marzo de dos mil dos,

donde se aprobó la contratación de la Empresa L & C Consultores 

y Asesores S. A. C. para que fiscalice a la Empresa Telefónica, con 

una retribución por el valor del 20 % de lo recaudado en las 

fiscalizaciones a la citada empresa.   

  Elemento de prueba donde se advierte que es el propio Consejo 

Municipal, integrado por el alcalde José Arias Chumpitaz y sus 

regidores Marcelo Francia Chumpitaz, Máximo Ávalos Aburto, Flor 

de María Ávalos Castañeda y Félix Donato Quispe Manco (ya 

sentenciados), quienes en forma unánime decidieron la 

contratación de la referida empresa, representada por el 

sentenciado Luis Alberto Bernal Saavedra (representante legal de 

la Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C.), evidenciándose 

que no se ha efectuado el proceso de adquisición 

correspondiente, establecido en los decretos supremos números 

012 y 013-2001-PCM, Texto Único Ordenado de la Ley de 

Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, 

respectivamente. 

6.2.  Los contratos de locación de servicios de fiscalización selectiva de 

los Tributos de la Municipalidad Distrital de Asia-Cañete, 
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celebrados de una parte por la Municipalidad Distrital de Asia, 

representado por su alcalde José Arias Chumpitaz; y, de otra parte, 

la empresa Asesores y Consultores L & C Consultores y Asesores S. 

A. C. representado por su gerente general Luis Alberto Bernal

Saavedra (ya sentenciado); el primero celebrado el tres de abril de 

dos mil dos (folio diecinueve), donde la retribución del servicio que 

correspondía a la empresa era el 20 % de las deudas tributarias y 

no tributarias efectivamente cobradas, que pudieran determinarse 

a los contribuyentes dentro del proceso de fiscalización selectiva 

tributaria, incluido el impuesto general a las ventas. Mientras que el 

segundo acuerdo (folio veintiséis) fue celebrado el veintinueve de 

octubre de dos mil dos, donde se indica la contratación de la 

citada empresa para que, igualmente, realice el servicio de 

fiscalización tributaria y administrativa, correspondiéndole a la 

citada empresa ahora el 25 % de las deudas tributarias y no 

tributarias, efectivamente cobradas, que pudieran determinarse a 

los contribuyentes dentro del proceso de fiscalización selectiva 

tributaria, incluido el impuesto general a las ventas.      

 Elemento de prueba que demuestra la materialidad de los hechos 

imputados; advirtiéndose de autos que los citados contratos se 

efectuaron sin requerir un informe técnico-legal previo, emitido por 

las áreas técnicas competentes de la Municipalidad Distrital de 

Asia-Cañete, que justifique la necesidad del servicio a contratarse, 

hecho que contraviene lo dispuesto en el artículo 113 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del 

Estado5. Más aún, en atención a la naturaleza del contrato, al 

5 Artículo 113 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado: 
“Las resoluciones o acuerdos que aprueben la exoneración de los procesos de 
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monto cancelado por la Municipalidad agraviada (novecientos 

cuatro mil ciento sesenta soles con siete céntimos, conforme con el 

Informe Pericial Contable Financiero N.° 018-2012-DIRCOCOR-PNP), 

debió haberse efectuado el proceso de selección 

correspondiente. Además que la retribución de los presuntos 

servicios prestados a la empresa se elevó del 20 % al 25 % sin 

justificación alguna, lo cual no solo constituye un hecho irregular, 

sino que ha generado un perjuicio económico a la entidad 

agraviada.    

6.3.  El Informe de Verificación de Denuncia número cero cero dos 

guion dos mil cinco guion CG/ZC (folio dos) emitido por la 

Contraloría General de la República, respecto a la fiscalización 

realizada a la Municipalidad Distrital de Asia-Cañete en el año dos 

mil cinco, el cual concluyó que:  

i) Los contratos de locación de servicios de fiscalización tributaria

de fechas tres de abril y veintinueve de octubre de dos mil dos, 

suscritos entre la Municipalidad Distrital de Asia-Cañete y la 

Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C. para el servicio de 

asesoría y fiscalización tributaria, así como la gestión de las 

resoluciones de deuda y multa impuestas a Telefónica del Perú S. 

A. A., se elaboraron y suscribieron con celeridad no usual.

ii) La Municipalidad Distrital de Asia-Cañete no consideró los

criterios de economía, como son los costos y de oportunidad, al 

haber contratado los servicios, en forma directa, el Consejo 

Municipal, sin la participación del Área de Abastecimiento, 

selección, al amparo de las causales contenidas en el artículo 19 de la Ley, requieren 
de un informe técnico-legal previo, emitido por las áreas técnicas y de asesoría 
jurídica de la entidad; el mismo que contendrá la justificación técnica y legal de la 
adquisición y contratación, y de la necesidad de la exoneración, y contendrá criterios 
de economía, tales como costo y oportunidad”.      
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trasgrediendo la norma vigente al no efectuarse el proceso de 

selección correspondiente, teniendo en cuenta el monto 

cancelado a la citada empresa.  

iii) Los contratos suscritos con la Empresa L & C Asesores y

Consultores S. A. C., se efectuaron cuando aún dicha empresa no 

tenía autorización de la Sunat para el inicio de sus actividades, no 

pudiendo además emitir comprobantes de pago; sin embargo, 

giro las facturas número cero cero cero cero uno, cero cero cero 

cero dos, cero cero cero cero tres, cero cero cero cero cuatro, 

cero cero cero cero cinco, cero cero cero cero nueve y cero cero 

cero cero once, entre el nueve de agosto y el veintiocho de 

noviembre de dos mil dos, ya que según la información de la 

Sunat, dicha empresa inicia sus actividades recién el veinticinco de 

julio de dos mil tres.  

iv) Se ha evidenciado la intención de favorecer directamente a la

Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C., dirigido por el 

sentenciado Luis Alberto Bernal Saavedra, al haberse aprobado la 

contratación por parte del Consejo Municipal en forma unánime y 

suscrito por el alcalde los mencionados contratos de servicios, 

trasgrediendo las normas de Contrataciones y Adquisiciones del 

Estado, en desmedro de los intereses del Municipio agraviado.  

v) Las facturas canceladas a la Empresa L & C Asesores y

Consultores S. A. C. no cuentan con el sustento documental formal 

que evidencie la presentación del servicio brindado.  

vi) Existen indicios razonables de la participación del alcalde y los

regidores (sentenciados), así como de Luis Alberto Bernal Saavedra 

representante legal de la Empresa L & C Asesores y Consultores S. 
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A. C., como tercero partícipe en los hechos precedentemente

señalados. 

  Elementos de prueba que corroboran la imputación fiscal, puesto 

que pone en evidencia la existencia de una serie de 

irregularidades en la administración de la Municipalidad Distrital de 

Asia-Cañete, donde la contratación de la empresa L & C Asesores 

y Consultores S. A. C., se realizó mediante Sesión de Consejo N.° 

012-12, lo cual evidencia que no se efectuó el proceso de

adquisición establecido en los Decretos Supremos números 012-

2001-PCM y 013-2001-PCM (Texto Único Ordenado de la Ley de 

Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, 

respectivamente), por lo que el alcalde José Arias Chumpitaz y sus 

regidores (ya sentenciados) efectuaron funciones que no son de su 

competencia, vulnerando las normas antes señaladas. 

6.4. El Informe de Verificación de Denuncia N.° 002-2005-CG/ZC fue 

ratificado por el auditor suscriptor Víctor Taboada Allende y el 

abogado Carlos Robles Narcizo, en la audiencia del juicio oral del 

cinco de enero de dos mil doce (folio once mil cuatrocientos treinta y 

ocho), afirmando que en el sector público, para adjudicar un bien 

o servicio necesariamente debe ceñirse a la Ley de Contratación y

Adquisición del Estado; en ese sentido, debe existir una licitación, 

un concurso de precios, informes técnicos que justifiquen la 

contratación de esos servicios; requisitos que no se han cumplido 

para la contratación de la Empresa L & C Asesores y Consultores S. 

A. C., actuando de manera concertada y dolosa.

6.5. El Informe Pericial Contable Financiero N.° 018-2012-DIRCOCOR-

PNP/OFICRI-UNICOFIN-E2 (folio once mil setecientos treinta y tres), 

respecto a la contratación de la Empresa L & C Asesores y 
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Consultores S. A. C., por parte de la Municipalidad Distrital de Asia 

en el año dos mil dos, para que ejecute un programa de 

fiscalización tributaria y administrativa a los contribuyentes de su 

jurisdicción, en el cual se concluyó:  

i) La Municipalidad Distrital de Asia no realizó, en el año dos mil

dos, proceso de selección para la adquisición de servicios de 

fiscalización tributaria y administrativa ni de defensa legal a los 

contribuyentes de la jurisdicción, que respalden la suscripción de 

los contratos del tres de abril y veintinueve de octubre de dos mil 

dos (que en autos obran a folio diecinueve y veintiséis, respectivamente) de la 

Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C., determinando que 

se ha simulado la evaluación de propuestas técnicas y 

económicas de cuatro empresas, que en su mayoría no estaban 

autorizadas por la Sunat, otras presentaban un mismo 

representante legal (véase folio treinta y ocho, treinta y nueve, y cincuenta 

y nueve), y en otras aparece su representante legal interviniendo 

como asesor del Municipio para entregar cheques 

correspondientes a retenciones efectuadas a Telefónica del Perú S. 

A.; más aún la empresa contratada carece de autorización por 

parte de la Sunat, no figura en los Registros Públicos, no contaba 

con Registro Único de Contribuyente (RUC) para el inicio de sus 

operaciones, actuando en clara transgresión a las normas 

establecidas en el Texto Único Ordenado de la Ley de 

Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, 

aprobado por los decretos supremos números cero dos y cero 

trece-dos mil uno-PCM.  

ii) Está acreditado que ante la suscripción irregular de los contratos

del tres de abril y veintinueve de octubre de dos mil dos, entre el 
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alcalde de la Municipalidad Distrital de Asia-Cañete, José Arias 

Chumpitaz y Luis Alberto Bernal Saavedra, representante Legal de 

la Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C., se trasgrede el 

Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones del Estado, así 

como a la inconsistencia de la documentación que se muestra 

como sustento de que la referida empresa ejecutó el servicio de 

fiscalización tributaria y administrativa a Telefónica del Perú, por lo 

cual se pagó la suma de novecientos cuatro mil ciento sesenta 

soles con siete céntimos, lo que representa un perjuicio económico 

al Consejo Edil y, por ende, al Estado.  

 Elemento de prueba que determina en forma clara el perjuicio 

patrimonial sufrido por la entidad agraviada, puesto que la 

Municipalidad Distrital de Asia, en el año dos mil dos, pagó la suma 

de novecientos cuatro mil ciento sesenta soles con siete céntimos 

a Luis Alberto Bernal Saavedra, gerente general de la Empresa L & 

C Asesores y Consultores S. A. C., por servicios de fiscalización 

tributaria y administrativa a Telefónica del Perú S. A. A., sin haberse 

acreditado los trabajos que realizó la mencionada empresa, 

puesto que al requerirse a la mencionada entidad edil la 

documentación e información relacionado con el sustento de los 

servicios prestados por parte de la empresa, hicieron caso omiso a 

dicho requerimiento; por lo tanto, la cancelación de las facturas 

carece del sustento correspondiente.     

6.6.  Informe Pericial Contable que fue ratificado en la audiencia del 

juicio oral del veintinueve de marzo de dos mil doce (folio once mil 

setecientos ochenta y seis), por los peritos suscriptores Irma Pajuelo 

Casimiro y Augusto Condorchua Villaverde, afirmando dentro de 

toda la documentación que han tenido a la vista, no han 
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encontrado participación de la empresa ganadora que justifique 

su trabajo. Los contratos realizados: el primero celebrado el tres de 

abril de dos mil dos, fue por el veinte por ciento, la empresa gano 

ese monto; sin embargo, el veintinueve de octubre se suscribe otro 

contrato en el cual se incrementa el cinco por ciento, como 

retribución a la empresa por los presuntos servicios, el cual fue 

totalmente irregular, con visos de ilegalidad, en razón de que no 

obra justificación alguna, el porqué se acordó aumentar la 

retribución, perjudicando con ello a la entidad edil.      

6.7.  Las conclusiones arribadas en los considerandos precedentes 

están corroboradas con los siguientes medios probatorios:  

 6.7.1. La declaración testimonial de Pepe Agusto Aburto Villalobos 

(a nivel policial a folio 471 en presencia del representante del Ministerio Público y 

judicial a folio 9643), en su condición de tesorero de la Municipalidad 

Distrital de Asia durante los años mil novecientos noventa y nueve 

a dos mil cinco, cuando afirma que José Arias Chumpitaz fue 

alcalde de dicho distrito. Señalando que tuvo conocimiento del 

contrato firmado por la Municipalidad y la Empresa L & C Asesores 

y Consultores S. A. C., y que por orden de José Arias Chumpitaz se 

elaboraron los comprobantes de pago a nombre de Luis Bernal 

Saavedra, quien era el gerente de la mencionada empresa.  

 6.7.2. La declaración del ahora sentenciado Félix Donato Quispe 

Manco (a nivel policial, a folio 401, en presencia del representante del 

Ministerio Público y judicial a folio 2067) regidor de la Municipalidad 

Distrital de Asia desde mil novecientos noventa y nueve al dos mil 

dos. Señaló que a mediados del dos mil dos el alcalde José Arias 

Chumpitaz le informó en sesión de consejo que había dinero por 
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cobrar a Telefónica; es así que llegan tres o cuatro sobres que son 

derivados a la asesora legal a cargo de la hoy sentenciada Rosa 

Liliana Torres Castillo, para esto ya se había formado una comisión 

a cargo de la mencionada asesora, además la integraban Regulo 

Navarrete y Antonio Quispe Sánchez, quienes coordinaban con el 

alcalde; de tal forma que la asesora legal Liliana Torres fue quien le 

propuso que votaran por la Empresa L & C Asesores y Consultores S. 

A. C., por lo que se llegó a contratar a dicha empresa. Además,

señaló que el contrato fue revisado por la asesora legal, quien 

debió darse cuenta de que dicha empresa no se encontraba 

registrada en la Sunat.  

 6.7.3. La declaración de la ahora sentenciada Flor de María Ávalos 

Castañeda (a nivel policial a folio 414 en presencia del representante del 

Ministerio Público y judicial a folio 2155), regidora de la Municipalidad 

Distrital de Asia. Señaló que conoce a José Aras Chumpitaz por ser 

el alcalde de la citada entidad edil y a Liliana Torres quien era su 

asesora legal. No integró la comisión para otorgar la concesión a 

la empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C., la misma que 

estaba conformada por el ingeniero Régulo Navarrete, la asesora 

legal y Antonio Quispe Sánchez, quienes propusieron al ganador y 

en sesión de consejo se aprobó su contratación, habiendo 

revisado la documentación y dado su conformidad la asesora 

legal Liliana Torres. 

 6.7.4. La declaración del ahora sentenciado Luis Alberto Bernal 

Saavedra (a nivel judicial a folio 9806 y en juicio oral a folio 13996), gerente 

general de la Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C. 

Mencionó conocer a José Arias Chumpitaz y Liliana Torres Castillo, 

por el contrato que había entre su representada y la 
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Municipalidad Distrital de Asia en el año dos mil dos, donde 

presentó la propuesta de fiscalización tributaria a la citada 

Municipalidad y adjuntó proyectos entre los cuales se encontraba 

la empresa Telefónica por concepto de apertura de zanjas e 

instalación de fibras ópticas, posteriormente por sesión de consejo 

se formalizó el contrato. De tal forma que el trámite de inscripción 

ante la Sunat de su representada se encontraba pendiente. 

 6.7.5. La declaración testimonial de Jaime Mateo Tenemas (a nivel 

policial, a folio 442, en presencia del representante del Ministerio Público y en el 

juicio oral a folio 13936), secretario general de la Municipalidad de 

Asia, durante el periodo de mil novecientos noventa y nueve a dos 

mil dos, donde fue alcalde José Arias Chumpitaz. Señaló que Luis 

Alberto Bernal Saavedra llegó al Municipio a efectuar un trabajo 

de fiscalización a la empresa Telefónica, donde su empresa fue 

contratada luego de haber expuesto la forma que iba a realizar el 

proceso de fiscalización, mediante sesión N.° 012-02, la misma que 

redactó, donde participó la asesora legal Rosa Liliana Torres 

Castillo, Régulo Navarrete Paredes y Antoni Quispe, siendo 

elaborado el contrato por Rosa Liliana Torres Castillo, ya que en 

dicha área se redactaban todos los contratos y resoluciones.  

 6.7.6. La declaración del procesado José Arias Chumpitaz (a nivel 

policial folios 461 y ampliada a folio 504 en presencia del Ministerio Público, y a 

nivel judicial a folios 9581, ampliada a folios 10279, habiendo en el juicio oral 

ejercido su derecho a guardar silencio), alcalde de la Municipalidad de 

Asia durante los años mil novecientos noventa y nueve al dos mil 

dos, después fue reelecto y ocupó el cargo hasta el catorce de 

julio de dos mil cinco. Señaló conocer a Luis Alberto Bernal 

Saavedra debido a que se presentó a la Municipalidad y expuso 

cómo se podía efectuar una fiscalización a Telefónica del Perú a 
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través de su representada, la Empresa L & C Asesores y Consultores 

S. A. C. No se realizó una licitación sino que fue aprobada por 

Sesión de Consejo, de tal forma que el expediente para la 

contratación pasó por Asesoría Legal para que se hiciera el 

contrato o convenio. Reconoce su firma en los contratos de 

locación de servicios obrantes a folio diecinueve, los que fueron 

redactados por la asesora legal Liliana Torres Castillo. 

 6.7.7. La declaración de la ahora sentenciada Rosa Liliana Torres 

Castillo (a nivel policial a folio 436, continuada a folio 494 en presencia del 

representante del Ministerio Público, y a nivel judicial a folios 9587, habiendo en 

el juicio oral ejercido su derecho a guardar silencio), asesora legal de la 

Municipalidad Distrital de Asia desde fines de dos mil al noviembre 

de dos mil cuatro. Señaló que ha trabajo con José Arias Chumpitaz 

quien era el alcalde del citato Municipio. Conoció a Luis Alberto 

Bernal Saavedra por ser el representante legal de la Empresa L & C 

Asesores y Consultores S. A. C. quien realizó un proceso de 

fiscalización, no pudiendo precisar si hubo concurso público para 

elegir a la citada empresa. No recuerda haber integrado la 

comisión para elegir a la mencionada empresa. El señor Luis 

Alberto Bernal Saavedra llegó a la Municipalidad de Asia y ofreció 

sus servicios, por lo que le indicó que hiciera llegar su propuesta por 

Mesa de Partes, como asesora legal no solicitó información sobre 

la constitución y experiencia laboral de dicha empresa. Emitió una 

opinión personal al alcalde José Arias de la necesidad de contar 

con un ejecutor coactivo para mejorar las recaudaciones. 

6.8.  De los elementos probatorias analizados y valorados se advierte 

que el procesado José Arias Chumpitaz, en su condición de 

alcalde de la Municipalidad Distrital de Asia y los regidores (ya 
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sentenciados) se coludieron con el sentenciado Luis Alberto Bernal 

Saavedra (gerente general de la Empresa L & C Asesores y 

Consultores S. A. C.) para defraudar al Estado-Municipalidad 

Distrital de Asia, puesto que se contrató a la empresa antes 

mencionada mediante una serie de irregularidades legales, tales 

como que la contratación se realizó mediante una sesión de 

consejo, sin tener en cuenta los decretos supremos números 012 y 

013-2001-PCM; se suscribió el contrato sin consignar el

requerimiento previo del área competente que justifique la 

necesidad del servicio, contraviniendo así el artículo 113 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del 

Estado; no existía propuesta técnico-económica presentada por la 

Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C.; la celebración de los 

contratos de locación de servicios se realizó aun cuando dicha 

empresa no tenía autorización de la Sunat; más aún, no existe 

documentación que sustente la labor prestada, pese a ello, el 

Municipio realizó el pago pactado en los contratos, a favor de la 

empresa representada por el sentenciado Luis Alberto Bernal 

Saavedra, causando un perjuicio económico (patrimonial) a la 

entidad edil, conforme se corrobora con el Informe Pericial 

Contable Financiero presentemente citado. 

SETIMO. De igual manera, en relación con la procesada Rosa Liliana 

Torres, conforme se describieran todas las pruebas actuadas, se 

advierte que en la contratación de la Empresa L & C Asesores y 

Consultores S. A. C., se le consultó, en su calidad de asesora legal y que 

ella integraba la comisión, conforme lo mencionó en su declaración el 

ahora sentenciado Félix Donato Quispe Manco; en igual sentido 



  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  SALA PENAL TRANSITORIA      
  DE LA REPÚBLICA       RECURSO DE NULIDAD N.° 874-

2018 
 CAÑETE 

22 

declara la ahora sentenciada Flor de María Ávalos Castañeda; más 

aún el acalde sentenciado José Arias Chumpitaz declaró que no se 

siguió con lo estipulado en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del 

Estado; y que respecto a los contratos la asesora legal Liliana Torres 

Castillo no realizó alguna observación, más aún fue ella quien preparó 

el convenio. En ese sentido, se puede concluir válidamente que la 

procesada, como asesora legal conocía perfectamente de los 

requisitos para la contratación de la empresa, pese a las irregularidades 

con que se realizó la contratación, asintió las mismas, al estar coludida 

en el acuerdo; máxime si el regidor Félix Donato Quispe Manco sostuvo 

en su declaración que Rosa Liliana Castillo Torres Castillo, quien se 

desempeñaba como asesora legal les propone a todos los regidores 

que voten por la empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C. para 

otorgarle el contrato de fiscalización a Telefónica del Perú S. A. A. 

7.1.  De lo expuesto, se encuentra acreditada la vinculación y 

responsabilidad penal de la acusada Rosa Liliana Torres Castillo, en 

su condición de asesora legal, actuó en calidad de cómplice 

primaria de conformidad con lo establecido en el artículo 25 del 

Código Penal, puesto que su intervención fue esencial en la 

perpetración del hecho delictivo, al llegarse a establecer que su 

participación se produjo en la fase de preparación del hecho 

delictivo; esto es, al efectuar el contrato, al dar el visto bueno en la 

contratación con la Empresa L & C Asesores y Consultores a 

sabiendas (puesto que tiene la calidad de asesora legal y 

profesional en derecho) que no se efectuó el proceso de 

adquisición correspondiente, no había requerimiento previo del 

área correspondiente que justifique la necesidad del servicio, que 

dicha empresa no tenía autorización de la Sunat para el inicio de 
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sus actividades, y que no existió propuesta técnico-económica 

presentada por la Empresa L & C Asesores y Consultores S. A. C. 

incumpliéndose lo dispuesto en la Ley de Contrataciones y 

Adquisiciones del Estado, y por último al incidir sobre los regidores 

para que voten en sesión edil a favor de la Empresa L & C Asesores 

y Consultores S. A. C. 

RESPECTO AL CONTRATO CELEBRADO ENTRE LA MUNICIPALIDAD DISTRITAL 

DE ASIA-CAÑETE Y LUIS IGNACIO CHUMPITAZ ARIAS 

7.2. El contrato de trabajo no personal a plazo fijo (folio doscientos 

diecisiete). Celebrado de una parte por la Municipalidad Distrital de 

Asia representada por el alcalde José Arias Chumpitaz y, de la otra 

parte, el señor Luis I. Chumpitaz Arias, para que preste servicios a la 

Municipalidad como personal obrero de limpieza y ornato, bajo el 

régimen laboral de la Ley 276, cuya vigencia fue de cuarenta y 

ocho días, percibiendo como remuneración doscientos ochenta 

soles quincenales. La misma que se encuentra rubricada por el 

alcalde, el citado trabajador y la asesora legal Rosa Liliana Torres 

Castillo, en señal de conformidad.      

7.3.  El contrato de trabajo no personal a plazo fijo (folio doscientos 

dieciocho). Celebrado de una parte por la Municipalidad Distrital de 

Asia representanda por el alcalde José Arias Chumpitaz y, de la 

otra parte, el señor Luis Ignacio Chumpitaz Arias, para que preste 

servicios a la Municipalidad en los trabajos de repavimentación, 

reconstrucción y adecuamiento de veredas proyectado por la 

Municipalidad, bajo el régimen laboral de la Ley 276, cuya 

vigencia fue a partir del quince de abril de mil novecientos 

noventa y nueve y concluirá el veintiuno de abril del año citado, 
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percibiendo como remuneración única dos mil ochenta y cuatro 

soles con setenta céntimos. La misma que se encuentra rubricado 

por el alcalde, el citado trabajador y la asesora legal Rosa Liliana 

Torres Castillo, en señal de conformidad.     

7.4.  El informe N.° 205-2003-OAL-MDA (folios trescientos cuarenta). Emitido 

por la asesora legal de la Municipalidad Distrital de Asia-Cañete, 

Rosa Liliana Torres Castillo, al alcalde de la citada comuna José 

Arias Chumpitaz, a través del cual señala que el señor Luis Ignacio 

Chumpitaz Arias es su sobrino, quien laboró como obrero en la 

citada comuna edil, por lo que debe suspender su contratación en 

forma inmediata.     

7.5. El acta de Nacimiento del señor Luis Ignacio Chumpitaz Arias (folio 

trescientos cuarenta y seis). 

7.6. La declaración de Rosa Liliana Torres Castillo (a nivel policial a folio 

cuatrocientos treinta y seis, en presencia del representante del Ministerio 

Público). Asesora legal de la Municipalidad Distrital de Asia-Cañete. 

Señaló reconocer la firma y rúbrica que aparecen en los contratos 

celebrados con el señor Luis Ignacio Chumpitaz Arias, precisando 

que dicho documento fue elaborado por el área de personal, de 

tal forma de que al tomar conocimiento de que el citado 

trabajador era sobrino del alcalde, le solicitó a la máxima 

autoridad edil que tomara las acciones recomendadas por el 

órgano de control. 

7.7.  La declaración de Luis Ignacio Chumpitaz Arias (a nivel policial a folio 

480 en presencia del Ministerio Publico y en el juicio oral folio 13993). Señaló 

que es familiar de José Arias Chumpitaz, alcalde de la 

Municipalidad Distrital de Asia-Cañete, siendo su tío, hermano de 

su mamá Alvertina Arias Chumpitaz. Durante los años mil 
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novecientos noventa y nueve al dos mil cinco trabajó para la 

Municipalidad Distrital de Asia, pero en forma esporádica, siendo el 

ingeniero Remulo Navarrete quien le requería. La actividad era de 

operario maquinista, no tiene estudios ni capacitación respecto a 

esa actividad de maquinaria, pero con la práctica lo aprendió, no 

teniendo licencia para ser operario de maquinaria. Los contratos 

celebrados con la Municipalidad, el primero fue en mil novecientos 

noventa y nueve, para baja policía; es decir, para recoger la 

basura ganando doscientos ochenta soles en forma quincenal; el 

segundo contrato se elaboró también en el mismo año para un 

trabajo de mejoramiento donde iba a dirigir, ganando dos mil 

ocho soles. Los contratos los firmó el alcalde José Arias Chumpitaz, 

porque no había gerente municipal. De todos los trabajos no 

recuerda haber realizado un informe de cumplimiento de servicios 

prestados a la Municipalidad de Asia. 

7.8. Por lo expuesto, se encuentra acreditada la vinculación y la 

responsabilidad penal del procesado José Arias Chumpitaz en el 

hecho materia de imputación fiscal, puesto que se advierte que 

actuaron concertadamente, generando un acto colusorio entre el 

procesado en su calidad de alcalde de la Municipalidad Distrital 

de Asia-Cañete y su sobrino Luis Ignacio Chumpitaz Arias, a quien 

contrató primero en el área de Limpieza ganando menos de mil 

soles, para luego pasar al área de Obras del Municipio y ganar 

más dos mil soles; dicho cambio se dio a los pocos días de haber 

ingresado a laborar a la entidad edil, pese a que su familiar no 

tenía estudios ni capacitación respecto a esa actividad de 

maquinaria, ni licencia para ser operador de maquinaria alguna. 

Más aún, pese a que la asesora legal Rosa Liliana Torres Castillo, le 



  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  SALA PENAL TRANSITORIA      
  DE LA REPÚBLICA       RECURSO DE NULIDAD N.° 874-

2018 
 CAÑETE 

26 

emitió un informe a fin de que suspenda la contratación de su 

sobrino como trabajador de la entidad edil por tener una relación 

de familiaridad, este hizo caso omiso, causando un perjuicio 

económico a la Municipalidad Distrital de Asia-Cañete y 

contraviniendo la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del 

Estado.      

OCTAVO. De los fundamentos anteriormente desarrollados y de la 

sentencia dictada, que se encuentra firme, se verificó que, existe 

suficiencia probatoria recabada en el proceso, con lo que se acreditó 

la responsabilidad de los acusados José Arias Chumpitaz (autor) y Rosa 

Liliana Torres Castillo (cómplice primario), por la comisión del ilícito 

materia de imputación fiscal; si bien ante dicha conclusión de 

responsabilidad existe la negativa de los citados imputados, así como 

los argumentos de sus recursos impugnatorios; sin embargo, los mismos 

son insuficientes para desvirtuar la tesis de culpabilidad en virtud a los 

argumentos precedentemente acotados; más aún si existe el informe 

pericial contable que determinó la existencia de perjuicio económico 

en agravio del Estado; por otro lado se advierte que el órgano superior 

realizó una valoración y apreciación de todas las pruebas glosadas, 

compulsando cada una de ellas con las circunstancias del delito, 

consecuentemente, los argumentos expuestos en dichos recursos 

impugnatorios resultan infundados. Por lo que se debe confirmar la 

sentencia recurrida por encontrarse arreglada a ley.      

NOVENO. RESPECTO A LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD 

9.1.  El Colegiado Superior, si bien efectuó la determinación de la 

misma sobre la base del primer párrafo, del artículo 384, del 
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Código Penal, e indicó que la procesada Rosa Liliana Torres 

Castillo es extraneus; sin embargo, este Colegiado Supremo no 

comparte dicha conclusión, ello a razón de que por Ejecutoria 

Suprema recaída en el Recurso de Nulidad N.° 550-2015 del treinta 

y uno de agosto de dos mil dieciséis, quedó definido, en este 

mismo caso, que tanto el encausado José Arias Chumpitaz (en su 

condición de alcalde de la Municipalidad Distrital de Asia) como la 

citada imputada (asesora legal de la citada entidad edil) son 

funcionarios públicos; por tanto, resultó erróneo citar a la aludida 

procesada como extraneus.  

9.2.  Asimismo, también resultó errado graduar la sanción penal 

aplicando el primer párrafo, del artículo 384, del Código Penal 

modificado por el artículo único de la Ley N.° 29758, pues lo 

correcto es compulsar dicha sanción sobre los términos del citado 

artículo en su texto legal modificado por el artículo 2 de la Ley N.° 

26713 (vigente al momento de la comisión de los hechos), puesto 

que, conforme ya se detalló en líneas precedentes (y así también lo 

estableció la Ejecutoria Suprema recaída en el R. N. N.° 2206-2012 del catorce 

de noviembre de dos mil doce, cuando se resolvió la situación jurídica de los 

imputados Luis Alberto Bernal Saavedra, Rubén Esteban Falcón Tenorio, Nicanor 

Nolberto Hernández Quijandría, Aquilino Antonio Quispe Sánchez, Marcelo 

Francia Chumpitaz, Máximo Ávalos Aburto, Flor de María Ávalos Castañeda, 

Lucio Aquilino Chumpitaz Campos y Félix Donato Quispe Manco, en este mismo 

proceso), en el caso concreto sí hubo perjuicio económico; por 

tanto si el Colegiado Superior pretendió aplicar la referida norma 

sustantiva vigente al momento de expedir sentencia, lo natural era 

tipificar los hechos en el segundo párrafo, del referido artículo 384, 

del Código Penal (porque existe perjuicio económico); sin embargo, esta 

norma no resulta favorable a los imputados, por tener una pena 



  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  SALA PENAL TRANSITORIA      
  DE LA REPÚBLICA       RECURSO DE NULIDAD N.° 874-

2018 
 CAÑETE 

28 

mínima más grave que el texto legal vigente al momento de la 

comisión de los hechos (artículo 384 del Código Penal, modificado por el 

artículo 2 de la Ley N.° 26713, publicada el veintisiete de diciembre de mil 

novecientos noventa y seis); ello debido a la aplicación del sistema de 

tercios para la graduación de la pena.  

9.3. En otras palabras, no es lo mismo aplicar dicho sistema con una 

sanción mínima de seis y no mayor de quince años, que recorrer la 

pena entre tres a quince años; es evidente que a los encausados 

les favorece el segundo de los recorridos mencionados, ya que su 

primer tercio inicia con una sanción menor que el de la norma 

posterior. Si bien se advirtió error en la sentencia en este extremo; 

este no es causal de nulidad pues la sanción penal impuesta no se 

contrapone a los parámetros del texto legal del artículo 384 del CP 

vigente al momento de la comisión del evento delictivo; y no 

agrava la situación de los encausados, por el contrario, los 

favoreció. A criterio de esta Sala Suprema la sanción penal –

conforme sucedieron los hechos y al grado de participación de los imputados–, 

debió ser mayor a la que se fijó en la recurrida, no obstante ello, 

este Tribunal está impedido de incrementar la misma, en razón que 

el representante del Ministerio Público no impugnó la resolución 

venida en grado, conforme dispone el inciso uno, del articulo 

trescientos, del Código de Procedimientos Penales.   

9.4.  Respecto a lo alegado por el encausado José Arias Chumpitaz, en 

cuanto a que tenía grado de instrucción quinto de primaria, no 

tiene antecedentes penales y que de ser sentenciado tenía 

setenta y un años de edad; al respecto, se debe tener en cuenta 

que la condición de reo primario del imputado, el arraigo 

domiciliario, laboral y familiar, o el mínimo grado de instrucción que 
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alegó, son circunstancias atenuantes genéricas que permiten solo 

graduar la pena dentro de los límites fijados por el legislador en la 

norma que tipifica el ilícito (en este caso, dentro de los límites que precisa 

el artículo 384 del Código Penal vigente al momento de ocurridos los hechos), y 

no reducirla a extremos inferiores del mínimo legal (no son atenuantes 

privilegiadas). Además, a dicho encausado se le atribuyeron dos 

hechos –precisados en el considerando segundo de la presente–, los cuales 

fueron calificados correctamente como concurso real de delitos. 

Por último, tampoco es de recibo reducir las sanciones penales 

que se le impusieron por cada evento delictivo, debido a la edad 

que tuvo al momento de la emisión de la sentencia. En efecto, la 

reducción de la sanción penal por la edad del agente está 

prevista en el artículo veintidós del Código Penal, y establece que 

procederá dicha reducción cuando el imputado tenga más de 

dieciocho y menos de veintiún años, o más de sesenta y cinco 

años, al momento de la comisión de la infracción; lo cual no 

ocurre en el caso concreto, ya que el aludido encausado José 

Arias Chumpitaz tenía cincuenta y cinco años de edad (nació el 

catorce de noviembre de mil novecientos cuarenta y seis). 

DECIMO. EN CUANTO AL MONTO DE LA REPARACIÓN CIVIL 

10.1. Se aprecia que el Tribunal Superior justificó suficientemente el 

monto que impuso, conforme con el fundamento jurídico ciento 

setenta y tres de la recurrida, el mismo que satisface los 

presupuestos fijados en los artículos noventa y dos y noventa y tres 

del Código Penal, que abarcan el daño causado y la 

indemnización derivada de aquel; por lo que los agravios expuesto 

por el recurrente José Arias Chumpitaz, resultan infundados.   
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10.2. Efectivamente, a los recurrentes se les impuso el pago solidario de 

cincuenta mil soles por este concepto, sin perjuicio de devolver el 

ilícito ilícitamente apropiado (determinado por el perjuicio económico 

ocasionado, ya acreditado, conforme se detalló en los considerandos 

precedentes), monto que fue fijado en la sentencia del siete de junio 

de dos mil doce, en donde se resolvió la situación jurídica de los 

ahora sentenciados Marcelo Francia Chumpitaz, Máximo Ávalos 

Aburto, Flor de María Ávalos Castañeda, Lucio Aquilino Chumpitaz 

Campos, Félix Donato Quispe Manco, Luis Alberto Bernal Saavedra, 

Rubén Esteban Falcón Tenorio, Aquilino Antonio Quispe Sánchez y 

Nicanor Norberto Hernández Quijandría, extremo que fue 

declarado no haber nulidad en el Recurso de Nulidad N.° 2206-

2012 del catorce de noviembre de dos mil doce. Al ser esto así, se 

procedió conforme con el precedente vinculante recaído en el 

Recurso de Nulidad N.° 216-2005, que en su fundamento jurídico 

sexto establece:  

[…] en este contexto, la restitución, pago del valor del bien o 
indemnización por los daños y perjuicios ocasionados, según corresponda, 

cuando se trate de procesos en los que exista pluralidad de acusados por 
el mismo hecho y sean sentenciados independientemente, por diferentes 

circunstancias contempladas en nuestro ordenamiento procesal penal, 
debe ser impuesta para todos; sobre la base del monto fijado en la 
sentencia (folio doce mil sesenta y nueve) que se encuentra firme. 

Además, con el objeto de que: a) Exista proporción entre el daño 
ocasionado y el resarcimiento. b) Se restituya, se pague o indemnice al 

agraviado sin mayor dilación. c) No se fijen montos posteriores que 
distorsionen la naturaleza de la reparación civil dispuesta mediante los 

artículos noventa y tres, y noventa y cinco del Código Penal.  

En ese sentido, la sentencia venida en grado se emitió, también en 

este extremo, conforme a derecho. 
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DECIMOPRIMERO. De autos, se advierte que en la sentencia recurrida 

(folio catorce mil ciento setenta y cinco) se impuso pena efectiva 

disponiendo, contra el imputado José Arias Chumpitaz, se emitan los 

oficios de orden de ubicación y captura, al no haber concurrido a la 

lectura de sentencia, situación que debe reiterarse para su 

cumplimiento.      

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, declararon: NO HABER NULIDAD en la sentencia 

del cinco de abril de dos mil dieciocho (folio catorce mil ciento setenta y seis), 

en los extremos que: i) Condenó a José Arias Chumpitaz como autor del 

delito contra la Administración Pública en la modalidad de colusión, en 

perjuicio del Estado-Municipalidad de Asia, a siete años de pena 

privativa de libertad, e inhabilitación por el plazo de dos años en 

aplicación de los incisos 1 y 2, del artículo 36, del Código Penal. ii) 

Condenó a Rosa Liliana Torres Castillo como cómplice primaria del 

delito contra la Administración Pública, en la modalidad de colusión, en 

perjuicio del Estado-Municipalidad de Asia, a cuatro años de pena 

privativa de libertad suspendida en su ejecución por el periodo de 

prueba de tres años, e inhabilitación por el plazo de dos años en 

aplicación a los incisos 1 y 2, del artículo 36, del Código Penal; y les 

impuso el pago solidario de cincuenta mil soles por concepto de 

reparación civil. Con lo demás que al respecto contiene y es materia 

del recurso. DISPUSIERON que el Órgano Jurisdiccional correspondiente 

reitere las órdenes de ubicación y captura, dispuestas e impartidas 

contra el imputado José Arias Chumpitaz, para el cumplimiento de la 

sentencia. Y los devolvieron. 
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Intervino el juez supremo Bermejo Ríos, por licencia del juez supremo 

Lecaros Cornejo. 

S. S. 

FIGUEROA NAVARRO 

QUINTANILLA CHACÓN 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

PACHECO HUANCAS 

BERMEJO RÍOS 

CE/aaa 
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Inadecuada tipificación 

Sumilla. Al haberse tipificado el mismo 
supuesto fáctico como delito de colusión y 
peculado, debe absolverse por el segundo 
delito por inadecuada tipificación. 

Lima, dieciséis de mayo de dos mil dieciocho 

VISTOS: el recurso de nulidad 

interpuesto por la defensa técnica del encausado Fredy Hildo 

Chinchay Salazar contra la sentencia de fojas dos mil ochocientos 

treinta y uno, del siete de diciembre de dos mil diecisiete; de 

conformidad, en parte, con el dictamen de la señora Fiscal Suprema 

en lo Penal.  

Intervino como ponente el señor Juez Supremo Prado Saldarriaga. 

CONSIDERANDO 

Primero. La defensa técnica del encausado Fredy Hildo Chinchay 

Salazar, en su recurso formalizado de fojas dos mil ochocientos 

sesenta y uno, alega: 

a. Que la sentencia apelada incurre en grave error al haber

condenado a su defendido por el solo hecho de ser

funcionario público, en su condición de alcalde de la

municipalidad agraviada, pues no fundamentó válidamente la

relación funcionarial directa y específica que lo ligaba con los

caudales, ni especificó cuál fue su participación. Por ello se

infringieron los principios de imputación necesaria,
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congruencia, el debido proceso, la garantía a la motivación 

de resoluciones y el derecho de defensa. 

b. Que, respecto al delito de colusión, no tomó en cuenta que las

obras mencionadas fueron ejecutadas por administración

directa, por las instancias administrativas del ente municipal, es

decir, que dentro de la organización y jerarquía organizacional

del municipio agraviado existen responsables directos de cada

uno de los actos.

c. Que el mismo razonamiento opera para los hechos imputados

por el delito de peculado doloso, pues la responsabilidad,

según el texto de la sentencia, es del titular del pliego.

d. Que al condenarlo se hizo apología a la responsabilidad

objetiva, proscrita por el artículo VII del título preliminar del

Código Penal, pues no existe un solo indicio o elemento de

prueba que corrobore la imputación.

e. Que debió probarse idóneamente que su patrocinado tuvo

intervención, por acción o por omisión, en los delitos cometidos

por sus subalternos, pero no sucedió ello.

f. Que se incurrió en falsa fundamentación al afirmarse que su

patrocinado autorizó pagos, pese a que no existe una sola

prueba directa ni indiciaria de ello.

g. Que sobre el delito de peculado no se consignó en qué casos

el encausado Chinchay Salazar se apropió para sí mismo o

facilitó la apropiación para terceros.

h. Que existe una incongruencia y una contradicción de

motivación, cuando se afirmó que la negativa reiterada de su

defendido no es prueba de su irresponsabilidad penal; sin

embargo, en otros extremos de la sentencia se dio validez al

testimonio de terceros.
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i. Que no se tomó en cuenta que el expediente técnico puede

ser variado al momento de la ejecución de las obras.

j. Que en la sentencia se debió consignar qué normas

específicas, no genéricas, fueron quebrantadas, lo que no

ocurrió, limitándose a invocar normas que otorgan

responsabilidad de forma genérica.

k. Que el Colegiado Superior que emitió la sentencia carecía de

competencia, pues fue emitida por Jueces Superiores que no

intervinieron en el juicio oral primigenio; por lo que no se

cumplió con el principio de inmediación y la decisión recurrida

es nula.

Por tales motivos, solicita la absolución de su patrocinado. 

Segundo. En la acusación fiscal de fojas dos mil treinta y dos, 

aclarada a fojas dos mil ochenta y tres, en lo que respecta al 

extremo impugnatorio se consigna lo siguiente: 

2.1. Respecto del delito de colusión 

Que durante el ejercicio presupuestal del año dos mil siete hasta el 

mes de julio de dos mil ocho, la Municipalidad Distrital de Tarica 

adquirió diversos bienes y contrató servicios sin estar considerados en 

el Plan Anual de Contrataciones y Adquisiciones de la entidad y sin 

haberse realizado la adquisición mediante el proceso de selección 

publicado a través del SEACE; en tanto que otras adquisiciones se 

efectuaron mediante un procedimiento de selección distinto a la Ley 

de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, para lo cual adquirió 

de manera directa y fraccionada por un monto total de dos millones 

once mil doscientos siete soles con diecisiete céntimos, tal como se 

detalla a continuación: 
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a. Obra: Construcción del Centro Cívico y Comercial de la

Plaza de Tarica

• Adquisición de madera por la suma de ciento treinta y

nueve mil seiscientos cincuenta y cinco soles con dos

céntimos y agregados por la suma de ochenta y un mil

cuatrocientos sesenta y tres soles con ochenta y dos

céntimos [se debió convocar a un proceso de selección de

adjudicación directa pública].

• Adquisición de cemento por la suma de ochenta y seis

mil doscientos siete soles [se debió convocar a un proceso

de selección de subasta inversa].

• Adquisición de materiales de ferretería por la suma de

trescientos cuarenta y cuatro mil quinientos diez soles

con cincuenta y seis céntimos, y servicios de movimiento

de tierra y eliminación de desmonte por la suma de

ciento cincuenta y seis mil trescientos sesenta y ocho

soles con veintinueve céntimos [se debió convocar a un

proceso de selección de adjudicación directa pública].

• Para la ejecución de la partida movimiento de tierra se

convocó, pero no se publicó el proceso en el SEACE:

Adjudicación Directa Selectiva número cero cero tres-

GLT/CEP por la suma de ochenta y siete mil trescientos

soles, efectuada el seis de julio de dos mil siete. Se le

otorgó la buena pro a la empresa VEJJ Ingeniería y

Construcción S. R. L., se amplió el contrato de manera

directa por la suma de catorce mil cuatrocientos sesenta

y ocho soles con veintinueve céntimos; también se

contrató a la misma empresa de manera directa para la
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eliminación del material excedente por la suma de 

cincuenta y cuatro mil quinientos soles. 

• Contrato de mano de obra por la suma de cuatrocientos

treinta y un mil seiscientos setenta y nueve soles con

ochenta y dos céntimos [se debió convocar a un proceso

de selección de adjudicación directa pública].

• Para la ejecución de las partidas de concreto simple y

concreto armado se convocó, pero no se publicó en el

SEACE dos procesos: Adjudicación Directa Selectiva

número cero cero seis-GLT/CEP por la suma de ciento

dos mil novecientos ochenta y seis soles con sesenta

céntimos, efectuada el diecisiete de agosto de dos mil

diecisiete, desde las nueve horas hasta las dieciocho

horas con treinta minutos. Se le otorgó la buena pro a la

empresa MOR Y MOR Contratistas Generales E. I. R. Ltda.;

evidenciándose inconsistencia en el proceso referente al

horario de evaluación de propuestas.

b. Obra: Sistema de Desagüe Paltay

• Adquisición de ferretería por la suma de trescientos dos

mil ciento cincuenta y tres soles con cincuenta céntimos

[se debió convocar a un proceso de selección de

adjudicación directa pública].

c. Obra: Sistema de Desagüe Buenos Aires

• Adquisición de ferretería por la suma de doscientos

cuarenta y seis mil setecientos cuarenta y cinco soles [se

debió convocar a un proceso de selección de adjudicación

directa pública].
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• Adquisición de agregados por la suma de treinta y un mil

seiscientos ochenta y cinco soles [se debió convocar a un

proceso de selección de adjudicación de menor cuantía].

d. Obra: Asfaltado Paltay

• Adquisición de cemento por la suma de ciento veinte mil

ochocientos ochenta y ocho soles [se debió convocar a

un proceso de selección de subasta inversa].

• Adquisición de agregados por la suma de sesenta y

nueve mil novecientos sesenta soles [se debió convocar a

un proceso de selección de adjudicación directa selectiva].

En el proceso de compras han tenido participación los encausados 

Fredy Hildo Chinchay Salazar (alcalde de la entidad agraviada), Fredy 

Rosas Garro Mata, Eloy Rómulo Gomero Acuña, Haydee Clara 

Obregón Mendoza y Otto Alfonso Pozada Campaña (gerentes 

generales); Gilber Gonzáles Lizarme y Otto Alfonso Pozada Campaña 

(jefes del área Infraestructura y Abastecimiento, respectivamente); Fredy Rosas 

Garro Mata, Gilber Gonzáles Lizarme y Nery Gloria Cajas (miembros del 

Comité especial de los procesos de selección); para lo cual han contado 

con la complicidad de Antonio Guillermo Alberto Depaz, 

representante de la Ferretería Áncash S. A. C., y de los representantes 

de las empresas VEJJ Ingeniería y Construcción S. R. L.; y MOR y MOR 

Contratistas Generales E. I. R. Ltda. 

2.2. Con relación al delito de peculado doloso 

De la contrastación de las pericias tanto contable y valorativa, se 

determinó desde el punto de vista de presupuesto aprobado, 

ejecución de gasto versus valorización física y estado actual de las 

obras materia de denuncias, que las obras no se concluyeron y que 
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existió una sobrevaluación y un mayor gasto de lo presupuestado; tal 

como se aprecia del siguiente detalle: 

• Respecto a la obra Desagüe Paltay

OBRA PRESUPUESTO GASTO EJECUTADO VALORIZACIÓN 

Desagüe Paltay 882 756.49 566 306.38 634 066.68 

Desagüe 
Buenos aires 447 472.71 453 652.70 440 532.17 

Asfaltado Paltay 486 384.78 538 397.96 410 998.96 

Centro Cívico 1 295 521.55 1 759 883.17 

Del cuadro en referencia se determinó que entre lo presupuestado y 

el gasto ejecutado según comprobantes de pago surgió un exceso 

de gasto no justificado que ascendió a un millón doscientos noventa 

y dos mil doscientos veintiún soles con diecisiete céntimos, conforme 

al siguiente detalle: 

• Obra de desagüe Buenos Aires, por el monto de nueve mil

trescientos ochenta y nueve soles con noventa y nueve

céntimos.

• Obra asfaltado Paltay, por el monto de noventa y tres mil

novecientos ochenta y ocho soles con veintinueve céntimos.

• Obra Centro Cívico, por el monto de un millón ciento ochenta

y ocho mil ochocientos cuarenta y dos soles con ochenta y

nueve soles.
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Asimismo, se determinó que entre el gasto ejecutado y lo autorizado 

físicamente existió una sobrevaluación total de ciento cuarenta mil 

quinientos diecinueve soles con cincuenta y tres céntimos, conforme 

al siguiente detalle: 

• Obra de desagüe Buenos Aires, por el monto de trece mil

ciento veintinueve soles con cincuenta y tres céntimos.

• Obra asfaltado Paltay, por el monto de ciento veintisiete mil

trescientos noventa y nueve soles.

En el proceso de compras han tenido participación los encausados 

Fredy Hildo Chinchay Salazar (alcalde de la entidad agraviada), Fredy 

Rosas Garro Mata, Eloy Rómulo Gomero Acuña, Haydee Clara 

Obregón Mendoza y Otto Alfonso Pozada Campaña (gerentes 

generales); Gilber Gonzáles Lizarme y Otto Alfonso Pozada Campaña 

(jefes del área Infraestructura y Abastecimiento, respectivamente). 

Tercero. Antes de analizar el cuestionamiento de la sentencia, tal y 

como lo advierte la señora Fiscal Suprema en lo Penal (ver dictamen de 

fojas treinta, del cuadernillo formado en esta Sede Suprema), se aprecia que 

en el presente caso, bajo el mismo supuesto fáctico se imputó al 

encausado Chinchay Salazar los delitos de colusión desleal, 

peculado doloso y malversación de fondos (este último se declaró 

prescrito en la sentencia recurrida). Sin embargo, se advierte un error en la 

adecuación típica de los hechos, pues los mismos guardan relación 

al tratarse de compras de bienes y servicios contratados 

relacionados con la realización de las obras construcción del Centro 

Cívico y Comercial de la plaza de Tarica, sistema de desagüe Paltay, 

sistema de desagüe Buenos Aires y asfaltado Paltay.  
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Este Supremo Tribunal, mediante Ejecutoria del treinta y uno de 

octubre de dos mil diecisiete, a propósito del Recurso de nulidad 

número mil cuatrocientos veinte-dos mil diecisiete-Áncash, seguido 

en contra de los encausados Otto Alfonso Pozada Campaña, Gilber 

Gonzales Lizarme, Antonio Guillermo Alberto Depaz, Andrés Francisco 

Ambrocio Rímac y Fredy Rosas Garro Mata, a quienes se les imputó 

los mismos hechos que al encausado recurrente, ya emitió un 

pronunciamiento al respecto (existencia de error al tipificar en más de un 

delito los mismos supuestos fácticos). Por tanto, siguiendo el mismo criterio 

jurisprudencial, corresponde absolver al encausado Fredy Hildo 

Chinchay Salazar por el delito de peculado doloso, y dejar 

subsistente para el análisis el delito de colusión por cuanto el 

supuesto fáctico imputado cumple con los elementos típicos de este 

delito.     

Cuarto. En este sentido, se advierte que tanto el delito (previsto en el 

artículo trescientos ochenta y cuatro del Código Penal), así como la 

responsabilidad penal del acusado Chinchay Salazar, están 

acreditados con la sindicación que el representante del Ministerio 

Público le formuló (ver acusación de fojas dos mil treinta y dos, aclarada a fojas 

dos mil ochenta y tres), pues dicho encausado, en su condición de 

alcalde de la Municipalidad Distrital de Tarica, autorizó y suscribió los 

contratos de adjudicación directa de las obras Construcción del 

Centro Cívico y Comercial de la plaza de Tarica, Sistema de desagüe 

Paltay, Sistema de desagüe Buenos Aires y Asfaltado Paltay, 

causando con ello un perjuicio patrimonial a la entidad agraviada. 

Quinto. La conclusión antes anotada se corrobora con el informe 

pericial contable, donde se estableció que existió una inversión 
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mayor respecto al presupuesto aprobado, y se evidenció un exceso 

no justificado de un millón doscientos noventa y dos mil doscientos 

veintiún soles con diecisiete céntimos, pues en la obra desagüe 

Buenos Aires existió un exceso de gasto por la suma de nueve mil 

trescientos ochenta y nueve soles con noventa y nueve céntimos; en 

la obra asfaltado Paltay hubo un exceso de noventa y tres mil 

novecientos ochenta y ocho soles con veintinueve céntimos; y en la 

obra construcción Centro Cívico, un millón ciento ochenta y ocho mil 

ochocientos cuarenta y dos soles con ochenta y nueve céntimos 

(véase fojas seiscientos noventa y uno). Se evidenció de este modo un 

perjuicio patrimonial concreto por el monto indicado. 

Sexto. Frente al juicio de culpabilidad al que se arribó, se tiene la 

negativa y el silencio del encausado recurrente (ver fojas quinientos 

ochenta y ocho y dos mil ochocientos catorce, respectivamente). No obstante, 

tal negativa así como los agravios vertidos en su recurso 

impugnatorio solo constituyen un medio natural de defensa dirigido a 

evadir su responsabilidad, en la medida que la decisión 

condenatoria recurrida presenta adecuada y razonable 

fundamentación y se encuentra suficientemente respaldada con los 

medios de prueba que en ella se detallan. Por ello, se advierte que la 

sindicación efectuada por el representante del Ministerio Público 

cumple con los requisitos establecidos en el Acuerdo Plenario 

número dos-dos mil cinco/CJ-ciento dieciséis para avalar la 

condena.   

Séptimo. En  lo demás, los agravios formulados por el impugnante en 

su recurso de nulidad carecen de sustento fáctico y normativo para 

ser avalados, en la medida que en su condición de alcalde de la 
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municipalidad agraviada tuvo el más alto cargo de la entidad edil; 

por ende, tuvo también pleno control de la institución y sus caudales, 

además, tuvo participación directa en la suscripción de los contratos 

para la ejecución de las obras cuestionadas.  

Si bien el recurrente alega que no se acreditó la supuesta 

concertación, debe tenerse en cuenta que en este tipo de delitos es 

inusual hallar evidencias de dicho acuerdo ilegal. De otro lado, 

tampoco existe vulneración al principio de inmediación con el 

cambio de magistrado, ya que de la revisión de las actas respectivas 

se verifica que dos de las magistradas intervinieron desde el inicio del 

juicio oral; posteriormente, integró la Sala Superior una nueva 

magistrada, pero su ingreso se dio antes de la formulación de 

requisitoria oral y alegatos de defensa del encausado, donde 

tampoco se cuestionó este aspecto (ver fojas doscientos ochenta y dos). 

No se advierte, por tanto, vulneración al principio alegado. 

Octavo. En consecuencia, al haberse enervado la presunción de 

inocencia que ostentaba el encausado recurrente al inicio del 

proceso, de acuerdo con lo previsto en el artículo doscientos 

ochenta y cinco del Código de Procedimientos Penales, se colige 

que la condena recurrida se encuentra conforme a Ley. 

Noveno. No obstante lo expuesto, en virtud de lo señalado en el 

fundamento jurídico tercero de la presente Ejecutoria, corresponde 

reducir la sanción punitiva impuesta (cinco años de pena privativa de 

libertad efectiva). Para tal efecto, se verifica que en la fundamentación 

realizada por el Colegiado Superior al condenarlo por los delitos de 

colusión y peculado, se le fijó tres y dos años de pena privativa de 

libertad respectivamente; y por sumatoria de penas ante la 



- 12 - 

 SALA PENAL PERMANENTE 
 RECURSO DE NULIDAD N.º 308-2018 
ÁNCASH 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

existencia del concurso real de delitos se le impuso la pena final de 

cinco años de sanción punitiva. En este sentido, al absolvérsele por el 

delito de colusión, corresponde reducir la sanción punitiva por el 

delito de colusión e imponérsele la que corresponde con carácter de 

suspendida, bajo el cumplimiento de determinadas reglas de 

conducta.  

Décimo. En ese mismo sentido, respecto a la pena de inhabilitación 

impuesta al encausado Chinchay Salazar, se advierte que esta no 

guarda proporción con la pena privativa de libertad, pues debido a 

que en este tipo de delitos se aplican penas conjuntas, estas deben 

ser fijadas en función de una extensión porcentual equivalente a la 

que se estableció para la pena privativa de libertad, tal y como 

quedó fijado en la Ejecutoria Vinculante del ocho de septiembre de 

dos mil catorce, recaída en el Recurso de nulidad número tres mil 

ochocientos sesenta y cuatro-dos mil trece-Junín; por lo que 

corresponde a este Supremo Tribunal regular proporcionalmente 

dicha pena.  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, declararon: 

I. NO HABER NULIDAD en la sentencia de fojas dos mil ochocientos

treinta y uno, del siete de diciembre de dos mil diecisiete, en el 

extremo que condenó a Fredy Hildo Chinchay Salazar como autor 

del delito contra la administración pública-delitos cometidos por 

funcionarios públicos-colusión ilegal, en perjuicio de la Municipalidad 

de Tarica. 
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II. HABER NULIDAD en la misma sentencia, en cuanto condenó a

Fredy Hildo Chinchay Salazar como autor del delito contra la 

administración pública-delitos cometidos por funcionarios públicos-

peculado, en perjuicio de la Municipalidad de Tarica; reformándola, 

lo ABSOLVIERON de la acusación fiscal por el citado delito en 

perjuicio de la Municipalidad Distrital de Tarica. ORDENARON el 

archivo definitivo de este extremo y la cancelación de los 

antecedentes penales en lo que respecta a este delito.   

III. HABER NULIDAD en la propia sentencia, en cuanto impuso al

encausado Fredy Hildo Chinchay Salazar cinco años de pena 

privativa de libertad efectiva; reformándola, le IMPUSIERON tres años 

de pena privativa de libertad, suspendida en su ejecución por el 

periodo de prueba de dos años, bajo el cumplimiento de las 

siguientes reglas de conducta: a) el agente debe comparecer 

personal y obligatoriamente a informar y justificar sus actividades 

ante el Juez, b) no podrá ausentarse del lugar de su residencia sin 

previa autorización judicial, c) deberá reparar los daños ocasionados 

por el delito y cumplir con el pago de la reparación civil. En caso de 

incumplimiento de estas reglas, el Juez competente procederá 

conforme a lo establecido en el artículo quinto de la citada 

resolución administrativa. DISPUSIERON la inmediata libertad del 

encausado Chinchay Salazar, siempre y cuando no pese en su 

contra mandato de detención vigente emanado por autoridad 

competente.  

IV. HABER NULIDAD en cuanto a la pena de inhabilitación de dos

años impuesta al citado encausado; reformándola, le IMPUSIERON un 
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año de inhabilitación, conforme a los incisos uno y dos del artículo 

treinta y seis del Código Penal.  

V. NO HABER NULIDAD en lo demás que contiene, y es materia del

presente recurso de nulidad. Y los devolvieron. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

PRADO SALDARRIAGA 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

NEYRA FLORES 

SEQUEIROS VARGAS 

VPS/jccc 
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RECURSO NULIDAD  N.° 2529-2017/ANCASH 
PONENTE: CESAR SAN MARTIN CASTRO

Prueba suficiente para condenar 
Sumilla. La prueba documental como la prueba 
pericial son contundentes. Denotan un concierto 
entre el alcalde y los miembros del Comité 
Especial con el titular de la empresa 
“Constructora y Servicios Generales Sullana 
SRL – Consergesul SRL”. De otra forma, no se 
explican tantas irregularidades, como no 
permitir la postulación de dos empresas, colocar 
a una indebidamente sin que hubiera 
participado, no respetar los tiempos para 
consolidar la participación de las empresas 
interesadas, no suspender el procedimiento ante 
la impugnación, aceptar una carta fianza 
notoriamente ilegal, y autorizar unos adelantos 
legalmente inadmisibles. Son indicios graves 
que articulados entre sí revelan un concierto 
punible en agravio del Estado y un patente 
incumplimiento de las funciones públicas. No 
existe prueba en contrario. La propia resolución 
del Tribunal Administrativo consigna una 
irregularidad en la actuación del Comité y del 
alcalde. 

Lima, nueve de octubre de dos mil dieciocho 

VISTOS: los recursos de nulidad 
interpuestos por el señor FISCAL SUPERIOR DE ANCASH y por los encausados 
ERASMO BENITES BERNARDO, CÉSAR LEONCIO MALDONADO PIMENTAL, ABEL 

GODOFREDO LEÓN BAUTISTA, AMADOR ALMAQUIO RESPICIO FLORIÁN y 
ARTURO MARTÍN OTERO RAMÍREZ contra la sentencia de fojas mil noventa y 
dos, de siete de setiembre de dos mil diecisiete, que condenó a Erasmo Benites 
Bernardo como autor del delito de colusión en agravio de la Municipalidad 
Distrital de Antonio Raimondi y de las empresas Consorcio Cajacay y Mars 
Constructora SRL a tres años de pena privativa de libertad, cuya ejecución se 
suspende por el plazo de dos años, dos años de inhabilitación; a César Leoncio 
Maldonado Pimental, Abel Godofredo León Bautista y Amador Almaquio 
Respicio Florián como coautores de los delitos de colusión y falsedad 
ideológica en agravio de la Municipalidad Distrital de Antonio Raimondi y de 
las empresas Consorcio Cajacay y Mars Constructora SRL y Constructora 
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Aanaya Hermanos SAC a tres años de pena privativa de libertad, cuya 
ejecución se suspende por el plazo de dos años, dos años de inhabilitación y 
ciento ochenta días multa; y, a Arturo Martín Otero Ramírez como cómplice 
del delito de colusión en agravio de la Municipalidad Distrital de Antonio 
Raimondi a tres años de pena privativa de libertad, cuya ejecución se suspende 
por el plazo de dos años, dos años de inhabilitación y ciento ochenta días 
multa; asimismo, fijaron en cuarenta mil soles por concepto de reparación civil 
a favor de la Municipalidad Distrital de Antonio Raimondi y ocho mil soles a 
favor de cada uno de los demás agraviados; con lo demás que al respecto 
contiene. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

FUNDAMENTOS 

§ 1. DE LA PRETENSIÓN IMPUGNATIVA DE LAS PARTES

PRIMERO . Que la señora Fiscal Superior en su recurso formalizado de fojas 
mil ciento cincuenta y seis, de catorce de setiembre de dos mil diecisiete, 
requirió se aumente las penas impuestas. Argumentó que las penas impuestas 
son benignas y no proporcionales con el hecho cometido; que se está ante un 
concurso ideal de delitos, por lo que se aplica la pena más grave, así como el 
sistema de tercios; que debe subírseles la pena a cinco años y ocho meses de 
privación de libertad. 

SEGUNDO. Que la defensa de los encausados Maldonado Pimentel y Respicio 
Florián en su recurso formalizado de fojas mil ciento sesenta y cinco, de veinte 
de setiembre de dos mil diecisiete, instó la absolución de los cargos. Alegó que 
la intervención de ambos imputados fue acorde con la norma, nunca ingresaron 
documentos falsos; que no se acreditó el daño causado porque la obra se 
ejecutó de acuerdo al expediente técnico; que su conducta es atípica. 

TERCERO. Que el encausado Otero Ramírez en su recurso formalizado de 
fojas mil ciento ochenta y nueve, de veintiuno de setiembre de dos mil 
diecisiete, solicitó la absolución de los cargos. Afirmó que no se demostró la 
concertación con el alcalde y los miembros del comité, ni la defraudación 
atribuida; que no existe prueba directa del acuerdo; que no se tuvo en cuenta la 
resolución número 049-2009-TC-S2; que se cumplió la totalidad del contrato y 
no se afectó al Estado. 

CUARTO . Que los encausados Benites Bernardo y León Bautista en el recurso 
formalizado de fojas mil ciento setenta y tres, de veintiuno de setiembre de dos 
mil diecisiete, demandaron la absolución de los cargos. Expresaron que la 
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pericia con la que quiso probar la concertación carece de validez; que no se 
demostró la calidad de especialistas de los peritos; que la empresa que objetó 
la buena pro no era empresa postora; que no está corroborado el cargo de 
falsedad. 

§ 2. DE LOS HECHOS OBJETO DEL PROCESO PENAL

QUINTO . Que la sentencia de instancia declaró probado lo siguiente: 
A. El alcalde Benites Bernardo, en el año dos mil siete, designó el Comité de

Selección de la obra “Asfaltado de las pistas de la localidad de Raquia
– Primera Etapa”, por un valor referencial de un millón ciento ochenta y
nueve mil  soles, según las bases correspondientes.

B. El Comité de Selección estuvo conformado por los encausados Maldonado
Pimentel, León Bautista y Respicio Florián. Este comité convocó el
proceso de adjudicación directa número 0001-2008-MDAR-CE. Se fijó en
las bases que su venta se produciría entre el trece al diecisiete de octubre
de dos mil ocho, y la presentación de sobres se produciría hasta el tres de
noviembre de dos mil ocho.

C. Es del caso, sin embargo, que la buena pro la ganó la empresa
“Constructora y Servicios Generales Sullana SRL – Consergesul SRL”,
representada por el encausado Otero Ramírez. Esta declaración de la buena
pro se efectuó pese a que no se cumplió el cronograma establecido, así
como también que en el acto de presentación de propuestas no se respetó
la hora de inició, y solo participó la empresa antes mencionada –dos
empresas habían mostrado interés en el proceso de adjudicación:
Consorcio Cajacay y Constructora Cahuasaqui SAC–, con una propuesta
de un millón doscientos cuarenta y ocho mil soles.

D. De otro lado, los miembros del Comité introdujeron información falsa en
el SEACE pues se consignó que en el acto intervino la empresa
Constructora Anaya Hermanos SAC, cuando no lo había hecho. Además,
el alcalde encausado, pese a que la empresa Consorcio Cajacay cuestionó
la buena pro a la empresa del imputado Otero Ramírez, no suspendió el
procedimiento. Asimismo, la empresa “Constructora y Servicios Generales
Sullana SRL – Consergesul SRL”, presentó una carta fianza por una
empresa no autorizada legalmente, así como se entregó indebidamente un
adelanto del sesenta por ciento del monto contratado.

§ 3. DE LA ABSOLUCIÓN DEL GRADO

SEXTO. Que, ahora bien: 
1. Con el mérito de las constancias ante el Juez de Paz de Raquia, se acreditó
que la Municipalidad se negó a vender las bases de la obra cuestionada, bajo el
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argumento de que el tesorero había sido comisionado fuera de la localidad 
[fojas dieciséis y diecisiete]. 
2. La empresa Constructora Anaya Hermanos SAC mediante carta de fojas
ochenta y uno, de treinta y uno de marzo de dos mil nueve, expresó que no
compró las bases de la adjudicación en cuestión y, por tanto, no participó en
ese proceso.
3. El trámite interno seguido por el Comité fue objeto de cuestionamiento ante
el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado [fojas cuatro]. El
indicado Tribunal Administrativo con fecha nueve de enero de dos mil nueve,
desestimó la revisión interpuesta por Consorcio.
4. La pericia contable oficial de fojas doscientos veintidós, de doce de febrero
de dos mil diez, ratificada en el acto oral a fojas mil siete, estableció que
aparentemente se acogió y respondió a través del SEACE las consultas y
observaciones de los dos postores denunciantes: Consorcio Cajacay y
Constructora Cahuasaqui SAC, pese a que no estaban registrados como tales;
que el alcalde no hizo cumplir el cronograma y horario de atención para la
venta de las Bases y registro de participantes; que el postor Consorcio Cajacay
compró las bases y efectuó el pago respectivo y porque la municipalidad no
cumplió con el cronograma y horario de atención por lo que no se le registró
como participantes; que el acta de presentación de las propuestas reflejó una
iniciación del acto no justificado; que la propia Resolución del Tribunal
Administrativo estableció que se siguió el procedimiento pese a la apelación
respectiva, que se aceptó una carta fianza de una institución no autorizada por
la SBS; que, indebidamente, se entregó a la empresa ganadora un sesenta por
ciento del monto del contrato.

SÉPTIMO. Que los encausados han negado los cargos. Insisten en su actuación 
legal y conforme al procedimiento estipulado. Afirmaron que se presentaron 
tres postores. Respecto a la demora en el inicio de apertura de sobres, ésta se 
debió –dicen– por la ausencia del Juez de Paz de Raquia, por lo que se tuvo 
que convocar al Juez de Paz de Cajacay. El Alcalde imputado alegó ajenidad y 
desconocimiento de lo realizado por los integrantes del Comité. El encausado 
Otero Ramírez, titular de la empresa “Constructora y Servicios Generales 
Sullana SRL – Consergesul SRL”, anotó que todo fue correcto y que el 
adelanto producido está previsto en la ley. Véase, al respecto, declaraciones de 
fojas ciento cuarenta y cuatro, ochocientos treinta y cinco, cuarenta y ocho, 
doscientos ochenta y siete, doscientos noventa y dos, trescientos sesenta y tres 
y ochocientos treinta y cinco –en sede plenarial guardaron silencio–. 

OCTAVO . Que tanto la prueba documental como la prueba pericial son 
contundentes. Denotan un concierto entre el alcalde y los miembros del 
Comité Especial con el titular de la empresa “Constructora y Servicios 
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Generales Sullana SRL – Consergesul SRL”. De otra forma, no se explican 
tantas irregularidades, como no permitir la postulación de dos empresas, 
colocar a una indebidamente sin que hubiera participado, no respetar los 
tiempos para consolidar la participación de las empresas interesadas, no 
suspender el procedimiento ante la impugnación, aceptar una carta fianza 
notoriamente ilegal, y autorizar unos adelantos legalmente inadmisibles. Son 
indicios graves que articulados entre sí revelan un concierto punible en agravio 
del Estado y un patente incumplimiento de las funciones públicas. No existe 
prueba en contrario. La propia resolución del Tribunal Administrativo 
consigna una irregularidad en la actuación del Comité y del alcalde. 
El concierto punible generó una afectación al tesoro público, al impedir la 
participación de otras empresas –que permitiera una mejor perspectiva 
económica y funcional–, aceptar una carta fianza impropia y pagar adelantos 
indebidos. El fraude al Estado es patente. 

NOVENO. Que, respecto de la pena impuesta, en relación al delito de falsedad 
ideológica, que concurre en concurso ideal con el de colusión, las reglas del 
artículo 48 del Código Penal, en concordancia con los artículos 384, originario, 
y 428 del citado Código, permiten un marco punitivo como el fijado por el 
Tribunal Superior. Además, como el recurso proviene de la Fiscalía Superior, 
prima la posición procesal de la Fiscalía Suprema en virtud del principio 
institucional de jerarquía –que en el presente caso no colida con el principio 
superior de legalidad, pues se encuentra dentro de los parámetros legales–. 

DECISIÓN 

Por estos motivos, de conformidad con el dictamen del señor Fiscal Supremo 
en lo Penal: declararon NO HABER NULIDAD  en la sentencia de fojas mil 
noventa y dos, de siete de setiembre de dos mil diecisiete, que condenó a 
ERASMO BENITES BERNARDO como autor del delito de colusión en agravio de 
la Municipalidad Distrital de Antonio Raimondi y de las empresas Consorcio 
Cajacay y Mars Constructora SRL a tres años de pena privativa de libertad, 
cuya ejecución se suspende por el plazo de dos años, dos años de 
inhabilitación; a CÉSAR LEONCIO MALDONADO PIMENTEL, ABEL GODOFREDO 

LEÓN BAUTISTA y AMADOR ALMAQUIO RESPICIO FLORIÁN como coautores de 
los delitos de colusión y falsedad ideológica en agravio de la Municipalidad 
Distrital de Antonio Raimondi y de las empresas Consorcio Cajacay y Mars 
Constructora SRL y Constructora Anaya Hermanos SAC, a tres años de pena 
privativa de libertad, cuya ejecución se suspende por el plazo de dos años, dos 
años de inhabilitación y ciento ochenta días multa; y, a ARTURO MARTÍN 

OTERO RAMÍREZ como cómplice del delito de colusión en agravio de la 
Municipalidad Distrital de Antonio Raimondi a tres años de pena privativa de 
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libertad, cuya ejecución se suspende por el plazo de dos años, dos años de 
inhabilitación y ciento ochenta días multa; asimismo, fijaron en cuarenta mil 
soles por concepto de reparación civil a favor de la Municipalidad Distrital de 
Antonio Raimondi y ocho mil soles a favor de cada uno de los demás 
agraviados; con lo demás que al respecto contiene. DISPUSIERON que el 
Tribunal Superior de origen remita la causa al órgano judicial competente para 
se inicie la ejecución procesal de esta sentencia condenatoria. HÁGASE saber a 
las partes procesales personadas en esta sede suprema.  
Ss.   

SAN MARTÍN CASTRO 

BARRIOS ALVARADO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

SEQUEIROS VARGAS 

CHÁVEZ MELLA 

CSM/amon 
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Lima, siete de junio de dos mil dieciocho 

VISTOS: el recurso de nulidad formulado 

por la defensa técnica de Luis Enrique León Siguas contra la sentencia 

expedida el veintisiete de diciembre de dos mil diecisiete por la 

Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia del 

Santa, que condenó al referido encausado como cómplice primario del 

delito contra la administración pública-colusión, en agravio del Estado, y 

le impuso siete años de pena privativa de libertad, dos años de pena de 

inhabilitación –conforme a las precisiones expuestas en la parte resolutiva de la 

indicada sentencia– y, por concepto de reparación civil, fijó la suma de 

cinco mil soles –también conforme a las precisiones mencionadas en la sentencia 

de primera instancia–.  

Intervino como ponente el señor juez supremo Sequeiros Vargas.  

CONSIDERANDO 

PRIMERO. AGRAVIOS EXPRESADOS POR EL RECURRENTE 

La defensa técnica del sentenciado León Siguas, en el escrito de 

fundamentación de su recurso de nulidad –fojas cuatro mil cuatrocientos 

quince a cuatro mil cuatrocientos cincuenta y ocho–, sostuvo lo siguiente: 

Imputación necesaria 
Sumilla. De conformidad con la ejecutoria 
suprema recaída en el Recurso de Nulidad 
número novecientos cincuenta y seis-dos 
mil once-Ucayali del veintiuno de marzo 
dos mil doce, el cumplimiento de tal 
principio de imputación necesaria supone 
“la atribución de un hecho punible 
fundado en el factum correspondiente, así 
como en la legis atinente y sostenido en la 
prueba […]. No es suficiente la simple 
enunciación de los supuestos de hecho 
contenidos en las normas penales, estos 
deben tener su correlato fáctico concreto, 
debidamente diferenciado y limitado 
respecto de cada uno de los encausados” 
(precedentes vinculantes).  
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1.1. No se cumplió con el principio de imputación necesaria ni, 

consecuentemente, con el derecho de defensa. No se indicaron 

en la sentencia de primera instancia las circunstancias de la 

concertación, ni se apreció el beneficio que habría significado 

para el intraneus el acuerdo colusorio. No se hizo referencia a quién 

y desde cuándo se habría creado intencionalmente una empresa 

que asumiría el cobro de las deudas.  

1.2. La empresa donde laboraba su patrocinado ofreció sus servicios 

especializados, fue contratada, ejecutó los servicios y recibió los 

pagos conforme a lo pactado previamente. La municipalidad 

cobró las deudas y fue a consecuencia de ello que se autorizaron 

los pagos a la indicada empresa. Los errores en los procedimientos 

administrativos no constituyen ni dan relevancia penal a su 

conducta. 

1.3. La sentencia impugnada carece también de motivación aparente, 

en tanto que no se individualizaron los funcionarios públicos con los 

cuales se habría efectuado la concertación. Se determinó la 

responsabilidad penal de su patrocinado por el solo hecho de 

contar con facultades de decisión en la empresa, lo cual vulnera el 

principio de proscripción de la responsabilidad objetiva. Su 

personamiento a la entidad pública en cuestión obedeció a la 

realización de actos propios de las cobranzas y, 

consecuentemente, de la contratación con la empresa.  

1.4. No se dilucidó si el monto de lo cobrado y el porcentaje pagado a 

la empresa –en lo cual el A quo advierte el beneficio indebido– constituyen 

el daño para fijar la reparación civil.  

1.5. Se condenó a su patrocinado solo por desenvolverse dentro de su 

rol de subgerente de la empresa. El A quo se limitó, arbitrariamente, 
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a señalar que participó en la firma de documentos y que tenía las 

mismas facultades que el gerente general de la empresa.  

SEGUNDO. HECHOS MATERIA DE JUZGAMIENTO 

De conformidad con el respectivo dictamen acusatorio (fojas mil 

veintinueve a seis mil cincuenta y dos) y el dictamen fiscal supremo (fojas ciento 

veintisiete a ciento treinta y uno del cuadernillo de recurso de nulidad), se atribuye a 

Julio Gilmer Saona Meregildo (exalcalde de la Municipalidad del Centro Poblado 

Cambio Puente y Anexos) –sentencia firme–, César Augusto Damián García 

(gerente de la empresa Making Servicios Generales S. A. C.) –sentencia firme– y Luis 

Enrique León Siguas (subgerente de la referida empresa) que durante la 

gestión edil del primero de los mencionados se concertaron para 

suscribir el contrato de asesoría legal, soporte técnico y apoyo en 

cobranzas en los procedimientos de deudas tributarias y no tributarias 

selectivas desde el dos mil seis hasta septiembre de dos mil nueve, pese 

a tener conocimiento de que tales deudas iban a ser canceladas a 

través de un procedimiento regular. Es decir, se creó, intencionalmente, 

la disponibilidad de una empresa que asumiría el cobro de estas y que 

recaían sobre los deudores ya registrados, al punto de beneficiarse con 

el treinta y cinco por ciento de los montos ingresados a la tesorería de la 

referida comuna, incluido el IGV, como son las facturas número cero 

cero dos-cero cero cero cuatrocientos dieciocho, del diecinueve de 

mayo de dos mil ocho, y número cero cero dos-cero cero cero 

cuatrocientos diecinueve, de la misma fecha, por un monto de setenta 

y cuatro mil cuarenta y cinco soles con setenta céntimos; la número 

cero cero dos-cuatrocientos cuarenta y siete y número cero cero 

nueve-cero cero cero treinta y siete mil ochenta y cuatro, por un monto 

de tres mil quinientos setenta soles; la número cero cero dos-cero cero 

cero cuatrocientos cuarenta y cuatro, del diecisiete de octubre de dos 

mil ocho, la número cero cero dos-cero cero cero cuatrocientos 
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cincuenta y siete, del cinco de marzo de dos mil nueve, y la número 

cero cero dos-cero cero cuatrocientos cincuenta y seis del mismo día 

por un monto de quinientos cincuenta y cinco mil catorce soles; y la 

número cero cero-cero cero cero cuatrocientos setenta y tres, del seis 

de agosto de dos mil nueve, y número cero cero dos-cero cero cero 

cuatrocientos setenta y cuatro de la misma fecha por un monto de 

quinientos setenta y siete mil quinientos soles.  

La empresa Making Servicios Generales S. A. C. tuvo la facilidad de 

operatividad de sus procedimientos en la aludida comuna, al verse 

exonerada del proceso de selección que se maquilló con la 

normatividad del artículo diecinueve de la Ley de Contrataciones y 

Adquisiciones del Estado, vigente a la comisión de los hechos, y cuya 

contratación fue subrepticia.  

Pese a ello, en el desarrollo de la sesión extraordinaria de concejo del 

diez de agosto de dos mil siete, se reconoció que la contratación de la 

empresa operó en dicho año, lo que sustentaba su existencia; sin 

embargo, el soporte documentario concerniente a su celebración y lo 

relacionado con el ejercicio contable de los años dos mil seis y dos mil 

siete desaparecieron, lo cual no permitió dar sustento transparente de 

otras cantidades que hubiera percibido la referida comuna durante los 

años de gestión. Por ello, se imputó a Luis Enrique León Siguas el delito 

de colusión en calidad de cómplice primario.   

La sentencia de primera instancia consideró tales hechos como 

probados. 

TERCERO. EXAMEN JURISDICCIONAL DE AGRAVIOS  

3.1. Sobre el agravio referido al principio de imputación necesaria, 

debe señalarse que en la ejecutoria suprema recaída en el 

Recurso de Nulidad número novecientos cincuenta y seis-dos mil 

once-Ucayali, del veintiuno de marzo dos mil doce, se señaló que 
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el cumplimiento de tal principio supone “la atribución de un hecho 

punible fundado en el factum correspondiente, así como en la legis atinente y 

sostenido en la prueba […]. No es suficiente la simple enunciación de los 

supuestos de hecho contenidos en las normas penales, estos deben tener su 

correlato fáctico concreto, debidamente diferenciado y limitado respecto de 

cada uno de los encausados” (párrafos cuarto y quinto del considerando tercero 

de la acotada ejecutoria suprema: precedentes vinculantes). 

3.2.  De manera que, en el caso materia de análisis, no se advierte 

vulneración del principio de imputación necesaria; ello en tanto 

que –sin perjuicio de advertir que la defensa técnica no realizó cuestionamiento 

previo alguno a la acusación fiscal–, en primer lugar, del contenido de la 

acusación (cfr. fojas mil veintinueve a mil cincuenta y dos) se verifica un 

hecho concreto atribuido a León Siguas, delimitado en un contexto 

y tiempo determinados –en su condición de subgerente de la empresa 

Making Servicios Generales S. A. C., junto con César Augusto Damián García 

(gerente de la referida empresa), se concertó con Julio Gilmer Saona Meregildo 

(exalcalde de la Municipalidad del Centro Poblado Cambio Puente y Anexos), 

durante la gestión edil de este, para la suscripción de un contrato de asesoría 

legal, soporte técnico y apoyo en las cobranzas referidas a procedimientos de 

deudas tributarias y no tributarias selectivas desde el año dos mil seis hasta 

septiembre de dos mil nueve, pese a que tenían conocimiento de que tales 

deudas iba a ser canceladas regularmente; la empresa Making Servicios 

Generales S. A. C. se benefició con el pago del treinta y cinco por ciento de los 

montos que cobró (cfr. considerando segundo de la presente ejecutoria)–.  

3.3.  Igualmente, se precisa que el tipo penal materia de subsunción es 

el delito de colusión, conforme a la modificatoria efectuada por la 

Ley número veintiséis mil setecientos trece, publicada en el diario 

oficial El Peruano el veintiséis de diciembre de mil novecientos 

noventa y seis, mediante el cual se sancionaba con una pena 

privativa de libertad no menor de tres ni mayor de quince años al 

“funcionario o servidor público que, en los contratos, suministros, licitaciones, 

concurso de precios, subastas o cualquier otra operación semejante en la que 
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intervenga por razón de su cargo o comisión especial defrauda al Estado o 

entidad u organismo del Estado, según ley, concertándose con los interesados en 

los convenios, ajustes, liquidaciones o suministros”. La incriminación contra el 

encausado León Siguas es a título de cómplice primario del 

referido delito, en su calidad de interesado extraneus.  

3.4.  De la referida imputación normativa se desprende claramente que 

se determinó como ley penal aplicable (texto normativo del delito de 

colusión) en el tiempo la indicada. Lo cual resulta adecuado en 

términos de favorabilidad en virtud de que, si bien mediante la Ley 

número veintinueve mil setecientos cincuenta y ocho, publicada 

en el diario oficial El Peruano el veintiuno de julio de dos mil once, 

se modificó el artículo trescientos ochenta y cuatro del Código 

Penal, lo cierto es que dicha ley sancionó el delito de colusión 

agravada –cuya nota esencial es la defraudación al patrimonio del Estado 

mediante la “concertación”– con una pena privativa de libertad no 

menor de seis ni mayor de quince años. Cabe acotar que, de la 

imputación fáctica contenida en la acusación y que se tuvo como 

acreditada en la sentencia impugnada, se advierte perjuicio 

patrimonial al Estado-Municipalidad del Centro Poblado Cambio 

Puente y Anexos a partir de los pagos efectuados a la empresa 

Making Servicios Generales S. A. C. por el cobro de las deudas.  

3.5.  En cuanto a los respectivos medios probatorios, se tiene que los que 

sirvieron como base de la sentencia condenatoria, en esencia, ya 

habían sido consignados en el dictamen acusatorio y ofrecidos 

como tales para el juicio oral. Así, se deben señalar los siguientes:  

i) La copia certificada del acta de sesión ordinaria del diez de

mayo de dos mil seis de la Municipalidad del Centro Poblado

de Cambio Puente y Anexos.
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ii) Las declaraciones de los regidores de la referida entidad edil,

Milagritos Dolores Lavado Rojas, Jaime Wilmer Ramos

Clemente, Robert Smith Angulo Corzo, Edgard Arturo

Marroquín  Debernardi y Rosa Elizabeth Albarrán Ramírez.

iii) El Informe número ciento noventa y cuatro-dos mil doce/SDP-

ECC, emitido por la subdirectora de Plataforma del Organismo

de Supervisión de las Contrataciones del Estado (OSCE).

iv) La copia certificada del contrato de locación de servicios de

asesoría, soporte y apoyo en los procedimientos de

fiscalización y cobranza de adeudos tributarios y

administrativos, realizado entre la Municipalidad del Centro

Poblado de Cambio Puente y Anexos y la empresa Making

Servicios Generales S. A. C., del veinticuatro de mayo de dos

mil dieciséis.

v) El Acuerdo de Concejo número cero doce-dos mil seis-

MCPCPyA, del diez de mayo de dos mil seis, que fue

publicado en el diario Correo el siete de septiembre de dos mil

seis; entre otros –cfr. sección décima de la sentencia impugnada (cfr.

foja cuatro mil trescientos sesenta y nueve y siguientes)–.

3.6.  Cabe puntualizar que entre los hechos que el A quo consideró 

como acreditados se tienen los siguientes: 

i) Los regidores de la Municipalidad del Centro Poblado de

Cambio Puente y Anexos aprobaron de manera irregular la

exoneración del proceso de selección y que la municipalidad

contratara a una empresa para realizar cobranzas coactivas,

cuando las municipalidades de centros poblados no se

encontraban facultadas por ley para realizar dichas

cobranzas.
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ii) El alcalde de la Municipalidad del Centro Poblado de Cambio

Puente y Anexos suscribió el contrato con la empresa Making

Servicios Generales S. A. C. sin que se haya realizado la

publicación del acuerdo de exoneración del proceso de

selección, sin que la contratación estuviera prevista en el plan

anual de adquisiciones de la municipalidad y señalando

acuerdos, porcentajes y cobros que no habían sido

aprobados en el acuerdo de concejo de fecha diez de mayo

de dos mil seis.

iii) Antes de contratar a la empresa Making Servicios Generales S.

A. C. no se realizaron los respectivos estudios de posibilidades.

iv) La contratación de la referida empresa se realizó sin que

existiera el área de cobranza coactiva ni requerimiento del

área usuaria.

v) El procesado Luis Enrique León Siguas y el sentenciado César

Augusto Damián García eran socios fundadores de la

empresa, tenían las mismas facultades a sola firma y realizaron

diversos aumentos de capital social entre los años dos mil

ocho a dos mil diez.

vi) No se conoce objetivamente cuáles fueron los servicios

profesionales y técnicos especializados en el área tributaria,

soporte técnico y apoyo en cobranza en los procedimientos

de deudas tributarias y no tributarias selectivas que brindó la

empresa Making Servicios Generales S. A. C. a la

Municipalidad del Centro Poblado de Cambio Puente y

Anexos desde el dos mil seis hasta el dos mil nueve.

vii) La Municipalidad del Centro Poblado de Cambio Puente y

Anexos le pagó a la empresa Making Servicios Generales S. A.

C., desde el dos mil seis hasta el dos mil nueve, por los servicios
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prestados en asesoría, soporte y apoyo en los procedimientos 

de fiscalización y cobranza de adeudos tributarios la cantidad 

de dos millones noventa y un mil doscientos ochenta y cuatro 

soles con cincuenta y cuatro céntimos, ello como resultado 

del treinta y cinco por ciento de los arbitrios cobrados y el 

veinte por ciento adicional por costas y costos, además de 

pagarle cinco mil ochocientos veinticuatro soles con sesenta y 

cuatro céntimos por conceptos no estipulados en el contrato, 

ello a pesar de que no se acreditó, real y objetivamente, que 

la referida empresa haya realizado trabajo alguno para la 

Municipalidad del Centro Poblado de Cambio Puente y 

Anexos entre los años dos mil seis y dos mil nueve, al no existir 

ningún tipo de informe o documento que dé cuenta del 

trabajo realizado.  

viii) El alcalde Julio Gilmer Meregildo Saona, sin comunicar al

Concejo Municipal del Centro Poblado de Cambio Puente y

Anexos, amplió el plazo original del contrato mediante una

adenda y luego desconoció el acuerdo de concejo del once

de octubre de dos mil siete para dar por concluido el contrato

con la empresa Making Servicios Generales S. A. C.

ix) El encausado León Siguas, pese a figurar como subgerente de

la empresa, firmaba los documentos como gerente (se

presentaba como tal), se personaba a la Municipalidad del

Centro Poblado de Cambio Puente y Anexos a realizar

coordinaciones con el alcalde y el gerente municipal, y firmó

el contrato entre la Municipalidad del Centro Poblado de

Cambio Puente y Anexos y la empresa Making Servicios

Generales S. A. C.; tanto el gerente como el subgerente de la

empresa tenían las mismas facultades; asimismo, fue la
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persona que directamente realizaba los trámites ante la 

municipalidad: desde la suscripción del contrato hasta las 

cobranzas que se llevaban a cabo por los supuestos servicios 

prestados. 

3.7.  Respecto al resto de los agravios expresados por el recurrente, 

debe indicarse, ante todo, que los acusados Julio Gilmer Saona 

Meregildo (exalcalde de la Municipalidad del Centro Poblado Cambio Puente 

y Anexos) y el otro sujeto extraneus, César Augusto Damián García 

(gerente general de la empresa Making Servicios Generales S. A. C.), ya 

cuentan con sentencia condenatoria firme –el primero como autor y el 

segundo como cómplice primario– por el delito de colusión: la sentencia 

del diez de febrero de dos mil diecisiete (fojas cinco mil setecientos 

treinta y siete a cinco mil ochocientos setenta y dos), expedida por la 

Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Justicia del Santa, respecto a la cual la ejecutoria suprema recaída 

en el Recurso de Nulidad número setecientos treinta y cinco-dos mil 

diecisiete, del treinta y uno de octubre de dos mil diecisiete, 

declaró no haber nulidad en tales extremos.  

3.8.  La indicada ejecutoria suprema consideró, entre otros 

fundamentos de su decisión, las conclusiones del informe pericial 

contable elaborado por los peritos Quesquén Vásquez y Alegre 

Colonia (fojas cinco dos mil doscientos diecisiete a cinco mil cuarenta y dos), 

de las cuales se tiene que la empresa Making Servicios Generales S. 

A. C. se benefició con el importe de dos millones noventa y un mil

doscientos ochenta y cuatro soles como producto de los pagos 

que le realizó la Municipalidad del Centro Poblado de Cambio 

Puente y Anexos desde el dos mil seis hasta el dos mil nueve, por los 

servicios prestado en asesoría, soporte y apoyo en el 
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procedimiento de fiscalización y cobranza de adeudos tributarios y 

administrativos. 

3.9.  En lo atinente a la concertación como elemento típico central 

para la configuración del delito de colusión, en la referida 

ejecutoria se señaló que “la confabulación se ha probado al haberse 

celebrado con la citada empresa, de manera irregular, un contrato sin estar la 

municipalidad facultada, y más aún se amplío dicho contrato sin el 

conocimiento del concejo municipal, hechos que configuraron el delito de 

colusión […]; la principal beneficiada fue la empresa, el encausado Damián 

García […] fue la persona que ostentaba el cargo de representante del referida 

empresa, por lo tanto, se acreditó también su intervención como cómplice 

primario” (cfr. su considerando tres punto seis). Lo cual coincide, en lo 

esencial, con parte de la prueba de cargo existente en el presente 

caso (cfr. considerando tres punto seis de la presente ejecutoria).  

3.10.  En cuanto a los indicios que puntualmente dan cuenta de que el 

encausado León Siguas intervino directamente en los actos de 

concertación con el alcalde de la Municipalidad de Centro 

Poblado de Cambio Puente y Anexos, se deben referir los 

siguientes:  

i) La Partida Registral número once millones doscientos

noventa y cinco mil setecientos noventa correspondiente al

Registro de Personas Jurídicas de la Oficina Registral de Lima

y Callao (fojas trescientos seis a trescientos siete), en la cual se

consigna que el procesado León Siguas, junto con el ya

sentenciado César Augusto Damián García, fue socio

fundador de la empresa Making Servicios Generales S. A. C.,

constituida el once de junio de dos mil once; que su cargo

fue el de subgerente de la referida empresa, y que aportó

con ocho mil sesenta acciones.
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ii) El contrato de locación de servicios de asesoría, soporte y

apoyo en los procedimientos de fiscalización y cobranza de

adeudos tributarios y administrativos (foja seiscientos setenta y tres

a seiscientos setenta y siete), del veinticuatro de mayo de dos mil

seis, celebrado por la Municipalidad de Centro Poblado de

Cambio Puente y Anexos y la empresa Making Servicios

Generales S. A. C., en el cual consta que, por parte de la

indicada empresa, firmó el encausado León Siguas incluso

como gerente de ella.

iii) La adenda al referido contrato (foja seiscientos setenta y ocho),

del veintidós de mayo de dos mil siete, la cual, nuevamente,

fue suscrita por el encausado León Siguas como gerente de

la empresa Making Servicios Generales S. A. C.

iv) Las declaraciones plenariales de los regidores del municipio,

Robert Smith Angulo Corzo (fojas mil ochenta y dos a mil ochenta y

seis) y Milagritos Lavado Rojas (fojas mil ochenta y seis a mil ochenta

y ocho), de los ejecutores coactivos Bertha Gladys Castro Rea

(fojas mil ochenta y ocho a mil noventa) y Pedro Mauro Rodríguez

Vega (fojas mil ciento treinta y tres a mil ciento treinta y seis), del

auxiliar coactivo Miguel Ángel Lino Velarde (fojas mil ciento trece

a mil ciento quince) y de la trabajadora administrativa Ana

María Prada Zapata (fojas cuatro mil setenta y siete a cuatro mil

setenta y ocho), de las cuales se tiene que fue el procesado

León Siguas quien, en el contexto hechos, concurría a la

Municipalidad de Centro Poblado de Cambio Puente y

Anexos, y realizaba coordinaciones directamente con el

alcalde.

3.11.  Cabe acotar que, durante el juicio oral que se siguió contra Julio 

Gilmer Saona Meregildo y César Augusto Damián García, el 
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encausado León Siguas fue declarado reo contumaz mediante 

resolución del cuatro de octubre de dos mil dieciséis (fojas mil cinco 

a mil seis). Una vez detenido y en el curso del juicio oral en su 

contra, el representante del Ministerio Público, en el estadio de la 

oralización de piezas, solicitó que se tengan por leídas las piezas 

oralizadas en el juicio anterior (foja cuatro mil ciento noventa y siete), 

procediéndose a dar lectura a determinadas actas del juicio 

anterior; ante lo cual, habiendo exhortado el órgano jurisdiccional 

a la defensa técnica a precisar las piezas de su interés para su 

respectiva oralización, en la sesión de audiencia del veintisiete de 

noviembre de dos mil diecisiete se limitó a solicitar la oralización 

de los considerandos sesenta y dos a sesenta y cuatro de la 

sentencia de primera instancia ya expedida, lo cual se hizo 

efectivo (fojas cuatro mil doscientos cuarenta y uno a cuatro mil doscientos 

cuarenta y dos).  

3.12.  De los indicios referidos en el considerando tres punto diez de la 

presente ejecutoria, demás irregularidades administrativas y los 

pagos efectuados a la empresa Making Servicios Generales S. A. 

C. (cfr. considerandos tres punto cinco y tres punto seis de esta ejecutoria), se

infiere lógicamente que el encausado León Siguas tiene 

responsabilidad penal por el delito de colusión, conforme a los 

términos de la acusación fiscal.  

3.13.  Cabe puntualizar que las irregularidades en cualquier 

contratación pública o errores en procedimientos administrativos, 

si bien por sí mismos y apreciados individualmente carecen de 

relevancia penal, valorados en conjunto, bajo las reglas de la 

sana crítica y en atención a otros medios probatorios, pueden 

constituir indicios que sirvan como base de la prueba indiciaria en 

torno a la responsabilidad penal por el delito de colusión; lo cual, 
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conforme se observa en los considerandos precedentes, ocurre 

en el caso sub examine (tal responsabilidad no se sustenta únicamente en 

las facultades de decisión con las que contaba en la empresa, su actuación 

como gerente de esta o su participación en la firma de documentos). Los 

intervinientes en los actos de concertación se encuentran 

identificados; asimismo, la configuración del delito de colusión no 

exige verificación de beneficio alguno para el intraneus o el 

extraneus.  

3.14. Por lo demás, los cuestionamientos expresados por la defensa 

técnica durante el juzgamiento contra la acusación fiscal 

–alegaciones que, en lo esencial, son reiteradas por el recurrente–, ya fueron

atendidos adecuadamente por el Ad quo (cfr., en especial, el 

considerando cuarenta y seis de la sentencia impugnada).  

3.15. Finalmente, en torno al monto fijado por concepto de reparación 

civil, debe señalarse que se observa que la Sala Penal Superior, al 

momento de cuantificarlo, consideró el principio del daño 

causado –el cual, en el presente caso, se ocasionó al Estado-Municipalidad 

del Centro Poblado de Cambio Puente y Anexos– y lo señalado en el 

artículo noventa y tres del Código Penal, del cual se tiene que la 

reparación civil comprende la restitución del bien o el pago de su 

valor, y la indemnización de los daños y perjuicios. Asimismo, se 

tuvo en cuenta el monto por concepto de reparación civil 

solicitado por el representante del Ministerio Público en su 

dictamen acusatorio. De ahí que el extremo de la pretensión 

impugnatoria referido a la reparación civil también deba 

desestimarse. 
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DECISIÓN 

Por lo expuesto, los integrantes de la Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, de conformidad con lo 

dictaminado por el señor fiscal supremo: 

I. DECLARARON NO HABER NULIDAD en la sentencia expedida el

veintisiete de diciembre de dos mil diecisiete por la Segunda Sala

Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia del Santa,

que condenó a Luis Enrique León Siguas como cómplice primario

del delito contra la administración pública-colusión, en agravio del

Estado, y le impuso siete años de pena privativa de libertad; con lo

demás que contiene.

II. MANDARON que se transcriba la presente ejecutoria al Tribunal de

origen. Hágase saber.

Intervino la señora jueza suprema Chávez Mella por licencia del señor 

juez supremo Neyra Flores. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

PRADO SALDARRIAGA 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

SEQUEIROS VARGAS 

CHÁVEZ MELLA 

IASV/JIQA 
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Sumilla:  A través de la prueba indiciaria, se 
evidencia la existencia de colusión en los 
procesos de licitación de compra de oxígeno 
medicinal, por cuanto se advierte la 
existencia de concentración de las empresas 
demandantes con el propósito de realizar 
prácticas que afectan la competencia en el 
mercado. 

 
 
Lima, cuatro de abril      

de dos mil diecinueve 

 

LA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANENTE DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA:------------------------------------- 

 

I. VISTA la causa; con los acompañados, de conformidad con el dictamen del señor 

Fiscal Supremo en lo Contencioso Administrativo; en Audiencia Pública llevada a 

cabo en la fecha, integrada por los señores Jueces Supremos Pariona Pastrana – 

Presidente, Arias Lazarte, Toledo Toribio, Bermejo Ríos y Bustamante Zegarra; 

luego de verificada la votación con arreglo a ley, se emite la siguiente sentencia: 

 

1. De la sentencia materia de casación. 

 

Es objeto de casación la sentencia de vista contenida en la resolución número 

treinta y ocho de fecha cuatro de enero de dos mil diecisiete, obrante a fojas dos mil 

ochocientos cuatro, emitida por la Quinta Sala Especializada en lo Contencioso 

Administrativo con Subespecialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de 

Justicia de Lima, que confirma la sentencia apelada contenida en la resolución 

número quince de fecha nueve de noviembre de dos mil quince, obrante a fojas dos 

mil trescientos catorce, que declaró infundadas  las demandas acumuladas 

interpuestas por Messer Gases del Perú Sociedad Anónima, Praxair Perú Sociedad 

Anónima y Linde Gas Perú Sociedad Anónima (antes Aga Sociedad Anónima) 

contra el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 

Propiedad Intelectual (Indecopi), sobre nulidad de resolución administrativa. 
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2. Causales por las cuales se han declarado procedentes los recursos de 

casación 

 

2.1 Mediante resolución del treinta y uno de enero de dos mil dieciocho, de fojas 

novecientos cincuenta y seis del cuaderno de casación formado en esta Sala 

Suprema, se declaró PROCEDENTE el recurso de casación interpuesto por Linde 

Gas Perú Sociedad Anónima, por las siguientes causales:  

 

a) Infracción normativa a las normas que garantizan el debido proceso y tutela 

jurisdiccional efectiva, reconocido en el artículo 139 numeral 3 de la 

Constitución. Se argumenta que ha sido sancionada en base a indicios, invirtiendo 

la carga de la prueba en el administrado; dado que se exige a Linde Gas Perú 

Sociedad Anónima que demuestre su inocencia a través de la presentación de 

contraindicios, lo cual vulnera los principios de inocencia, de la prueba indiciaria y 

del debido proceso. Según la posición asumida por la Sala Superior: i) El 

administrado es quien tiene la obligación de defenderse y probar que la tesis de la 

Administración es errada (trasladando la prueba al acusado); ii)  La explicación debe 

ser igual de “plausible” y que excluya los indicios presentados por la Administración; 

y iii) quien está en “mejor posición” de presentar la prueba (y no lo hace) vulnera el 

deber de colaboración. Añade la parte recurrente que: “La sentencia de vista 

construye la base de su decisión en una premisa errada e ilegal, la cual se traduce 

en que, ante un caso de difícil probanza, es el investigado quien tiene la carga 

probatoria de presentar y acreditar mediante contraindicios que demuestren que no 

ha incurrido en una infracción”. Agrega además, que se refieren específicamente al 

considerando trigésimo segundo de la sentencia de vista, por la cual la Sala 

Superior no considera que se haya vulnerado los principios de licitud, carga 

probatoria o presunción de inocencia de la recurrente, toda vez que de conformidad 

con el numeral 1.8 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, que regula el principio de buena fe procedimental, 

considera que era la recurrente quien tenía la carga de desvirtuar los indicios del 

Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 

Intelectual – Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de 

la Propiedad Intelectual (Indecopi), por lo cual señala textualmente: “Nos 

preguntamos ¿este es realmente el sentido de las normas que regulan el 
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procedimiento administrativo sancionador?¿Que sea el administrado que acredite 

su inocencia? La respuesta es negativa”. Añade asimismo, que en el presente caso, 

Linde Gas Perú Sociedad Anónima presentó una serie de explicaciones alternativas  

a fin de desvirtuar que no necesitan ser mejores alternativas que las propuestas por 

los indicios, sino simplemente que generen (como en efecto sucedió) duda 

razonable de que la conducta investigada no se debió al acuerdo colusorio de las 

empresas acusadas —ahora demandantes— y que existieron otros factores 

(contundentes o no) que cuestionan válidamente la infracción imputada. Siguiendo 

dicha lógica, en el procedimiento administrativo sancionador, la recurrente propuso 

una serie de explicaciones alternativas, a fin de desvirtuar la imputación realizada y 

determinar que “un acuerdo colusorio” entre las empresas denunciadas no era la 

única explicación lógica para que estas hayan abastecido tradicionalmente una 

zona determinada, sino que la conducta de las empresas se debió al diseño licitario 

implementando por el Seguro Social. Para ello, bastaba revisar las bases de las 

licitaciones de los procesos investigados para advertir, tal como lo reconoce el 

propio Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 

Propiedad Intelectual (Indecopi), la existencia de una primera etapa en la cual 

existían requisitos y condiciones extremadamente onerosos y que incluso ponían en 

riesgo no solo la rentabilidad sino al funcionamiento de las empresas en caso de 

incurrir en algún supuesto de incumplimiento; así como una segunda etapa, si bien 

como bases “más flexibles” seguían propiciando la segmentación territorial al 

establecer requerimientos técnicos que dificultan el acceso. Ahora bien, de acuerdo 

al considerando trigésimo segundo, la Sala Superior interpreta incorrectamente (o 

mejor dicho, confunde) el deber de colaboración de las partes bajo el principio de 

buena fe procedimental establecido en la Ley del Procedimiento Administrativo 

General con el hecho de que sea Linde Gas Perú Sociedad Anónima la que 

proporcione los medios probatorios que, precisamente, justifiquen sus 

contraindicios; pues bien, esto también es ilegal.  

 

b) Infracción normativa al principio de aplicación inmediata de la norma, 

artículos 103 y 109 de la Constitución y del artículo 230 numeral 5 de la Ley N° 

27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. Se aduce que la 

Constitución y la Ley del Procedimiento Administrativo General contemplan como 

principio del procedimiento administrativo sancionador, la irretroactividad de la 
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norma con la misma excepción de que la norma  posterior sea más favorable a las 

situaciones anteriores a su vigencia. Ahora, a través de la tercera pretensión de la 

demanda, Linde Gas Perú Sociedad Anónima solicitó la nulidad de la Resolución N° 

1167-2013, toda vez que al momento de graduar la sanción, el Instituto Nacional de 

Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 

(Indecopi) no aplicó el artículo 236-A de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, el cual regulaba expresamente el supuesto de subsanación voluntaria del 

hecho imputado como causal atenuante de responsabilidad. La subsanación 

voluntaria nunca fue un punto controvertido, sino un hecho reconocido por el propio 

Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 

Intelectual (Indecopi). Así, nos remitimos a la Resolución N° 1167-2013 en la que 

expresamente se reconoce un cambio de patrón por parte de la actora a partir de 

junio de dos mil catorce: La accionante comienza a obtener la buena pro en zonas 

donde anteriormente no realizaba ofertas. Actualmente, tras la entrada en vigencia 

del Decreto Legislativo N° 1272, de fecha veintiuno  de diciembre de dos mil 

dieciséis, la subsanación voluntaria del acto imputado ha dejado de ser un factor 

atenuante para convertirse en un factor eximente. Este argumento no fue alegado 

en la apelación, pues la norma no había entrado en vigencia. No obstante, a la 

fecha de emisión de la sentencia de vista de fecha cuatro de enero de dos mil 

diecisiete, esta modificatoria ya se encontraba en vigencia, por lo que de 

conformidad con el principio de irretroactividad de las normas contemplado en el 

numeral 5 del artículo 230 de la Ley N° 27444; así como el principio de iura novit 

curia, la Sala Superior ha infringido el principio de irretroactividad de la norma al no 

haber aplicado la disposición más favorable para Linde Gas Perú Sociedad 

Anónima, como lo es aplicar de oficio el artículo 236-A de la Ley N° 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General.  

 

c) Infracción normativa por interpretación errónea del artículo 42 del Decreto 

Legislativo N° 1034. Manifiesta que de conformidad con el artículo 24 del Decreto 

Legislativo N° 701 (vigente a la fecha de inicio de l procedimiento administrativo 

sancionador contra la recurrente) y el artículo 42 de la actual Ley de Represión de 

Conductas Anticompetitivas, aprobada por el Decreto Legislativo N° 1034, las 

infracciones contrarias a la libre competencia prescriben a los cinco años de 

cometida la infracción. Uno de los principales argumentos expuestos por Linde Gas 
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Perú Sociedad Anónima fue que la oportunidad para que el Instituto Nacional de 

Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 

(Indecopi) lo sancione administrativamente habría prescrito. Así desarrolló tres 

escenarios: el primero y el segundo demostraron que —siendo irrelevante si la 

infracción fue instantánea o continuada— los procesos de selección 

correspondientes a la primera etapa que iba de mil novecientos noventa y nueve al 

dos mil dos (periodo identificado por Indecopi) habrían prescrito. Por otro lado, aun 

aceptando la hipótesis de que estuviésemos frente a una infracción continuada, que 

concluyó en junio de dos mil cuatro, luego de que el recurrente apelara la decisión 

de primera instancia administrativa, el Instituto Nacional de Defensa de la 

Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) dejó 

paralizado el procedimiento, por lo que de conformidad con lo establecido en el 

numeral 5 del artículo 37 y artículo 42 del Decreto Legislativo N° 1034 (en 

concordancia del artículo 233 de la Ley N° 27444), la prescripción habría operado. 

El procedimiento administrativo sancionador se inició en febrero de dos mil ocho, 

fecha en que fue notificada. La Sala Suprema advertirá que el procedimiento 

sancionador se inició tres años y ocho meses de concluida la conducta infractora 

(dentro del plazo prescriptorio de cinco años). Sin embargo, ocurrió un hecho 

relevante: el procedimiento sancionador quedó suspendido, por causas no 

imputables a los administrados durante los años —desde julio de dos mil once 

hasta julio de dos mil trece—. La suspensión del procedimiento, sumado al plazo de 

tres años y ocho meses ya transcurridos, nos lleva a la inevitable conclusión de que 

la sanción fue impuesta fuera del plazo prescriptorio de cinco años. 

 

d) Infracción normativa al principio de razonabilidad en materia sancionatoria, 

recogido en el artículo 230 de la Ley N° 27444, Ley  del Procedimiento 

Administrativo General . Señala que como tercera pretensión de su demanda, 

Linde Gas Perú Sociedad Anónima, alegó que la graduación de la sanción realizada 

por el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 

Propiedad Intelectual (Indecopi) en la Resolución N° 1167-2013 vulneró el principio 

de razonabilidad contemplado en el numeral 3 del artículo 230 de la Ley N° 27444, 

que contiene los siguientes criterios, que han sido modificados por el Decreto 

Legislativo N° 1272. Aún en el supuesto en que se a dmitiese que la recurrente 

debió ser sancionada, la Sala Superior — que ratificó lo actuado por el juzgado y el 
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Indecopi— no ha tomado en cuenta que existía justificaciones para la atenuación de 

la sanción y, consecuentemente, reducción de la multa porque la conducta 

infractora se corrigió espontáneamente, antes del inicio del procedimiento de 

sanción. En el año en el cual se dictó la Resolución N° 1167-2013 y en la que se 

interpuso la demanda contenciosa administrativa, el artículo 236-A de la Ley N° 

27444 establecía que un factor atenuante a tomar en cuenta al momento de 

imponer sanción era la “subsanación voluntaria” del hecho que constituye una 

infracción, por parte de los posibles sancionados. No obstante, si bien se trata de 

una norma que debió ser aplicada de pleno derecho por el Instituto Nacional de 

Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 

(Indecopi) al momento de determinar el monto de la sanción, esta fue soslayada no 

solo por la demandada sino también por el juzgado de primera instancia y por la 

Sala Superior. 

 

e) Infracción normativa por inaplicación del artículo 236-A de la Ley N° 27444, 

Ley del Procedimiento Administrativo General.  Alega que en el escenario que la 

Corte Suprema considere que la aplicación del artículo 236-A de la Ley de 

Procedimiento Administrativo General no constituye una causal casatoria anulatoria, 

subordinadamente, solicitamos que se tome como causal casatoria de revocación, 

argumentando que uno de los argumentos esbozados por Linde Gas Perú Sociedad 

Anónima, a fin de que se considere la graduación de la sanción, fue encontrarse en 

el supuesto de “subsanación voluntaria” que el artículo 236-A de la citada ley 

regulaba a fin de atenuar la sanción y reducir la multa impuesta. Pues bien, el 

Decreto Legislativo N° 1272 ha modificado el artícu lo antes mencionado, y ha 

considerado que la subsanación voluntaria del acto imputado constituye un factor 

eximente de responsabilidad (para ello, se remite al cuadro comparativo indicado en 

el punto 4.2.2. del recurso). Ahora bien, la Sala Suprema debe advertir que este 

hecho no fue alegado en el recurso de apelación, porque la norma no había sido 

siquiera publicada. No obstante, el artículo 236-A antes citado se encontraba en 

vigencia al momento de emitirse la sentencia de vista de fecha cuatro de enero de 

dos mil diecisiete. De conformidad con el principio de irretroactividad de las normas, 

contemplado en el numeral 5 del artículo 230 de la Ley N° 27444, así como el 

principio iura novit curia, la Sala Superior debió haber aplicado correctamente el 

derecho. 
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2.2 Por otro lado, por medio de la resolución de fecha treinta y uno de enero de dos 

mil dieciocho, de fojas mil veintiuno del cuaderno de casación formado en esta Sala 

Suprema, se declaró PROCEDENTE el recurso de casación interpuesto por Messer 

Gases del Perú Sociedad Anónima, por las siguientes causales:  

 

a) Infracción normativa del artículo 139 numeral 3 de la Constitución en razón 

a que la sentencia de vista vulneró el derecho a la prueba de la recurrente. 

Expresa que la Sala Superior ha manifestado que el juzgado no estaba obligado a 

valorar las conclusiones a las que arribaba el Libro “Experiencias de Política 

Antimonopólica en el Perú” de Jorge Fernández-Baca, ex presidente del Tribunal de 

Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual del Instituto Nacional de 

Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 

(Indecopi), ya que el mismo no había sido ofrecido en la etapa postulatoria. Al 

respecto, consideramos que con dicha postulación, la Sala Superior se encuentra 

vulnerando gravemente el derecho constitucional a la prueba de Messer. En la 

página número veintidós de la demanda, este ofreció como medio probatorio el 

Expediente Administrativo N° 002-2008/CLC. En dicho  expediente, se encontraba el 

libro de Jorge Fernández-Baca, en el cual concluye en su capítulo seis que no hubo 

reparto del mercado en los procesos de selección convocados por Essalud para la 

adquisición de oxígeno medicinal líquido y gaseoso, a nivel nacional, durante el 

periodo comprendido entre enero de mil novecientos noventa y nueve y junio de 

dos mil cuatro por parte de las empresas denunciadas, entre las cuales se 

encontraba Messer.  

 

b) Infracción normativa del numeral 5 del artículo 139 de la Constitución, y del 

numeral 4 del artículo 122 del Código Procesal Civil, debido a que la sentencia 

de vista vulneró el derecho a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales de Messer. La Sala Superior ha señalado que la recurrente se ha 

limitado a transcribir pasajes del libro “Experiencias de Política Antimonopólica en el 

Perú”, los mismos que no han sido corroborados con medios probatorios actuados 

en sede administrativa o judicial. Con dicha argumentación, la Sala Superior se 

encuentra vulnerando gravemente el derecho constitucional a la debida motivación 

de resoluciones judiciales de Messer. La Sala Superior se limitó simplemente a 

expresar que las conclusiones a las que arribó el análisis del Profesor Fernández-
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Baca no fueron contrastadas con ningún medio probatorio que lo respalde. Sin 

embargo, para descalificar los alcances de dicho medio probatorio, la Sala Superior 

no expone con claridad y coherencia cómo logró arribar a dicha conclusión, máxime 

si como se destaca en el mismo informe, este se ha basado en diversos 

documentos y medios de prueba que obraban en el mismo expediente 

administrativo. 

 

c) Infracción normativa del numeral 6 del artículo 139 de la Constitución, en 

razón que la sentencia de vista ha vulnerado los derechos de defensa y a la 

instancia doble de Messer. Manifiesta que, a decir de la Sala Superior, los únicos 

fundamentos de hecho y derecho que pueden ser objeto de pronunciamiento en la 

etapa resolutiva serían aquellos que han sido detallados en la demanda. Al 

respecto, consideramos evidente que con dicha argumentación, la Sala Superior se 

encuentra vulnerando gravemente el derecho constitucional a la defensa de 

Messer. Es indispensable destacar que esta afirmación no se encuentra contenida 

en ninguna norma jurídica. En otras palabras, no existe fundamento jurídico que 

respalde lo señalado por la Sala Superior, en el sentido que el juzgado solo estaba 

obligado a pronunciarse exclusivamente sobre los argumentos de defensa 

expuestos en un acto procesal tan prematuro como es la demanda. En este sentido, 

los órganos jurisdiccionales están constitucionalmente obligados a abstenerse de 

ejecutar actos concretos que impidan a las partes a efectuar sus obligaciones y de 

desplegar toda la actividad necesaria para probarlas, a fin de influir sobre la 

formación de convencimiento del juez, conforme lo dispone el derecho de defensa. 

 

d) Infracción normativa por inaplicación indebida del artículo 42 del Decreto 

Legislativo N° 1034 . Señala que en relación a la prescripción, se ha limitado al 

igual que el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de 

la Propiedad Intelectual (en adelante Indecopi), en su esfuerzo por sancionar a 

Messer y a las otras empresas, no solo han forzado los hechos para sustentar su 

hipótesis, descartando en su análisis todo detalle que la destruya; sino que el 

Indecopi también fuerza la aplicación de figuras jurídicas (infracción continuada) y 

descarta aquéllas que son más razonables como explicaciones a lo sucedido 

(infracciones individuales sucesivas). Para descartar la prescripción alegada por 

Messer, la Sala Superior alega que se ha cometido una infracción continuada. 
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Ahora, en el supuesto hipotético y negado de que los actos atribuidos a la 

recurrente constituyan una infracción a la normatividad sobre libre competencia, 

estaríamos ante una típica infracción de carácter sucesivo y no frente a una 

infracción continuada. Es necesario demostrar que existió una misma resolución 

criminal desde la Licitación Pública N° 018-IPSS-98  hasta la adjudicación directa 

del año dos mil cuatro. Este elemento subjetivo no ha sido demostrado y no se 

encuentra mayor explicación en lo argumentado por el Indecopi.   

 

e) Infracción normativa por aplicación indebida del artículo 23 del Decreto 

Legislativo N° 701 e inaplicación del numeral 6 del  artículo 230 de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, Ley N° 27444 y del artículo 49 del 

Código Penal.  Sostiene que el Indecopi ha alegado que para el cálculo de la multa 

resultaba aplicable el artículo 23 del Decreto Legislativo N° 701, resultando 

inaplicables las disposiciones del Código Penal. Dicho criterio ha sido recogido por 

la sentencia de vista. Al respecto, la Sala Superior ha convalidado el razonamiento 

del juzgado, pues considera que a pesar de tratarse de una infracción continuada, 

la infracción debe ser calculada tomando en consideración lo dispuesto en el 

artículo 23 del Decreto Legislativo N° 701, no obst ante que dicha norma no regula 

expresamente el tratamiento para la gradualidad de este tipo de sanciones, ello a 

diferencia de la Ley N° 27444, y del Código Penal q ue dispone que este tipo de 

infracciones se sanciona con la pena correspondiente a la más grave. Por ello, 

sostenemos que se ha aplicado indebidamente la norma en mención. Por esta 

razón, resulta de aplicación al presente caso las disposiciones contenidas en la Ley 

N° 27444, así como los principios que orientan todo  procedimiento que signifique el 

ejercicio del ius puniendi del Estado. 

 

2.3 Asimismo, a través de la resolución del treinta y uno de enero de dos mil 

dieciocho, de fojas mil cuarenta y uno del cuaderno de casación formado en esta 

Sala Suprema, se declaró PROCEDENTE el recurso de casación interpuesto por 

Praxair Perú Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada por las siguientes 

causales:  

 

a) Infracción normativa por contravención de las normas que garantizan el 

derecho al debido proceso por haberse contravenido el derecho a la debida 
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motivación de las resoluciones judiciales, previsto en el numeral 5 del artículo 

139 de la Constitución, y en el numeral 6 del artículo 50 y artículo 121 del 

Código Procesal Civil. Manifiesta que en varios extremos de la sentencia de vista, 

la Sala Superior ha intentado “justificar” su decisión a partir de una remisión a lo 

resuelto por el Indecopi en vía administrativa y a lo resuelto en el juzgado de 

primera instancia, sin expresar debidamente sus propios fundamentos para 

confirmar el pronunciamiento que declaró infundada la demanda de la recurrente. 

En el presente caso, la resolución de vista transgrede de forma expresa el derecho 

fundamental a obtener decisión debidamente motivada porque: i) Praxair sí cumplió 

con señalar en el recurso de apelación los vicios y errores del juzgado al momento 

de emitir la sentencia; ii)  cuando el juzgado hace suyos los argumentos del 

Indecopi en la resolución impugnada no hay motivación al respecto; tampoco 

analiza ni pondera respecto a los argumentos expuestos por Praxair. Se limita a 

describir lo afirmado por la autoridad administrativa. Por tanto, no puede existir un 

supuesto de motivación de remisión del juez contencioso administrativo, sin que 

exista una explicación de las razones por las cuales hacen suyo los argumentos de 

la Administración y no concuerda con lo de la parte apelante. La remisión por sí 

sola constituye supuesto de debida motivación tal como lo sostiene doctrina 

autorizada en la materia.  

 

b) Infracción normativa por contravención a las normas que garantizan el 

derecho a un debido proceso, por haber afectado el derecho a probar y a la 

debida valoración probatoria, previstos en el numeral 3 del artículo 139 de la 

Constitución, y en los artículos 188 y 197 del Código Procesal Civil. Se aduce 

que en ese caso se ha sancionado a Praxair con base en prueba indiciaria. No se 

cuestiona la utilización de dicha prueba, sino el hecho que la Administración y luego 

el Poder Judicial no haya valorado debidamente la existencia de contraindicios, los 

cuales no permitían concluir la existencia del acuerdo de colusión entre las 

empresas demandantes para un supuesto reparto del mercado de oxígeno 

medicinal. Praxair y las demás empresas sancionadas ofrecimos múltiples 

explicaciones alternativas respecto de la causa de la conducta de nuestras 

empresas distintas a un acuerdo de mercado; sin embargo, la sentencia de primera 

instancia como la sentencia de vista, a través de motivaciones defectuosas, 
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aparentes, insuficientes y en algunos casos inclusive contradictorias, ha rechazado 

dichas explicaciones.  

 

c) Infracción normativa por aplicación indebida del artículo 233 numeral 1 de 

la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrati vo General, en lo que 

respecta al cómputo de la prescripción. Precisa que en la hipótesis negada que 

se descarte las causales indicadas en los literales previos, solicita se declare 

entonces fundado el presente recurso de casación, en atención a que la resolución 

de vista aplica indebidamente la parte final del numeral 1 del artículo 233 de la Ley 

N° 27444 para sostener que las diversas infraccione s tienen calidad de una sola 

infracción continuada. Y es a partir de esa equivocada conclusión que el fallo en 

cuestión desestima nuestra primera pretensión subordinada. En efecto, añade el 

recurrente, como constancia en nuestra demanda, Praxair planteó como primera 

pretensión subordinada a su primera y segunda pretensión principal, la declaración 

de nulidad de la sanción impuesta por el Indecopi en el extremo que determina que 

las conductas anteriores al veintidós de octubre de dos mil dos no han prescrito y 

se declare su prescripción. Dicha pretensión se sustentó en que como no ha sido 

objeto de cuestionamiento, la sanción impuesta por el Indecopi refiere que habrían 

coludido para participar en los procesos de selección convocados por Essalud entre 

los años mil novecientos noventa y nueve y dos mil cuatro. Debe tenerse en cuenta 

que el primer acto vinculado a la investigación, notificado a los imputados, fueron 

las visitas inspectivas realizadas en las oficinas de las tres empresas el día doce de 

diciembre de dos mil seis; fue con dicho acto que se interrumpió el plazo 

prescriptorio. Y siendo que el plazo prescriptorio previsto en el artículo 24 antes 

citado era de cinco años, habían quedado prescrito todos los actos anteriores al 

doce de diciembre de dos mil uno, lo cual comprende los tres primeros procesos de 

selección y el periodo de ejecución de los contratos asociados a tales procesos, 

toda vez que la convocatoria al tercer proceso de selección se realizó en setiembre 

de dos mil uno. Por tanto, la prescripción se extendió hasta noviembre de dos mil 

dos, fecha en la que vencieron los contratos suscritos en el marco del proceso 

convocado en setiembre de dos mil uno. 

 

d) Infracción normativa por inaplicación del numeral 1.4 del artículo IV del 

Título Preliminar y el numeral 3 del artículo 230 de la Ley N° 27444, Ley del 



Corte Suprema de Justicia de la República 
Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente 

  
SENTENCIA 

CASACIÓN N° 7634-2017  
  LIMA 

 
Procedimiento Administrativo General, que regulan el principio de 

razonabilidad . Afirma que en la hipótesis negada que se descarte las causales 

indicadas en los numerales previos, debe declararse fundado el recurso de 

casación en atención a que la resolución de vista ha soslayado el principio de 

razonabilidad que rige el derecho administrativo sancionador cuando ratifica como 

monto de la multa impuesta uno absolutamente desproporcionado y exorbitante. Al 

respecto, consta de autos que Praxair planteó como segunda pretensión 

subordinada, la declaración de nulidad de la determinación del monto de la multa 

impuesta, ascendente casi a quince millones de soles. Para tal efecto, se cuestionó 

la arbitrariedad con la que el Indecopi había fijado las dos variables utilizadas para 

calcular la indicada multa: i) beneficio ilícito obtenido; y ii)  la probabilidad de 

detección de la infracción. Los cuestionamientos de la parte recurrente fueron 

superficialmente desestimados por la sentencia de primera instancia y la sentencia 

de vista, ignorando las denuncias alegadas en el recurso de apelación y prefiriendo 

repetir los mismos errores de la sentencia. En efecto, la sentencia de vista guarda 

total silencio respecto a la posibilidad real del Indecopi de acceder a información 

acerca del precio de compra de los bienes por parte de otros hospitales (incluidos el 

Ministerio de Salud y las Fuerzas Armadas), señalando que los valores 

referenciales no eran confiables porque también habían tomado en consideración 

los valores proporcionados por las empresas supuestamente coludidas. En relación 

a los valores adoptados para la segunda etapa, se limita a señalar que “puede 

considerarse razonable” la elección de un precio referencial utilizado en un proceso 

licitario posterior, sin cuestionarse que habiendo ocurrido este dos años después, 

no se ha sustentado que resultaría un referente válido. Finalmente, en lo que toca a 

la probabilidad de detección, la resolución de vista refiere que como el acuerdo 

“duró varios años” solamente era posible detectarlo con su reiteración, por lo que un 

porcentaje del noventa por ciento (90%) de detección es más favorable para los 

intereses de los infractores. Conforme al principio de razonabilidad, para graduar 

una sanción debe aplicarse una serie de criterios legalmente establecidos, tales 

como: a) la intencionalidad, b) el perjuicio, c) las circunstancias y d) la reincidencia. 

En el presente caso, la resolución de vista no toma en consideración ninguno de los 

elementos citados. Simplemente se ha limitado a repetir los argumentos de 

Indecopi respecto de la supuesta pertinencia y/o corrección en la forma de cálculo 

de los valores antes citados.  
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e) Infracción normativa por inaplicación de los numerales 1.2 (debido 

procedimiento), 1.3 (principio de impulso de oficio), 1.7 (principio de 

presunción de veracidad), 1.11 (principio de verdad material) del artículo IV 

del Título Preliminar de la Ley N° 27444, Ley del P rocedimiento Administrativo 

General y del artículo 230 numeral 9 del mismo texto legal (principio de 

presunción de licitud).  Sostiene que la concentración del mercado se presenta 

tanto en la oferta como en la demanda, por lo que se requiere analizar cada uno 

para determinar quien ejerce efectivamente el poder de influencia. El análisis de la 

concentración de un mercado, visto solo desde el lado de la oferta se equipara con 

lo que sería el deudor; es decir, consiste en un estudio parcializado e incompleto 

del cual solo podría obtenerse una conclusión completamente distorsionada y falaz 

sobre la efectiva posición que tienen los agentes que operan en él. El que exista 

una concentración del lado de la oferta no puede ser considerado inmediatamente 

como una condición que favorece una colusión si es que antes no se ha visto 

siquiera si es que la demanda presenta algún tipo de concentración, control y/o 

poder de mercado con capacidad de obstaculizar o incluso anular la concentración 

que existe en la oferta. Por ello, considera el recurrente que la Sala Superior se 

equivoca en señalar en el décimo octavo considerando de la resolución de vista que 

“la concentración por el lado de la oferta es una circunstancia pacíficamente 

admitida como favorecedora de una posible colusión”, cuando lo que corresponde 

es que se analice el mercado en su conjunto para afirmar si efectivamente se 

presenta un supuesto de colusión o no. Puede darse el caso que el análisis de la 

demanda (o poder de compra como lo denomina la Sala) lleve a concluir que no 

puede presentarse una colusión por el lado de la oferta y por tanto, constituiría un 

contraindicio consistente que descartaría dicho acuerdo. En este caso en particular, 

este análisis resultaba esencial, porque como considera el recurrente, el 

demandado partió de una visión restringida del mercado de oxígeno, al delimitar su 

análisis considerando como tal, únicamente al Seguro Social de Salud (en adelante 

Essalud), por el lado de la demanda y a las demandantes por el lado de la oferta. 

Es decir, primero excluyó de su estudio a todos los demás agentes del mercado. 

Luego, restringió aún más este alcance, al tratar de identificar si existía algún tipo 

de concentración, enfocándose únicamente en el lado de la oferta, sin realizar algún 

tipo de análisis sobre el poder de influencia de Essalud, que llevará a descartar la 
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supuesta concentración. Ante este escenario, era claro que Essalud tenía una 

influencia decisiva con capacidad de contrarrestar la concentración de la oferta, por 

cuanto tenía el poder de adoptar o bloquear las decisiones de los agentes 

económicos de la oferta, respecto a su comportamiento comercial estratégico. A 

pesar de la relevancia de este análisis en este caso, la Sala Superior manifiesta que 

el juzgado sí se ha pronunciado sobre el poder de Essalud cuando en realidad no 

ha analizado su impacto en la supuesta concentración, ya que ello constituía un 

claro contraindicio. En tal sentido, se han contravenido los principios del debido 

procedimiento, impulso de oficio, presunción de veracidad, verdad material y 

presunción de licitud previstos en la Ley N° 27444,  a efectos de determinar que 

efectivamente se presentaba un supuesto de reparto del mercado. Si la Sala 

Superior hubiera analizado la concentración de la oferta, habría verificado el poder 

que tenía Essalud y hubiera podido constatar que, por ejemplo, cuando en el año 

dos mil dos decidió cambiar (relajar) algunas de las condiciones de provisión de 

oxígeno, se produjo un cambio inmediato en el mercado. En el caso del recurrente, 

ello implicó que solo pudiera ganar ofreciendo el setenta por ciento del valor 

referencial (mínimo posible), y ello sin duda, afectaba el supuesto acuerdo colusorio 

entre las demandantes. 

 

3. DICTAMEN FISCAL SUPREMO: 

 

La Fiscalía Suprema mediante Dictamen Fiscal Supremo N° 4106-2018-MP-FN-

FSCA, de fojas mil ochenta y dos del cuaderno de casación, opina por que se 

declaren infundados los recursos de casación interpuestos y, en consecuencia, que 

no se case la sentencia de vista. 

 

4. ANTECEDENTES JUDICIALES DE RELEVANCIA 

 

Antes de absolver las denuncias efectuadas por las empresas demandantes, 

conviene hacer un breve recuento de las principales actuaciones vinculadas con el 

desarrollo de la presente causa, en la que existe acumulación de procesos: 
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Messer Gases del Perú Sociedad Anónima. 

4.1. Mediante escrito presentado el veinticinco de setiembre de dos mil trece, de 

fojas trescientos treinta y dos, Messer Gases del Perú Sociedad Anónima (en lo 

sucesivo Messer) interpuso demanda contenciosa administrativa, postulando el 

siguiente petitorio: pretensión: la nulidad de la Resolución N° 1167-2013/SDC-

INDECOPI, que confirmó la Resolución N° 051-2010/CL C-INDECOPI, mediante la 

cual se resolvió declarar que la actora, conjuntamente con otras empresas, incurrió 

en prácticas restrictivas de la competencia en la modalidad de reparto del mercado 

en los procesos de selección convocados por Essalud para la adquisición de 

oxígeno medicinal líquido y gaseoso de nivel nacional, durante el periodo 

comprendido entre enero de mil novecientos noventa y nueve y junio de dos mil 

cuatro, imponiéndoseles sanción de naturaleza pecuniaria. 

   

4.2. Por escrito de contestación de demanda presentado el veintinueve de octubre 

de dos mil trece, de fojas trescientos setenta y dos, el Instituto nacional de Defensa 

de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (en adelante 

Indecopi), absolviendo la demanda, argumentó en resumen que: a) la realización de 

prácticas restrictivas de la competencia en la modalidad de reparto de mercado 

constituyó en conducta anticompetitiva sumamente grave, de esta forma se tiene 

que las empresas sancionadas decidieron alterar la competencia efectiva 

impidiendo que una entidad proveedora pudiera contratar el suministro de oxígeno 

en mejores condiciones de precio o calidad; b) Essalud se vio impedido de adquirir 

oxígeno medicinal con el beneficio propio de la competencia efectiva que deriva de 

proceso de contratación pública, sino que dichas contrataciones se efectuaron bajo 

una competencia simulada; c) la autoridad administrativa contaba con cinco (05) 

años desde el cese de la infracción, conforme lo establece el artículo 24 del Decreto 

Legislativo N° 701, ya que lo cierto es que la cond ucta investigada se realizó hasta 

junio de dos mil cuatro, debido a que respondió a una voluntad colectiva de 

repartirse el mercado; por tratarse de infracción de carácter continuado, el plazo de 

cinco años para el inicio de investigaciones no vencía sino hasta mucho después de 

iniciado el procedimiento sancionador, el mismo que fue ordenado mediante 

Resolución N° 003-2008-INDECOPI/CLC; d) en cuanto a la supuesta violación del 

plazo razonable, cabe señalar que la consecuencia de que la autoridad instructora 

exceda el plazo de investigación previsto, es la de emitir la resolución 
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correspondiente dentro del procedimiento lo antes posible; e) no existía vacío 

legislativo alguno que opere para acudir a la legislación penal, puesto que 

claramente el artículo 23 del Decreto Legislativo N° 701 preveía los criterios que la 

autoridad administrativa deberá considerar para determinar la gravedad de la 

infracción y graduar la sanción; f) la demanda no contiene argumentos consistentes 

que puedan desarticular la validez del pronunciamiento impugnado, el mismo que 

ha efectuado un desarrollo sólido y sumamente detallado acerca de las condiciones 

de mercado, así como los indicios que se apreciaron durante el procedimiento que 

acreditaron la existencia de una conducta de reparto de mercado; g) la actora 

también ha sido sancionada en sede administrativa en otros países por desarrollar 

las mismas prácticas restrictivas de libre competencia e incurrir en el reparto de 

mercado en licitaciones públicas para la adquisición de oxígeno medicinal; h) la 

conducta sancionada no tuvo lugar en momentos aislados, separados e 

independientes, sino que existió una voluntad común y continua de mantenimiento 

de la conducta de reparto de mercado; i) el Tribunal del Indecopi destacó que el 

patrón infractor detectado consistía en el hecho que las tres empresas presentaron 

ofertas cercanas al ciento diez por ciento (110%) del valor referencial o iguales a 

dicha cifra; j) la actora poseía plantas de llenado principalmente en la zona norte y 

no en la zona centro, área donde abastecía a Essalud; pese a ello, siempre se 

presentó a los procesos de selección de la zona centro, ganándolos y se auto-

descalificó o no se presentó en la zona norte, que siempre le fue mucho más 

rentable para abastecer oxígeno medicinal que la zona centro; k) la imposición de 

una multa en un escenario de violación a normas de libre competencia y en 

cualquier tipo de procedimiento sancionador debe preservar un necesario análisis 

acerca del beneficio económico obtenido producto de la infracción cometida, con la 

finalidad de que se asegure que la sanción impuesta sea mayor a dicho beneficio; 

de otra manera, no se cumpliría el rol disuasivo.  

 

Linde Gas Perú Sociedad Anónima (antes denominada AGA Sociedad 

Anónima) 

4.3. Por medio del escrito presentado el dieciocho de octubre de dos mil trece,  de 

fojas setecientos setenta y nueve, Linde Gas Perú Sociedad Anónima (en lo 

sucesivo Linde Gas) interpuso demanda contenciosa administrativa, postulando 

como petitorio:  
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a) Pretensión principal: la nulidad de la Resolución N° 1167-2013/SDC-INDEC OPI, 

la cual declaró la infracción al artículo 6 del Decreto Legislativo N° 701, e impuso 

multa de mil doscientos ochenta y ocho punto catorce Unidades Impositivas 

Tributarias (1,288.14 UIT). 

   

b) Pretensión subordinada a la pretensión principal: en plena jurisdicción, se 

revoque la Resolución N° 1167-2013/SDC-INDECOPI y r eformándola se declare 

fundado el recurso de apelación interpuesto en vía administrativa. 

 

c) Pretensión subordinada común: se disponga la nulidad de la sanción de multa 

establecida por el valor de mil doscientos ochenta y ocho punto catorce Unidades 

Impositivas  Tributarias (1,288.14 UIT). 

 

4.4. Por escrito de fecha cinco de diciembre de dos mil trece, obrante a fojas mil 

diecinueve, el Indecopi contestó la demanda y argumentó principalmente que: a) 

se probó categóricamente que la empresa incurrió en prácticas anticompetitivas de 

reparto de mercado, pues fue resultado de la valoración de una pluralidad de 

indicios de la realización de dichas prácticas sin que las empresas investigadas 

jamás pudieran justificar la existencia de tales indicios bajo explicaciones 

económicas racionales; b) la realización de prácticas restrictivas de competencia en 

modalidad de reparto de mercado en proceso para la adquisición de oxígeno 

medicinal, constituyó una conducta sumamente grave; c) las empresas 

sancionadas alteraron la competencia efectiva que debe existir en el marco de la 

contratación pública para un bien sumamente delicado como es el oxígeno 

medicinal; como consecuencia, Essalud se vio impedido de adquirir oxígeno 

medicinal con el beneficio propio de la competencia efectiva que deriva de un 

proceso de contratación pública; d) Aga jamás presentó documentación fehaciente 

que demuestre que los beneficios de haber postulado hubiesen sido menores al 

punto de decidir no hacerlo; e) en sede administrativa se demostró que sí existían 

condiciones estructurales en el mercado de oxígeno medicinal adquirido por 

Essalud a través de sus procesos de selección, que facilitaban la adopción de 

prácticas anticompetitivas; f) al tratarse de infracciones continuadas, el inicio del 

cómputo de la prescripción solo puede  considerarse a partir del momento en que 

cesaron los hechos calificados como infracciones a las normas de libre 
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competencia, lo que ocurrió luego que el acuerdo de reparto de mercado geográfico 

concluyera hacia el mes de junio de dos mil cuatro; g) la actora también ha sido 

sancionada administrativamente en otros países por desarrollar las mismas 

prácticas restrictivas de libre competencia e incurrir en el reparto de mercado en 

licitaciones públicas para la adquisición de oxígeno medicinal; h) los antecedentes 

demuestran que el Indecopi ha respetado el debido procedimiento en la 

investigación realizada; i) una modalidad de prácticas anticompetitivas es la 

relacionada a la repartición de mercado. En este supuesto, los competidores 

conciertan el reparo de zonas geográficas, evitando la competencia entre ellos y 

distorsionando el mercado, en la medida que se crean monopolios sobre clientes, 

productos o espacios geográficos; de esta manera, los efectos del reparto del 

mercado son extremadamente negativos, ya que al decidirse la inexistencia de 

competencia de determinadas empresas, no existen incentivos para la eficiencia 

económica; por el contrario, se presentan escenarios de pérdida de eficiencia; j) las 

conductas realizadas por la demandante y las otras empresas sancionadas solo 

tuvieron como efecto proveerse de mayores ingresos como consecuencia de la falta 

de competencia en los procesos de adquisiciones públicas convocados por 

Essalud, aumentando artificialmente los precios y elevándolos hasta el máximo 

legal posible [en montos cercanos al ciento diez por ciento (110%) del valor 

referencial para cada proceso], situación que se mantuvo hasta el ingreso de 

nuevos competidores; k) Aga atribuye haber postulado en el norte en los procesos 

de contrataciones públicas durante todo el periodo investigado, el mismo que 

consistía en suministrar conjuntamente oxígeno líquido y gaseoso, no fue exigido 

por Essalud en todo el periodo investigado, como mal sugiere Aga en su escrito de 

demanda; l) Aga participó cubriendo un importante porcentaje de los requerimientos 

de oxígeno de Essalud en las zonas centro y sur, zonas que no fueron abastecidas 

por tal empresa durante el periodo investigado. Esto no hace sino demostrar la 

inconsistencia de la postura argumentativa de Aga al señalar que la tenencia de 

tanques criogénicos justificaría que se haya presentado a los procesos convocados 

por Essalud únicamente en la norma, si es que se considera que dicha empresa ya 

había abastecido otras zonas del país en periodos previos, lo cual ha sido tratado 

con absoluto silencio en su escrito de demanda; m) Aga se limita a mencionar que 

el requisito impuesto por Essalud demandaría costos altos, sin que durante el 

procedimiento administrativo haya aportado los medios de prueba que, de manera 
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consistente, permitan validar el argumento mencionado como un contra-indicio real 

a su favor; n) no se ha explicado por qué la empresa no realizó ofertas económicas 

válidas en la segunda etapa, en especial, en puntos de abastecimiento ubicados en 

Lima, donde se encontraba parte importante de su capacidad instalada en 

estaciones de llenado; Aga plantea que resultaba más eficiente postular al norte por 

hecho que Essalud podría exigir modificaciones al suministro de oxígeno, 

ampliando puntos de entrega. 

 

Praxair Perú Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada.  

4.5. A través del escrito presentado el quince de octubre de dos mil trece,  obrante 

a fojas mil seiscientos dieciséis, Praxair Perú Sociedad Comercial de 

Responsabilidad Limitada (en lo sucesivo Praxair) interpuso demanda contenciosa 

Administrativa, postulando como petitorio:  

 

a) Primera pretensión principal: la nulidad de la Resolución N° 1167-2013/SDC-

INDECOPI, la cual declaró la infracción al artículo 6 del Decreto Legislativo N° 701, 

e impuso multa de mil doscientos ochenta y ocho punto catorce Unidades 

Impositivas Tributarias (1,288.14 UIT). 

   

b) Pretensión accesoria a la primera pretensión principal: se declare que Praxair no 

ha incurrido en la práctica restrictiva de la competencia sancionada en la resolución 

impugnada. 

 

c) Primera pretensión subordinada a la primera pretensión principal: se declare la 

nulidad de la resolución impugnada en el extremo que determina que las conductas 

anteriores al veintidós de octubre de dos mil dos no han prescrito y se declare su 

prescripción. 

 

d) Pretensión accesoria a la primera pretensión subordinada: se recalcule la multa 

impuesta a Praxair teniendo en cuenta únicamente la conducta desplegada durante 

el periodo no prescrito. 

 

e) Segunda pretensión subordinada a la primera pretensión principal: se declare la 

nulidad de la determinación del monto de la multa impuesta y que se recalcule 
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dicho monto, respetándose el principio de razonabilidad de los actos 

administrativos. 

 

4.6. El veintitrés de diciembre de dos mil trece, obrante a fojas mil setecientos 

treinta y nueve, el Indecopi contestó la demanda y arguyó esencialmente que: a) 

se debe merituar con cuidado, ya que la conducta de las infractoras tuvo lugar bajo 

la comercialización de un producto sumamente sensible para la población, como lo 

es el oxígeno medicinal, sin detenerse en las graves consecuencias que determinan 

la falta o insuficiencia de dicho producto para la salud pública; b) la demandante y 

las otras empresas sancionadas incurrieron en una misma conducta continuada 

desde el año mil novecientos noventa y nueve al dos mil cuatro y la división del 

periodo de investigación en dos etapas no tiene ningún tipo de efecto sobre la 

caracterización de esta conducta como una infracción continuada, por lo que no 

cabe aplicar plazos prescriptorios independientes para cada una de ellas; c) Praxair 

se limita a mencionar que su capacidad instalada aumentó en el año dos mil cinco, 

lo que le haría atender la demanda de Essalud, pese a que precisamente ya la 

autoridad administrativa había demostrado que Praxair siempre tuvo la capacidad 

instalada para abastecer a Essalud durante el periodo investigado; d)  la multa 

observó el principio de razonabilidad, a partir de la determinación del beneficio ilícito 

obtenido por cada una de las empresas sancionadas, y la probabilidad de detección 

de la conducta, aspectos que fueron suficientemente explicados por Indecopi; e) la 

demandante ha sido sancionada en el extranjero por participar en prácticas 

restrictivas de la competencia de reparto de mercado para la compra de oxígeno 

medicinal; f) los antecedentes demuestran que el Indecopi ha respetado el debido 

procedimiento en la investigación realizada; g) existe unidad de comportamiento de 

todos los participantes de este acuerdo, es decir, la demandante y las otras 

empresas sancionadas al advertirse un comportamiento sistemático y consistente a 

lo largo de todo el periodo de investigación; h) el análisis del Indecopi no se limitó a 

la existencia de plantas de llenado para concluir que Praxair sí podía abastecer 

rentablemente  dichos mercados, por el contrario, analizó además aspectos 

relativos a la existencia de cilindros, transporte involucrado, así como a las 

cisternas criogénicas necesarias para transportar oxígeno medicinal líquido; i) 

Indecopi concluyó que si bien las sancionadas alegaron que los costos en los que 

tendrían que incurrir para abastecer este producto era significativamente altos, 
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únicamente presentaron información general respecto de los costos de camiones 

cisterna y tanques de almacenamiento, así como su relación de activos; j) el 

volumen demandado era superior a los niveles demandados por otros clientes 

medicinales. Es conocido que el mayor volumen vendido genera economías de 

escala, en especial, en este tipo de mercado con presencia de altos costos fijos, por 

lo que resulta esperable que los precios sean muy inferiores a los de otros 

establecimientos que demanden un menor nivel de oxígeno medicinal; k) la lógica 

que respaldaría la posición de la contraparte sería que los sistemas ya instalados 

en Lima y en el sur para el suministro de oxígeno medicinal, fueron fundamentales 

para los requerimientos posteriores de Essalud en tales zonas; sin embargo, dicha 

premisa es desbaratada a partir de un simple análisis realizado por el Indecopi 

acerca que en no todos los casos dichos sistemas fueron necesarios para 

suministrar oxígeno a Essalud, por lo cual la supuesta experiencia a la que alude la 

contraparte como elemento medular, es inconsistente. 

 

5. Sentencias emitidas en el proceso 

 

5.1. El Vigésimo Quinto Juzgado Especializado en lo Contencioso Administrativo 

con Sub Especialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de 

Lima, emitió sentencia de primera instancia mediante resolución número 

quince, de fecha nueve de noviembre de dos mil quince, obrante a fojas dos mil 

trescientos catorce, declarando infundada la demanda de nulidad de resolución 

administrativa. Sostuvo principalmente el Juzgado, que: i) los argumentos de las 

empresas demandantes no han logrado desvirtuar los fundamentos por los cuales 

la entidad demandada halló responsable a estas empresas por prácticas restrictivas 

de la competencia en la modalidad de reparto de mercado, en los procesos de 

selección convocados por EsSalud para la adquisición de oxígeno medicinal líquido 

y gaseoso, a nivel nacional, durante el periodo comprendido entre enero de mil 

novecientos noventa y nueve y junio de dos mil cuatro; ii)  los indicios hallados por 

la entidad demandada resultan consistentes con la realización de una práctica 

concertada en el caso en cuestión, siendo que las hipótesis alternativas planteadas 

por las empresas demandantes no logran desvirtuar dichos indicios; antes bien, al 

ser apreciados en su conjunto, y teniendo en cuenta que el mercado de oxígeno 

medicinal en los procesos de selección convocados por EsSalud presentaba 



Corte Suprema de Justicia de la República 
Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente 

  
SENTENCIA 

CASACIÓN N° 7634-2017  
  LIMA 

 
características que favorecían la colusión, permiten confirmar que la conducta de 

las empresas demandantes solo encuentra explicación lógica en la existencia de 

una práctica colusoria de reparto de mercado; y iii)  la resolución impugnada ha sido 

emitida habiéndose respetado el debido procedimiento administrativo de las 

empresas demandantes, y la responsabilidad administrativa de estas empresas ha 

sido debidamente acreditada en base a una pluralidad de indicios que conllevan a 

inferir la realización de una práctica colusoria en la modalidad de reparto de 

mercado, por lo que la entidad demandada no ha vulnerado el principio de verdad 

material ni los principios de veracidad y presunción de licitud. 

5.2 Contra la decisión final de primera instancia, las tres empresas demandantes 

interpusieron recursos de apelación, dando lugar a la emisión de la Sentencia de 

Vista,  expedida por la Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo 

con Sub Especialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de 

Lima, mediante resolución número treinta y ocho, de fecha cuatro de enero de dos 

mil diecisiete, obrante a fojas dos mil ochocientos cuatro, que confirmó la 

sentencia apelada que declaró infundada  la demanda. Constituyen pilares 

fundamentales de la decisión de la Sala Superior que: i) es válido haber hallado 

responsabilidad en las demandantes mediante indicios, los mismos que no han sido 

rebatidos por estas; ii)  existe infracción continuada, por lo que no ha operado la 

prescripción; iii)  asumir que se aplique la subsanación voluntaria, implica aceptar la 

existencia de infracción, lo cual no ha sido realizado por la recurrente; y iv)  existió 

concentración en el poder de la oferta, por lo que permitió que exista contexto de 

colusión de las empresas participantes en los procesos de licitación.   

 

II. CONSIDERANDO: 

 

PRIMERO. Aspectos del recurso de casación 

 

Debe ponerse de relieve que el recurso extraordinario de casación tiene por objeto 

el control de las infracciones que las sentencias o los autos puedan cometer en la 

aplicación del Derecho; partiendo de los hechos considerados probados en las 

instancias de mérito y aceptados por las partes, para luego examinar si la 

calificación jurídica realizada es la apropiada a aquellos hechos. Así, la labor 

casatoria es una función de cognición especial, sobre vicios en la resolución por 
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infracciones normativas que inciden en la decisión judicial, ejerciendo como 

vigilantes el control de derecho, correspondiendo a los Jueces de Casación 

cuestionar que los Jueces encargados de impartir justicia en el asunto concreto 

respeten el derecho objetivo en la solución de los conflictos. 

 

SEGUNDO. De las causales denunciadas en sede de casación   

 

Teniendo en cuenta las causales denunciadas y atendiendo a que varias de las 

mismas guardan relación entre sí, a pesar de que han sido formuladas por tres 

empresas distintas, corresponde resolver estas de forma conjunta, desarrollándose 

argumentos jurídicos vinculados, tanto de carácter procesal como material. 

 

Argumentos sobre infracciones procesales de los recursos de casación: 

 

TERCERO. Infracción normativa a las normas que garantizan el debido 

proceso, tutela jurisdiccional efectiva y derecho a la prueba, previstas en el 

numeral 3 del artículo 139 de la Constitución, así como el derecho a probar y a 

la debida valoración probatoria, contemplados en los artículos 188 y 197 del 

Código Procesal Civil.  

  

Las empresas recurrentes realizaron denuncias casatorias relacionadas a la 

vulneración en general al derecho a la prueba, señalando los siguientes 

argumentos: 

 

a) Se ha sancionado en base a indicios invirtiendo la carga de la prueba en el 

administrado, pues se exige que se demuestre inocencia por medio de 

contraindicios, lo cual afecta los principios de inocencia, de la prueba indiciaria y el 

debido proceso. 

b) Se presentaron una serie de explicaciones alternativas que no necesitan ser 

mejores alternativas que las propuestas por los indicios, simplemente que generen 

duda razonable de que la conducta investigada no se debió al acuerdo colusorio, 

sino que existieron otros factores. 

c) Entre las empresas denunciadas, no era la única explicación lógica para que 

estas hayan abastecido tradicionalmente una zona determinada, sino que la 
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conducta de las empresas se debió al diseño licitario implementado por el Seguro 

Social. Bastaba revisar las bases de las licitaciones para advertir que la primera 

etapa existían requisitos y condiciones onerosas; y en la segunda etapa, 

requerimientos más técnicos. 

d) La Sala Superior interpreta incorrectamente o confunde el deber de colaboración 

de las partes, bajo el principio de buena fe, con el hecho de que las empresas 

proporcionen medios probatorios que justifiquen sus contraindicios, lo cual es ilegal. 

e) En el Expediente Administrativo N° 002-2008/CLC, s e encontraba el Libro 

“Experiencias de Política Antimonopólica en el Perú” de Jorge Fernández-Baca, en 

el cual se concluye en su capítulo seis que no hubo reparto del mercado en los 

procesos de selección convocados por Essalud para la adquisición de oxígeno 

medicinal líquido y gaseoso, durante el periodo comprendido entre enero de mil 

novecientos noventa y nueve y junio de dos mil cuatro.   

f) No se han valorado debidamente la existencia de contraindicios, los cuales no 

permiten concluir la existencia de acuerdo colusorio entre las empresas 

demandantes. Se ofrecieron múltiples explicaciones alternativas respecto a la 

causa de la conducta de las empresas denunciadas. 

 

Iniciando la labor casatoria, debe ponerse de relieve en que los hechos que son 

discutidos en este proceso, han sido resueltos en base a prueba indiciaria, tanto en 

sede administrativa como en sede judicial; por lo cual es menester desarrollar el 

concepto de indicio a fin de establecer el procedimiento de valoración de las 

pruebas y explicaciones aportadas por las empresas recurrentes. 

 

De esta forma, el artículo 276 del Código Procesal Civil prevé que el indicio es: “El 

acto, circunstancia o signo suficientemente acreditados a través de los medios 

probatorios, adquieren significación en su conjunto cuando conducen al Juez a la certeza 

en torno a un hecho desconocido relacionado con la controversia”. En cuanto a los 

requisitos de la prueba por indicios, el numeral 3 del artículo 158 del Código 

Procesal Penal establece que: “(…) a) Que el indicio esté probado; b) Que la inferencia 

esté basada en las reglas de la lógica, la ciencia o la experiencia; c) Que cuando se trate de 

indicios contingentes, estos sean plurales, concordantes y convergentes, así como que no 

se presenten contraindicios consistentes”. 
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De lo anterior, resalta que indicio es el acto, circunstancia o signo que adquiere 

importancia cuando en su conjunto conducen al juez a la certeza respecto a un 

hecho desconocido, exigiéndose para su validez que se presenten contraindicios 

consistentes. 

 

Para San Martín Castro, la prueba por indicios forma parte del juicio de hecho, pero 

no como un medio de prueba que es valorado, sino como una operación intelectual 

(técnica de prueba), por lo que es propio de la fase de valoración de la prueba1. 

 

Como es de verse, el ordenamiento jurídico recoge al indicio como parte del 

sistema de valoración de las pruebas, permitiéndose resolver el caso a través de 

prueba indiciaria, por lo cual se realiza el juicio de hechos en función a operación 

intelectual; en ese sentido, para contradecir la prueba indiciaria, deben ofrecerse 

contraindicios. 

 

Respecto a los puntos a), b), d) y f),  es de señalar que conforme a lo expuesto, 

demostrar la inocencia por medio de contraindicios no está prohibido por la ley, sino 

por el contrario es una exigencia de la prueba indiciaria, por lo que no existe 

vulneración a los principios de inocencia, de la prueba indiciaria y debido proceso. 

Asimismo, si bien es cierto basta con generar la duda razonable a la hipótesis 

incriminatoria, las recurrentes no han presentado contraindicio consistente tanto en 

la etapa administrativa como judicial, ya que así se desprende de la base fáctica de 

la sentencia de vista, no confundiéndose el deber de colaboración de las partes. 

 

En lo que atañe al punto c),  es de acotar que aun cuando sea el diseño licitario de 

Essalud (la primera y segunda licitación), ello no contradice de forma suficiente la 

denuncia de acuerdo de colusión; menos cuando una de las pruebas indiciarias 

utilizadas por la autoridad administrativa es el reparto del mercado por zonas 

determinadas, lo cual devino en que cada empresa gane las licitaciones en 

diferentes zonas. 

 

                                                           
1 SAN MARTÍN CASTRO, César. “Prueba por indicios”, Texto de la VII Conferencia Anticorrupción organizada por 
la Coordinación Nacional del Sistema Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios. Ponencia dictada el 
27 de septiembre de 2017 en el auditorio Carlos Zavala Loayza, Lima. 
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Por otro lado, en cuanto al pun to e),  de la revisión de la página veintidós de la 

demanda de Messer, aparece referencia al ofrecimiento como medio probatorio del 

Expediente Administrativo N° 002-2008/CLC; sin emba rgo, de la lectura del escrito 

postulatorio no se advierte que se haya expuesto argumento respecto al Libro 

“Experiencias de Política Antimonopólica en el Perú”, y menos que se haya 

explicado su finalidad probatoria, por lo que este argumento debe ser rechazado . 

 

CUARTO. Infracción normativa a las normas que garantizan la debida 

motivación, prevista en el numeral 5 del artículo 139 de la Constitución, y en 

el numeral 6 del artículo 50, artículo 121, y numeral 4 del artículo 122 del 

Código Procesal Civil. 

 

Continuando con la labor casatoria, las recurrentes aducen que en la sentencia de 

vista existe afectación a la debida motivación, por cuanto: 

 

a) La Sala Superior se limitó simplemente a señalar que las conclusiones a las que 

arribó el análisis del profesor Fernández-Baca, no fueron contrastadas con ningún 

medio probatorio, no exponiendo con claridad y coherencia cómo concluyó lo 

anterior, máxime si como se indica en el informe, el libro se basó en diversos 

documentos y medios de prueba que obran en el expediente administrativo. 

 

b) La sentencia de vista ha intentado justificar su decisión en remitirse a lo resuelto 

por el Indecopi y por el juzgado, sin expresar argumentos propios, debiéndose tener 

en cuenta que se expresaron en el recurso de apelación los vicios y errores del 

juzgado al momento de emitir la sentencia. 

 

En el marco de la denuncia por vicios en la motivación de la resolución objetada, es 

menester que esta Sala Suprema analice los fundamentos empleados por la Sala 

de mérito en la sentencia de vista. Cabe agregar, que en la actualidad ya no forma 

parte de la discusión jurídica si las resoluciones deben estar motivadas o no, pues 

es un hecho aceptado que existe la obligación de motivar. Ello porque así se 

permite el control de constitucionalidad de la motivación.  
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En relación al tema casatorio, el derecho fundamental a la debida motivación de las 

resoluciones judiciales se encuentra reconocido en el numeral 5 del artículo 139 de 

la Constitución2, el cual también encuentra amparo en los Tratados Internacionales 

sobre Derechos Humanos, incluido como garantía procesal en el artículo 8 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, y en el artículo 14 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Este derecho fundamental es uno de 

los derechos que conforman el derecho fundamental al debido proceso3, que se 

encuentra reconocido en el numeral 3 del artículo 139 de la Constitución. 

 

El derecho fundamental a la debida motivación de las resoluciones ha obtenido 

interpretación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (vinculante para el 

Perú en atención a la Cuarta Disposición Final Transitoria de la Constitución 

Política), estableciendo que es un derecho que permite verificar la materialización 

del derecho a ser oído, y que la argumentación de un fallo demuestra que los 

alegatos y pruebas han sido debidamente tomados en cuenta, analizados y 

resueltos4, y que: “El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada 

con la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos 

a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad de 

las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática (…)”5. 

 

Ahora bien, para verificar si la sentencia de vista ha transgredido o no el derecho a 

la motivación de las resoluciones judiciales, el examen a efectuarse debe partir 

necesariamente de los propios fundamentos o razones que sirvieron de sustento a 

esta; por lo tanto, al realizar el control de derecho de la resolución impugnada, se 

analizarán las razones expuestas en la resolución materia de casación que 

justificaron la decisión contenida en ella.  

                                                           
2 Principios de la Administración de Justicia  
Ar tículo 139.-  Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 5. La motivación escrita de las resoluciones 
judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y 
de los fundamentos de hecho en que se sustentan. 
3 El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es parte del derecho al debido proceso 
consagrado en el artículo 139 numeral 3 de la Constitución Política del Estado, como uno de los principios y 
derechos de la función jurisdiccional, el cual exige que en todas las instancias judiciales se cumplan 
necesariamente todas las garantías, requisitos y normas de orden público que han sido establecidas a fin de 
generar que todas las personas estén en reales condiciones de poder defender de manera apropiada sus 
derechos. Así, el debido proceso es una garantía procesal de inexorable cumplimiento en tanto su observancia 
permite la efectiva protección de otros derechos fundamentales y el acceso a la justicia.  
4 Corte IDH. Caso Tristán Donoso vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 27 de enero de 2009, párrafo 153. 
5 Caso Apitz Barbera y otros, sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 05 de agosto 
de 2008, fundamento 77. 
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Realizando el control de motivación de la resolución impugnada en instancia de 

casación, es menester tener en consideración la interpretación del Tribunal 

Constitucional en la STC N° 00728-2008-PHC/TC, que en su fundamento jurídico 

séptimo, ha señalado que la motivación insuficiente está vinculada al mínimo de 

motivación exigible, y está referida a la ausencia o insuficiencia de argumentos a la 

luz de lo que se está resolviendo: “Motivación insuficiente .- Se refiere, 

básicamente, al mínimo de motivación exigible atendiendo a las razones de hecho o 

de derecho indispensables para asumir que la decisión está debidamente motivada. 

Si bien (…) no se trata de dar respuestas a cada una de las pretensiones 

planteadas, la insuficiencia, vista aquí en términos generales, solo resultará 

relevante desde una perspectiva constitucional si es que la ausencia de argumentos 

o la insuficiencia de fundamentos resulta manifiesta a la luz de lo que en sustancia 

se está decidiendo”. 

 

En la sentencia de vista que se ha impugnado, se sostiene que el Libro 

“Experiencias de Política Antimonopólica en el Perú” no fue ofrecido oportunamente 

como prueba y que la recurrente Messer solo cita pasajes del acotado libro sin 

contrastar con los medios probatorios actuados en el expediente o en la 

investigación, por lo que no correspondía que la juez examinara el documento, pues 

no se ha demostrado cómo refutarían los fundamentos de la resolución 

administrativa: “Con respecto al Libro “Experiencias de Política Antimonopólica en el 

Perú” del señor Jorge Fernández Baca, debemos expresar que el mismo no fue ofrecido 

oportunamente como prueba, como puede comprobarse de la simple lectura de la 

demanda. Asimismo, al presentar el indicado documento el recurrente se limita a citar 

pasajes del mismo, según los cuales no habría existido la concertación materia del 

procedimiento administrativo sancionador. Sin embargo, la respetable opinión del autor 

de dicho informe no resulta contrastada con los medios probatorios actuados en el 

presente expediente o en la investigación realizada en el procedimiento administrativo. 

En consecuencia, no correspondía que la señora jueza subespecializada examinara el 

mencionado documento extrayendo de él lo que favoreciera a la empresa demandante 

pues, como resulta obvio, quien tiene la carga de ofrecer oportunamente los medios 

probatorios y, además, demostrar la forma en la que, supuestamente, estos refutarían los 

fundamentos de la resolución administrativa cuestionada, es la recurrente”; igualmente 

señaló que no es posible extraer conclusiones de simples citas: “(…) ni siquiera en el 
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caso de que la prueba hubiera sido presentada oportunamente, podrían extraerse 

conclusiones favorables a MESSER a partir de simples citas, que no se encuentran 

sustentadas en pruebas específicas actuadas en sede administrativa o judicial, que 

corroboren las alegaciones examinadas”.   

 

En lo referente al fundamento a)  de la denuncia casatoria, se advierte que la 

sentencia de vista cimentó su posición esencialmente en que la opinión del autor no 

fue contrastado con medios probatorios, y que de simples citas no se podían 

extraer conclusiones, lo cual se condice con la verdad, toda vez que la recurrente 

Messer no ha evidenciado que lo argüido en el apuntado libro esté respaldado en 

pruebas o contraindicios, o menos haber resaltado qué punto o indicio se 

desbarataría o desvirtuaría con dicho libro; por ende, este argumento debe ser 

desestimado. 

 

En lo que atañe al punto b)  de la denuncia, la recurrente Praxair no señala si todos 

los argumentos de la sentencia de vista o parte de ellos, han sido justificados 

remitiéndose a lo resuelto por Indecopi y la sentencia de primera instancia; es decir, 

no se ha identificado qué fundamentos son los que adolecen de defectos en su 

motivación, en los cuales la Sala Superior no haya manifestado argumentos 

propios, ciñéndose la mencionada recurrente a sostener de forma genérica su 

denuncia.  

 

QUINTO. Infracción normativa del numeral 6 del artículo 139 de la 

Constitución, en razón de que la sentencia de vista ha vulnerado derechos de 

defensa y doble instancia.  

 

De otro lado, Messer manifiesta en su recurso de casación que la Sala Superior ha 

vulnerado gravemente el derecho constitucional de la defensa, toda vez que no 

existe fundamento jurídico en el sentido que el juzgado solo estaba obligado a 

pronunciarse exclusivamente sobre los argumentos de la demanda. 

 

A pesar de que se ha alegado la vulneración del derecho de defensa y de pluralidad 

de instancia (instancia doble), la recurrente solo ha invocado la afectación del 

numeral 6 del artículo 139 de la Constitución; sin embargo, para mejor resolver, 
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también debe analizarse el numeral 14 del mencionado artículo constitucional, que 

recoge el derecho de defensa. 

 

El numeral 6 del artículo 139 de la Constitución prevé que es principio de la función 

jurisdiccional “La pluralidad de instancia”; igualmente, en el numeral 14 del citado 

artículo constitucional se establece que es principio de la función jurisdiccional  “El 

principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso”. 

  

Emitiendo pronunciamiento sobre la denuncia, cabe señalar que de acuerdo al 

artículo IV del Código Procesal Civil, de aplicación supletoria, contempla que “El 

proceso se promueve solo a iniciativa de parte”; asimismo, según el principio de 

congruencia procesal, que rige en el proceso contencioso administrativo por 

supletoriedad del artículo VII del anotado código, el juez no puede fundar sus 

decisiones en hechos diversos a lo que han sido alegados por las partes. 

 

En esa línea, se desprende que las normas citadas preceptúan que es la demanda 

el acto con el cual se inicia el proceso, y que el juez debe fundamentar sus 

decisiones en hechos alegados por las partes, entendiéndose con ello que es 

obligación del juez expresar su razonamiento sobre lo sostenido en los actos 

postulatorios (demanda y contestación de demanda), y no acerca de otros hechos o 

circunstancias aducidas con posterioridad.  

 

De este modo, cuando se acusa que la Sala Superior señala que solo estaba 

obligada a pronunciarse sobre lo argüido en la demanda, no afecta los derechos de 

defensa y de pluralidad de instancia, puesto que es su deber pronunciarse sobre los 

hechos alegados por las partes, ciñendo especialmente su argumentación a lo 

manifestado en la demanda, que es lo que permitió al juzgado pronunciarse a su 

vez sobre lo actuado en sede administrativa, decisión que es revisada por la Sala 

Superior. 

 

Argumentos respecto a infracciones materiales de los recursos de casación. 

 

SEXTO. Base fáctica aplicable al caso, extraída de las instancias de mérito  
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a) Indecopi sancionó a las empresas Messer, Praxair y Linde Gas por la comisión 

de la infracción prevista en el artículo 66 del Decreto Legislativo N° 701, por realizar 

prácticas restrictivas de la competencia en la modalidad de reparto de mercado en 

los procesos de licitación de Essalud para la adquisición de oxígeno medicinal 

líquido y gaseoso, a nivel nacional, en los periodos de enero de mil novecientos 

noventa y nueve y junio de dos mil cuatro. 

 

b) Las licitaciones se realizaron en dos etapas:  

 

i) Primera etapa: Licitación Pública  N° 118-IPSS-98,  Licitación Pública 

N° 053-ESSALUD-99, Licitación Pública N° 0199L00051  y las 

Adquidiciones realizadas entre los años dos mil uno y dos mil dos. 

 

ii)  Segunda etapa: Licitación Pública N° 0199L00052 y las 

adjudicaciones del periodo dos mil tres y dos mil cuatro. 

 

c) Por Resolución N° 003-2008-INDECOPI/CLC del veinti cinco de enero de dos mil 

ocho, la Comisión de Defensa de la Libre Competencia de Indecopi, de oficio, inició 

procedimiento administrativo sancionador contra las tres empresas por presuntas 

prácticas restrictivas de la competencia. 

 

d) Mediante Resolución N° 051-2010/CLC-INDECOPI del t rece de agosto de dos 

mil diez, la mencionada comisión declaró fundado el procedimiento sancionador de 

oficio y resolvió sancionar a las referidas empresas con multas de tres mil 

ochocientos treinta y seis punto ochenta y dos Unidades Impositivas Tributarias 

(3,836.82 UIT), mil trescientos treinta y tres punto noventa Unidades Impositivas 

Tributarias (1,333.90 UIT)  y quinientos setenta y ocho punto noventa y ocho 

Unidades Impositivas Tributarias (578.98 UIT). 

 

e) Interpuestos los recursos de apelación, a través de la Resolución N° 1167-

2003/SDC-INDECOPI del quince de julio de dos mil trece, la Sala Especializada en 

Defensa de la Competencia de Indecopi confirmó la resolución administrativa de 

                                                           
6 Artículo 6.-  Se entiende por prácticas restrictivas de la libre competencia los acuerdos, decisiones, 
recomendaciones, actuaciones paralelas o prácticas concertadas entre empresas que produzcan o puedan 
producir el efecto de restringir, impedir o falsear la competencia. 
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primera instancia, en el extremo que declaró fundado el procedimiento iniciado de 

oficio y en cuanto a la sanción, que resolvió imponer multa de mil trescientos treinta 

y tres punto noventa Unidades Impositivas Tributarias (1,333.90 UIT), mil 

doscientos ochenta y ocho punto catorce Unidades Impositivas Tributarias 

(1,288.14 UIT) y cuatrocientos noventa y tres punto ochenta y cuatro Unidades 

Impositivas Tributarias (493.84 UIT). 

 

SÉPTIMO. Acerca de la prescripción de la infracción y de su carácter 

continuado (Infracción normativa por interpretación errónea e inaplicación del 

artículo 42 del Decreto Legislativo N° 1034, e infr acción normativa por 

aplicación indebida del artículo 233 numeral 1 de la Ley N° 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General, en lo que respecta al cómputo de la 

prescripción).  

 

Las tres empresas recurrentes sostuvieron que la infracción imputada por el 

Indecopi ha prescrito por cuanto —aducen esencialmente— que se trató de hechos 

independientes y no continuados; respaldando su postura en los siguientes 

argumentos: 

 

- Existen tres escenarios, y que el primero y segundo demostraron que los procesos 

de selección correspondientes a la primera etapa (1999-2002) habría prescrito. 

 

- Indecopi dejó paralizado el procedimiento por causas no imputables, por lo que de 

conformidad con el numeral 5 del artículo 37 y artículo 42 del Decreto Legislativo N° 

1034, la prescripción habría operado. 

 

- Si los actos atribuidos constituyen infracción a la libre competencia, es infracción 

sucesiva y no continuada. Es necesario demostrar que existió una misma 

resolución criminal desde la Licitación Pública N° 018-IPSS-98 hasta la adjudicación 

directa del año dos mil cuatro. 

 

Con el propósito de continuar con la función nomofiláctica, es necesario que se 

describa el texto del artículo 42 del Decreto Legislativo N° 1034, que señala: “Las 

infracciones a la presente Ley prescribirán a los cinco (5) años de realizado el último acto 
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de ejecución de la conducta infractora. La prescripción se interrumpe por cualquier acto 

de la Secretaría Técnica relacionado con la investigación de la infracción que sea puesto 

en conocimiento del presunto responsable (…)”. Detallándose en el numeral 233.1 del 

artículo 233 de la Ley N° 27444  “233.1 La facultad de la autoridad para determinar la 

existencia de infracciones administrativas, prescribe en el plazo que establezcan las leyes 

especiales (…)”. 

 

A fin de vislumbrar un mejor panorama sobre lo denunciado, se tiene que 

infracciones continuadas es el supuesto en que convergen diferentes conductas, 

cada una de las cuales constituye por separado una infracción, y que se consideran 

como una única infracción, siempre y cuando formen parte de un proceso unitario. 

Para Morón Urbina, debe existir identidad subjetiva activa, identidad subjetiva 

pasiva, pluralidad fáctica, proximidad temporal e identidad de los preceptos 

administrativos lesionados7. 

 

En cuanto a lo señalado por Messer, la sentencia apelada afirmó que existió 

infracción continuada por cumplir con unidad de pluralidad de acciones, pluralidad 

de violaciones de la misma ley, proximidad temporal y espacial e idéntica resolución 

criminal, no desvirtuando estos argumentos en instancia de apelación y menos en 

sede casatoria, limitándose a indicar que la etapa de las licitaciones entre mil 

novecientos noventa y nueve a dos mil dos ya ha prescrito. 

 

Por su parte, Praxair aseveró que Indecopi dejó paralizado el procedimiento por 

causas no imputables a la actora, operando la prescripción de la infracción. Al 

respecto, es de acotar que dado que los procesos de licitación se llevaban a cabo 

anualmente se renovaba la conducta infractora, existiendo un mismo patrón de 

conducta que se repitió entre los años mil novecientos noventa y nueve al dos mil 

cuatro, ocasionando con ello la aparición de la infracción continuada. De otro lado, 

la empresa recurrente no ha apuntado qué tiempo estuvo paralizado el 

procedimiento y cuáles fueron las causas de dicha paralización, a fin de determinar 

si existieron o no causas no imputables a la recurrente. 

 

                                                           
7 MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley de Procedimiento Administrativo General. Edit. Gaceta 
Jurídica, año 2009, octava edición, Lima-Perú, páginas 715 -716. 
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En lo atinente a la recurrente Linde Gas, es de indicar que se asegura que las 

infracciones fueron sucesivas y no continuadas, debiéndose demostrar que existe 

una misma resolución final. Sin embargo, de los datos fácticos de la sentencia de 

vista se aprecia un comportamiento uniforme que acredita el actuar coordinado de 

las tres empresas denunciadas, deviniendo en una misma resolución final emitida 

por Indecopi, no existiendo causales de interrupción o suspensión del plazo 

prescriptorio. 

 

En conclusión, es claro que en el caso de las tres empresas existió identidad 

subjetiva activas (empresas demandantes), identidad subjetiva pasiva (procesos de 

licitación de Essalud), pluralidad fáctica (concertación del mercado), proximidad 

temporal (años mil novecientos noventa y nueve a dos mil cuatro) e identidad de los 

preceptos administrativos lesionados (infracciones anticompetitivas de mercado); 

por lo que esta causal casatoria debe ser desestimada. 

 

OCTAVO. De la subsanación parcial de la infracción imputada (Infracción al 

principio de aplicación inmediata de la norma, artículos 103 y 109 de la 

Constitución y del artículo 230 numeral 5 de la Ley N° 27444; infracción 

normativa al principio de razonabilidad en materia sancionatoria, artículo 230 

de la citada ley; e inaplicación del artículo 236-A de la prenotada ley).  

 

En su recurso de casación, Linde Gas arguyó que la irretroactividad de la norma 

con la misma excepción de que la norma posterior sea más favorable a situaciones 

anteriores a su vigencia; agrega que para graduar la sanción, el Indecopi no aplicó 

el artículo 236-A de la Ley N° 27444, que regula la  subsanación voluntaria como 

causal atenuante, y que tras la entrada en vigencia del Decreto Legislativo N° 1272, 

es causal eximente. Añade, que lo anterior no pudo ser alegado en la apelación, 

porque la norma no había entrado en vigencia, empero en la fecha de la sentencia 

ya estaba vigente. 

 

Como es de verse, la empresa recurrente sostiene principalmente que se debió 

aplicar el artículo 236-A de la Ley N° 27444 por cu anto se ha subsanado la 

infracción; sin embargo, para la aplicación de la subsanación voluntaria, debe 
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asumirse que existe infracción, lo cual no ha sido reconocido por la empresa 

recurrente. De otra forma, no podría subsanarse ninguna infracción. 

 

Asimismo, en el recurso de casación, la recurrente no ha expresado cuál es el acto 

de subsanación que ha realizado y que supuestamente debería tenerse en cuenta 

para la subsanación; por lo tanto, estas causales deben ser desestimadas . 

 

NOVENO. De la graduación de la multa (Infracción normativa por aplicación 

indebida del artículo 23 del Decreto Legislativo N° 701 e inaplicación del 

numeral 6 del artículo 230 de la Ley N° 27444 y del  artículo 49 del Código 

Penal).  

 

La empresa Messer fundamentó en su recurso de casación que el artículo 23 del 

Decreto Legislativo N° 701 no regula expresamente e l tratamiento para la 

gradualidad de las sanciones, y sí el artículo 49 del Código Penal, por lo que resulta 

de aplicación al presente caso las disposiciones contenidas en la Ley N° 27444. 

 

El artículo 23 del Decreto Legislativo N° 701 estab lece que: “La Comisión de Libre 

Competencia podrá imponer a los infractores de los Artículos 3, 5 y 6 las siguientes 

multas: a) Si la infracción fuese calificada como leve o grave, una multa de hasta mil 

(1,000) UITs siempre que no supere el 10% de las ventas o ingresos brutos percibidos por 

el infractor correspondientes al ejercicio inmediato anterior a la resolución de la 

Comisión; b) Si la infracción fuera calificada como muy grave, podrá imponer una multa 

superior a las mil (1,000) UITs siempre que la misma no supere el 10% de las ventas o 

ingresos brutos percibidos por el infractor correspondientes al ejercicio inmediato 

anterior a la resolución de la Comisión”. Por su parte, el artículo 49 del Código Penal 

prevé que “Cuando varias violaciones de la misma ley penal o una de igual o semejante 

naturaleza hubieran sido cometidas en el momento de la acción o en momentos diversos, 

con actos ejecutivos de la misma resolución criminal, serán considerados como un solo 

delito continuado y se sancionarán con la pena correspondiente al más grave”. 

 

Como es de verse, el Decreto Legislativo N° 701 pre scribe que la graduación de 

leve, grave y muy grave es aplicable a las infracciones relacionadas a las prácticas 
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restrictivas de la libre competencia, como la que fue atribuida a las empresas 

demandantes. 

 

Por ende, para la graduación de sanciones de prácticas anticompetitivas es 

aplicable el artículo 23 del Decreto Legislativo N° 701 (aplicable por temporalidad), 

no siendo aplicable la legislación penal. Debe, entonces, resaltarse que para la 

resolución del caso concreto ha primado la norma especial al caso antes que la 

norma general contenida en el Código Penal, debiéndose desestimarse  esta 

causal casatoria. 

 

DÉCIMO. Respecto a la aplicación de la razonabilidad (Infracción normativa 

por inaplicación del numeral 1.4 del artículo IV del Título Preliminar y el 

numeral 3 del artículo 230 de la Ley N° 27444).  

 

La empresa Praxair sostiene medularmente en su recurso de casación que la 

sentencia de vista ha soslayado el principio de razonabilidad, cuestionando la 

arbitrariedad con que Indecopi fijó las dos variables utilizadas para calcular la multa, 

argumentando que los valores referenciales no son confiables y menos válidos por 

no haberse objetado que el proceso licitario fue posterior.  

 

El numeral 1.4 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444 preceptúa 

que: “Las decisiones de la autoridad administrativa, cuando creen obligaciones, 

califiquen infracciones, impongan sanciones, o establezcan restricciones a los 

administrados, deben adaptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y 

manteniendo la debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que 

deba tutelar, a fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la satisfacción de 

su cometido”. Tal como aparece establecido por la norma, el principio de 

razonabilidad se convierte en un límite para calificaciones de infracciones e imponer 

sanciones a los administrados. Con ello, la potestad sancionadora del Estado es 

reprimida con el propósito de no extralimitarse al momento de sancionar por 

infracciones administrativas.  

 

Para el Tribunal Constitucional, la razonabilidad comporta una adecuada relación 

lógico-axiológica entre la circunstancia motivante, el objeto buscado y el medio 
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empleado8. Lucchetti Rodríguez, el análisis de razonabilidad se aplica teniendo en 

cuenta la finalidad pública que se pretende tutelar y la proporcionalidad de la 

decisión administrativa utilizada para alcanzar el cometido estatal. En ese sentido, 

creemos que la decisión tomada por la entidad administrativa debe ser de tal 

manera que permita sopesar el posible conflicto que se da en la aplicación de los 

distintos intereses administrativos en juego ante una decisión y/o actuación estatal9. 

 

De la base fáctica de la sentencia de vista se advierte que en la Resolución N° 

1167-2013/SDC-INDECOPI se indicó que el precio adjudicado durante la Licitación 

Pública N° 0399L00091, pues a partir de dicha licit ación se habría identificado que 

existió competencia efectiva, cumpliendo por ende el precio referencial con el 

principio de razonabilidad al tratarse de competencia efectiva. 

 

Para asumir o argüir que el precio referencial es irrazonable, debe manifestarse 

argumentos que acrediten o evidencien la irrazonabilidad del precio referencial, o 

que el precio referencial supera el límite impuesto por el principio de razonabilidad, 

extralimitando la sanción al hecho infractor; empero, la empresa recurrente se ha 

limitado a apuntar que tales valores no son confiables y que el proceso licitario fue 

posterior, sin rebatir que existió competencia efectiva y que, en razón de ello, se 

eligió el valor referencial; en consecuencia, corresponde desestimar esta causal 

casatoria.  

 

DÉCIMO PRIMERO. Sobre el análisis de la demanda y de la oferta en los 

procesos de licitación (Inaplicación de los numerales 1.2 (debido 

procedimiento), 1.3 (principio de impulso de oficio), 1.7 (principio de 

presunción de veracidad), 1.11 (principio de verdad material) del artículo IV 

del Título Preliminar de la Ley N° 27444, y del art ículo 230 numeral 9 del 

mismo texto legal (principio de presunción de licitud). 

 

Praxair cimenta su recurso de casación en que el que exista concentración del lado 

de la oferta no debe ser considerado como condición que favorece la colusión, toda 

vez que se debe examinar el mercado en su conjunto y verificar si en el lado de la 

                                                           
8 STC 0090-2004-AA/TC, fundamento 35. 
9 LUCCHETTI RODRIGUEZ, Alfieri Bruno. “Algunos alcances en la aplicación del principio de razonabilidad de las 
decisiones administrativas”. Revista Círculo de Derecho Administrativo, página 485. 
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demanda existió concentración y si esta concentración tenía la influencia decisiva 

para contrarrestar la concentración de la oferta, bloqueando la decisión de los 

agentes económicos de la oferta.  

 

De los fundamentos del recurso de casación se advierte que los mismos se ciñen al 

principio de verdad material, previsto en el numeral 1.11 del artículo IV del Título 

Preliminar de la Ley N° 27444, por el cual “(…) la autoridad administrativa 

competente deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, 

para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la 

ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan acordado 

eximirse de ellas”. Para Morón Urbina, “En aplicación de este principio, las actuaciones 

probatorias de las autoridades deben estar dirigidas a la identificación y comprobación 

de hechos producidos y constatar la realidad (…)”10.  

 

Para resolver este punto, hay que partir indicando que las empresas investigadas 

fueron tres, las que estaban en el lado de la oferta, por lo que es lógico que el 

análisis del mercado se centre —de forma preliminar— en la oferta, a fin de 

corroborar su nivel de concentración, pues de ello se concluirá si existió colusión o 

no. 

 

Sin embargo, el poder de compra o de la demanda sí fue analizado por la sentencia 

de vista. En efecto, de su base fáctica se desprende que Indecopi evaluó el poder 

de compra para verificar si existían condiciones que favorecían la adopción de 

práctica colusoria entre las empresas investigadas. 

 

En tal sentido, no existe la inaplicación de las normas denunciadas, por lo que esta 

causal casatoria debe ser rechazada. 

 

 

 

 

                                                           

10
 MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley de Procedimiento Administrativo General. Edit. Gaceta 

Jurídica, año 2009, octava edición, Lima-Perú, página 84. 
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III. DECISIÓN: 

 

Por estas consideraciones, declararon INFUNDADOS los recursos de casación 

interpuestos por Praxair Perú Sociedad Comercial de Responsabilidad 

Limitada, Linde Gas Perú Sociedad Anónima y Messer Gases del Perú 

Sociedad Anónima;  con fechas tres, cuatro y cinco de abril de dos mil diecisiete, 

obrante a fojas dos mil novecientos sesenta y cinco, dos mil novecientos veintisiete 

y tres mil cuarenta y ocho respectivamente; en consecuencia, NO CASARON la 

sentencia de vista contenida en la resolución treinta y ocho de fecha cuatro de 

enero de dos mil diecisiete, obrante a fojas dos mil ochocientos cuatro, emitida por 

la Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo con Subespecialidad 

en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima; en los seguidos por 

las recurrentes contra el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 

Protección de la Propiedad Intelectual – Indecopi, sobre nulidad de resolución 

administrativa; DISPUSIERON la publicación del texto de la presente resolución en 

el diario oficial El Peruano conforme a ley; y los devolvieron. Interviene como Juez 

Supremo ponente Toledo Toribio . 

S.S. 

PARIONA PASTRANA 

ARIAS LAZARTE 

TOLEDO TORIBIO 

BERMEJO RÍOS 

BUSTAMANTE ZEGARRA 

 

Eae/jps 




